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Accorsi Opazo, Enrique
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RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
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37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
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Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38
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UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
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II
4
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PDC
X
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Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35
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UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
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PDC
RM
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RN
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PPD
VII
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PDC
V
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UDI
VII
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Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
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Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
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Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hidalgo González, Carlos
IND-RN
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
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Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
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Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional no estuvo presente el diputado señor Francisco Bayo.


-Asistieron, además, los ministros de Vivienda y Urbanismo, señor Jaime Ravinet; y de la Secretaría General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff.

-
II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 10.37 horas.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El acta de la sesión 6ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 7ª queda a disposición de las señores diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.
INADMISIBILIDAD DE PROYECTO DE LEY.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Bustos.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, en la sesión 10ª, la Mesa de la Cámara de Diputados anunció la inadmisibilidad de un proyecto de ley presentado por las diputadas señoras María Antonieta Saa, Eliana Caraball y Alejandra Sepúlveda, y por losd iputados señores Arturo Longton, José Antonio Galilea, Carlos Kuschel, Edgardo Riveros, Guillermo Ceroni, Jaime Mulet y quien habla.


De acuerdo con lo establecido en los artículos 15 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional y 14 del Reglamento de la Cámara, solicito que su señoría tenga a bien someter a la Sala nuestra petición de reconsideración de esa declaración.

El hecho de que lo hayan suscrito tantos diputados y de diferentes bancadas se explica porque la iniciativa tiene por finalidad establecer un beneficio en favor del Instituto de Ciencias Penales de Chile, organismo de larga trayectoria nacional y de renombre internacional, del que han sido directores, entre otros, Daniel Schweitzer, Miguel Schweitzer, Eduardo Novoa y Luis Cousiño Mac-Iver, prestigiosos juristas en materia penal.


La ley Nº 12.265 estableció, en beneficio de dicho instituto, un porcentaje de los remates que se llevan a cabo en los juzgados penales. Sin embargo, la reforma procesal penal destinó dichos recursos al Ministerio Público, con lo cual el instituto quedará sin fondos necesarios para el desarrollo de sus actividades.


Por tal razón, presentamos un proyecto de ley con el objeto de que el 0,7 por ciento de las multas de tránsito de beneficio comunal, establecidas en el artículo 55 del decreto supremo Nº 307, de 23 de mayo de 1978, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.231, sea destinado al Instituto de Ciencias Penales de Chile.


Lo anterior no irroga en modo alguno un gasto al erario, porque esos recursos no están incluidos en ningún ítem de la ley de Presupuestos. Se trata de un ingreso de carácter eventual de las municipalidades, relacionado con las multas del tránsito, y la materia no afecta las facultades del Presidente de la República preceptuadas en el inciso tercero del artículo 62 de la Constitución Política. Tampoco asigna una nueva función a las municipalidades, sino que sólo establece el traspaso de recursos al Instituto de Ciencias Penales, el cual deberá asumir los costos administrativos correspondientes.


Por lo tanto, solicitamos la reconsideración de la declaración de inadmisibilidad.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Julio Dittborn.


El señor DITTBORN.- Señor Presidente, desconozco en detalle el proyecto a que se refiere el diputado señor Juan Bustos, de manera que no pongo en duda los méritos del mismo ni los del Instituto de Ciencias Penales de Chile, que se financiaría con esta pequeña parte de las multas del tránsito. Pero quiero señalar que los diputados nunca hemos podido presentar indicaciones o mociones en la Comisión de Hacienda para destinar recursos del Estado o fondos municipales hacia fines que nos parezcan de utilidad, porque tradicionalmente se ha estimado que ello es prerrogativa exclusiva del Presidente de la República, por cuanto es propio de la administración financiera del Estado decidir el destino de los recursos que se recaudan por distintas vías.


Por lo tanto, si la moción se declara admisible, estaríamos actuando en contra de lo que ha sido la forma tradicional de proceder de la Comisión de Hacienda.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación la declaración de inadmisibilidad efectuada por el Presidente de la Cámara.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 27 votos; por la negativa, 19 votos. Hubo 2 abstenciones.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Caraball (doña Eliana), Delmastro, Dittborn, Egaña, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, Hales, Hidalgo, Jaramillo, Kuschel, Leal, Leay, Monckeberg, Norambuena, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Rojas, Ulloa, Urrutia, Varela y Vilches.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Araya, Bustos, Ceroni, Cornejo, Escalona, Jarpa, Montes, Muñoz (don 
Pedro), Navarro, Ojeda, Olivares, Paredes, Pérez (don Aníbal), Quintana, Saffirio, 
Valenzuela, Villouta y Walker.


-Se abstuvieron las diputadas señoras:

Soto (doña Laura) y Vidal (doña Ximena).


El señor LORENZINI (Presidente).- 
Se ratifica la declaración de inadmisibilidad hecha por la Mesa.

RÉPLICA A INTERVENCIÓN DE DIPUTADO ALEJANDRO NAVARRO. (Artículo 34 del Reglamento).


El señor LORENZINI (Presidente).- 
De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, ayer, el diputado señor Alejandro Navarro hizo una serie de aseveraciones, muchas de las cuales, por decirlo en forma caballerosa, son bastante erradas.


En primer lugar, habló de un informe secreto de la Superintendencia de Quiebras solicitado por nosotros.


Tengo el documento, el oficio ordinario Nº 829, que en ninguna parte dice “secreto”.


Con ocasión de una serie de denuncias, fundadas en la convicción plena de que se estaría transgrediendo la ley de Quiebras, dictada en 1981, junto con los diputados señores Andrés Egaña e Iván Norambuena presentamos una iniciativa legal destinada a fortalecer las atribuciones de la Superintendencia de Quiebras. 


Con posterioridad, como un ejemplo de las situaciones anómalas que ocurrían en las quiebras, mencionamos el caso del síndico 
-el primero destituido en la historia de la ley de Quiebras- señor Daniel Vásquez, quien, al parecer en una sociedad de hecho con otro síndico y abogado, don Adolfo Ortega, ha cometido una serie de irregularidades denunciadas por la propia Superintendencia de Quiebras, cuyo titular es de la confianza del Presidente de la República. 


¿Qué dice ese informe? 


“Conclusiones generales: 


De todo lo anterior se puede concluir que actúa en diferentes procedimientos concursables en las regiones Metropolitana y Octava, un grupo formado por los síndicos Daniel Vásquez, ingeniero comercial y contador auditor, y Adolfo Ortega, éste último abogado, y también el abogado Santiago Nettle y numerosos asesores y profesionales que se han reunido entre sí para sacar ventajas impropias de la administración de las quiebras que les son asignadas, para lo cual han cometido numerosas irregularidades de variada índole.” 


Agrega: “Este grupo, compuesto por los síndicos Adolfo Ortega y Daniel Vásquez, más el abogado de este último, continuó la persecución en contra de este organismo y sus funcionarios, recurriendo a un honorable diputado de la Octava Región con falsas denuncias. Esto motivó que se enviaran desde la Cámara de Diputados 17 oficios al ministro de Justicia, señor Luis Bates, para que se informara sobre el manejo del presupuesto, entradas y gastos, contrataciones, pagos de honorarios y todo otro tipo de información de los últimos veinte años de esta Superintendencia, con la esperanza de encontrar alguna irregularidad para neutralizar nuestra acción fiscalizadora.


“Este intento quedó absolutamente frustrado, puesto que los oficios fueron respondidos impecablemente, no encontrándose falta alguna en el desempeño de este superintendente, que jamás estará dispuesto a negociar sobre las obligaciones que por ley debe ejercer correctamente, no obstante todos los esfuerzos desplegados por estos síndicos para negociar un acercamiento entre las partes, proposición que fue rechazada de plano por este superintendente, ya que nuestra institución tiene por principal objetivo enfrentar la corrupción y velar por la transparencia en el sistema privado de las quiebras.


“Además, recurrieron a través del mismo diputado a la Contraloría General de la República para que fiscalizara los mismos conceptos ya señalados. Después de un exhaustivo análisis de todas las cuentas de este servicio, realizado por una inspectora de la Contraloría que trabajó in situ por cuatro meses, se llegó a la misma conclusión: no existe irregularidad ni falta alguna en el manejo de los recursos de esta Superintendencia.”


Más todavía -con esto termino-, tengo en mi mano el testimonio judicial de la quiebra de la empresa Campo Sur. En ella, un señor llamado Luis Patricio Sáez Ramírez, dice: “Punto uno: no es efectivo que don Daniel Vásquez haya incurrido en faltas o irregularidades, porque tengo entendido que no existe ninguna sentencia ejecutoriada que así lo determine. Esto me consta, porque en mi calidad de colaborador con el diputado Alejandro Navarro he tenido conocimiento de que don Daniel Vásquez ha interpuesto una serie de denuncias en contra del señor superintendente de Quiebras, las cuales han sido presentadas a la Contraloría General de la República y al señor Presidente de la República, y a raíz de ello es que el diputado Navarro ha solicitado una serie de oficios a la Superintendencia de Quiebras, los que tengo entendido no han sido respondidos”.


De acuerdo con lo señalado, ¿quién está mintiendo?


He dicho.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY Nº 458, DE 1975, LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, EN LO RELATIVO A LA CALIDAD DE LA CONSTRUCCIÓN. Primer trámite constitucional.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En el Orden del Día, corresponde ocuparse del proyecto de ley que modifica normas del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, ley general de Urbanismo y Construcciones, en lo relativo a la calidad de la construcción.


Diputado informante de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano es el señor Patricio Hales.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3418-14, sesión 21ª, en 18 de noviembre de 2003. Documentos de la Cuenta Nº 3.


-Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, sesión 4ª, en 15 de junio de 2004. Documentos de la Cuenta Nº 5.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales.


El señor HALES.- Señor Presidente, me corresponde informar sobre el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, ley general de Urbanismo y Construcciones, en lo relativo a la calidad de la construcción.


El objeto de la iniciativa es perfeccionar, suplir y complementar la llamada ley de calidad de la vivienda, cuyo objeto es establecer fórmulas de reclamo y normas sobre la calidad de la vivienda dentro del marco de la ley general de Urbanismo y Construcciones. De manera que cuando se habla de la ley de calidad de la vivienda, nos estamos refiriendo a aquellos aspectos de la ley general de Urbanismo y Construcciones que se modificaron en 1996.


Dicho texto legal, que modificó la ley general de Urbanismo y Construcciones, se inició por una moción de la honorable diputada y arquitecta, señora Eliana Caraball, y de otros ahora ex diputados, y constituyó un gran avance, pues la ley general de Urbanismo y Construcciones fue promulgada mediante un decreto en 1928 y, luego, modificada por otro en 1975. Esta ley no contenía elementos que permitieran asegurar las responsabilidades, los detalles de las formas de prescripción, de reclamo, en fin, diferentes aspectos. 


¿Cuáles son las principales modificaciones que introdujo la iniciativa de la diputada señora Eliana Caraball?:

1.
Se definió con precisión a los responsables frente a eventuales daños o perjuicios ocasionados por fallas o defectos en una construcción. Colocar al primer vendedor como responsable.

2.
Se consagró la responsabilidad solidaria de las personas jurídicas con el profesional competente.

3.
Si bien no innovó en relación con el plazo de prescripción de cinco años para perseguir dichas responsabilidades, se establecieron procedimientos judiciales más expeditos y firmes respecto de estas prescripciones.

4.
Se facultó al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para hacerse parte en los juicios relativos a defectos de construcción de las viviendas sociales.

5.
Se contempló la posibilidad de que los particulares pudieran contratar revisores independientes, lo cual es una importante novedad.

6.
Se incrementó significativamente el monto de las multas en caso de incumplimiento de las disposiciones legales.


Todo eso se hizo en 1996, con la iniciativa de la diputada señora Caraball y de otros ahora ex diputados, y se incorporó en la ley General de Urbanismo y Construcciones.


Con posterioridad, se introdujo una segunda mejora, para asegurar la calidad de la vivienda, pero limitada al tema de las estructuras, sobre todo en un país sísmico como el nuestro. El proyecto se aprobó en la Comisión y en la Sala, y la ley fue publicada en 2001. En ella se establece, de manera obligatoria, la revisión de los proyectos de cálculo estructural; es decir, el ingeniero calculista hace el proyecto, y después se da lo que en medicina se denomina la segunda mirada -en ingeniería no existía esa etapa o se hacía en forma voluntaria sólo en algunas municipalidades-. Este fue un importante aspecto que la Cámara agregó a la ley de Urbanismo y Construcciones.


Con ello se consagró el principio de la revisión obligatoria, es decir, se introdujo un nuevo requisito para asegurar la calidad de la vivienda. Es cierto que el costo de ello incide en la construcción, pero es ínfimo. Si ya el costo del calculista es barato, el del revisor del calculista es diez veces más barato.


Dicho esto, lo que se observó en el transcurso de los años es que había materias insuficientes, no debidamente tratadas, y que es necesario perfeccionar aspectos relativos a la calidad. Por eso se presentó el proyecto en debate.


Debo destacar no sólo el trabajo exhaustivo, dedicado y unánime de la Comisión para tratar el proyecto, sino, también, la flexibilidad con que una vez más el ministro de Vivienda y su equipo aceptaron las distintas indicaciones al mensaje del Ejecutivo.


La iniciativa contiene tres cuestiones centrales que debemos votar, a lo menos, en general.


La primera materia es una de las que rechazó la Comisión. Por lo tanto, si se observa el texto comparado, aparece eliminada la propuesta del mensaje.


Aun cuando parecía como lógica la falta de responsabilidad del propietario primer vendedor respecto de las fallas o defectos que aparecían cuando el comprador adecuaba, ampliaba o transformaba el inmueble, en el mensaje se expresa que se estimó prudente incluir esta materia en el proyecto. En opinión de la mayoría de los diputados de la Comisión, ella se encuentra ya establecida en el artículo 18 de la ley general de Urbanismo y Construcciones. Por lo tanto, por unanimidad, la Comisión estimó que este aspecto debía eliminarse del texto. Más adelante explicaré las razones de ello.


¿Cuáles son los tres aspectos que fundamentan el proyecto? 


Primero, que al vendedor no le sean imputables los defectos o fallas ocasionados por transformaciones hechas por el comprador;


Segundo, establecer diferentes plazos de prescripción, por cuanto la ley vigente señala cinco años para resolver cualquier asunto. Unánimemente entendimos que cuando se fijó el plazo de los cinco años, se estableció una prescripción muy gruesa, por llamarlo de alguna manera, sin el refinamiento de decir que las construcciones están compuestas de materiales distintos, y, por consiguiente, es obvio y lógico que haya tiempos diferidos para la prescripción, tanto de los materiales como de los distintos elementos de la construcción. En definitiva, se decidió establecer plazos de prescripción distintos para los diversos ítem de la construcción. Más adelante explicaré en detalle cuáles fueron las propuestas que se hicieron.


Y, tercero, en el proceso de construcción, en la aprobación de un proyecto o en las recepciones finales, claramente se han observado dobles revisiones. Es comprensible que ello pueda ocurrir, porque cada vez más se han ido agregando controles, regulaciones y revisiones.


Por otra parte, no se establecía con claridad los tipos de responsabilidad, sobre todo en el caso de los profesionales de la construcción y de los arquitectos. Más adelante me referiré en detalle sobre el tema. El proyecto establece responsabilidades civiles y penales para los arquitectos y los otros profesionales, quienes, antes, francamente quedaban liberados de ella, debiendo asumir por completo la responsabilidad las direcciones de obras municipales.


Además, se modificaron los ámbitos de competencia, materia de amplia discusión. Se tomaron decisiones para cambiar las responsabilidades de los profesionales y de las direcciones de obras, lo que habría que explicar en forma más detallada. También se produce un cambio radical en la aprobación de proyectos y en las responsabilidades de estos departamentos municipales. Por eso, les pido a los colegas poner atención en este punto, por cuanto ello significará que aquéllas dejarán de tener gran parte de las responsabilidades actuales.


También se establecen plazos para los permisos municipales. Esto es extraordinariamente bueno. El país sabe que obtener hoy un permiso de construcción para realizar un negocio inmobiliario, que implica mucho trabajo, considerable inversión y ocupación de numerosa mano de obra, es mucho más difícil que hace diez, quince o veinte años. Actualmente, obtener un permiso de edificación en una ciudad importante significa una demora de tres o cuatro veces más que antes. Cada día hay más demora y es más difícil.


¿Qué se hizo respecto de estos tres puntos que contiene el proyecto? (Me refiero a la responsabilidad por fallas, por adecuación y por transformaciones, a la modificación de los plazos de prescripción y a las dobles revisiones y atribuciones de las direcciones de obras).


Sobre el primer punto, debo decir que, efectivamente, la proposición del Ejecutivo fue rechazada por la Comisión. ¿Por qué motivo? Porque, a primera vista y para evitar lo que se llama la industria del reclamo y el abuso por parte del comprador, a éste se podría decir lo siguiente: “Si usted compró un inmueble y hace una transformación y, producto de ella, rompe una viga, después no puede quejarse de que el departamento tiene fallas estructurales, porque afectó un elemento de la estructura soportante del edificio. Naturalmente, si perfora una losa, para unir dos departamentos, está realizando transformaciones demasiado importantes para que no asuma la responsabilidad y, por lo tanto, no le puede decir después al constructor o al vendedor que el departamento venía fallado”.


Aun cuando esto aparece muy lógico para estas transformaciones, que he puesto en una situación absurda y que, probablemente, mañana será detectada fácilmente por un juez y no tendrá sentido que le reclamen al vendedor por una transformación tan radical, también existen transformaciones y adecuaciones que son de naturaleza distinta, que sí debieran ser de responsabilidad del vendedor. ¿Cuáles? A mi juicio hay tres:


Primero, hay adecuaciones que evidencian una falla oculta. Por ejemplo, si le entregan una pequeña vivienda con una cocina con cerámica en las paredes, seguramente pensará que esa cerámica está bien colocado. Pero si al instalar el mueble de cocina y al hacer las primeras perforaciones para los tarugos o para otros elementos que lo soporten, se desprende el revestimiento, quiere decir que la cerámica fue mal colocada. Por lo tanto, la adecuación y la transformación permiten hacer evidente una falla oculta en la construcción. De la misma manera, si en un departamento se instala un lavadero en una logia y se descubre que no está instalado en buenas condiciones el arranque de agua potable, evidentemente la adecuación o transformación realizada le permitió percatarse del problema. 


Si decimos que frente a este tipo de transformaciones o adecuaciones no responderá el vendedor, estamos manteniendo oculta la responsabilidad, tal como estaba oculta la falla.


Segundo, hay adecuaciones y transformaciones que son condición de la venta. Por ejemplo, si se compra una vivienda -es muy común en las de 600, 700 y hasta de 900 UF- en que sólo se dispone de los nichos o espacios para instalar clóset. Entonces, si el comprador, al ejecutar los trabajos para instalar estos muebles, que era condición de la venta y no una adecuación que se le haya ocurrido al comprador, descubre que los tabiques no están sólidos, que la solera no está firme, que los pies derechos no sujetan el tabique y que al instalar los clósets se desarma la tabiquería, mal podrían ser de su responsabilidad estas fallas.


Y, tercero, hay transformaciones y adecuaciones que, si bien no son condición de la venta, son una virtud de ella. Por ejemplo, es muy común que cuando la persona compra un inmueble, como aspecto virtuoso de éste, le digan que los dormitorios dos y tres, en el caso de que sea necesario, pueden transformarse en un estudio o ampliar un dormitorio. O sea, no es que se le haya ocurrido a la persona transformarlo por capricho, sino que, cuando lo compró, le explicaron todas las “gracias” que tenía el departamento o vivienda. Le dijeron: “Mire, tiene portero eléctrico, reja, calefacción central y, además, tiene los tabiques removibles”. Ahora, si la persona que compra hace la transformación y descubre que las puertas quedan mal ajustadas, se dañan los marcos o el resto de la tabiquería no ajusta, no puede ser responsable de las fallas ocultas que había dejado el constructor, quien, además, lo indujo a que hiciera transformaciones.


En definitiva, habiendo tantas variantes posibles sobre esto y siendo tan evidentes las transformaciones del usuario cuando son absurdas, la Comisión decidió eliminar por unanimidad este artículo, como se podrá observar en el comparado.


En segundo lugar, en el proyecto se planteó la posibilidad que el propietario primer vendedor entregara un manual de uso de mantención de la vivienda, como se indica en la letra b) del Nº 1, letra b) del artículo único.


Los representantes de la Comisión pensaron que ésta sería una buena idea, pero se le ha dicho a los empresarios de la construcción que lo hagan y que lo entreguen, pues efectivamente mucha gente desconoce cómo tiene que usar determinados aspectos de la vivienda. Por ejemplo, a veces la gente cuelga ropa al lado de las losas en departamentos muy chicos y la evaporación del secado, que se condensa en éstas, termina dañando la pintura y la pasta, en fin.


Ahora, ¿qué no nos gusta? Que dicho manual de uso y de mantención se transforme en un argumento de derecho a la hora de tener un litigio judicial. No queremos dejarlo consagrado en la ley. Si usted quiere entregar un manual de uso, entréguelo de hecho, pero no por mandato de la ley.


Como estoy empezando a describir los aspectos iniciales del proyecto, pareciera que nos dedicamos a rechazar todas las propuestas del Ejecutivo, pero en verdad no fue así. Coincidentemente, estos dos primeros aspectos los rechazamos, pero los demás fueron trabajados con el Ejecutivo y aprobados muchísimos de ellos, pues son sus partes más importantes. Si el manual de uso y mantención de la vivienda estuviera consagrado en la normativa como un elemento para indagar si el comprador trató de buena manera el inmueble, lo que haría el propietario primer vendedor sería incorporar en él un sinnúmero de obligaciones para el comprador respecto de la mantención de la propiedad. En consecuencia, en un litigio, el juez tendrá que determinar si el comprador cumplió o no con lo prescrito en dicho manual.


En la Comisión se planteó, primero, que fuera un manual de guía, de uso, de mantención; pero cuando se indicó que sólo tuviera el carácter de meramente informativo, la totalidad de sus integrantes concluyeron que no era necesario incluir una disposición de esa naturaleza en la futura ley.


Entonces, ¿qué les decimos a los propietarios de empresas inmobiliarias desde esta tribuna? Hagan todos los manuales que sean necesarios para ayudar al comprador a usar y mantener su propiedad; pero no lo incorporaremos en la ley como un argumento de defensa ante un litigio. Si el día de mañana un juez lo quiere considerar, será una decisión superior de ese magistrado, pero que pasará por sobre lo dispuesto en la letra de la ley.


Por lo tanto, esa propuesta fue rechazada.


Un tercer aspecto que concitó lata discusión, que todavía parece no superada y que, tal vez, hará necesaria la presentación de indicaciones, dice relación con el establecimiento de plazos distintos para la prescripción de las acciones tendientes a hacer efectivas las responsabilidades señaladas en el artículo 18. La ley vigente establece un plazo de cinco años para entablar acciones. El proyecto, en cambio, dispone diferentes plazos para tal efecto, en relación con los elementos construidos, que no es lo mismo que “materiales construidos”. El número 2) aprobado por la Comisión de Vivienda dispone: “Sustitúyese el inciso final del artículo 18 por los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno, nuevos:


“Las acciones para hacer efectivas las responsabilidades a que se refiere este artículo prescribirán en los plazos que se señalan a continuación:”.


Al comparar este texto con el del mensaje, se puede deducir la discusión habida sobre la materia.


En primer lugar, en cuanto a las fallas en la estructura soportante del inmueble, el Ejecutivo proponía que las acciones prescribieran en un plazo de diez años, en lugar de los cinco que establece la ley. Se argumentó que vivimos en un país sísmico y parecía razonable que no todas las acciones tuvieran el mismo plazo de prescripción. Se consideró necesario aumentarlo, a pesar de que hemos considerado al revisor de estructuras y al revisor de la ingeniería de cálculo, a pesar de que hay multas mayores, a pesar de que las empresas en Chile tienen tradición de construir bien, a pesar de que sus calculistas tienen prestigio mundial, a pesar de que el aprendizaje en la manera de construir es casi intuitivo -los maestros son capaces de entender que un pilar tiene que ser con estribos de 6, 8, 15 ó 20, lo que no ocurre en otras partes del mundo; también saben que las esquinas se deben pilarizar, que si van a salvar una luz, tienen que hacer una cadena, y, en el caso de un muro, van a tener que instalar una pequeña viga; que las esquinas de la construcción van con un ladrillo cruzado- y a pesar de que en nuestro país hay una cultura en materia de estructuras.


¿Por qué no es indefinido el plazo de prescripción, es decir, hasta la terminación del inmueble? A medida que se incrementan los plazos de prescripción de las acciones, también aumentan las obligaciones de garantía del primer vendedor. O sea, costaría más caro el inmueble, no porque se construya mejor, sino por la contratación de otras cauciones. Al respecto, podría pensarse que saldría más barato contratar un seguro contra sismos que pagar un inmueble de mayor valor.


Por otro lado, algunos argumentan que las fallas estructurales de la construcción deberían acusarse en los primeros dos o tres años de vida de un inmueble o con motivo de un sismo. En la Comisión se habló incluso de modificar el plazo de prescripción para deducir las acciones de cinco a veinte años; después se dijo a doce años. Finalmente, se acordó un plazo de quince años. Pero parece que el tema aún no está completamente zanjado.


En segundo lugar, se estableció un plazo que prescribe a los cinco años para entablar las acciones destinadas a hacer efectivas las responsabilidades por fallas en cubiertas, cielos y artefactos eléctricos -interruptores, enchufes, cajas de derivación y de timbre, soquetes-. ¿Por qué se incluyó a los artefactos eléctricos y no a los sanitarios? Por una razón muy sencilla: es mucho más grave que se dañe un interruptor que un lavatorio. Una tina podrá costar diez o cien veces más que un interruptor, pero su falla traerá como consecuencia filtraciones y deficiencias -por ejemplo, que la persona no se pueda bañar bien-; en cambio, un defecto en un artefacto eléctrico puede provocar un incendio por cortocircuito, sobre todo en las viviendas más pobres. Entonces, tiene que haber un tiempo claro de observación del uso de las fallas.


En todos los otros defectos no incorporados en los numerales 1), 2) y 3) del Nº 2) del artículo único se estableció que las acciones prescribirán en cinco años.


También se avanzó en la determinación del momento desde el que se cuentan los plazos de prescripción. La Cámara Chilena de la Construcción nos planteó que fuera desde la recepción final. Fue una materia bastante discutida, y se acordó que para las estructuras comenzarán a regir desde la recepción municipal, porque, aunque no se haya vendido el inmueble, el comportamiento de la estructura está a la vista, pues se está usando desde que se terminó el volumen, casa o edificio, soportando lo construido. Respecto de los otros elementos de la construcción, inician su funcionamiento al momento de ocuparse el inmueble. Entonces, se dijo que podía aceptarse que el de la recepción final fuera el momento desde el cual se contara el plazo de prescripción para el reclamo en materia de estructuras, vale decir, 15 años, y que los plazos indicados en los números 2) y 3) del inciso séptimo y en el inciso octavo, de cinco y tres años, se contarán a partir de la fecha de la inscripción del inmueble a nombre del comprador en el conservador de bienes raíces respectivo.


Al respecto, quiero decir que varios afiliados a la Cámara de la Construcción dijeron que esto era injusto, porque consideraban que, muchas veces, construido un edificio y recepcionado por la municipalidad, su venta demora dos o tres años. En consecuencia, tendrán que mantener una garantía que, en muchos casos no será de cinco, sino de ocho años. Pero si el plazo de prescripción para reclamar por las pinturas es de tres años y en la venta de la vivienda demoran tres años, considerando que se ha efectuado la recepción final, que se ha hecho la escritura y la inscripción en el conservador, al comprador se le habrá vencido el plazo para deducir la acción ante la justicia. De tal manera que en la Comisión convinimos por unanimidad que los plazos de prescripción de las acciones por fallas en la estructura se contarán desde la recepción final, pero, cuando se tratare de defectos en otros elementos de la vivienda, desde la inscripción en el conservador respectivo. Y si la inmobiliaria la tiene a su cargo antes, debe mantenerla y asegurarla como corresponde.


En la Comisión no hubo acuerdo para aceptar la propuesta del mensaje, que establecía multas proporcionales cuando se tratara de infracciones a la ley general de Urbanismo y Construcciones, a su ordenanza y a los instrumentos de planificación territorial.


Parece interesante la proposición del Ejecutivo de establecer que si en un conjunto de 3 mil inmuebles, cincuenta viviendas transgreden determinada norma, se deba multar por éstas, pero no por la totalidad. Sin embargo, no hubo acuerdo para aprobarla, y se impuso la tesis de los representantes de los directores de obras, en el sentido de que si se estaba haciendo una ley para asegurar la calidad de la vivienda, no parecía razonable aminorar las sanciones, sino aumentarlas o mantenerlas. Además, es una sanción que va en beneficio municipal y no de los compradores.


Por último, el aspecto más importante, desde el punto de vista de la agilización burocrática, dice relación con las delimitaciones de las funciones de los directores de obra, de los revisores independientes y de los profesionales. Omití intencionalmente el Nº 1) del artículo único para referirme a él en el momento de analizar las funciones de los directores de obras y de los revisores independientes.


En el texto aprobado por la Comisión de Vivienda se agrega una frase final al artículo 17, en el sentido de que los arquitectos, ingenieros civiles, constructores y constructores civiles “serán civil y penalmente responsables por las actuaciones en que intervengan en el ámbito de sus respectivas competencias”.


Desde siempre, los arquitectos han ejercido su profesión con abnegación y han logrado éxito en el país y fuera de él; pero en muchos aspectos, la responsabilidad por sus obras en Chile ha descansado en el revisor municipal y en los directores de obras. Esto no nos parece equitativo ni justo, porque mientras el resto de los profesionales chilenos responden personalmente, en este caso el director de obras es el responsable, incluso, respondiendo personalmente.


Además, se eliminó la doble revisión de los proyectos y hubo acuerdo para producir lo que, al comienzo, llamé modificación radical y sustancial del proyecto. Este es un cambio completo. Si el día de mañana, cuando el proyecto sea ley, a cualquiera de nosotros nos preguntaran en nuestros distritos qué mecanismo se va a emplear para aprobar un nuevo proyecto de construcción, tendríamos que informar que los directores de obras de las municipalidades sólo deberán revisar las normas urbanísticas de la ordenanza general y los instrumentos de planificación territorial, y será el propietario el que deberá contratar al revisor independiente o a su arquitecto, según se establezca, y será éste el responsable de todos los temas atingentes a la arquitectura y a la construcción.


Actualmente, en las direcciones de obras, el profesional debe revisar todo. Voy a dar un ejemplo. El ancho de una escalera en un edificio debe ser revisado por el arquitecto, por el revisor y por la dirección de obras. Esta última, además, debe responder si el arquitecto se equivoca en el ancho de la escalera.


Entonces, si bien parecía conveniente el hecho de que las direcciones de obras fiscalizaran y asumieran la responsabilidad en esta instancia, ello liberaba totalmente de responsabilidad a los profesionales. Por eso, en el inciso primero del artículo 17 se liberó a la dirección de obras de esa responsabilidad y se estableció la responsabilidad civil y penal de los profesionales. Por lo tanto, una vez aprobado este proyecto, el detalle de la arquitectura nunca más va a recaer en las direcciones de obras, sino que será responsabilidad de quienes ejecuten los proyectos.


Además, se planteó la necesidad de determinar claramente las responsabilidades del arquitecto o proyectista y las de los arquitectos de obras. A veces se malentiende y también se responsabiliza al arquitecto respecto de lo ejecutado; pero lo construido es de responsabilidad de quien construye y no de quien diseña. El arquitecto, diseñador o proyectista, o sea, quien hace los planos y concibe el espacio donde se va a construir, no es el responsable de la calidad de la construcción, sino del material que especifica, de la forma en que se construye y del aspecto espacial que diseña. De manera que quien construye responde por la construcción. Por lo tanto, la responsabilidad se limita a la ejecución del proyecto.


Además, se agrega un inciso final a la letra b) del número 5), que señala:


“Modifícase el artículo 116 del siguiente modo:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18, será responsabilidad del arquitecto que el proyecto cumpla con todas las disposiciones legales y reglamentarias, así como también, informar si la obra se ha ejecutado con plena fidelidad al mismo.”.


Es importante mencionar este hecho, porque no estaba consignado en la ley anterior. Ahora, el arquitecto está obligado a entregar a las direcciones de obras municipales un informe que señale si la obra se ejecutó conforme al proyecto diseñado o bien si no se hizo de esa forma. Se trata de una información clave para la recepción municipal. En dicho informe el arquitecto no señala si la obra está bien construida, porque no puede certificar aquello, pero sí puede indicar si el volumen está conforme al proyecto ejecutado. Si a ello se acompaña el informe favorable de un revisor independiente, ese profesional también será responsable junto al arquitecto de la obra.


En relación con los revisores independientes, hubo acuerdo en aceptar la propuesta del mensaje en cuanto a eliminar la obligatoriedad de la contratación de un revisor independiente, cuando el permiso de construcción se refiere a edificios de uso público, y, asimismo, suprimir la verificación de los anteproyectos por parte de esos profesionales.


Como bien señaló el diputado señor Víctor Pérez, se eliminó una atribución importante de los revisores independientes.


El número 7) del proyecto deroga artículo 116 Bis B). Cabe recordar que su inciso tercero establece lo siguiente:


“Si se hubiere aprobado previamente un anteproyecto y el revisor independiente o el arquitecto proyectista, según corresponda, incluye en el informe a que alude el inciso primero de este artículo, la circunstancia de que el proyecto se ajusta íntegramente al anteproyecto aprobado por el Director de Obras Municipales, este último omitirá la verificación de los antecedentes señalados en dicho inciso y otorgará sin más trámite el permiso”.


Por lo tanto, los revisores independientes no podrán hacer las revisiones y aprobaciones de los anteproyectos, pues ellas serán materias sometidas a la dirección de obras municipales respectivas.


Nosotros consideramos innecesaria la doble revisión de los proyectos. Sin embargo, la Cámara de la Construcción estima que es adecuada.


Respecto de las revisiones, también se establecen plazos diferenciados. Se trata de un aspecto importante que los diputados pueden dar a conocer en sus distritos, pues al sustituirse el artículo 118 se incorpora una novedad que no existía en Chile y que dice relación con que las direcciones de obras municipales tendrán plazos fijos para responder las autorizaciones o permisos que se les solicitan.


“8) Sustitúyese el artículo 118 por el siguiente:


“Artículo 118.- La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse sobre las autorizaciones o permisos requeridos dentro de los siguientes plazos:

“1.
Permisos de edificación y loteos con construcción simultánea.

“a.
Proyectos de hasta cien metros cuadrados edificados: diez días”. (Esta es una buena noticia, porque no se dilatan los plazos de entrega de los permisos. Las direcciones de obras estarán obligadas por ley a responder).

“b.
Proyectos de más de cien metros cuadrados y hasta mil metros cuadrados edificados: quince días.

“c.
Proyectos superiores a mil metros cuadrados edificados: veinte días. 

“2.
Fusiones, subdivisiones, urbanizaciones y loteos sin construcción simultánea: quince días.

“3.
Otras solicitudes: quince días.”


Dentro de esos plazos, las direcciones de obras respectivas deberán pronunciarse, en un solo acto, respecto de las observaciones que le merezca la autorización, porque muchas veces -varios diputados deben saberlo- ellas han usado el subterfugio de decir: “Mire, me pasé en el plazo y hay observaciones”, y después contestan las observaciones, con lo cual la inversión se puede dilatar por varios meses.


Si, cumplidos dichos plazos, no hubiere pronunciamiento, se podrá reclamar ante la secretaría regional ministerial, materia respecto de la cual me parece innecesario entrar en detalles.


En relación con la recepción final, se revisó la propuesta del Ejecutivo en orden a delimitar las responsabilidades de los directores de obra y de los arquitectos. Al respecto, la iniciativa señala que, para obtener la recepción de una obra, se debe presentar un informe del arquitecto proyectista y del revisor independiente, en el que se señale que la obra se ejecutó conforme al permiso. No se pide un certificado de calidad de la obra construida, sino uno que certifique que se construyó aquello para lo cual se solicitó el permiso, y que dicha obra se realizó de conformidad con las exigencias de la ley general de Urbanismo y Construcciones y de la Ordenanza respectiva, con lo cual, a partir de la aprobación del proyecto, ya no serán los directores de obras los responsables, sino los arquitectos y los revisores independientes.


Finalmente, la iniciativa considera un artículo transitorio en el cual se establece un plazo de noventa días para que, después de haber sido promulgada como ley, la iniciativa entre en vigencia.


Felicito a los diputados que integran la Comisión por el trabajo desarrollado, especialmente a la diputada Eliana Caraball, quien fue la primera en promover la presentación de un proyecto de ley respecto de la calidad de la construcción, en 1996.


De igual manera, agradezco la colaboración del señor ministro de Vivienda.


Es cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En debate.


Tiene la palabra la diputada Lily Pérez.


La señora PÉREZ (doña Lily).- 
Señor Presidente, debemos reconocer que el informe rendido por el diputado Patricio Hales, en nombre de la Comisión de Vivienda, fue bien contundente. Por tanto, sólo me limitaré a poner énfasis en algunos aspectos que, a mi juicio, son los centrales en estas modificaciones a la ley general de Urbanismo y Construcción enviadas por el Ejecutivo.


A los integrantes de la Comisión, al igual que al Ejecutivo, nos parece que el objetivo final de estas modificaciones es resguardar los derechos de los usuarios, porque, desgraciadamente, en los últimos años abundan ejemplos, especialmente entre la gente más modesta, de quienes han comprado una vivienda que esperan sea para toda la vida, pero que fue edificada por la empresa constructora como si fuera transitoria.


Desde ese punto de vista, las modificaciones propuestas son muy relevantes, pues se fundan en tres ideas matrices: primero, la responsabilidad de quienes construyen, de quienes controlan y fiscalizan la construcción, y de quienes reciben las obras; segundo, la determinación de los plazos para la caducidad de las responsabilidades, y, tercero, calidad de la construcción.


En la Comisión, uno de los aspectos más discutidos en relación con la calidad de la construcción fue la eliminación del manual del usuario que las empresas y el Serviu entregan cada vez que venden una vivienda. La verdad es que muchas veces, con la entrega de dicho manual, algunas empresas y el Serviu se lavan las manos y no asumen sus responsabilidades. ¡Hay que decirlo fuerte y claro! No puedo dejar de recordar lo que sucedió en 1997 con los miles de viviendas diluviadas en Puente Alto, Quilicura y Pudahuel, que fueron cubiertas con plásticos negros. Según el manual del usuario, el deterioro se debió al excesivo vapor emanado de las teteras, en circunstancias de que la verdadera razón radicaba en que no se usaron elementos de calidad para impermeabilizarlas. Desde ese punto de vista y teniendo como objetivo resguardar siempre los derechos de los usuarios que adquieren viviendas, la Comisión eliminó la obligación de entregar un manual del usuario, porque pensamos que ello podía prestarse para que las empresas se ampararan en él y la gente no pudiera reclamar sus derechos.


También se debatió en la Comisión el hecho de que, en general, la gente que tiene recursos y compra una vivienda de miles de UF, puede contratar un abogado para recurrir ante los tribunales de justicia y ganar los juicios, lo que no ocurre con las personas de escasos recursos o de un sector de la clase media, que cada vez se ha ido empobreciendo más.


Me quiero detener en otro punto que dice relación con la calidad de la construcción. Hasta ahora, cualquier ampliación o modificación que se hiciera a una vivienda original era de exclusiva responsabilidad del usuario, situación que también es muy discutible. En la comisión recibimos, por ejemplo, a pobladores de la Décima Región, quienes nos mostraron fotografías de viviendas que formaban parte de un barrio considerado modelo, en una villa modesta. Allí, los vecinos hicieron ampliaciones hacia las terrazas. A pesar de que las modificaciones no fueron estructurales, sino externas, se tradujeron en que las ventanas se descuadraron, en que las puertas se cayeron y en una serie de efectos colaterales. Pues bien, ello no puede ser imputado sólo al usuario; es una responsabilidad compartida.


Por eso, buscamos evitar que las personas que también son responsables de la calidad de la construcción puedan lavarse las manos. Eso queda consignado en el número 2) del artículo único del proyecto, que sustituye el inciso final del artículo 18 de la ley general de Urbanismo y Construcciones, a fin de establecer una cadena de responsabilidades de todos los que intervienen en una construcción, desde el primer vendedor, pasando por la empresa constructora, los proyectistas, los arquitectos e, incluso, los subcontratistas. Es un punto muy importante que se modifica en virtud de este proyecto, que estamos tratando en primer trámite constitucional.


Respecto de los plazos de prescripción de las responsabilidades por fallas o defectos en las viviendas, el diputado señor Hales ya los especificó claramente. Pero quiero hacer mucha fuerza en que si bien el mensaje del Ejecutivo contemplaba un plazo máximo de 10 años respecto de las fallas de estructura, la Comisión apoyó unánimemente una indicación del diputado René Manuel García, presente en la Sala, en cuanto a que las responsabilidades por fallas o defectos que afecten la estructura soportante del inmueble, prescriban en el plazo de 15 años.


La Comisión recibió observaciones de personas vinculadas con el mundo de la construcción, en el sentido de que ese plazo era demasiado amplio. Debo manifestar que comparto plenamente la indicación. Ojalá que a la gente se le pudiera asegurar su vivienda para toda la vida, mediante la utilización de estructuras adecuadas. Sabemos que existen fenómenos naturales que deterioran las viviendas, como terremotos e inundaciones; pero aquí estamos hablando de la casa propia definitiva, del sueño de toda familia.


Pensar en viviendas sólo para dos, tres o cinco años no debe ser el objetivo final, sobre todo si se trata de casas construidas con un sentido social. Por eso, el proyecto establece plazos buen definidos para las prescripciones: 15 años, en el caso de fallas o defectos que afecten la estructura soportante del inmueble; cinco años, cuando se trata de fallas relacionadas con las instalaciones -el diputado señor Hales se refirió a cada una de ellas y, por lo tanto, no las voy a repetir-, y tres años para fallas o defectos que afecten elementos de terminaciones o de acabado, tales como pinturas, barnices, sellos, fragües, alfombras, etcétera. 


Tal vez, alguien podría decir que tres años es poco tiempo si se trata de alfombras; pero hay que considerar que muchas veces resultan dañadas a consecuencia de fallas estructurales. Por ejemplo, la gente entiende perfectamente bien que si hay una cañería rota y el agua se filtra a través del entretecho, éste se inflará y producirá problemas no sólo en la estructura soportante, sino también en el revestimiento y en las terminaciones. 


Por eso, sin ser expertos ni técnicos en la materia, los integrantes de la Comisión de Vivienda realizamos una ronda de consultas y un trabajo superconcienzudo, de muchos meses, para conocer muy bien el tema y establecer plazos que resguarden los intereses de las personas que compran una vivienda. 


Con respecto a las responsabilidades, son muy importantes los tres puntos relacionados con las prescripciones. El número 1) del numeral 2) dispone que las acciones prescribirán a los quince años, cuando se trate de fallas o defectos que afecten la estructura del inmueble, plazo que se contará desde la fecha de recepción definitiva de la obra por parte de la dirección de obras municipales. Es decir, la actuación del director o de la directora de obras de la respectiva municipalidad será muy relevante para los efectos de establecer la fecha de caducidad de las responsabilidades.


Los plazos de prescripción de los casos indicados en los números 2) y 3) del mismo numeral, que dicen relación con fallas de los elementos constructivos y de las terminaciones, se contarán a partir de la fecha de la inscripción del inmueble a nombre del comprador en el conservador de bienes raíces respectivo.


La idea es establecer claramente responsabilidades legales, prescripciones y plazos, de modo que cuando una persona compre una vivienda, sepa la responsabilidad que le cabe al constructor, al arquitecto, al municipio y a la empresa constructora. Me parece relevante destacarlo en esta Sala, y, por cierto, la bancada de Renovación Nacional, el diputado René Manuel García y la diputada que habla, que integramos la Comisión de Vivienda, lo vamos a votar a favor, porque creemos que hay que resguardar los derechos de las personas que adquieren una casa propia para toda la vida. 


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, estamos discutiendo este proyecto de ley enviado por su excelencia el Presidente de la República, a través del ministro de Vivienda, don Jaime Ravinet, presente en la Sala, con el objeto de avanzar en un tema muy importante, especialmente para las personas que adquieren una casa. 


Cuando decidimos comprar una vivienda, debemos hacer grandes esfuerzos para adquirirla, cualquiera que sea su precio; sea una vivienda social o de muchos millones de pesos, todos debemos hacer muchos esfuerzos para comprarla. Por lo tanto, lo que corresponde es que nos entreguen una bien construida, independientemente de sus metros cuadrados o de la calidad de los insumos empleados. 


La iniciativa soluciona tres importantes problemas detectados durante el estudio del anterior proyecto de ley sobre calidad de la construcción -como decía el diputado Hales-, originado en una moción de la diputada señora Eliana Caraball.


Quiero destacar aquí la disposición que ha demostrado el ministro Ravinet en la Comisión de Vivienda. El mensaje enviado por el Ejecutivo fue enriquecido por los diputados, y el ministro se allanó, a través de conversaciones con los parlamentarios -además, escuchó a los invitados a la Comisión-, a modificar una serie de artículos con el objeto de tener un proyecto de ley que cumpliera realmente con los objetivos perseguidos por el Gobierno del Presidente Lagos.


En verdad, es destacable la forma de trabajo del ministro, puesto que permite mejorar los proyectos sobre la base de argumentos e ideas que apuntan a beneficiar a las personas. Por eso, ante todo, he querido resaltar la labor del ministro en este sentido, porque soy integrante de otras comisiones, en las cuales los ministros no permiten que se les cambie ni una coma a los proyectos. La actitud del ministro Ravinet es muy diferente e interactiva, a fin de lograr la mejor iniciativa posible.


En este sentido, al analizar el proyecto podemos concluir que lo que hace finalmente para mejorar la calidad de la construcción es dejar claramente establecida la responsabilidad de todos los que participan en ella, de manera que el comprador sepa quién es el responsable de cada etapa en la construcción de su vivienda. 


Otra de las cosas que hace el proyecto es delimitar en forma clara y categórica las responsabilidades para evitar problemas desde el punto de vista jurídico. Así establece claramente la que les corresponde a los directores de obras municipales, en cuanto al cumplimiento de las normas de la ley general de Urbanismo y Construcciones. En primer lugar, dispone que son responsables de cumplir las normas urbanísticas, e indica cuáles son éstas. El urbanismo de las ciudades no es responsabilidad de los arquitectos ni de los constructores. Ellos presentan los proyectos, pero la decisión final recae en los directores de obras municipales. Por eso, define lo que se entiende por norma urbanística.


Asimismo, a éstos, se les entrega otra obligación muy importante: el cumplimiento de determinados plazos para pronunciarse sobre la autorización o rechazo de los proyectos de construcción. Es decir, les entregamos a los directores de obras municipales la responsabilidad de desburocratizar el otorgamiento de los permisos. Dado que sólo deberán cumplir las normas urbanísticas, tendrán la posibilidad real de cumplir con los plazos. Ahora, si no lo hacen, se establece un procedimiento que le asegura a la persona que está desarrollando un proyecto de construcción, tener una respuesta dentro de plazos claros y definidos, incluyendo la apelación si considera que el procedimiento no es el adecuado. De manera que la iniciativa define con claridad las responsabilidades de los directores de obras, tanto respecto de la aprobación de documentos como de los plazos.


En segundo lugar, se introduce un concepto muy importante que va a cambiar nuestro sistema de construcción. El número 1) del artículo único modifica el artículo 17 de la ley general de Urbanismo y Construcciones, de manera que los profesionales “serán civil y penalmente responsables por las actuaciones en que intervengan en el ámbito de sus respectivas competencias”. Es decir, los arquitectos, ingenieros civiles, ingenieros constructores y constructores civiles serán responsables no sólo de hacer los proyectos, sino también de responder civil y penalmente si no cumplen con sus deberes en forma adecuada.


Por lo tanto, se incorpora un concepto nuevo. Ya no será el director de obras el responsable de la obra en su conjunto. Los arquitectos serán responsables del proyecto que firmen; los constructores, de la calidad de la mezcla, de los distintos trabajos que ejecuten en la obra, etcétera. En términos civiles, cada profesional será responsable de cumplir con sus obligaciones profesionales.


En tercer lugar, otro de los objetivos importantes es la responsabilidad de la figura del revisor independiente. Los propietarios que soliciten un permiso de edificación podrán contratar a un revisor independiente; pero también la autoridad podrá exigir un revisor independiente en los casos en que el reglamento así lo determine, es decir, cuando una obra sea muy importante para la civilidad. Me imagino un mall o un edificio grande.


En consecuencia, los revisores independientes, que hoy, en la práctica, no tienen mayores responsabilidades, porque la revisión depende del director de obras, quien debe revisar todo, ahora se harán responsables, civil, criminal y subsidiariamente, con el arquitecto y con el constructor por los informes que evacuen en relación con el ejercicio de su profesión. Es decir, al revisor independiente se le entregan responsabilidades claras en ese sentido. En consecuencia, se avanza en términos de tener esta figura, sobre todo en las grandes ciudades. Ese señor será responsable de lo que haga y no podrá derivar su responsabilidad hacia el director de obras de la comuna respectiva.


Lo más importante para los usuarios es que al primer vendedor se lo responsabiliza de la calidad de la vivienda que entrega. Se establecen plazos precisos para hacer efectivas las responsabilidades, según se trate de fallas o de defectos que afecten la estructura soportante; de fallas o de defectos de los elementos constructivos o de las instalaciones, o de fallas o de defectos que afecten a elementos de las terminaciones o acabados de las obras. Eso significa que el primer vendedor será, en forma categórica, responsable de lo que vende.


En definitiva, el proyecto busca definir con claridad y precisión la responsabilidad de cada cual en el acto de la construcción, lo cual es básico para elevar la calidad de las viviendas.


Antes de terminar, y como lo manifesté al principio de mi intervención, quiero felicitar al ministro de Vivienda por adecuar el mensaje enviado por el Presidente de la República, con el fin de entregar más beneficios a los usuarios, cualquiera sea su condición económica y social.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- 
Señor Presidente, en primer lugar, el proyecto de ley perfecciona las normas relativas a la calidad de la construcción y compraventa de inmuebles, lo que traerá como consecuencia procesos más confiables, pues estarán protegidos por disposiciones especiales, y, a su vez -ésta es la parte que más interesa-, seguridad a los miles de chilenos que adquieren sus viviendas año a año, sin perjuicio de establecer normas claras para definir la responsabilidad de quienes participen en este ámbito en caso de necesidad.

En la Comisión de Vivienda siempre estuvimos conscientes de que el negocio inmobiliario está en constante crecimiento por la demanda, y que, en consecuencia, debíamos velar por su transparencia y seguridad, única forma de evitar conflictos posteriores y de dejar atrás la incertidumbre que crea el hecho de no tener respuestas ni la posibilidad de identificar a los responsables de las fallas que se detectan en la construcción de inmuebles.


Quiero entregar algunos datos que es conveniente tener presente para dimensionar la importancia del proyecto que envió el Ejecutivo. 


El índice mensual de la actividad de la construcción, Imacon, de mayo, arrojó un crecimiento del 4 por ciento respecto de igual mes del año pasado, lo cual demuestra que el sector inmobiliario se mantiene en constante y previsto crecimiento.


En ese mes, las solicitudes de permiso de construcción en Santiago aumentaron en 19 por ciento. En mayo se vendieron en la capital 1.194 viviendas, lo que significa un aumento de casi 12 por ciento respecto del mismo período del año pasado.


Ahora, este creciente mercado también tiene la responsabilidad de hacerse cargo de los eventuales daños y los perjuicios que pudieren afectar a los compradores. El propietario primer vendedor será responsable ante el comprador, aun cuando el origen de la falla sea de diseño, de construcción defectuosa o por haber usado materiales de mala calidad. Él podrá repetir en contra de los profesionales que intervinieron en el proceso de construcción si lo estima conveniente. La identificación de los responsables tiene como finalidad velar por los derechos y la seguridad de los compradores.


En resumen, la prioridad del proyecto es asegurar los derechos de quien compra un inmueble. Ello, porque, en la mayoría de los casos, la adquisición de una vivienda es la mayor inversión que hacen las familias chilenas. El proyecto se hace cargo de esta situación al establecer claras responsabilidades, sean éstas civiles o penales, y plazos diferentes de prescripción, de acuerdo con el tipo de fallas o defectos que tenga la construcción y con la duración prevista de los insumos que se utilizaron en ella. Para ello, se identifica con precisión a los profesionales que serán responsables de los actos, resoluciones u omisiones legales que se cometan durante su intervención o participación en los proyectos. En consecuencia, a partir de la dictación de esta ley en tramitación, todo comprador tendrá el derecho de saber quiénes intervinieron en la construcción de su vivienda.


¿Cuáles son las ideas fundamentales del proyecto? El diputado señor Hales las dio a conocer en el informe que, con precisión y seriedad, entregó a la Sala. No obstante, quiero referirme a algunas de ellas. 


En primer lugar, se limita la responsabilidad del propietario primer vendedor, para evitar que le sean imputables, también, los defectos o fallas que se presentaren con ocasión de los trabajos de adecuación, ampliación o transformación de la vivienda efectuados con posterioridad a la fecha de adquisición señalada en la escritura de compraventa respectiva. Es obvio que así debeser, porque en tal caso no hay responsabilidad del propietario primer vendedor.


En segundo lugar, se precisa que las causas a que den lugar las acciones para hacer efectiva la responsabilidad del propietario primer vendedor serán de competencia de los jueces de letras correspondientes. Esto es muy importante, porque se establecen procedimientos judiciales sumarios y expeditos para hacer efectivas las acciones correspondientes, lo que evitará años de espera -a veces- a quienes, para lograr una solución a sus problemas, interpongan acciones legales por deficiencias en la construcción de sus viviendas.


Se disponen diferentes plazos de prescripción, de acuerdo con el tipo de falla o defecto de construcción y la duración prevista de los insumos utilizados, pues no es posible mantener un plazo único de prescripción para todos los defectos que pudieran presentar las viviendas.


Se acotan los daños que dan derecho a la acción indemnizatoria y se clasifican en categorías relativas a fallas o defectos en la estructura soportante; desperfectos en los elementos de instalación y terminaciones; desperfectos en acabados de instalaciones y terminaciones, y a los casos no incorporados expresamente en las clasificaciones anteriores o que no resulten asimilables o equivalentes a éstas.


Se delimita el ámbito de competencia de los directores de obras municipales y de los revisores independientes, de modo tal que a los primeros sólo les corresponderá revisar los aspectos urbanísticos del proyecto, mientras que los segundos únicamente los arquitectónicos. Además, se establece expresamente la responsabilidad de los revisores independientes respecto del contenido de los informes que emitan.


Se elimina la obligación de contratar a un revisor independiente en el caso de los permisos de construcción o de la recepción definitiva de obras que se refieran a edificios de uso público, con lo cual se suprime la doble revisión.


Se deroga la norma contenida en el artículo 144 de la ley general de Urbanismo y Construcciones, que faculta a la dirección de obras para que, dentro del plazo de dos años, contados desde la recepción de la obra, pueda verificar que ésta se ejecutó conforme al proyecto.


Se dispone que las multas impuestas en el caso de que las infracciones a las disposiciones de la ley general, de la ordenanza general y de los instrumentos de planificación territorial, afecten parcialmente a la obra, serán proporcionales a la parte respectiva, la cual será valorizada por las direcciones de obras municipales.


Estamos frente a un proyecto que importa a muchas familias que hacen un gran esfuerzo para comprar una vivienda, la que, en la mayoría de los casos, constituye la mayor inversión que hacen en su vida. Por eso, se regulan adecuadamente las relaciones contractuales del mercado inmobiliario, con normas que protejan a los usuarios o compradores de viviendas, a fin de que puedan hacer efectivas las responsabilidades civiles o penales por los defectos o fallas en la construcción; se disponen normas claras y transparentes para las empresas, con responsabilidades acotadas y definidas, de modo de permitir el desarrollo sostenido del negocio inmobiliario.


El proyecto es muy bueno. Modernizará nuestra legislación en materia de construcción. Por esa razón, la bancada del PPD lo aprobará.


He dicho.

-o-


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
En nombre de la Mesa y de la Corporación, deseo manifestar nuestras sentidas condolencias al diputado señor Alberto Cardemil por el sensible fallecimiento de su pequeña nieta Elisa Cardemil. Quiero que sepa que lo acompañamos en estos momentos de dolor.


El señor CARDEMIL.- Muchas gracias, señor Presidente.

-o-


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Víctor Pérez.


El señor PÉREZ (don Víctor).- 
Señor Presidente, sin duda, el proyecto será de gran relevancia para quienes, con gran esfuerzo, adquieran una vivienda, pues implicará un avance sustancial en la legislación que rige su construcción.


Antes, los que se dedicaban a la construcción de viviendas sólo eran responsables de aquellos defectos o fallas que amenazaren o provocaren ruina. Había un sinnúmero de defectos y fallas en la construcción de casas, departamentos, locales comerciales, etcétera, respecto de los cuales, al no amenazar o constituir ruina, no había quien se hiciera responsable. Por lo tanto, quien adquiría la propiedad de buena fe, debía asumir su reparación, con un gasto absolutamente injusto.


Al establecerse en la ley que el propietario primer vendedor era responsable de todas las fallas y defectos de esa construcción, se dio un salto gigantesco. Además, se dispuso un plazo de prescripción de cinco años.


¿Cómo ha operado, en la práctica, esa norma que hoy modificamos parcialmente? Bien, pese a haber una “sutil” diferencia entre las empresas constructoras serias, que quieren proyectarse en el tiempo, y aquellas otras más conocidas en el mercado como empresas “golondrina”. 


La experiencia en mi distrito es que cada vez que una determinada vivienda o grupo poblacional ha presentado fallas en su construcción y los pobladores han accionado recurriendo a estas normas, las empresas constructoras serias, que quieren proyectarse en el tiempo, han asumido su reparación o están dispuestas a negociar con los pobladores para superar los defectos. Creo que hay muy pocos casos de empresas con proyección en el tiempo que tengan problemas en los tribunales. La ley ha permitido resolver adecuadamente el conflicto. En cuanto a las empresas “golondrina”, aquellas que se forman o constituyen sólo para construir una determinada obra y no tienen ningún interés en desarrollarse en el tiempo, constantemente tienen conflictos en los tribunales.


Por lo tanto, cuando uno habla de plazos de prescripción, debe tener presente esa experiencia, porque nadie en esta Sala está en contra de garantizar realmente al comprador que su vivienda esté asegurada y que adquiere un producto de buena calidad. Todos queremos eso. Porque sabemos que la vivienda es el gran sueño de la familia chilena, su gran aspiración, y que para obtenerla realiza los mayores esfuerzos y sacrificios, nuestra tarea es garantizarle que sea de buena calidad.


La pregunta que debemos hacernos ahora es si sólo a través de un plazo de prescripción más amplio garantizaremos a esa familia que las fallas y los defectos que encuentre en su vivienda durante el transcurso del tiempo van a ser oportunamente resueltos. Tengo la impresión de que, en relación con un plazo de quince años, la respuesta tiende a ser más bien negativa, porque nuevamente observaremos que la empresa que actúa seriamente en el mercado inmobiliario y quiere proyectarse, no va a tener ninguna dificultad; más bien se pondrá a resguardo de esa situación, elevará su estándar de calidad e invertirá más, con lo cual obtendrá un producto, a lo mejor, más caro. Sin embargo, la empresa “golondrina”, que no tiene ninguna intención de proyectarse en el tiempo, no va a asumir ese desafío y va a construir quizás una vivienda más barata, y en trece o catorce años más no vamos a saber a quién demandar o exigirle el cumplimiento de sus obligaciones.


Por lo tanto, es muy importante reflexionar sobre la materia. El plazo de prescripción está determinado por el anhelo de garantizar a los compradores que adquirirán viviendas de buena calidad; pero su aumento puede generar la falsa expectativa de que estamos solucionando el problema de mala calidad de la construcción.


Debemos avanzar en transparentar la negociación inmobiliaria y en establecer mecanismos que permitan al comprador saber a ciencia cierta, por ejemplo, a qué empresa le está comprando, cuál es su patrimonio, quiénes integran su directorio, cuáles son sus responsabilidades, quiénes son sus técnicos y sus ejecutivos, y cuál es su respaldo económico. De lo contrario -reitero-, la ampliación del plazo de prescripción puede convertirse en un espejismo. Me interesa que el debate sobre esta materia sea abierto. Por eso, espero que el ministro de Vivienda y Urbanismo retire la “suma” urgencia a esta iniciativa, a fin de que esta Cámara la siga debatiendo. Hemos trabajado con generosidad, con seriedad y con altura de miras, pero el tema aún no está agotado.


A mi juicio, no se ha debatido suficientemente el punto referido a si el solo aumento del plazo de prescripción garantizará a los propietarios que se les responderá por las deficiencias de sus viviendas. Imaginémonos, teóricamente, en diez o doce años más, a quién se demandará si la empresa constructora ya no existe: ¿los socios que constituían el directorio? ¿Y si éstos no tienen patrimonio con el cual responder? Por lo tanto, el derecho de los afectados quedará absolutamente en el papel, sin que exista ninguna posibilidad real de que lo ejerzan. 


Distinto es si los interesados saben exactamente a quién le compran su vivienda; hoy, el mercado no es suficientemente transparente al respecto. Muchas veces, quienes adquieren una vivienda ignoran a quién se la compran. Hay cientos de ejemplos; la diputada Lily Pérez mencionó algunos.


Otro tema que espero sigamos discutiendo, se refiere a los revisores independientes de viviendas, encargados de la desburocratización del sistema, de los permisos y de las certificaciones de las direcciones de obra.


Asimismo, me parece que la derogación pura y simple del artículo 116 Bis B) es un retroceso. Consagra atribuciones que, hoy, con esta nueva institucionalidad en la construcción de viviendas, se restan. 


Deberíamos avanzar mucho más en la flexibilización, de manera que las direcciones de obra dedicaran su tiempo y esfuerzo a los temas urbanísticos, y fijaran las responsabilidades de la inspección en quienes ejercen como revisores independientes, arquitectos y proyectistas.


Votaremos a favor de la iniciativa, pero esperamos seguir debatiendo indicaciones que la perfeccionen, de manera de elaborar un proyecto sólido que permita su rápida tramitación en el Senado.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada Eliana Caraball.


La señora CARABALL (doña Eliana).- Señor Presidente, el proyecto está destinado a defender, en el caso de los compradores de viviendas, su derecho a recibir un producto garantizado respecto de la calidad de lo ofrecido, por lo que hasta las condiciones ofrecidas por la publicidad se entenderán incorporadas en el contrato de compraventa.


En segundo lugar, y coherente con lo anterior, queremos lograr un equilibrio entre los costos que estas garantías acarrean y el valor final con que el producto llega al usuario.


Se trata, entonces, de hacer una ley comprensible y fluida. En su discusión, se precisó y definió a los responsables frente a eventuales daños o perjuicios ocasionados por fallas o defectos de una construcción. El propietario primer vendedor es el responsable ante el comprador, aunque el origen del defecto se encuentre en errores de diseño, en una construcción defectuosa o en materiales de mala calidad. A éste, empero, le asiste el derecho de repetir en contra de los fabricantes, profesionales proyectistas o constructores que han intervenido en la obra.


En el artículo 18 se consagra la responsabilidad solidaria de las personas jurídicas con el profesional competente que actúa por ellas como proyectista o constructor, y se previene que, en caso de disolución de aquéllas, se hará efectiva su responsabilidad respecto de quienes eran sus representantes legales a la fecha de celebración del contrato.


Si bien no se innova en relación con el plazo de prescripción de cinco años para perseguir dichas responsabilidades, se establecen procedimientos judiciales más expeditos para hacer efectivas las acciones correspondientes, cuales son la aplicación de las disposiciones del juicio sumario y la posibilidad de someter las causas a la resolución de un árbitro en derecho, designado por la justicia ordinaria.


Se faculta al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para disponer el establecimiento de mecanismos que aseguren la calidad de la construcción respecto de viviendas que cuenten con financiamiento estatal. Se faculta, también, a los Servicios de Vivienda y Urbanización para hacerse parte en los juicios relativos a estas viviendas, cuando sean afectadas por defecto en la construcción.


Por otra parte, se contempla la posibilidad de que los particulares puedan contratar revisores independientes, cuya función consiste en verificar los proyectos y las obras, con excepción del cálculo de estructura que cumple con las disposiciones legales y reglamentarias, y emitir los informes que se requieran para tal efecto. En estos casos, se reducirán los plazos de otorgamiento de los permisos de construcción y de las recepciones de obras, así como también el costo de los derechos de construcción correspondientes, por haberse contratado a estos revisores independientes.


Coincido con lo expresado por el diputado Víctor Pérez en cuanto a revisar la amplitud de las posibilidades de intervención de estos revisores independientes, las cuales, aparentemente, quedaron reducidas a lo que era la ley anterior. 


Como el proyecto volverá a la Comisión por haber sido objeto de indicaciones, estamos abiertos a reconsiderar y a afinar estos puntos, que, aunque no son de detalle, son importantes.


También se incrementa significativamente el monto de las multas que serán aplicadas en caso de incumplimiento de las disposiciones de la ley general de Urbanismo y Construcciones, de la Ordenanza General y de los instrumentos de planificación territorial, en tanto que la facultad de reclamar ante el juez de policía local se amplía a cualquier persona, además del propio municipio y de la secretaría regional ministerial de vivienda y urbanismo respectiva.


Quiero limitar mi intervención a estas materias que engloban todo lo que el proyecto precisa y mejora la actual ley, en el sentido de que cautela la calidad de la construcción. Reconocemos que hay que perfeccionar más todavía los plazos respecto de las estructuras, porque, efectivamente, esto puede encarecer demasiado las viviendas, y esa no es nuestra idea, sino cautelar la calidad de lo que se entrega y mantener un equilibrio en los costos de producción de las viviendas. Por lo tanto, es un tema que, con mucho gusto, estudiaremos en la Comisión, y ya hemos escuchado a la mayoría de sus miembros expresarse en ese sentido.


Por último, por intermedio del señor Presidente, agradezco al diputado Patricio Hales su versada exposición acerca de cada uno de los detalles del proyecto. Reconocemos su calidad de arquitecto y experiencia en el tema. Hago extensiva estas palabras a los integrantes de la Comisión; a su secretaria, señora Elena Meléndez, quien realizó un trabajo eficiente que permitirá a todos quienes se interesen en el proyecto conocerlo en detalle y con claridad; a los asesores del Ministerio de Vivienda, por su oportuna y flexible asesoría. Esperamos seguir contando con ellos para que la Comisión pueda despachar hoy en la tarde el proyecto, que es tan esperado por la comunidad.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto importante, sobre la base de lo que se ve. Sin embargo, muchas veces la calidad de la vivienda comienza por lo que no se ve.


En el sur tenemos varios problemas, que hemos conversado con el ministro; por ejemplo, autorizar la compra de terrenos que no reúnen las condiciones necesarias para edificar o construir donde no se debiera. Sin duda, ello debiera considerarse dentro del ámbito de la calidad de la vivienda, y alguien debería asumir las responsabilidades que ello trae consigo.


Recientemente, debido a las inundaciones en el sur, llegamos a la conclusión 
-quizás, usted las compartirá- de que la gente no quiere ver más a ministros, Presidentes, diputados o senadores mojados, sino su vivienda seca. Ahí es donde debemos ayudar para hacer de esto una realidad, lo que también forma parte de la calidad de la vivienda y de la construcción.


Vamos a aprobar el proyecto, porque creemos que es bueno. No obstante, hay temas que deben volver a ser estudiados en la Comisión. Por ejemplo, los asesores del ministro se asustan cuando se habla de que los constructores de viviendas deben hacerse responsables de ellas durante 15 años. La verdad es que debemos hacer una distinción, porque las casas de madera no tienen problemas luego de transcurridos 15 años, aunque no sean asísmicas, porque no se van a mover. Sí puede haber problemas estructurales en los edificios cuando se produce un sismo o un problema propio de la naturaleza que no se puede controlar. Sin embargo, gran parte de ello está solucionado.


Cuando presidí la Comisión de Vivienda, muchas veces sus miembros no comprendieron la importancia de lo que pedía: ocupar pino impregnado para la estructura de las viviendas sociales. Felizmente, hoy se usa nuevamente. ¿Qué se evita con ello? Por ejemplo, que las termitas destruyan la madera. Por lo menos, con esto se soluciona un gran problema, pues hay poblaciones que deberán tomar medidas para resolver esa situación. Por otra parte, la madera de pino impregnado estructural dura más de 30 años, y no hay ninguna madera nativa que la supere, excepto el alerce. En consecuencia, se soluciona un problema, pues antes las casas se construían con roble hualle y a los cuatro años se caían. En cambio, hoy eso no sucede, pues -repito- se utiliza pino impregnado. No hay que tener miedo de usarlo. Por eso, es importante que votemos el proyecto en general y que éste vuelva a la Comisión para, en su trámite en particular, considerar estos detalles.


Ahora bien, cuando tratemos el tema de garantizar la construcción durante cinco años, materia que discutimos y trabajamos con la diputada Lily Pérez y los diputados señores Víctor Pérez, Pablo Longueira, Boris Tapia, Patricio Hales y varios otros, nos dimos cuenta de que dicho lapso resultaba contradictorio, porque si a una persona se le caía la pintura por efectos del vapor de la tetera, como ocurría con las casas Copeva, contaban con esta garantía; en cambio, hoy se habla sólo de tres años, porque la pintura exterior se daña. Conforme, estamos de acuerdo; pero la estructura no puede tener tres o cinco años de garantía. Es más, era partidario de que la garantía de la estructura de una casa durara tanto como la vigencia del dividendo, por una razón muy simple: lo más trágico que le puede pasar a una persona es pagar algo que no existe. Mucha gente ha tenido que seguir pagando dividendos por viviendas que ya no existen. Esto es parecido a cuando uno compra un jarrón a crédito -están de moda los jarrones- y se le cae y destruye, pero tiene que seguir pagando las cuotas.


Este proyecto de ley es fundamental para que la gente atienda sus necesidades y vea -hay que decirlo- que los diputados y el Ministerio de Vivienda están preocupados por solucionar el problema.


Felizmente se suprimió la entrega del manual. Esta situación es similar a cuando uno se compra un automóvil nuevo y tiene que hacer la revisión la cual no es gratuita, de los 50 mil kilómetros recorridos para mantener la garantía. Cuando usted reclama por la caída de una puerta de su casa, le preguntan si le puso grasa a la bisagra. Si responde que no, le adjudican a usted el error, por no realizar el mantenimiento correspondiente.


En consecuencia, considero fundamental que se elimine el manual. Hoy, las empresas eléctricas, como Saesa, Frontel, Chilectra, etcétera, entregan estos folletos cuando hay inauguración de conexiones eléctricas. Lo hacen por una razón muy simple: para que la gente sepa cómo se usa aquélla. Estamos de acuerdo con que se entregue el manual, pues se trata de que el usuario realice una mejor mantención. Pero, además, es fundamental que la gente tenga seguridad respecto de la calidad de su vivienda.


Siempre me acuerdo de las conversaciones con el ministro sobre la calidad y los estándares de las viviendas. El mismo ministro de Vivienda decía que una muralla puede ser de tierra, pero como está muy bien pulida, con una presentación fantástica y está pintada, tiene una calidad espectacular. Sin embargo, el estándar es muy malo, porque con una lluvia o una inundación se cae la muralla. En consecuencia, dentro de la calidad de la vivienda, también es fundamental hablar acerca de los estándares, los cuales deben ir acompañados de aquélla.


Cuando nos referimos a la calidad de la vivienda, también atendemos a la seguridad de la familia. Cuando una persona tiene dinero, puede cambiarse varias veces de casa; pero cuando la gente no tiene los medios, desgraciadamente, tiene que vivir de por vida en una misma población. Por eso es fundamental defender la calidad de la vivienda.


Me siento muy bien por el hecho de que se discuta un proyecto de esta naturaleza y de que la gente tenga protección. Sin embargo, me sentiría mejor si hubiera asesores del Serviu -lo planteo en “buena leche”, sin pretender molestarlo, señor ministro, porque lo hemos conversado muchas veces- que también se preocuparan de dar un visto bueno al lugar en que se deben construir las poblaciones para que la gente no tenga problemas. Hemos visto que este punto ha sido una de las peores trabas que hemos tenido al tratar el tema. Muchas veces, por cumplir con los plazos para construir una vivienda, no se cumplen las condiciones de calidad que espera la gente. Por ejemplo, en Villarrica, Pucón o en los balnearios de la zona central, los terrenos son sumamente caros. La gente prefiere, muchas veces, un sitio pequeño, pero urbanizado, porque vale mucho más que la vivienda misma. Pero ese sitio debe cumplir con todos los requisitos y no puede correr el riesgo de ser inundable, de sufrir avalanchas o corridas. Por ello es fundamental que el proyecto vuelva a la Comisión para agregar los aspectos referidos a la calidad de la vivienda -a lo que no se ve- y para que la gente asuma sus responsabilidades. 


Formulo un llamado al Ministerio de Vivienda para que sea lo suficientemente drástico con las empresas que no cumplan las normas y que, así, perjudican a las personas más necesitadas, para que tengan la pena que se merecen: ser borrados de los registros y que, aunque esas empresas cambien de razón social, no puedan seguir operando con el Serviu. Éstas son las cuestiones fundamentales para el buen desempeño del sector y para la familia chilena.


Aprovecho de pedir formalmente al ministro de Vivienda que retire la urgencia al proyecto, para analizar en la Comisión las indicaciones que hemos presentado junto con otros señores diputados y mejorar algunos aspectos que nos llaman la atención y que debieran estar mejor estructurados, a fin de no tener que corregirlo constantemente.


En consecuencia, anunciamos el voto favorable de Renovación Nacional al proyecto.


He dicho.


El señor LEAL (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Carlos Montes.


El señor MONTES.- Señor Presidente, en 1996 dedicamos mucho tiempo a este proyecto, denominado de la calidad de la vivienda. Era un momento de gran desarrollo de la construcción, pues el sector estaba creciendo como nunca y estábamos muy influidos por hechos que habían ocurrido en Inglaterra y en Corea, donde se derrumbaron supermercados y edificios públicos.


Me tocó trabajar el tema durante bastante tiempo con un grupo de directores de obras de la facultad de Arquitectura de la Universidad de Chile, lo que me permitió analizar distintos ángulos y ver todas las implicancias que esto tenía. Valoro mucho el informe del diputado señor Hales. Nos dio un enfoque bastante amplio, completo y educativo. Parecía más una clase que un informe propio de esta Cámara.


El resultado de la ley de 1996 fue bastante positivo, especialmente en las empresas, aunque el impacto esperado fue desigual.


El objetivo de ese proyecto era principalmente precisar la responsabilidad por defectos y fallas, y atribuirla al propietario primer vendedor. Creo que esto ha funcionado, pero no tengo antecedentes de lo que ha pasado en los juicios concretos. ¿Qué juicios ha habido y cómo se han resueltos los problemas? Sería interesante que la Comisión nos ilustrara sobre qué ha pasado en los juicios que ha habido con respecto a esta materia para ver si realmente el hecho de focalizar la responsabilidad en el propietario primer vendedor ayudó a resolverlos. No tengo claro si en el caso Copeva esto se aplicó, aunque el propietario primer vendedor en un caso era el Serviú y, en el otro, la CUT, y ambos le encargaron a Copeva construir las poblaciones.


Otro objetivo fue la modernización del sistema de regulación y el funcionamiento de las direcciones de obra. ¿Qué pasó con los revisores independientes? Creo que agregaron elementos y permitieron profundizar en la materia; pero ¿cuál ha sido el valor agregado de estos revisores? Quizás la idea de la doble revisión que se incorporó en la comisión mixta, al final del tratamiento de ese proyecto, complicó dar todo el empuje que ello requería.


Desde el comienzo, la Cámara Chilena de la Construcción formuló observaciones por el alto valor de las multas y por la ambigüedad de los defectos y de las fallas por considerar. Se trató de resolver esto por la vía reglamentaria, pero parece que no resultó. El proyecto, después de mucho tiempo, consideró este problema y, a mi juicio, en términos generales, lo resuelve bien.


Valoro el aporte de la Comisión, que perfeccionó claramente distintas normas y que permiten avanzar, manteniendo la responsabilidad, en acotar en la forma de procesarlas.


He presentado dos indicaciones con el objeto de buscar alternativas para dos temas. La primera tiene que ver con los derechos que se rebajan cuando operan los revisores independientes. A mi juicio, es importante dejar en manos del municipio la responsabilidad, pues el derecho municipal es una manera de financiarla, independientemente de si el sistema de control sea ex ante o ex post. En una u otra situación, el municipio debe tener la responsabilidad por el desarrollo de la ciudad. Es aceptable que los derechos sean inferiores, pero el concepto de rebajar por compartir las cosas, a mi juicio, no está bien expresado.


La segunda indicación tiene que ver con un problema que se enfrentó en la ley anterior, pero que fue mal resuelto. Lo concreto es que las direcciones de obras están saturadas en todas las comunas en expansión. La mayor carga de trabajo proviene de las obras de menor entidad: construcción de viviendas individuales, reparación y modificación de éstas, la ampliación de una pieza o la incorporación de un galpón. La lista de proyectos como éstos, presentados en las direcciones de obras es muy larga. Ello explica, cuantitativamente, la presión de trabajo que tienen estos departamentos. El hecho de tener tanta sobrecarga en estas materias, las limita, a mi juicio, para las funciones que les son esenciales. Por ejemplo, las limita para hacer una mejor fiscalización de los edificios de uso público. Puedo contar el caso de La Florida, donde una dirección de obras municipales permitió que se construyera un edificio de la Universidad de las Américas sin permiso de construcción y que empezara a funcionar sin siquiera haberse efectuado la recepción final. Lo mismo ocurrió con la construcción de una sede del Duoc.


Se requiere de una dirección de obras que esté encima, fiscalizando la construcción de los edificios de uso público, de los conjuntos habitacionales y de las obras municipales y públicas.


El hecho de que las direcciones de obras deban recibir tantas peticiones sobre ampliación, reparación o construcción de viviendas individuales afecta a muchas personas y entorpece la eficacia del sistema. Son demasiadas las personas que están construyendo, ampliando o reparando viviendas individuales. En los momentos de expansión económica, esa situación aumenta. Si bien es cierto que son más las personas que reparan o que amplían su vivienda, que aquellas que construyen una vivienda nueva, esas personas no formalizan esas reparaciones y ampliaciones, porque consideran que el trámite es muy complicado o porque simplemente no quieren hacerlo.


Algunos arquitectos hacen proyectos o supervisan obras que no cumplen con la ley ni con la ordenanza. En muchos casos, los arquitectos ni siquiera conocen la ley ni la ordenanza. En definitiva, existe un modelo de regulación bastante anticuado respecto de ampliaciones o reparaciones de viviendas individuales, que no guarda relación con la naturaleza del problema y que afecta a todo el sistema de regulación sobre los edificios públicos, los conjuntos habitacionales, etcétera.


La ley sobre calidad de la vivienda trató de transferir toda la responsabilidad a los arquitectos. Lamentablemente, en el artículo 116 bis, letra B), se emplea la forma verbal “podrá”, razón por la cual ello no ocurrió. Los directores de obras han señalado que los arquitectos prefieren que sean aquéllos quienes hagan las correcciones correspondientes, para no asumir éstos su responsabilidad.


Hemos propuesto una indicación para modificar profundamente esta situación. En primer lugar, que se fortalezca el concepto de autorregulación respecto de las ampliaciones o reparaciones de las viviendas individuales. En ese sentido, el arquitecto es responsable de que se cumpla la ley y la ordenanza. En segundo lugar, que el sector público lleve a cabo un control aleatorio y ex post al respecto. Ello implica terminar con el permiso de edificación y con la recepción final de la obra. De acuerdo con ello, no será necesario pasar por la “aduana” de la dirección de obras para llevar adelante una edificación o para efectuar la recepción final. En tercer lugar, que cuando se lleve a cabo un proyecto, quede inscrito en un registro de la dirección de obras. Una vez finalizada la construcción, se establece un registro de la obra propiamente tal. Esto dice relación con las pequeñas obras. Finalmente, se establecen fuertes sanciones para las transgresiones que se cometan tanto en la elaboración del proyecto como en la ejecución de la obra. Si el proyecto se ejecuta sin respetar la ley, deberá sancionarse al arquitecto porque es su responsabilidad fundamental. Si la ejecución de la obra no cumple con las normas establecidas o ha cambiado respecto de lo establecido en la ley, en la ordenanza o en los instrumentos territoriales, deben ser sancionados tanto el arquitecto como quien lo contrató.


Reitero, la indicación tiene por finalidad efectuar un cambio mayor en lo referente a las solicitudes de permiso y de recepción de pequeñas obras. Es así como establece la autorregulación, sin renunciar al control del sector público, que será llevado a cabo ex post y por la vía aleatoria, y considera derechos municipales por todo esto, lo que les permitirá cumplir esa tarea.


Ejerciendo los derechos propios de un diputado que no es miembro de la comisión técnica, presenté las indicaciones señaladas. Hasta ahora, se dispuso que su discusión tuviera una urgencia calificada de “suma”, sobre la base de un fundamento que no entiendo. Valoro que muchos diputados hayan pedido que se levante dicha calificación de urgencia, porque eso permitirá profundizar su discusión en la Comisión. Es muy difícil discutir en esta Sala indicaciones del carácter de las anteriormente señaladas, pues plantean un cambio bastante profundo respecto del tratamiento que hasta ahora se ha dado a las ampliaciones y reparaciones de las pequeñas viviendas.


Debemos asumir que muchas personas están afectadas por esta situación, independientemente de que la mayor inversión se haga en los nuevos conjuntos y en los edificios públicos.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
El Orden del Día termina a las 13.10 horas. Están inscritos los diputados señores García-Huidobro, Longueira, Quintana, Jaramillo, Tuma y Meza. Por ello, solicito el acuerdo de la Sala para extender el Orden del Día en quince minutos.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Jaime Quintana.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, participamos del estudio de un proyecto de ley que modifica normas del decreto con fuerza de ley Nº 458, ley general de Urbanismo y Construcciones, relativas a garantizar la calidad de la construcción y a agilizar el otorgamiento de los permisos de urbanización y de construcción por parte de las direcciones de obras municipales.


Como se ha dicho, el proyecto viene a perfeccionar una anterior modificación a esta misma ley general de Urbanismo y Construcciones, realizada mediante la ley Nº 19.472, de 1996. No cabe duda de que ella representó un avance. Sin embargo, el mensaje sostiene -y lo compartimos- que la aplicación de esta normativa sobre calidad de la construcción durante estos siete años ha permitido establecer la existencia de un conjunto de factores que impiden que las medidas adoptadas sean efectivas. Entre los cambios que se requieren es indispensable resolver la duplicidad de control, la necesidad de diferenciar los plazos de prescripción y la responsabilidad del propietario primer vendedor.


Quiero destacar el amplio consenso que se generó al interior de la Comisión y en todos quienes participaron en el estudio de la iniciativa y entregaron su opinión. El propio ministro Ravinet señaló en ella que éste es un esfuerzo para otorgar mayor protección a los compradores de viviendas que presentan fallas de construcción; naturalmente, ello a costos razonables.


Por otra parte, el primer vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor José Molina, “destacó el hecho de que se establezca, como una forma de evitar problemas de interpretación judicial, que el propietario primer vendedor no será responsable cuando los defectos o fallas de la construcción provengan de trabajos de adecuación, ampliación o transformación efectuados en la propiedad con posterioridad a la fecha de la escritura de compraventa del inmueble, siempre que acredite estas circunstancias.”. Lo mismo señaló el presidente de la Asociación de Desarrolladores Inmobiliarios.


Por lo tanto, reitero, ha existido un consenso bastante amplio en la materia. Estas opiniones reflejan la complejidad del tema en debate.


Hay que destacar el numeral 5), que, en su letra b), señala: “Se entenderá por normas urbanísticas aquéllas contenidas en esta ley, en su Ordenanza General y en los instrumentos de planificación territorial que afecten a una edificación, subdivisión, fusión, loteo o urbanización, en lo relativo a los usos de suelo, sistemas de agrupamiento,...”, etcétera.


A su vez, el artículo 116 bis expresa: “Los propietarios que soliciten un permiso de edificación podrán contratar un revisor independiente, persona natural o jurídica con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”


Quiero destacar en relación con la separación que se hace de las responsabilidades de las direcciones de obras municipales, que ahora éstas tendrán que ver básicamente con las normas urbanísticas de la ordenanza general. Por consiguiente, todo lo relativo a la revisión del detalle de la arquitectura ya no estará a cargo de las direcciones de obras municipales. Ese elemento permitirá la agilización de los permisos de construcción.


Por otra parte, el propietario o quien construya asumirá una tremenda responsabilidad, y junto con ellos también la asumirán los profesionales que participen en la construcción, como arquitectos, ingenieros constructores, calculistas, constructores civiles, quienes responderán civil y penalmente respecto del diseño o de la construcción, según corresponda. El diputado informante dio como ejemplo los daños estructurales en la losa, en la sobrelosa, en fin.


Da la impresión de que estamos hablando sólo de casas usadas o antiguas que se transfieren de dominio, pero también nos estamos refiriendo a viviendas nuevas. Por lo tanto, la responsabilidad de quien construye es muy importante.


Al respecto, se mantiene la facultad de los servicios de vivienda y urbanismo para hacerse parte en los juicios relativos a estas viviendas cuando sean afectadas por defectos de construcción.


Me parecen tremendamente razonables los plazos de prescripción. A lo mejor puede parecer muy largo un plazo de prescripción de quince años para iniciar acciones legales para hacer efectivas las responsabilidades por defectos estructurales; pero me parecen razonables el plazo de cinco años que se establece en relación con los artefactos eléctricos y el de tres años que se dispone respecto de los artefactos sanitarios.


Finalmente, en materia de adecuaciones o de lo que se entiende por ello, me parece muy importante la eliminación de la letra a), del número 1, que pasa a ser 2, del artículo único del proyecto, que señalaba que los defectos o fallas causados por trabajos de adecuación, ampliación o transformación, efectuados en la propiedad con posterioridad a la fecha de la escritura de compraventa del inmueble, no serán imputables al primer vendedor que acreditare estas circunstancias.


Me parece valioso el aporte del diputado Hales en esa materia, porque uno podría preguntarse si decorar es una adecuación. Si trato de instalar un cuadro en una muralla, pero me encuentro con que su estuco está “soplado”, debe responder el vendedor.


Por lo tanto, no encuentro razones para que el proyecto sea devuelto a la Comisión; perfectamente podemos avanzar en esta materia que tiene urgencia y que podemos aprobar hoy mismo.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Señores diputados, después de votar en general el proyecto en discusión, ¿habría acuerdo para votar sin debate el proyecto de ley sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y la Agencia Nacional de Inteligencia?


Acordado.


Tiene la palabra el diputado señor Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, no obstante manifestar mi complacencia por el informe, debo señalar que un aspecto no fue considerado dentro de las modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 458, que pretenden mejorar la calidad de la construcción. Me refiero a lo relacionado con la regionalización.


Al respecto, quiero señalar el caso de los revisores de cálculo estructural, que son ingenieros que deben revisar el cálculo de la estructura de los edificios que figura en los planos.


En las regiones no residen ingenieros de cálculo estructural, porque las exigencias son muy altas para que se puedan inscribir en el registro que mantiene el ministerio. En Temuco, por ejemplo, hay treinta ingenieros inscritos, pero todos son de Santiago. Por eso, los planos de las obras realizadas en regiones deben ser enviadas a la capital, para que sean examinados por los ingenieros santiaguinos.


La principal consecuencia de esto es que las obras estatales se atrasan debido a que los ingenieros se ven sobrepasados por la cantidad de proyectos que llegan desde regiones y que no pueden revisar. Por ejemplo, un proyecto de un edificio de uso público que se ejecutará en Punta Arenas, Villarrica o cualquier otra región, debe ser enviado a Santiago para que lo analice un revisor independiente de cálculo estructural, el cual demorará alrededor de 45 días en revisarlo, porque no tiene tiempo para dedicarse a ello. Eso también retrasará al contratista que se adjudicó la obra, el cual tendrá que esperar esa cantidad de días para iniciar la ejecución del proyecto, porque el director de Obras no le entrega los permisos respectivos.


Ciertamente, son muchos los pasos que se han dado para mejorar el proyecto. Uno de ellos es el que acabo de señalar, pero fue mal concebido, porque no se consideró la disponibilidad de ingenieros revisores en las regiones. Tampoco se ha reglamentado el sistema de cancelación de los trabajos realizados por el revisor de proyectos de cálculo estructural. No es posible que todos lo ingenieros que realizan esta labor específica estén radicados en Santiago.


Como dije, las exigencias para inscribirse en el registro de revisores es demasiado alta. Los ingenieros de regiones no tienen la experiencia de los calculistas de la capital, lo cual tiene una explicación: las grandes obras se hacen en Santiago y requieren de la participación de un ingeniero de este tipo que revise y apruebe los cálculos estructurales para inscribirlas. Nunca se ha construido un edificio de 10 mil metros cuadrados en regiones, por lo menos hasta ahora, y una de las exigencias para inscribirse en el registro del ministerio respectivo es que los ingenieros hayan participado en la realización de los cálculos estructurales de un edificio de esa tremenda dimensión. Hay ingenieros muy prestigiosos en todas las regiones, pero no pueden acreditar que han construido esa cantidad de metros cuadrados para inscribirse en el registro. En regiones hay uno solo y, al parecer, es de Viña del Mar. No se han generado nuevos empleos en regiones para ellos. En otras palabras, es necesario desburocratizar el sistema para que las obras marchen y, sobre todo, se agilicen.


Estamos de acuerdo con la mayoría de las modificaciones propuestas, pero aún queda mucho por hacer. Hay que continuar perfeccionando la ley y ver la posibilidad de que el Ministerio de Vivienda, a través de las modificaciones que se están realizando, cambie algunos parámetros para que los ingenieros regionales se puedan inscribir en el Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural y reglamentar el pago de los servicios del revisor.


Hago un llamado al Ministerio de Vivienda para que la posibilidad de contar con una legislación cada vez más moderna se haga de acuerdo con el desarrollo que ha experimentado nuestro país en todas sus regiones. Invito a las autoridades a mirar más allá de la capital para descentralizar las políticas metropolitanas o santiaguinas, por llamarlas de algún modo. Nuestras regiones están sufriendo grandes cambios gracias al progreso del país. 


No obstante, el proyecto merece nuestra aprobación, razón por la cual la bancada radical lo votará a favor.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- 
Señor Presidente, hace pocos instantes entregué al ministro señor Ravinet dos certificados de empresas de seguros que niegan la posibilidad de que las viviendas de la población “Vicuña Mackenna”, de Rancagua, puedan contar con seguros de incendio y de sismo. La empresa ING aduce que no reúne las condiciones mínimas de construcción exigidas por la compañía para otorgar cobertura. La otra empresa manifiesta exactamente lo mismo. Este es un tema realmente grave que debemos debatir. 


Se me ha informado que se quitó la urgencia al proyecto, por lo cual se podrán hacer las correcciones necesarias. ¿Por qué digo esto? Porque las personas más modestas no pueden fiscalizar la construcción de viviendas sociales PET, viviendas dinámicas sin deuda o del Serviu. Ningún poblador tiene la posibilidad de ver cómo se construyen, a diferencia de un particular que cuenta con recursos y puede fiscalizar cómo y quién las construye. Por lo tanto, hay una responsabilidad social de por medio. En ese sentido, apoyamos la idea de legislar a fin de dar seguridad y tranquilidad a quienes han ahorrado por toda una vida para adquirir su vivienda.


Aprovecho la oportunidad para señalar la deuda que tienen el país y el Serviu con muchos habitantes modestos que adquirieron sus viviendas a través de diferentes programas sociales, pero que han resultado ser casas que no cumplen con los requisitos mínimos de calidad. Pedimos al Gobierno que reestudie esa situación. Hemos sostenido permanentes conversaciones con el ministro Ravinet y advertimos buena voluntad al respecto, pero creemos que debe haber una decisión política del Ejecutivo en la parte económica, porque a esos pobladores, que de alguna manera fueron estafados, no se les entregó lo ofrecido y, por lo tanto, habitan en viviendas que no corresponden a lo esperado. Debemos darles una solución que pasa, primero, por acogerlos de la misma forma que a la gente de baja condición social y con problemas económicos serios que acceden a una vivienda dinámica sin deuda. ¿Por qué no se les da la posibilidad de postergar el pago de los dividendos si su condición social es igual a la de las otras personas?


Por otra parte, los problemas de calidad de la construcción han sido dramáticos, como le consta a toda la opinión pública. Por ejemplo, en la villa “El Volcán”, de Puente Alto y, en el caso de Rancagua, en las poblaciones “Vicuña Mackenna”, “Costa del Sol”, “Baltasar Castro” y las villas “Los Parques”, “Las Cumbres”, “Parque Isluga” y “Rodolfo Cortés”.


Hay que buscar una solución de moratoria equivalente al daño que han sufrido por muchos años los pobladores que no recibieron las viviendas que les correspondían y que son el fruto del esfuerzo realizado durante toda una vida.


Además, solicitamos al Gobierno -nosotros también estudiaremos la posibilidad- que las viviendas sociales se entreguen con un seguro de incendios y de sismo por un período determinado a fin de dar tranquilidad a sus moradores de que vivirán de manera digna.


Señor Presidente, por su intermedio solicito al ministro Ravinet estudiar lo más pronto posible la solución de los temas pendientes, que quedaron a la vista con los temporales e inundaciones de 1997.


Asimismo, evaluar la posibilidad de que los destinatarios de las viviendas puedan fiscalizar su construcción, porque hoy los pobres no saben nada de sus viviendas hasta que reciben sus llaves, a diferencia de quienes tienen más recursos económicos y pueden fiscalizar la construcción de su propia vivienda o de un condominio.


Por lo tanto, aprobamos la idea de legislar y solicitamos al Gobierno solucionar el problema de las viviendas mal construidas por el Serviu.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, cuando se hacen cosas hay que hacerlas bien. Eso es lo que pretende el proyecto en estudio, pero cuando las cosas se hacen mal hay que reformarlas o modificarlas. Todo tiene su costo.


Si analizamos la actividad legislativa de la última década, concluiremos que ha sido la década del reconocimiento de los derechos de las personas, tanto como sujetos de derechos civiles y políticos como en su calidad de usuarios y consumidores. En eso no hay dudas.


En los años que tengo y en lo que va de este decenio, nunca se ha hecho más para proteger a las personas.


Ello ha sido la contraparte de la apertura económica y de la liberalización de las reglas. Se habla de libertad económica y de garantías efectivas de los derechos de las personas cuando éstas intervienen en el mercado. Ése es un aspecto trascendental dentro de la economía de mercado y lo que se ha denominado el nuevo activo institucional. Es el insumo normativo de una economía libre y sana.


Las modificaciones a la ley general de Urbanismo y Construcciones, relativas a la calidad de la construcción, son un antecedente propio de la actividad económica que se vive en el país. Hay que apoyarla y corregirla, pero no criticarla por criticarla.


Quiero expresar mi reconocimiento a la diputada y arquitecta señora Eliana Caraball, autora de la moción que dio vida a la ley sobre calidad de la construcción. Ése es un hecho que también debemos tomar en cuenta en la reflexión que hoy hacemos. 


En este proyecto estamos hablando de personas, de familias que cuando compran su bien de mayor significación económica, su casa habitación, su nidito, deben tener la seguridad de que no se verán expuestas a una negociación con empresas o personas que, utilizando uno o miles de artilugios legales, puedan restarse, en el futuro, a cumplir con la obligación de responder por posibles defectos en la construcción de las viviendas. 


Una emisora de radio decía que hoy se han cumplido diez años desde que se presentaron dificultades en las viviendas construidas por la empresa Copeva. Felizmente, se obtuvo una solución a un problema que perjudicó no sólo el patrimonio fiscal, sino también a los pobladores que sufrieron el daño.


Respecto del proyecto, que nace con fórmulas especiales, el diputado informante en su exposición, en su clase magistral, debido a la condición de arquitecto y gozador de lo que sabe de su profesión, ha dicho que aborda temas relacionados con reclamos, responsabilidades y perjuicios. Menciona tres grandes fundamentos del proyecto: Primero, la falta de responsabilidad del vendedor cuando hay fallas en la construcción o se abusa de los compradores con transformaciones que no corresponden. Segundo, los plazos de prescripción. Al respecto, tengo una percepción distinta, porque se aumenta de cinco a quince años dicho plazo, con lo cual no estoy de acuerdo, porque a los quince años la responsabilidad es netamente del comprador. Tercero, la revisión, el mayor control que debe tener el vendedor con la institución reguladora, en este caso el municipio. 


Concuerdo con el diputado señor Meza cuando reclama por la falta de descentralización, sobre todo en lo que se refiere a los profesionales en las municipalidades o en el propio Ministerio de Vivienda. 


Estoy convencido de que estamos ante un gran proyecto, en concordancia con el siglo XXI, y con los defectos que subsistirían si no se logran los efectos que persigue. 


Daré mi apoyo al proyecto, que vuelve a Comisión, que tendrá que perfeccionarlo. 


He dicho. 


El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Longueira.


El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, sólo quiero agregar un par de comentarios a lo ya señalado. 


El proyecto perfecciona un texto legal aprobado en 1996. El trabajo de la Comisión fue de mucho consenso, en general, para tratar de perfeccionar la ley vigente. 


No comparto ni compartí en la Comisión la idea de extender el plazo de garantía a quince años para las obras estructurales de una vivienda, aunque obviamente debiera ser así. Debemos tener mucho sentido de responsabilidad en un proyecto de esta naturaleza, porque las mayores exigencias encarecerán las viviendas y tenemos que preocuparnos de la gente que no tiene casa. Este proceso de perfeccionamiento lo debemos ir haciendo en el tiempo, pues tenemos que pensar en los que no tienen casas, en las miles de familias que viven de allegadas. 


Por eso, aunque en la Comisión se recogieron muchas inquietudes de los parlamentarios, debemos ser muy cuidadosos, porque, finalmente, esto también se traspasa a precio. Obviamente, aunque haya déficit habitacional, allegados, campamentos, tenemos que exigir mayor calidad en las viviendas, pero no establecer estándares y exigencias pensando en la gente que puede comprar y fiscalizar cómo se ha construido una vivienda. 


También hay que tener claro que ésta no es una iniciativa que inhiba a cualquier ciudadano de demandar a la empresa o constructor por las responsabilidades que puedan surgir en la construcción de viviendas. Aquí se establecen plazos de garantía. En la Comisión no compartimos aquellos plazos que el Ejecutivo nos proponía respecto de una serie de artefactos o artículos. Es así como el de un año lo subimos a tres. Actualmente, el plazo es de cinco años para todo, pero finalmente se establecieron tres plazos, que son quince, cinco y tres años.


No soy partidario del plazo de quince. Considero que diez años es un plazo más que suficiente para exigir la calidad en las estructuras soportantes de una vivienda. Como se ha levantado la urgencia del proyecto, propondré cambiarlo en la Comisión. 


Insisto en que debemos revisar el tema de los plazos, de manera que elaboremos una ley que pueda ser perfeccionada en el tiempo. Creo que tuvo un impacto muy positivo para la calidad de la vivienda el haber legislado hace algunos años al respecto. No tengo ninguna duda de que las modificaciones que estamos introduciendo en la ley vigente también la van a perfeccionar para que efectivamente haya un mayor equilibrio entre la calidad y lo que se le exhibe a la gente. Ese equilibrio es lo que debemos rescatar del proyecto, que está muy bien recogido en las indicaciones que hicimos en la Comisión.


En general, estamos en presencia de un buen proyecto, que los diputados de la UDI vamos a votar favorablemente. Esperamos que el Ejecutivo recoja gran parte de las indicaciones que estamos presentando con un conjunto de parlamentarios para discutirlas nuevamente en la Comisión.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- Efectivamente se le ha retirado la suma urgencia y, por lo tanto, volverá a la Comisión de Vivienda después de votarse en general en la Sala.


Recuerdo a los señores diputados que luego de la intervención del diputado Tuma y del ministro Ravinet, quien me ha pedido la palabra, procederemos a votar este proyecto y también el que crea la Agencia Nacional de Inteligencia, ANI, sin debate, según lo acordado.


Tiene la palabra el diputado señor Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, primero agradezco la oportunidad que me dieron el diputado Hales y la diputada Caraball para participar como autor de este proyecto, no obstante que no es materia de mi competencia.


Quiero felicitar a la Comisión y plantear que estamos ante un gran proyecto que está recogiendo una sentida preocupación ciudadana, toda vez que hemos conocido casos emblemáticos en el país respecto de la calidad de la vivienda, especialmente en los sectores poblacionales que han recibido subsidios del Estado. Frente a esto, el proyecto apunta a mejorar la calidad de las viviendas como también a garantizar las responsabilidades de cada uno de los niveles cuando ésta se deteriora rápidamente antes de que los beneficiarios terminen de pagarla.


Es bueno decir que, al establecer mayores exigencias en la calidad de la vivienda, seguramente va a importar un mayor costo de ella. 


En primer término, deseo solicitar al Ejecutivo revisar el monto de los subsidios, que recientemente se han elevado, para que muchos pobladores modestos, que postulan a este beneficio, puedan cumplir con las nuevas exigencias, ya que aun cuando son adecuadas para garantizar la calidad de la vivienda, a lo mejor no son suficientes para dar cumplimiento al piso requerido.


En segundo término, adhiero a lo manifestado por el diputado Fernando Meza en el sentido de adecuar el reglamento para que más ingenieros y más calculistas de regiones puedan cumplir con las exigencias solicitadas. De esta manera, los que somos de regiones no tendremos la obligación de enviar estas revisiones estructurales a la capital.


En tercer término, el proyecto no resolverá los problemas de muchas poblaciones mal construidas debido a que ha prescrito el plazo de cinco años. Ayer veíamos algunos casos con el diputado Saffirio. Por ejemplo, en Temuco, la población “Los Cóndores”; en Carahue, las poblaciones “El Bosque”, “Vista Hermosa” y otras tantas que se han deteriorado, porque fueron mal recepcionadas o se construyeron con productos de mala calidad.


Ello no tiene nada que ver con el proyecto, pero a través de esta intervención, invito a los ministros de Hacienda y de Vivienda a asignar los recursos necesarios para restituir la vivienda de calidad que nos comprometimos a entregar en su oportunidad a esos habitantes. Ellos han tenido un muy mal pasar durante todos estos años, ya que su calidad de vida disminuyó notoriamente, debido al rápido deterioro de sus viviendas, ya sea porque fueron mal construidas, mal recibidas o se construyeron en terrenos no aptos.


Creo que estamos frente a un gran tema, que no es posible resolver sólo con este proyecto, sino que es necesaria la voluntad de los ministros de Hacienda y de Vivienda y la del Presidente de la República, con quien hace pocos días conversó el diputado Eduardo Saffirio sobre el particular. Esperamos tener buenas noticias pronto.


Sin perjuicio de ello, anuncio la votación favorable del PPD al proyecto de ley.



El señor LORENZINI (Presidente).- Tiene la palabra el señor ministro de Vivienda, Urbanismo y Bienes Nacionales.


El señor RAVINET (ministro de 
Vivienda, Urbanismo y Bienes Nacionales).- Señor Presidente, en primer lugar, deseo agradecer al diputado Patricio Hales por su completo informe. Asimismo, al presidente e integrantes de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, quienes analizaron durante varios meses el proyecto en debate.


Si bien el proyecto tiene su origen en un mensaje, fue perfeccionado con la participación de los distintos invitados y miembros de la Comisión, lo que también agradezco.


Quiero hacer presente que el Gobierno calificó con “suma” urgencia el tratamiento del proyecto, porque en dos ocasiones anteriores, por lo recargado de la agenda legislativa, quedó sin ser tramitado. Lo hicimos entonces para dar prioridad a su estudio y conocer el informe de la Comisión respectiva.


Una iniciativa de esta naturaleza, que no sólo se preocupa de la calidad de la vivienda, sino que también moderniza y agiliza el trabajo de las direcciones de obras municipales, que evita la doble revisión que llevan a cabo el revisor independiente y el arquitecto de las direcciones de obras municipales, y que acorta los plazos de tramitación de los permisos y las recepciones finales, requiere de un gran consenso, de una gran acuerdo. Una ley es buena en la medida en que es sentida por la comunidad.


Por lo tanto, he hecho llegar al Presidente de la Cámara, en nombre del Ejecutivo, el retiro de la urgencia calificada de “suma”, con el objeto de tener la posibilidad de que, una vez que se apruebe el proyecto en general, como así espero que ocurra, la Comisión de Vivienda se aboque a discutir las múltiples indicaciones de que ha sido objeto.


Muchas gracias.



El señor LORENZINI (Presidente).- Varios señores diputados, que no pudieron intervenir en este debate, han solicitado la inserción de sus discursos.


-En virtud del artículo 85 del Reglamento se inserta el siguiente discurso no pronunciado en la Sala, que cumple con lo dispuesto en el artículo 10 del mismo.

La señora VIDAL (doña Ximena).- 
Señor Presidente, sin ser una profesional de la construcción o de la arquitectura o de la ingeniería, como diputada representante de sus electores me gustaría compartir con ustedes mi visión de este proyecto de ley.


El perfeccionamiento de la ley general de Urbanismo y Construcciones tiene por objeto fortalecer las normas de dicho cuerpo legal, en beneficio de las personas que optan a su casa propia, estableciendo, en materia de calidad de las construcciones, una cadena de responsabilidades que permiten, en caso de fallas, contar con las herramientas para que se respeten sus derechos.


Se trata de una modificación largamente esperada ya que por años hemos sido testigos de los dramas vividos a través de los medios de comunicación, por familias cuyas casas cumplían en los estándares mínimos de calidad.


Como la información es un elemento básico y fundamental en cualquier área es importantísimo promover y difundir estas odificaciones, especialmente entre los beneficiarios, de forma tal, que no tengan duda de sus derechos a la hora de comprar un bien inmueble.


Felicito al ministro de Vivienda y Urbanismo y a la Comisión de Vivienda por el esfuerzo que han hecho para mejorar concretamente el espacio de la vivienda, pensando especialmente en las familias que con gran esfuerzo llegan a cumplir el sueño de la casa propia. Más vale tarde que nunca.


He dicho.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
De conformidad con lo ya acordado, el proyecto deberá volver a Comisión una vez que haya sido aprobado en general por la Sala.


La diputada señora Marcela Cubillos está pareada con la diputada señora Carolina Tohá.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado; por la afirmativa, 97 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado el proyecto en general.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, 
Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Escalona, Espinoza, 
Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, 
Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, 
Letelier (don Juan Pablo), Longueira, 
Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, Mora, Moreira, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saffirio, Salaberry, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta y Walker.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El proyecto se remitirá nuevamente a la Comisión para segundo informe.


-El proyecto fue objeto de las siguientes indicaciones:

Artículo único

Número 1)

De los señores Ascencio Burgos, Bustos, Hales y Seguel, para sustituir la frase agregada por este número, por la siguiente:


“Quienes serán responsables civil y penalmente por las actuaciones y omisiones, en el ámbito de sus respectivas competencias”.

Número 2

1.
Del Ejecutivo, para modificarlo de la siguiente manera:
a)
Sustitúyase en el nuevo inciso séptimo, en el número 1), la palabra “quince”, por “diez”.

b)
Reemplázase el nuevo inciso noveno, por el siguiente:


“Los plazos de prescripción se contarán desde la fecha de la recepción definitiva de obra por parte de la dirección de obras municipales.”.

2.
De los señores García, don René Manuel, Longueira, Pérez Opazo, Pérez Varela y Uriarte, una letra a) nueva, pasando el actual numeral 2) a ser 2) letra b):

Letra a):modifíquese el inciso segundo del artículo 18 por el siguiente: 


“Cada profesional o proyectista que suscriba anteproyectos o proyectos, estudios, informes, libro de obras u otros antecedentes que señala esta ley o la ordenanza general de urbanismo y construcciones, será responsable, dentro de su respectivo ámbito de competencia, por los errores en que hayan incurrido, si de éstos se han derivado daños o perjuicios. de igual modo, tanto profesionales como proyectistas serán responsables por el cumplimiento de las normas que le son aplicables a las respectivas actuaciones.”.

3.
De los señores García, don René Manuel, Longueira, Pérez Opazo, Pérez Varela y Uriarte, para agregar al inciso primero del artículo 18, después del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“en los casos que no haya transferencia del inmueble, la aludida responsabilidad recaerá en el propietario”.

Número 5)


De los señores García, don René Manuel, Longueira, Pérez Opazo, Pérez Varela y Uriarte, para reemplazar el inciso segundo del artículo 116 e intercalar el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo a ser cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo respectivamente:


“El director de obras municipales concederá el permiso o la autorización requerida si de acuerdo a los antecedentes acompañados, los proyectos cumplen con las normas urbanísticas contenidas en la Ordenanza General y en los instrumentos de planificación territorial, previo pago de los derechos que procedan, sin perjuicio de las facilidades de pago contempladas en el artículo 128. a la solicitud deberán adjuntarse la totalidad de los antecedentes exigidos por esta ley, su ordenanza y demás cuerpos legales aplicables.”.

Inciso tercero, nuevo:


“Se entenderá por normas urbanísticas aquellas que afecten a uno o más predios en que se emplazan las construcciones, contenidas en esta ley, en su Ordenanza General y en los instrumentos de planificación territorial tales como: usos de suelo, sistemas de agrupamiento, coeficientes de constructibilidad, coeficientes de ocupación de suelo o de los pisos superiores, superficie predial mínima, alturas máximas de edificación, adosamientos, distanciamientos, antejardines, ochavos y rasantes, densidades máximas, exigencias de estacionamientos, franjas afectas a declaratoria de utilidad pública, áreas de riesgo o de protección.”.

Número 6)

1.
De los señores García, don René Manuel, Longueira, Pérez Opazo, Pérez Varela y Uriarte, para reemplazar el artículo 116 bis, por el siguiente:


“Artículo 116° bis.- los propietarios que soliciten permisos o autorizaciones a que se refiere esta ley, podrán contratar un revisor independiente, persona natural o jurídica con inscripción vigente en un registro que para estos efectos mantendrá el ministerio de vivienda y urbanismo. el ministerio podrá encomendar dicho registro a la entidad denominada “instituto de la construcción”, cuya personalidad jurídica fuera concedida por decreto supremo Nº 1.115, de 1996, del ministerio de justicia. en los casos a que alude este inciso los derechos municipales a que se refiere el artículo 130 se reducirán en un 30%.


En aquellos permisos u autorizaciones que hayan sido informadas favorablemente por un revisor independiente, la recepción de tales obras deberán asimismo ser informadas por dicho profesional.


En el cumplimiento de sus funciones los revisores independientes deberán verificar que los anteproyectos, proyectos y obras cumplen con todas las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes, debiendo emitir los informes que se requieren para tales efectos, los que tendrán mérito legal suficiente. con todo, los revisores independientes no verificarán el cálculo de estructuras, que será de exclusiva responsabilidad de sus proyectistas.


Será obligatoria la contratación de un revisor independiente en los casos de obras que se refieran a edificios de uso público y las que señale la Ordenanza General.


Si se hubiere aprobado previamente un anteproyecto y el revisor independiente o el arquitecto proyectista, según corresponda, incluye en el informe favorable, la circunstancia de que el proyecto se ajusta al anteproyecto aprobado por el director de Obras Municipales, dentro de los márgenes que determine la Ordenanza General, este último omitirá la verificación de todos los antecedentes y otorgará sin más trámite el permiso.


Para inscribirse en el registro a que alude el inciso primero, en calidad de revisor independiente, será necesario acreditar los siguientes requisitos:


Ser persona jurídica en cuyo objeto social esté contemplada la tarea de revisar proyectos y obras de construcción.


Contar, dentro de sus socios, administradores o directores, con a los menos dos profesionales competentes que cuenten con la experiencia profesional indicada en la letra c).


Contar con una experiencia mínima haber revisado expedientes que representen la suma de al menos 500.000 m2, en el desempeño como directores de obras municipales por al menos 4 años o haberse desempeñado como revisores independientes por igual período. 


Los revisores independientes tendrán incompatibilidad para pronunciarse respecto de anteproyectos, proyectos u obras en los que hubieren participado como autores de los proyectos de arquitectura o que lo hayan sido sus parientes consanguíneos o por afinidad hasta en segundo grado y en los que sean propietarios o tengan participación o representación mayor al 5% en caso de sociedades. asimismo tendrán inhabilidad para desempeñarse como funcionarios fiscales o municipales mientras se ejerza como revisores independientes.”.

2.
Del señor Montes, para eliminar su inciso tercero.

Número 7)


De los señores hales y montes, para sustituir el artículo 116 bis b, por el siguiente:


“Artículo 116 bis b: los proyectos referidos a la construcción, ampliación o reparación de una sola vivienda, no requerirán de permisos ni de recepción final de las obras.


Estos proyectos de construcción, antes de iniciar las obras, pagarán los correspondientes derechos municipales, y deberán ser inscritos en la Dirección de Obras Municipales en las condiciones que determine la Ordenanza General. El arquitecto proyectista será responsable bajo declaración jurada, del cumplimiento de esta ley, de la Ordenanza General y de los instrumentos de planificación territorial. La Dirección de Obras podrá revisar el proyecto en cualquier momento y sancionará al arquitecto que inscriba proyectos que no cumplan con las normas y reglamentos.


Las obras deberán ser registradas en la Dirección de Obras Municipales con posterioridad a su finalización, en las condiciones y con los antecedentes que determine la Ordenanza General. El arquitecto, bajo declaración jurada, es responsable del registro y del cumplimiento de esta ley, de la Ordenanza General y de los instrumentos de planificación territorial. La Dirección de Obras Municipales, por propia decisión o a solicitud de terceros, podrá supervisar las obras en cualquier momento durante y después de su ejecución, proponiendo al tribunal cuando corresponda, las sanciones al arquitecto y al propietario.”.
Número 8), nuevo
1.
De los señores García, don René Manuel, Longueira, Pérez Opazo, Pérez Varela y Uriarte, para agregar un nuevo número 8, pasando el actual a ser número 9, del siguiente tenor:


“8) Derógase el artículo 116 bis C.”.

2.
De los señores García, don René Manuel, Longueira, Pérez Opazo Pérez Varela y Uriarte, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 118. El director de Obras Municipales deberá pronunciarse sin más dilación, sobre las permisos o autorizaciones requeridos en los siguientes plazos fatales, contados desde la presentación de las respectiva solicitud:
1.
Anteproyectos y proyectos de edificación o de loteos con construcción simultánea:

a.
Obra menor: 10 días.
b.
De más de 100 m2 y hasta 5.000 m2 edificados: 20 días.
c.
Sobre 5.000 m2: 30 días.

2.
Fusiones, subdivisiones y divisiones afectas: 15 días. 

3.
Loteos de terrenos de hasta una hectárea: 15 días.

4.
Loteos de terrenos sobre una hectárea: 30 días.

5.
Otras solicitudes: 10 días.

El pronunciamiento aludido podrá ser de aprobación o de formulación de observaciones, si las hubiere, las que se tramitarán en un solo acto, conforme al procedimiento que señale la Ordenanza General. El interesado tendrá un plazo de hasta 60 días para subsanar o aclarar las supuestas normas incumplidas, período en el cual se suspenderán los plazos del director de obras. Una vez respondidas las observaciones, el Director de Obras dispondrá de un nuevo y último plazo para pronunciarse en definitiva, en términos de aprobación o rechazo de la solicitud. En este último caso, el rechazo deberá ser fundado, señalando claramente las disposiciones incumplidas en el expediente revisado.

En los anteproyectos, proyectos y recepciones de obras informadas por revisores independientes, se aprobarán sin más trámite y se cursará la autorización o permiso dentro de 10 días. si cumplido dicho plazo no se hubiere extendido la resolución aprobatoria, se entenderá igualmente aprobada, situación que deberá certificarse por el secretario municipal, en su calidad de ministro de fe, sin más trámite.


Las solicitudes que no cuenten con informe favorable de revisor independiente y fueran rechazadas o hubiera omisión después de cumplidos los plazos que señala este artículo, el interesado podrá reclamar ante la secretaría regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, sin perjuicio de las demás acciones que procedan, en un plazo no superior de 30 días, contados desde la notificación del rechazo o desde que la omisión hubiere sido representada.

Presentada una reclamación, la secretaría regional ministerial, deberá resolver su admisibilidad. si lo acoge, deberá continuar con la tramitación del reclamo.


En los casos que la reclamación se interponga por omisión del Director de Obras, la seremi aludida deberá dar traslado de los antecedentes al Director de Obras para que éste evacue su resolución aprobatoria en un plazo máximo de 3 días hábiles, bajo apercibimiento de solicitar el correspondiente sumario administrativo a que alude el artículo 15 de esta ley. Si el pronunciamiento del director de obras consistiere en un acta de observaciones, deberá ponerse en conocimiento del interesado para que éste las aclare o subsane conforme a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo. Si el pronunciamiento fuere de rechazo, el interesado podrá hacer sus descargos, en un plazo máximo de 30 días, contados desde la notificación.


En los casos que la reclamación fuere interpuesta por el rechazo de una solicitud, o dicho rechazo ocurriere durante la reclamación conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, la seremi aludida deberá pronunciarse en definitiva, en términos de acogerla o rechazarla, con los antecedentes que disponga, dentro de los 15 días siguientes a la recepción del reclamo o del rechazo, según corresponda.


Si el resolución del reclamo fuere acogida por la seremi, ésta deberá ordenar al director de obras municipales para que dicte su resolución aprobatoria, sin más trámite. en caso de desacato, la solicitud se entenderá aprobada, situación que certificará la misma seremi, sin perjuicio de solicitar el correspondiente sumario administrativo conforme al artículo 15.”.

Número 9)


De los señores García, don René Manuel, Longueira, Pérez Opazo, Pérez Varela y Uriarte, para eliminar, en su inciso primero, la expresión “o el supervisor”, y para sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“Para los efectos del inciso anterior, el director de obras municipales revisará, únicamente, las normas urbanísticas aplicables a la obra, conforme a la respectivo permiso aprobado o de sus modificaciones. Cuando se trate de proyectos aprobados con informe favorable de un revisor independiente, conforme al artículo 116 bis, la recepción se cursará igualmente sin más trámite.”.

SISTEMA DE INTELIGENCIA DEL ESTADO Y CREACIÓN DE LA AGENCIA NACIONAL DE INTELIGENCIA. Proposición de la Comisión Mixta.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
De conformidad con lo acordado por la Sala, corresponde votar, sin debate, la proposición de la Comisión Mixta recaída en el proyecto de ley sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y crea la Agencia Nacional de Inteligencia, para cuya aprobación se requiere del voto afirmativo de 65 señores diputados.


Antecedentes:


-Informe de la Comisión Mixta, boletín Nº 2811-02. Documentos de la Cuenta Nº 5.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 97 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, 
Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Escalona, Espinoza, 
Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saffirio, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

INFORMACIÓN SOBRE FUTUROS COBROS EN AUTOPISTAS URBANAS TARIFICADAS. (Votación).


El señor LORENZINI (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 431, por el cual se solicita al ministro de Obras Publicas informar 
acerca del sistema de cobro que se aplicará en las autopistas urbanas tarificadas a motociclistas y vehículos de emergencia.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 72 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor LORENZINI (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Becker, Burgos, 
Bustos, Cardemil, Cornejo, Cristi (doña María Angélica), Díaz, Dittborn, Egaña, Escalona, Espinoza, García (don René 
Manuel), García-Huidobro, Girardi, 
González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jarpa, Kast, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Prieto, Quintana, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saffirio, Salaberry, Sánchez, Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tuma, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Venegas, Villouta y Walker.

REGULARIZACIÓN DE LA PROPIEDAD CAMPESINA.


El señor LORENZINI (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 432, de los señores Tuma, Meza, Salas, Galilea, don José Antonio; Espinoza, Jaramillo, Pérez, Sánchez y Letelier, don Felipe.


“Considerando:


Que es un hecho conocido que el negocio inmobiliario ha producido una inadecuada subdivisión de la tierra agrícola, particularmente en los entornos de las grandes ciudades, provocando su expansión incontrolada, con las graves consecuencias del aumento de los índices de contaminación, encarecimiento de la vida cotidiana de los habitantes, perjuicio de la producción, conformación de sectores marginales, por nombrar sólo algunas.


Que es un derecho básico incuestionable de toda persona favorecer la situación económica de sus herederos y de sus familias mediante la herencia de los bienes dejados en el momento de su fallecimiento.


Que, sin embargo, las familias campesinas, en la práctica, se ven impedidas de disfrutar de este derecho básico, toda vez que la actual normativa de subdivisión de la tierra les impide, a la hora de la apertura de la herencia, repartir los bienes raíces entre todos los herederos, ya que no pueden subdividir hasta una superficie inferior a la mínima establecida en la ley, ni regularizar la pequeña propiedad que ya se encuentra, de hecho, subdividida.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que, en uso de sus facultades exclusivas, se sirva disponer el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que permita resolver la situación de las miles de familias campesinas a lo largo del país que, como producto de las restricciones de la subdivisión de la tierra, no han podido regularizar sus propiedades en beneficio de los herederos.”


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, para nadie es un secreto que el negocio inmobiliario -en especial la construcción de casas y, en menor escala, de edificios- ha proliferado positivamente en unos casos, pero negativamente en otros, al efectuar una inadecuada subdivisión de predios agrícolas, particularmente en los entornos de las grandes ciudades, como Santiago, Valparaíso, Concepción y Temuco, lo que ha provocado su expansión incontrolada, con las graves secuelas que ello conlleva en la calidad de vida de la población, por el aumento de los índices de contaminación y de los sectores marginales.


Debido a lo anterior, hay un derecho básico que en miles de familias de campesinos no se puede ejercer: el que tiene toda persona de favorecer la situación económica de sus familias mediante la herencia de los bienes que deja al momento de fallecer. Generalmente, antes de su muerte, las personas estipulan la entrega de sus pertenencias, a sus herederos con el objeto de asegurarles un buen pasar. Sin embargo, las familias campesinas no pueden disfrutar de este derecho básico, ya que la actual normativa de subdivisión de la tierra les impide, a la hora de la apertura de la herencia, repartir los bienes raíces entre todos los herederos, porque no pueden subdividir en una superficie inferior a la mínima establecida por la ley ni regularizar la pequeña propiedad que ya se encuentra subdividida de hecho. Se debe buscar una solución a este problema, porque ello haría justicia a miles de familias campesinas.


El objeto de este proyecto de acuerdo es solicitar al Presidente de la República que, en uso de sus facultades, disponga el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que permita resolver la situación de miles de familias campesinas a lo largo del país, las que, debido a las restricciones legales vigentes, no han podido subdividir sus predios ni asignar a los herederos la parte que les corresponde, lo que iría en directo beneficio de todos los afectados por esta situación, cuyo clamor hemos conocido en el ejercicio de nuestra labor en los respectivos distritos, razón por la cual junto al diputado Eugenio Tuma y a otros colegas hemos presentado este proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


¿Habría acuerdo para aprobar el proyecto de acuerdo?


No hay acuerdo.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor HALES (Vicepresidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ceroni, Dittborn, Egaña, Espinoza, Galilea (don José Antonio), González (don 
Rodrigo), Hales, Hidalgo, Jaramillo, Jarpa, Letelier (don Juan Pablo), Masferrer, 
Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), 
Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Riveros, Rossi, Sánchez, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tuma, Urrutia y Valenzuela.


-Se abstuvo la diputada señora Caraball (doña Eliana).

MEDIDAS PARA EVITAR ABUSOS DE EMPRESAS DE SERVICIOS BÁSICOS DOMICILIARIOS.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 433, del diputado señor Pedro Muñoz; de la diputada señora Adriana Muñoz, y de los diputados señores Boris Tapia, Edgardo Riveros, Alejandro Navarro, Sergio Aguiló, Camilo Escalona, Enrique Jaramillo y José Pérez. 


“Considerando:


Que las empresas privadas que prestan servicios de utilidad pública lo hacen en virtud del principio de subsidiariedad reconocido por la Constitución Política de la República, pero que, en razón del bien común, deben ser reguladas para cautelar su finalidad primordial.


Que estas empresas, debido a sus procedimientos de cobranza, cometen errores en los cálculos de deudas o evaluación de los servicios que suministran en las áreas domiciliarias de agua, electricidad, telefonía, gas y sistemas automatizados de seguridad.


Que actualmente no hay una instancia imparcial de arbitraje expedita que califique las deudas correspondientes, salvo el criterio de las propias empresas.


Que la seguridad y transparencia en la provisión de estos servicios es crucial para los usuarios.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. el Presidente de la República que se sirva instruir a los ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción y a los superintendentes correspondientes para que procedan a arbitrar las medidas administrativas que permitan corregir los abusos que cometen las empresas de servicios básicos domiciliarios en el cobro de deudas y proponer formas institucionales expeditas para resolver los legítimos conflictos de intereses en resguardo de los usuarios.”


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es conocido, especialmente en el Congreso, que la nueva ley del consumidor tiene la siguiente limitante: las empresas de servicios básicos de electricidad, gas y agua potable no pueden ser objeto de acciones colectivas de reclamo, porque están supeditadas a leyes especiales y, para ello, hay determinadas superintendencias.


Al respecto, hay un profundo y grave desconocimiento.


En el caso del agua potable, antes del proceso de privatización de las empresas sanitarias pertenecientes al Estado, como Essbío, Esval y Emos, los clientes acudían directamente a esas empresas para resolver sus problemas y no a la Superintendencia de Servicios Sanitarios que, según lo establece la ley, debe recoger los reclamos, corregir los defectos o aplicar las multas correspondientes.


Por lo tanto, cuando se presentan problemas como el acontecido con Essbío, de la Octava Región -donde hace algunas horas se incendió el supermercado Santa Isabel; los grifos fallaron y hay pérdidas millonarias, afortunadamente sin pérdidas de vidas-, no se hace el reclamo en la superintendencia, sino en las empresas involucradas.


Ello significa que a la hora de la evaluación, las empresas aparecen sin denuncias en su contra, ni tampoco solicitud o demanda por mejorar el servicio. 


Los ministros de Hacienda y de Economía deben adoptar no sólo las medidas administrativas tendientes a terminar con los abusos de esas empresas, sino que también a informar ampliamente de sus derechos a los clientes.


Respecto de los servicios básicos, el Servicio Nacional del Consumidor, Sernac, tiene muy poca competencia, por lo que los organismos del Estado son los que deben velar por el respeto de los derechos de los consumidores de agua, luz y gas. 


Este proyecto de acuerdo solicita que se arbitren las medidas “para corregir los abusos que cometen las empresas” con los usuarios y aclarar el mecanismo para presentar las denuncias y reclamos, a fin de resguardar los intereses de los consumidores de los servicios básicos.


Porque se cometen abusos en el cobro de las deudas, en especial en la reposición de esos servicios, muchos señores diputados han presentado este proyecto de acuerdo. Por ejemplo, la exhibición de la boleta con el timbre que da cuenta del pago, no anula la orden del corte del suministro de electricidad, porque vienen con instrucciones. Por lo tanto, el usuario, aunque haya pagado debe aguantar la suspensión de se servicio, ya que la empresa tiene contratistas particulares que actúan con el incentivo de que mientras más cortan la luz y más la reponen, más les pagan. Lo mismo sucede con el suministro de agua potable.


Por lo tanto, como se deben tomar todos los resguardos necesarios en beneficio de los usuarios, espero que la Sala apoye este proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


Aprobado el proyecto de acuerdo.

VII. INCIDENTES

DISTRIBUCIÓN DE RECURSOS DEL PRESUPUESTO DESTINADOS A MEJORAR JUBILACIONES DE LAS ADMINISTRADORAS DE PENSIONES. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Democracia Cristiana.


Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado señor Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, mucha gente conoce nuestra preocupación por los funcionarios públicos y de las universidades afiliados a una administradora de fondos de pensiones, ya que, al jubilar, ven que su ingreso se reduce en prácticamente el cincuenta por ciento.


A raíz de la inquietud que ha generado este tema en los parlamentarios, entre ellos, el senador Andrés Zaldívar, en el presupuesto del año pasado se determinó asignar treinta mil millones de pesos para distribuir entre quienes cumplan los requisitos para jubilar, de manera que reciban una mejor pensión de las AFP.


En su oportunidad, el Gobierno se comprometió a enviar a tramitación un proyecto para analizar la forma de distribución de dichos recursos. La idea es seguir entregando similar cantidad en los próximos años. 


Lamentablemente, en las reuniones celebradas entre personeros del Ministerio de Hacienda, de la CUT y de la Anef, no se ha llegado a acuerdo. Se busca una fórmula de compensación. Se trata de entregar un aporte de diez por ciento del sueldo que perciben actualmente los futuros pensionados para agregarlos a su pensión, es decir, si una persona gana 300 mil pesos recibirá una compensación de treinta mil pesos mensuales. Pero, más allá de eso, no habrá una entrega de compensación proporcional al mayor ingreso del sueldo actual bruto.


Han pasado seis meses y no se ha concretado ninguna solución, porque ni la CUT ni la Anef se han pronunciado por escrito para que el Gobierno envíe a tramitación el proyecto correspondiente.


Por lo expuesto, solicito que se oficie a los ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social a fin de fijar una fecha tope, ya que se hace necesario el pronto envío de un proyecto de ley para que el Congreso Nacional, en definitiva estudie la forma en que se distribuirán los 30 mil millones de pesos. Extraoficialmente se me ha informado que el Gobierno estaría proyectando esta diferencia de apoyo para los próximo años.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados José Miguel Ortiz, Pablo Lorenzini, Jaime Mulet, Fernando Meza, José Pérez, Eugenio Tuma, Enrique Jaramillo, Rodrigo González, Jaime Quintana, Fulvio Rossi y Alejandro 
Navarro.

REBAJA DE INTERESES DE CRÉDITOS OTORGADOS POR EL SERVIU. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Eliana Caraball.


La señora CARABALL (doña Eliana).- Señor Presidente, hemos solicitado al ministro de la Vivienda considerar la situación de aquellos deudores habitacionales que califiquen con ciertos requisitos a fin de que puedan repactar sus deudas y les sean condonadas las multas e intereses generadas por el no pago oportuno de dividendos. 


Considerando que los créditos otorgados por el Serviu fueron pactados sobre el 8 por ciento de interés anual, sería bueno estudiar la posibilidad de rebajar dichos intereses ya que, debido a las variaciones propias del mercado, hoy se pueden obtener créditos hipotecarios con una tasa del 1,7 por ciento de interés anual. Por este solo mecanismo, se obtendrían sustantivas rebajas en los dividendos mensuales que deben pagar los deudores Serviu.


Por esa razón, solicito que se oficie a los ministros de Hacienda y de Vivienda a fin de que estudien la posibilidad de rebajar los intereses vigentes en los actuales créditos hipotecarios del Serviu a las tasas actuales de mercado, lo que redundaría en un indudable beneficio para los deudores más modestos. 


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados Pablo Prieto, José Miguel Ortiz, Rosauro Martínez, Carlos Hidalgo, Pablo Lorenzini y de las bancadas de los Partidos por la Democracia y Radical.

DESIGNACIÓN DE MINISTRO EN VISITA POR HOMICIDIO DE ESTUDIANTE EN TALCA. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Pablo Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, debe ser la décima vez que hablo sobre el mismo tema. En esta oportunidad utilizaré mi calidad de parlamentario y haré uso del fuero para decir que el Poder Judicial no está caminando.


En octubre de 2001, en Talca, a las 14.00 horas, cuando llegaba al colegio fue asesinada la niña Alicia Rodríguez.


He pedido ministro en visita; he pedido dedicación especial; he pedido que las fuerzas policiales conversen. Por un lado, llegó Carabineros; por el otro, Investigaciones. Alteraron el sitio del suceso.


El expediente tiene más del mil páginas. Han pasado cuatro o cinco jueces y nunca se ha designado un ministro en visita. El diputado Aguiló conoce el caso. Hace un par de días, después de dos años y medio de investigación, se ha sobreseído en el proceso. Todo Talca y la región del Maule sabe, con nombres y apellidos, quiénes son los culpables; Investigaciones y Carabineros, también.


¿Acaso los jueces están detrás de algo? Digo esto, porque han cambiado a varios de ellos y corren muchos rumores por la ciudad. El ministro de Justicia -en mi poder tengo sus cartas de 2001, 2002 y la última de febrero de 2003- me ha dicho que esté tranquilo, porque se está investigando. ¿Hay más de 40 testigos y más de mil páginas de investigación para que nos digan que el caso fue sobreseído? ¿Otra “Calchona” más?


En Constitución hay otro niño desaparecido desde hace dos años. Hoy, la región del Maule no sólo tiene el mayor índice de criminalidad, sino que es la región donde los criminales tienen libertad para actuar. ¡No sé si están conectados con los jueces! La Corte de Apelaciones nunca nos ha hecho caso. Ahora se le va a pedir que se aboque al tema. ¡Por favor! ¿estamos viendo lo que está sucediendo! Todos hemos leído lo que se dice de las cartas de la ministra Chevesich. ¡Las presiones! ¡Para los políticos hay presiones! Pero para una madre a quien le matan a su niña, de 15 años, a las dos de la tarde, en pleno Talca, ¿dónde están los jueces? ¿dónde está la Corte Suprema? ¡Entretenida en asuntos de presiones! Aquí no sólo hay políticos, presidentes y ministros; también hay ciudadanía común y silvestre; hay madres que después de casi tres años nos piden hacer público el sumario. Que Carabineros e Investigaciones digan lo que piensan, pues tienen a los asesinos claramente identificados. Sin embargo, cambian a una jueza por un juez. ¿Serán amigos? ¡No lo sé! 


Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Justicia para que pida la designación de un ministro en visita. Asimismo, a la distancia, apelo a la Corte de Apelaciones de Talca, pues se trata de un tema serio que está marcando a nuestra región. No se trata de decir ¡no sabemos! En el caso del niño de Constitución no se sabe si se cayó al río o si desapareció. Hay elementos que se están investigando. Pero, en este caso, quienes han tenido acceso al sumario -se dice que no se puede, pero se hace-, han leído los nombres y apellidos. No quiero hacer otro tipo de imputaciones respecto de los jueces que han intervenido en el pasado, pero uno comienza a dudar de si en Chile hay realmente justicia. 


He leído la carta y lo que ha tratado el tribunal. ¿Dónde estamos? ¿Caiga quien caiga? ¿Justicia para todos? ¿O acaso en la Concertación, en el Poder Judicial o en este Congreso estamos protegiendo a algunos? ¡Este diputado no va a estar más en eso, señor Presidente! Donde hay culpables, se debe hacer lo que la justicia diga y no lo que digan los lobby o las presiones. Quiero saber si en el caso de Talca ha habido lobby o presiones sobre esta jueza, la anterior o el juez que inició el proceso. Vamos a acceder al sumario -lo digo en esta Sala, porque aquí tengo fuero-, lo vamos a leer para saber qué dijo Carabineros e Investigaciones al respecto. Afuera no lo podemos hacer, porque seguramente nos meterían presos o nos llenaríamos de querellas por manejar información confidencial, pero aquí sí. Hay mucha gente que tuvo y tiene acceso al sumario y claramente hay culpables, son muchachos que están plenamente identificados. 


¡Diputado Aguiló, estamos ante otra “Calchona”! ¡Eso es lo que tenemos! ¡Así camina este país! ¡Así se hace justicia!


Reitero: pido que se oficie al ministro de Justicia para que solicite a la Corte de Apelaciones de Talca la designación de un ministro en visita para resolver este caso.


He dicho.


-Aplausos.



El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Eliana Caraball y de los diputados señores José Miguel Ortiz, Pablo Prieto, Rosauro Martínez, Carlos Hidalgo, Fernando Meza, Enrique Jaramillo, Rodrigo González, 
Eugenio Tuma, Sergio Aguiló, Esteban 
Valenzuela, Fulvio Rossi y Alejandro 
Navarro.

IRREGULARIDADES EN EL USO DE FICHA CAS EN MUNICIPALIDAD DE RANCAGUA. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra, por un minuto, el diputado señor Esteban Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, por la prensa me he informado de que el municipio de Rancagua estaría haciendo mal uso de la ficha CAS, lo cual es probable, porque, en vez de invertir en los barrios, en estos cuatro años de gestión bastante extremista se ha llenado de activistas de poca monta.


Pido enviar un oficio al Contralor General de la República para que informe a esta Cámara sobre si se están cometiendo irregularidades en el uso de la ficha CAS, importante documento para asignación de recursos en favor de los más pobres, que se estaría utilizando en favoritismos baratos.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Sergio Aguiló, Fulvio Rossi, Alejandro 
Navarro, Jaime Quintana, Fernando Meza, Pablo Lorenzini, Carlos Hidalgo y José 
Miguel Ortiz y de la bancada del Partido por la Democracia.

INCONVENIENCIA DE DECLARAR FERIADO DÍA DE INICIO DE REUNIÓN DE LA APEC. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, los días 19, 20 y 21 de noviembre se realizará la reunión de la Apec, que contará con la presencia de ilustres presidentes de varias naciones del mundo, lo que enorgullece a Chile, especialmente a la Región Metropolitana, que recibirá a cerca de veinte mandatarios. Naturalmente, ese evento obligará a las fuerzas policiales y al Ministerio del Interior a establecer una serie de medidas precautorias, tanto de seguridad para los gobernantes como para los ciudadanos.


Desde ese punto de vista, es altamente conveniente que ese ministerio pueda informar con anticipación cuáles serán los recorridos, horarios y calles que se cerrarán, para efectos de que los ciudadanos, consumidores o proveedores puedan programar sus actividades, especialmente el 19 de noviembre, que es el día de la llegada de las personalidades.


Intervengo sobre este tema debido a la preocupación que me han manifestado pequeños y medianos empresarios, fundamentalmente del pequeño y mediano comercio de Santiago, ante la petición que realizara el Presidente de la Cámara de Diputados, diputado Pablo Lorenzini, en orden a que ese día se decrete feriado. Considero que con las medidas de seguridad adecuadas, con los avisos oportunos y con la regulación que establezca el Ministerio del Interior para garantizar la seguridad de las personas y el libre tránsito en las calles distintas de aquellas en que transitarán los mandatarios extranjeros, Santiago podría funcionar igual, aun con las restricciones señaladas.



El comercio y la pequeña y mediana empresa tienen compromisos adquiridos que deben cumplir. Desde esa perspectiva, no es una buena señal. Tampoco es un buen ejemplo para el evento de la Apec que se decrete un día feriado, en circunstancias de que nuestro mayor empeño debería centrarse en cómo nos esforzamos para tener mayores grados de competitividad y de bienestar para nuestra población y para crear más y mejores puestos de trabajo. 


Me alegro de que el tema se haya puesto en discusión, y quiero manifestar la inconveniencia de que ese día se decrete feriado ni siquiera en la Región Metropolitana.


En consecuencia, pido que se oficie al ministro del Interior, adjuntando copia de mi intervención, a fin de que se tomen las medidas para que no se decrete feriado en la Región Metropolitana.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Fernando Meza, Enrique Jaramillo, Rodrigo González, Jaime Quintana, Fulvio Rossi, Alejandro Navarro y Carlos Abel Jarpa.

RECONOCIMIENTO A AUTORIDADES DE GOBIERNO POR MEDIDAS EN FAVOR DE ZONAS AFECTADAS POR TEMPORALES. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por tres minutos y treinta segundos, el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, quiero expresar mi satisfacción por las medidas adoptadas por el ministro de Agricultura, señor Jaime Campos, y por el director nacional del Indap, don Ricardo Halabí, quienes, a petición del diputado que habla, enviaron a don 



Arturo Sáez, funcionario profesional de ese ministerio, para verificar los daños causados por los temporales en las siete comunas de la provincia de Valdivia que represento en esta Cámara.


Dicha visita es una respuesta formal y urgente que demuestra la preocupación del Gobierno por los pequeños, medianos y grandes agricultores. Es más, el propio Presidente de la República, don Ricardo Lagos, visitó la zona y pudo ver la catástrofe ocasionada por los temporales.


Por otra parte, me alegro mucho de que autoridades de la Dirección Nacional de Vialidad, don Sergio Galilea y don Mario Fernández, hayan visitado la zona para verificar los daños sufridos por la red vial. Esto habla muy bien del Gobierno, porque demuestra que está consciente de la emergencia que se está viviendo allí. Sería largo enumerar las peticiones que he recibido relacionadas con la reparación de caminos y zonas agrícolas afectadas.


Por eso, quiero entregar mi reconocimiento al ministerio de Agricultura, al director nacional del Indap, al director nacional de Vialidad y a los señores Miguel Silva y Eduardo Merson, seremis de Obras Públicas y de Agricultura, respectivamente, de la Décima Región. La preocupación de todos nos hace sentir bien a quienes representamos a esas zonas tan drásticamente golpeadas por los embates de la naturaleza.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores José Miguel Ortiz, Fernando Meza, Carlos Abel Jarpa, Sergió Aguiló, Jaime Quintana, Fulvio Rossi y Alejandro Navarro.

INFORMACIÓN SOBRE REPARACIÓN DE CONJUNTOS HABITACIONALES EN COMUNA DE CURACAUTÍN. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Jaime Quintana.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, ya que hace algunos minutos aprobamos en general un proyecto de ley que modifica la ley General de Urbanismo y Construcciones que, entre otros aspectos, amplía los plazos de prescripción para reclamar por daños estructurales de viviendas, quiero referirme a lo que ocurre en la comuna de Curacautín -perteneciente a mi distrito-, donde hace algunos años el Serviu construyó dos conjuntos habitacionales, que quedarían dentro del plazo que establece dicho proyecto para reclamar por daños estructurales. Me refiero a los conjuntos habitacionales “Pablo Neruda”, con 80 viviendas, construidas en 1991, y “Los Pioneros”, con 60 viviendas, construidas en 1993, que desde dos años presentan problemas en sus techumbres, filtraciones en las planchas de asbesto cemento, graves problemas en los baños y de humedad.


Los pobladores le han escrito al Presidente de la República para hacerle presente su situación, la que también es conocida por las autoridades regionales. Incluso, los equipos técnicos del Serviu y el seremi de Vivienda han constatado la gravedad de lo que estoy planteando. A ello se suman las emergencias que año a año se viven en la zona precordillerana, donde está ubicada la comuna de Curacautín.


Con el objeto de reparar los daños mencionados, el Serviu elaboró un proyecto de rehabilitación y saneamiento de esos conjuntos habitacionales, el cual se encuentra actualmente en el sistema nacional de inversiones en busca de financiamiento que, según se dice, podría ser aprobado el año 2005. De manera 



que los pobladores están a la espera de la ejecución del proyecto.


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Vivienda y Bienes Nacionales, señor Jaime Ravinet, con copia de mi intervención, a fin de solicitarle que informe a esta Corporación en qué plazo se materializará el proyecto de reparación de los conjuntos habitacionales “Pablo Neruda” y “Los Pioneros”, de la comuna de Curacautín. Asimismo, pido que se envíe copia de mi intervención al presidente de la junta de vecinos, don Guillermo Soto Rubilar.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores José Miguel Ortiz y Fernando Meza.

NECESIDADES Y PROBLEMAS DE LOCALIDAD DE PROVINCIA DE SAN ANTONIO. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Carlos Hidalgo.


El señor HIDALGO.- Señor Presidente, quiero referirme a tres problemas que afectan al hermoso lugar llamado Cajón de la Magdalena, ubicado a 14 kilómetros al este de Cartagena.


En primer lugar, sus habitantes aún no cuentan con agua potable, a pesar de las promesas de la municipalidad y de otros entes relacionados con el tema, en cuanto a proporcionarles ese vital elemento. En el sector hay aproximadamente cien casas habitadas por familias que se dedican principalmente a laboras agrícolas y frutícolas, por lo que sería conveniente revisar tal posibilidad.


En segundo lugar, si bien es cierto que el camino de acceso al Cajón de la Magdalena, de unos 14 kilómetros, está en muy buen estado, las calles de esa localidad están muy deterioradas, lo que hace imposible acceder a algunos sectores -hace dos semanas traté de hacerlo y no pude- e impide el traslado de enfermos a los hospitales de Casablanca o San Antonio.


En tercer lugar, como consecuencia de la remodelación de la ruta a Lagunillas, concretamente del tramo entre Cartagena y San Antonio, se presentó el siguiente problema: en la localidad de Cajón de la Magdalena había un camino muy antiguo -de más de 200 años, según sus habitantes- a través del cual accedían al camino a Lagunillas. Para ser más exacto, a través de la Ruta F-962 se accedía al camino al Cajón de la Magdalena, es decir, a la Ruta G-980. Entonces, los habitantes de esa localidad se encuentran, de la noche a la mañana, con que su camino fue trasladado unos cien metros más al sur. Si bien hay que reconocer que es mucho mejor que el anterior: tiene iluminación, incluso cuenta con su correspondiente paradero de microbuses y es más seguro, porque está lejos del puente que hacía peligrosa la salida y entrada de vehículos, los lugareños no saben cómo se hizo ese cambio. El terreno anterior, supuestamente, era de ellos y hubo un enroque con un terreno particular, en el cual se construyó el nuevo camino de acceso. Ellos están en su justo derecho de saber bajo qué condiciones llegaron a acuerdo el Ministerio de Obras Públicas, la empresa constructora y la Coordinación General de Concesiones.


Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas, al director de Vialidad y al director de la Coordinación General de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, en relación con los problemas planteados, con copia al gobernador y al alcalde de Cartagena.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INSTALACIÓN DE UNA PLANTA DE AGUA POTABLE EN LOCALIDAD DE LEYDA, PROVINCIA DE SAN ANTONIO. Oficio.


El señor HIDALGO.- Señor Presidente, hace bastante tiempo que vengo solicitando la instalación de una planta de agua potable en Leyda, localidad conocida por todos -aparece en las guías de turismo-, especialmente por su señoría que es un eximio arquitecto.


Dicha localidad tiene más de 150 años y aún no cuenta con agua potable. Todas las respuestas a mis oficios hablan de una inversión entre 550 y 600 millones de pesos que debería hacer el Ministerio de Obras Públicas, ya sea a través del programa de agua potable rural o del programa de agua potable para localidades semiconcentradas. El último oficio que recibí hace un par de días habla de ese monto y de que se está buscando una alternativa para financiarlo.


Pero, el sábado pasado, un particular, que vive a sólo tres kilómetros de la localidad, ha ofrecido gustoso y gratuitamente sus pozos para abastecer de agua potable a dicha localidad.


Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas a fin de que haga el estudio correspondiente, pues, sin duda, el país ahorrará mucho dinero -550 millones- con el ofrecimiento de ese particular. De esa forma, la solución del problema de agua potable de la localidad de Leyda resultará mucho más barata y rápida.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

ACCESO DE POBLADORES DE EL CONVENTO Y LAS SALINAS A PLAYAS DE SANTO DOMINGO. Oficios.


El señor HIDALGO.- Por último, los habitantes de las localidades de El Convento y Las Salinas, en la comuna de Santo Domingo, no tienen acceso directo a la playa.


Como una forma de reclamar su justo derecho a acceder a la playa, ya sea para divertirse, hacer turismo, recoger el sustento que brinda la orilla del mar o para pescar, hace unas semanas se tomaron el camino principal.


Hemos sostenido conversaciones, pero no hemos obtenido soluciones; no sabemos derechamente cuáles serán.


Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas, al director ejecutivo de la Conaf y al director nacional de Bienes Nacionales, con copia al alcalde de Santo Domingo, en fin de que nos informen sobre la solución definitiva a este anhelo de los habitantes de las localidades señaladas.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Vilches, Meza, Rossi, Muñoz y 
Tuma.

APOYO A LA APLICACIÓN DEL ROYALTY EN LA MINERÍA. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, quiero informar que en la región de Atacama, durante los días 1 y 2 de julio, se llevó a efecto un congreso minero organizado por el Consejo Regional de Atacama, dirigido por la intendenta, señora Jasna Provoste. Al encuentro fue invitado el alcalde de la Municipalidad de Diego de Almagro, señor Hernán Páez, como presidente del capítulo del sector minero de la asociación de municipalidades, además de representantes de los consejos regionales, de Arica a Punta Arenas.


El tema central fue estudiar la posibilidad de aplicar un royalty a la minería, respecto del cual expresaron su respaldo distinguidos parlamentarios, abogados y dirigentes gremiales, frente a una moción parlamentaria y al proyecto de ley enviado por el Ejecutivo sobre la materia.


La adhesión fue singular. Personas que poco conocen de la tradición minera nacional escucharon con sorpresa los antecedentes que aportaron los expositores, cuya conclusión fundamental fue un gran desarrollo de la minería privada desde los años 80 a la fecha, a pesar del cual, de acuerdo con un contrato de invariabilidad tributaria entre las empresas privadas y el Estado chileno, que considera un 17 por ciento de impuesto a la renta -impuesto de primera categoría- y un 42 por ciento de retiro de capital, que ha permitido, gracias a las ventajas que le entrega al inversionista extranjero la depreciación acelerada y el envío de dividendos al exterior, incluso habiendo pérdidas tributarias, las empresas acogidas al decreto ley Nº 600 no tributan un peso por concepto de impuesto a la renta.


Por lo tanto, pido que se oficie a la señora Jasna Provoste a fin de agradecerle la realización del mencionado evento minero y hacerle presente mi apoyo a la aplicación del royalty.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Hidalgo, Rojas, Prieto, Meza, Quintana, Ortiz, Rossi, Muñoz y Navarro.

DESPIDO DE TRABAJADORES PESQUEROS EN LA PRIMERA REGIÓN. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero referirme a un hecho brutal ocurrido en la Primera Región, demuestra que en nuestro país aún no están desterradas algunas prácticas salvajes que rayan en el matonaje de parte de un grupo de empresarios del sector pesquero.


Hoy, trescientos dieciséis trabajadores de Corpesca, empresa perteneciente al grupo Angellini, de la Primera Región, han sido notificados de su despido, debido a una huelga que realizaron durante cinco días todos los sindicatos, tanto de tripulantes como de maquinistas y patrones de pesca, por una muy justa reivindicación: el derecho a un descanso de ocho horas ininterrumpidas después de transcurrido igual tiempo en faenas de altamar y luego de la recalada del buque.


Es una de las reivindicaciones más básicas, justas y dignas por las cuales han luchado los trabajadores a lo largo de su historia. Sin embargo, muchos de los que laboran en la pesca, luego de estar entre 12 y 24 horas, o uno o más días en altamar, llegan a puerto y, al cabo de una o dos horas, nuevamente deben zarpar. No tienen tiempo para ver a su familia ni para compartir con sus hijos.


El ministro del Interior y el subsecretario del Trabajo firmaron ayer un acuerdo para que el 23 de julio sea promulgado el decreto supremo Nº 214, con sus modificaciones, mediante el cual se garantiza ese derecho, después de muchos años de trabajo por parte de los sindicatos y sus dirigentes.


¿Cuál fue la reacción del empresario Angellini y el gerente general de la empresa? La más violenta, brutal, salvaje, indigna y poco ética que pueden tener un empresario y un ejecutivo, o sea, despedir a trescientos dieciséis trabajadores de Corpesca de un día para otro, dejando a ellos y sus familias virtualmente en la calle.


Los diputados señores Muñoz, Aguiló, Navarro y quien habla, estamos dispuestos a viajar al norte. No vamos a aceptar que se atente en contra de los derechos y la dignidad de esos trabajadores. Ese hecho contradice las palabras del señor Felipe Larraín, quien señaló a “El Mercurio” que Chile es uno de los países donde hay más estabilidad y seguridad laboral para los trabajadores en el mundo y que el problema es que hay mucha rigidez laboral, por lo que se requiere mayor flexibilidad.


Hago un llamado al señor Angellini a que se abra al diálogo y reconsidere esa medida, porque, no aceptaremos esa forma de violencia. Asimismo, el ministro del Interior manifestó que pondría asesoría jurídica a disposición de los trabajadores para recurrir a todas las instancias legales.


Se dice que el concepto de derecha y de izquierda ha desaparecido, porque los rangos en que hoy se debate son más estrechos que antes, pero a veces parece que hace falta una mirada más hacia la izquierda para que haya mayor sensibilidad respecto de los derechos y las aspiraciones de los trabajadores. Por eso, deseo solidarizar a la distancia con los sindicatos de tripulantes, maquinistas y patrones de pesca.


Ésta fue una de las razones por las cuales voté en contra de la denominada ley de pesca corta el año pasado, puesto que sabía que no traería más estabilidad, sino que, por el contrario, consagraría la integración vertical y el cierre completo del mercado de la extracción de recursos marinos de cuatro grandes grupos económicos que detentan ese poder en contra de los derechos de los trabajadores.


Por lo tanto, solicito que se oficie al respecto, con copia de mi intervención, al Presidente de la República y al ministro del Interior.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Señor diputado, dado que se trata de un tema de la ley de pesca, sugiero que envíe también oficio, con copia de su intervención, al ministro de Economía, de quien depende la Subsecretaría de Pesca, y al ministro del Trabajo.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, lamentablemente el Ministerio de Economía no ha colaborado todo lo necesario en esta materia. No obstante, acojo su sugerencia.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

DECLARACIÓN DE ESTADO DE EMERGENCIA EN LA PROVINCIA DE CAUTÍN. Oficios.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por tres minutos y medio, el diputado señor Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, la semana recién pasada las regiones Novena y Décima sufrieron los embates de la naturaleza con lluvias desenfrenadas y vientos huracanados que llevaron la desdicha, la tristeza y el daño a muchas comunas, sobre todo de la provincia de Cautín.


Las defensas fluviales en la región de La Araucanía, en particular, en la provincia de Cautín, fueron construidas por la Dirección de Obras Hidráulicas sobre la base de los registros de precipitaciones de los últimos veinticinco años. Sin embargo, las lluvias de la semana pasada superaron el promedio de los últimos treinta y cinco años. De hecho, se registra un superávit de un 8 por ciento en comparación a las lluvias caídas en la misma época el año pasado.


Aún no ha sido posible solucionar los graves daños causados en el campamento Los Alerces, en la población Los Copihues y en el barrio Ultra Estación, de la comuna de Loncoche. Asimismo, se ha visto afectada la zona campesina de Paya y las comunas de Gorbea y Toltén, así como las localidades de Lastarria, Quitratué, Pocoyán, Puralaco.


En el caso del distrito que representa el diputado Tuma, se han visto afectadas, entre otras, las comunas de Carahue, Teodoro Schmidt y Pitrufquén. En el caso del diputado Quintana, las comunas de Melipeuco, Vilcún y Lautaro. En el caso del diputado Saffirio, la comuna de Padre Las Casas.


También se ha visto afectada la comuna de Villarrica, en el sector de Ñancul y las poblaciones Todos los Santos y Portales.


¡Qué decir de Pucón y de Huife! Allí el puente Millaqueo, que visité en esos días, estaba cediendo por tercera vez en los últimos dos años.


Por lo tanto, sin perjuicio de las diligencias que estamos realizando en forma personal, para que tenga más fuerza nuestra petición, solicito, también en nombre de mis colegas diputados señores Eugenio Tuma, Eduardo Saffirio y Jaime Quintana, que se oficie al ministro del Interior a fin de que se declare estado de emergencia en la provincia de Cautín, ya que es la única forma de obtener los recursos necesarios para ir en ayuda no sólo de los albergados y damnificados por este azote de la naturaleza, sino también para superar los daños que ha ocasionado en las defensas fluviales de los ríos Liucura, Trancura, Cholchol, Cautín y Toltén.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Señor diputado, dado que el Presidente de la República viajó a la zona, le sugiero que también se le envíe oficio.


El señor MEZA.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con su sugerencia.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia del texto de su intervención y la adhesión de los señores diputados que correspondan.


CUESTIONAMIENTO DE FACULTAD FISCALIZADORA DE PARLAMENTARIOS. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por un minuto, el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Justicia a fin de que nos informe respecto del oficio Nº 829 de la Superintendencia Nacional de Quiebras, que en una desafortunada decisión del superintendente, señor Diego Lira, hace aparecer la fiscalización que he realizado en pos de los oscuros síndicos que agrupan más de doscientas o trescientas quiebras, a través de una manipulación de los diputados de la UDI, como parte de una red de protección de los síndicos, cuando en realidad he intentado saber qué pasa en el fondo con esta asignación increíble.


¿Puede un solo síndico administrar trescientas cincuenta y seis quiebras? 


Pido que el ministro Bates nos informe por qué dicha superintendencia cuestiona la capacidad fiscalizadora de la Cámara de Diputados, estableciendo relaciones en un oficio que el propio superintendente declara que es secreto y que luego el diputado Ulloa, de la UDI, diga que no lo es. 


Aquí alguien miente. O miente Diego Lira, que en mi región le dijo a la prensa que era secreto, o el diputado Ulloa, que hoy ha dado a conocer el oficio dentro de sus facultades como diputado de la República. 


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

ANTECEDENTES SOBRE EXTERNALIZACIÓN DE LA SUPERVISIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE AGUA POTABLE RURAL EN LA SÉPTIMA REGIÓN. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
En el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra, por siete minutos, el diputado señor Pablo Prieto.

El señor PRIETO.- Señor Presidente, hace un par de días tomé conocimiento, por informaciones de representantes de comités y cooperativas de agua potable rural de la Séptima Región, de un hecho que les ha causado bastante inquietud, cual es una decisión inconsulta y poco informada de la Dirección de Obras Hidráulicas de esa zona.


Con ocasión del programa de agua potable rural, el director regional subrogante -ya que el titular se encuentra sumariado, hace más de un mes, por situaciones irregulares-, comunicó oficialmente a los miembros de dichas organizaciones comunitarias que la Dirección de Obras Hidráulicas ha externalizado, desde marzo de 2004, las funciones de supervisión y la asesoría comunitaria técnica y administrativa-contable de 263 comités y cooperativas de agua potable rural de la región del Maule, encomendando esta labor a la empresa Aguas Nuevo Sur Maule S.A. 


En mi concepto, la externalización del servicio de supervisión y asesoría, realizada por este organismo público, me parece, a lo menos, poco transparente. De hecho, es cosa de ver que su director está sumariado. Algo raro hay. 


Los socios de esas organizaciones no entienden -y no tienen por qué- las consecuencias prácticas y económicas de la decisión de la autoridad; mucho menos, si nadie les comunicó acerca de éstas. 


Me parece del todo lógico que el director regional subrogante de Obras Hidráulicas, antes de tomar esa decisión, debió, por lo menos, haberla informado adecuadamente a los principales afectados. Me estoy refiriendo a 263 comités de agua potable rural en la región del Maule. 


Me hubiese gustado contar con la presencia del Presidente de la Cámara para que adhiriera a mi petición, ya que corresponde a un sector rural de su zona, donde nadie tiene conocimiento de las implicancias de esta medida ni de sus costos y objetivos.


Por ello, solicito que el director nacional de Obras Hidráulicas me informe sobre lo siguiente: 

1.
Si la externalización de las funciones de supervisión y administración del programa de agua potable rural de la Séptima Región fue realizada por medio de licitación o trato directo. 

2.
Si dicha externalización se realizó sólo en la Séptima Región o se está aplicando también a nivel nacional. 

3.
Costos de la operación, a nivel regional, y copia íntegra del contrato entre las empresa Aguas Nuevo Sur y el Servicio. 

4.
Objetivos de la externalización. 

5.
Otros programas estatales que la Dirección de Obras Hidráulicas pretende externalizar. 

6.
Tipo de control o fiscalización que adoptará la Dirección de Obras Hidráulicas para evaluar los resultados de la externalización del programa de agua potable rural, efectuada por la empresa Aguas Nuevo Sur S.A.

7.
Copia de las resoluciones dictadas por la Dirección de Obras Hidráulicas que autorizan la externalización de este servicio y la toma de razón por parte de la Contraloría General de la República.


Me habría gustado que, especialmente, los diputados de la zona estuvieran presentes en la Sala para adherirse a mi petición, porque estoy hablando de 263 comités.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, a los cuales adhieren los diputados señores Manuel Rojas y Juan Masferrer.

INFORMACIÓN SOBRE CONVENIO DE REPROGRAMACIÓN DEL GASTO DE SALUD EN LA SEGUNDA REGIÓN. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Manuel Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero que se envíe un oficio al ministro de Salud para que informe a esta Sala sobre el convenio de reprogramación que firmó el año 2000 la ex ministra de Salud señora Bachelet, en el sentido de orientar el gasto de salud en la Segunda Región y, específicamente, el de la construcción del supuesto hospital del sector norte de Antofagasta. Y digo supuesto, porque, aunque, primero, el Presidente Frei y, después, el Presidente Lagos, señalaron públicamente el día de la inauguración de las obras con la colocación de la primera piedra, aún no se construye dicho centro hospitalario.


Pido que el ministro de Salud nos informe acerca de los fondos que su suministro tiene destinado para la construcción de ese centro de atención de urgencia, porque, en el fondo, eso es lo que será el llamado hospital norte de la ciudad de Antofagasta.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría. 

REITERACIÓN DE INVESTIGACIÓN EN CORPORACIÓN CULTURAL DE ANTOFAGASTA. Oficios.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero plantear un problema que se ha suscitado en el municipio de Antofagasta -que quizás ha generado alarma pública, porque hoy se ha analizado-, fundamentalmente, en su Corporación Cultural, relacionada con el uso y mala administración de los fondos para becas de hijos. 


Hace unos días pedí un informe al ministro Bates y, lamentablemente, su respuesta no da cuenta efectiva de lo que se denuncia. Por un lado, el ministro reconoce que hay una cuenta corriente, pero de esta cuenta se están girando cheques sin el respaldo correspondiente y, además, sin indicarse los beneficiarios.


Asimismo, dicha Corporación ha pagado programas municipales, en circunstancias de que no le corresponde hacerlo. También está girando cheques a entidades religiosas que no tienen nada que ver con ella.


Me preocupa esta situación, porque el ministro de Justicia, en el número 6) de su oficio señala que da por terminada su comunicación “considerando que no existen mayores antecedentes que ameriten seguir investigando”.


Hoy, el ex diputado Felipe Valenzuela, en nombre de la Municipalidad de Antofagasta, conjuntamente con el concejal Félix Acori y el alcalde Daniel Adaro, presentaron una querella en relación con este bullado caso. Deseamos esclarecerlo, porque se están afectando personas, incluso diputados, quienes giraron cheques durante la gestión del ex alcalde Pedro Araya Ortiz.


Debemos ser transparentes, exhibir claridad, respecto de todo lo que sucede en el mundo político. De lo contrario, surgen las dudas. Pero antes que eso ocurra y antes de emitir una información pública equivocada, solicito al ministro de Justicia que realice una nueva investigación en la Corporación Cultural de Antofagasta, a partir del año 2000 hasta la fecha.


Conversé con el contralor regional de Antofagasta y él está dispuesto a asumir una fiscalización; pero por razones obvias, reglamentarias, la Contraloría General de la República no puede fiscalizar a corporaciones privadas. Sí lo puede hacer, en este caso, el Seremi o el ministro de Justicia. Por lo tanto, a ellos les pido la nueva investigación y, sería interesante, que la Contraloría regional coadyuve en esa labor.


Por otro lado, así como el ex diputado Felipe Valenzuela ha presentado la referida denuncia, solicito oficiar a la presidenta del Consejo de Defensa del Estado, señora Clara Szczaranski, para que también se haga parte de ésta y se investiguen los hechos en dicha corporación cultural -insisto-, desde el año 2000 hasta hoy, de manera que aparezcan las verdades, porque hay atisbos de algún grado de corrupción que debe ser esclarecido para bien de toda nuestra ciudad.


He dicho.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

DENUNCIAS EN CONTRA DE LA GESTIÓN DE ALCALDE DE SAN FERNANDO. Oficio.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, cuando uno se informa, por la prensa, de la grave situación que afecta a la Municipalidad de Valparaíso -me refiero exclusivamente a sus deudas-, el Gobierno y las autoridades, recién, empiezan a preocuparse de los municipios. Sin embargo, no ha habido el mismo interés en mis denuncias sobre situaciones irregulares mayúsculas en la comuna de San Fernando, Sexta Región, capital de la provincia de Colchagua. A lo mejor, porque es una comuna de 65 mil habitantes y sólo 35 ó 37 mil de ellos son electores. Sin embargo, son ciudadanos que, con el pago de sus impuestos, contribuyen al funcionamiento del municipio. Lamentablemente, el alcalde de esa comuna, José Figueroa, comunista, hace mal uso de esos recursos. ¡Los roban, para ser más claro y preciso! Lo digo en estos términos, señor Presidente, porque, como su señoría es santiaguino, a lo mejor no entiende este lenguaje. ¡Se roban la plata de la gente más modesta de San Fernando!


Como consecuencia de oficios que, muchas veces, he solicitado enviar a las autoridades pertinentes -he contado para ello con el apoyo de la Presidencia de la Cámara de Diputados-, han sido destituidos varios funcionarios de la municipalidad. 


Al mismo tiempo, la acción dolosa que significa el hecho de que las imposiciones previsionales descontadas a los profesores no enteradas en las administradoras de fondos de pensiones o en el Instituto de Normalización Previsional, sean causa de un grave daño ya que les impide a estos trabajadores, acogerse a jubilación. En lo inmediato los profesores afectados no pueden tener atención de salud, y son muchos los que padecen de alguna enfermedad maligna, por ejemplo cáncer -de hecho hay muchos afiliados a la Corporación del Cáncer-. Por ello, el contralor regional ha presentado querellas ante los tribunales de justicia de San Fernando. 


Hemos aprobado medidas para obligar a los empleadores a cotizar los descuentos previsionales en los organismos correspondientes, pero hay autoridades que siguen incurriendo en este grave delito. Mientras tanto, los profesores siguen con juicios en las administradoras de fondos previsionales y en el INP, porque los recursos no llegan y algunos no pueden -repito- acogerse a jubilación. A los afiliados -reitero- se les descuentan las cuotas previsionales respectivas, pero como el alcalde se las lleva para su casa, en buen chileno, no pueden hacer uso de este beneficio, y, nosotros, tomamos palco porque las autoridades gubernamentales, tanto a nivel nacional como regional o provincial, no hacen absolutamente nada.


En general, la política está desprestigiada porque quienes deben tomar las medidas no lo hacen. El gobierno de la Concertación no ayuda al ciudadano modesto que paga impuestos o el derecho de extracción de la basura, a lo cual todos estamos obligados. Sin embargo, la Municipalidad de San Fernando adeuda varios millones de pesos a la empresa extractora de basura. Advierto que ya no estamos hablando de cientos de miles de millones de pesos, porque, ahora, las deudas se miden en millones de dólares. 


No obstante que el contralor regional ha iniciado querellas en contra de la municipalidad -hasta hoy nada se sabe ni nada se dice al respecto-, pido que se oficie a la Presidenta de Consejo de Defensa del Estado, que cuenta con abogados especializados, con el objeto de que informe a esta Cámara sobre las medidas que se han adoptado para castigar a este malvado por el daño causado a los habitantes de San Fernando. 


No olvidemos que las municipalidades deben ayudar a las personas modestas, pero ahora éstas son las que pierden con estas acciones indebidas, porque siguen sumidas en la pobreza. El gobierno de la Concertación dice estar preocupado de esa gente, pero no lo veo actuar.


Pedí al señor ministro de Educación que citara al directorio de la corporación de educación correspondiente, para que constatara cómo se aumentan los sueldos y pagan indemnizaciones millonarias a personas que después vuelven a contratar, porque tiene facultades para hacerlo. La solicitud tenía por objeto que el ministro sostuviera una conversación cara a cara con los representantes de dicho directorio sobre la comisión de dichas irregularidades. Sin embargo, la reunión aún no se concreta.


Por esa razón, la Cámara de Diputados debe conocer la composición del directorio de esa corporación, porque sus miembros son responsables de las irregularidades y sinvergüenzuras cometidas en materia educacional y de salud con menores y con personas que padecen de diabetes. Por disposición del Ministerio de Salud éstos deben ser atendidos en los consultorios municipalizados, pero allí no les practican los exámenes correspondientes ni les entregan los medicamentos que requieren, porque carecen de recursos.


He dado a conocer esta grave situación a la autoridad regional correspondiente, pero me ha señalado que no sabe qué hacer, porque no puede actuar en contra del alcalde, a pesar de que sabe que ha cometido sinvergüenzuras. ¡Lo que debe hacerse es destituirlo de una vez por todas!


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

CONFLICTO EN EL INSTITUTO DE NEUROCIRUGÍA. Oficio.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, a la sesión de la Comisión de Salud celebrada ayer concurrieron un funcionario y un médico del Hospital de Neurocirugía, cuyos trabajadores se encuentran en paro debido a las denuncias sobre presuntas irregularidades administrativas cometidas por su director, doctor Jaime Lavados.


Por la gravedad de los hechos denunciados, pedí al Presidente de la Comisión, diputado Fulvio Rossi, que dispusiera el envío inmediato de una comunicación para citar a ella al ministro de Salud, haciendo presente que no importaba la hora en que pudiera concurrir. No obstante, el Presidente de la Comisión me respondió que no tenía atribuciones para hacerlo. Por lo tanto, seguimos escondiendo las cosas, en circunstancias de que la gente se está muriendo porque el Hospital de Neurocirugía es el único que existe en el país en dicha especialidad. Hay ciento veinte operaciones de pacientes con aneurismas que no se han podido llevar a cabo. Sé que eso puede ocurrir, porque mis catorce años como miembro de la Comisión de Salud avalan mi afirmación, ya que un hijo mío sufrió de aneurisma. Felizmente hoy estudia y goza de buena salud gracias a que en esa oportunidad actué con rapidez.


Causa mucho dolor que cuatro funcionarios de ese hospital se encuentren en huelga de hambre, pero el ministro del ramo y las autoridades nada hacen. No avalo las acusaciones que se formularon ayer en la Comisión, porque primero hay que investigar lo ocurrido, pero creo que el ministro de salud tiene la obligación de preocuparse de lo que está pasando y concurrir a ese hospital.


En las comunas siempre escuchamos a las autoridades señalar que el Gobierno sale a terreno. Por lo tanto, en este caso quiero ver al Presidente Lagos en terreno, con el objeto de que escuche a los trabajadores del Hospital de Neurocirugía y se informe respecto de las irregularidades administrativas que han denunciado; entre ellas, las señala-



das por el ex subdirector de ese hospital, doctor Pedro Aros.


En consecuencia, pido que se oficie al ministro de Salud a fin de evitar que siga muriendo gente de escasos recursos y para que, de una vez por todas, se solucionen los problemas del único hospital con que contamos en la especialidad de neurocirugía.


He dicho.


-Aplausos.


El señor HALES (Vicepresidente).- 
Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.55 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que modifica Ley General de Servicios Sanitarios (DFL MOP Nº 382), en materia de licitación de la provisión del Servicio Sanitario dentro del límite urbano. (boletín 
Nº 3590-09)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que busca lograr el mayor grado de coherencia entre las áreas de concesión de las empresas sanitarias y las áreas de expansión de los centros urbanos en donde se prestan los servicios.

I. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA.

1.
Normativa vigente.


En la actualidad la Ley General de Servicios Sanitarios (D.F.L Nº 382 de 1988 del Ministerio de Obras Públicas) en su artículo 33 A, establece la obligación de la Superintendencia de Servicios Sanitarios de llamar a licitación pública cada vez que exista necesidad de asegurar la provisión del servicio sanitario en determinadas zonas, dentro del límite urbano.


Una vez realizada la licitación pública, en caso de no existir proponentes, o no haber sido adjudicada ésta por no cumplir los proponentes con los requisitos exigidos por la ley, la Superintendencia tiene la facultad de exigir al prestador que opere el servicio sanitario del área geográfica más cercana, la ampliación de su concesión a las zonas cuya provisión de servicios sanitarios estaba siendo licitada.


Para ejercer dicha facultad la Superintendencia debe verificar el cumplimiento de los siguientes requisitos por parte del prestador. Factibilidad técnica por una parte y por otra capacidad administrativa y financiera para asumir las obligaciones que se derivan de la ampliación de su territorio operacional. 

2.
La normativa actual no propicia la debida correspondencia entre área urbana y zona concesionada.


De acuerdo a lo anterior, tratándose de concesiones que se otorgan para cubrir nuevas áreas, la ley contempla un mecanismo que favorece la coincidencia entre éstas y las áreas urbanas y de extensión urbana. Sin embargo, en el caso de las concesiones que ya están en explotación, la normativa existente no asegura esta necesaria concordancia, requisito indispensable para el desarrollo de nuevas zonas urbanas.

3.
La responsabilidad de la concordancia queda en manos de la Superintendencia.


La normativa vigente entrega a la Superintendencia la decisión de llamar a licitación en caso de existir la necesidad de asegurar la provisión del servicio sanitario, evaluación que se realiza sin la participación del Ministerio de Vivienda y Urbanismo pese a que comprende además de la revisión de aspectos netamente técnicos la consideración de políticas urbanas y de vivienda. 


En caso que la licitación fracase, el ente fiscalizador se encuentra facultado para exigir a la concesionaria más cercana ampliar su área de concesión. De esta manera, si la Superintendencia decide no ejercer esta facultad, no existirá factibilidad sanitaria y, en consecuencia, la zona no podrá ser objeto de desarrollo urbano.

4.
Obligación de la Superintendencia para realizar las licitaciones.


Para la solución de este problema, el proyecto de ley que someto a vuestra consideración hace obligatorio para la Superintendencia de Servicios Sanitarios, el llamado a licitación para cubrir una nueva zona, por requerimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para el desarrollo de sus políticas, planes y programas.


Adicionalmente, se contempla para aquellos casos en que fracase la licitación y no sea posible exigir al concesionario más cercano que se haga cargo de la provisión del servicio, la aplicación de normas excepcionales que garanticen dicha provisión.

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA.


Los contenidos de la iniciativa legal que vengo en poner en vuestro conocimiento, son los siguientes:

1.
Llamado a licitación obligatorio.


Se dispone el carácter obligatorio para la Superintendencia de Servicios Sanitarios del llamado a licitación, en aquellos casos en que lo requiera el Ministerio de Vivienda y Urbanismo para el desarrollo de sus políticas, planes y programas. 


En tal caso, el llamado a propuesta deberá realizarse en el plazo de 6 meses, a partir de la fecha del aludido requerimiento. Este plazo podrá ser prorrogado por la Superintendencia, por causa fundada, por un período máximo de 6 meses.

2.
Establecimiento de servicios en condiciones especiales.


El proyecto de ley dispone como admisible el establecimiento de un servicio en condiciones especiales, a cargo de un concesionario sanitario, que debe cumplir todas las exigencias de un sistema público, bajo la supervisión de la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Lo anterior se aplicará, cuando no fuere económica ni técnicamente posible la ampliación forzada de la concesión del prestador más cercano y mientras tal imposibilidad se mantenga.


En tal caso, la Superintendencia autorizará la existencia del servicio especial, mediante resolución sujeta a trámite de toma de razón y por un plazo de duración máxima de dos años, vencido el cual se deberá llamar a licitación pública o bien el prestador de dicho sistema especial deberá solicitar la concesión correspondiente.


La Superintendencia queda facultada para resolver en estos casos, las discrepancias que se presenten, especialmente en cuanto a las condiciones y precios de los servicios.

3.
Presunción de causa fundada para ampliación de concesión en fecha intermedia a fijación tarifaria.


Finalmente, el proyecto de ley dispone que, para efectos de exigir la ampliación del área de servicio en una fecha intermedia a los períodos de fijación tarifaria, se entenderá que existe causa fundada cuando el proceso se haya iniciado a requerimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 


En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.-
Introducénse las siguientes modificaciones al D.F.L Nº 382 de 1988 del Ministerio de Obras Públicas. 

1)
Reemplázase el artículo 33 A, por el siguiente:


“Artículo 33 A.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22º, cada vez que exista la necesidad de asegurar la provisión del servicio sanitario en determinadas zonas dentro del límite urbano, la Superintendencia deberá efectuar la respectiva licitación pública.


Esta licitación tendrá el carácter de obligatoria cuando lo requiera el Ministerio de Vivienda y Urbanismo para el desarrollo de sus políticas, planes y programas. En tal caso, el llamado a propuesta deberá realizarse en el plazo de 6 meses, a partir de la fecha del aludido requerimiento. El señalado plazo podrá prorrogarse por causa fundada por la Superintendencia, por un período no superior a 6 meses.


En caso de no existir proponentes para la referida licitación, o no haber sido adjudicada ésta por no cumplir los proponentes con los requisitos exigidos por la ley, la Superintendencia podrá exigir al prestador que opere el servicio sanitario del área geográfica más cercana a la zona aludida en el inciso precedente, la ampliación de su concesión a esta última zona.


Para ejercer la facultad referida en el inciso precedente, la Superintendencia requerirá el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a)
La incorporación de las nuevas áreas deberá ser, en opinión fundada de la Superintendencia, factible técnicamente.

b)
El aumento del territorio operacional derivado de la incorporación de las nuevas áreas deberá ser factible de enfrentar administrativa y financieramente por el prestador. La expansión de la concesión, de la forma indicada en los incisos segundo y tercero de este artículo, se formalizará de acuerdo a lo señalado en los artículos 17º y siguientes.


Con todo, en aquellos casos en que la licitación se hubiere iniciado a requerimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y no fuere económica ni técnicamente posible la ampliación forzada de la concesión del prestador más cercano y mientras tal imposibilidad se mantenga, será admisible el establecimiento de un servicio en condiciones especiales. Este servicio estará a cargo de un concesionario sanitario, que deberá cumplir con todas las exigencias de un sistema público. Además, estará bajo la supervisión de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, que quedará facultada para resolver en estos casos, las discrepancias que se presenten, especialmente en cuanto a las condiciones y precios de estos servicios. 


Para los efectos previstos en el inciso anterior, la Superintendencia dictará una resolución sujeta a trámite de toma de razón, autorizando la existencia del servicio especial y fijándole a la vez, un plazo de duración a ese servicio. Dicho plazo, no podrá ser superior a dos años, vencido el cual la Superintendencia deberá llamar a licitación pública para la adjudicación de las respectivas concesiones o bien el prestador de dicho sistema especial deberá solicitar tales concesiones, conforme con las normas generales de la presente ley.”.

2)
Reemplázase el artículo 33 B, por el siguiente:


“Artículo 33º B.- Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior, las nuevas áreas de concesión deberán ser comunicadas al prestador al inicio del proceso de fijación de tarifas establecido en el decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, de manera de considerar oportuna y adecuadamente el efecto de la ampliación del área de concesión en las tarifas del servicio.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Superintendencia podrá, por causa fundada, exigir la ampliación del área de servicio en una fecha intermedia a los períodos de fijación tarifaria. Se entenderá que existe causa fundada cuando el proceso se haya iniciado a requerimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este caso, se establecerán tarifas para la nueva área, las que regirán junto con la entrada en operación de la ampliación. Dichas tarifas tendrán vigencia hasta el término del período en curso y deberán permitir al prestador generar los ingresos requeridos para cubrir los costos incrementales de explotación eficiente y de inversión de su proyecto de expansión optimizado para la nueva área de servicio, sin perjuicio de los eventuales aportes de terceros.”.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; JAIME RAVINET DE LA FUENTE, Ministro de Vivienda y Urbanismo; JAVIER ETCHEBERRY CELHAY, Ministro de Obras Públicas”.

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que modifica el límite intercomunal de las comunas de Recoleta y Huechuraba. 
(boletín Nº 3591-06)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a consideración del H. Congreso Nacional, un proyecto de ley en materia de división político administrativa del país, que tiene por finalidad modificar los límites intercomunales de las comunas de Recoleta y Huechuraba.


Las modificaciones propuestas vienen a resolver situaciones territoriales que hoy se advierten como inapropiadas o inconvenientes, tanto para la administración municipal como para los habitantes de dichos territorios.

I. ANTECEDENTES.


El actual límite intercomunal Recoleta-Huechuraba está definido en el artículo 13, letra A, números 4 y 5 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 3-18.715, de 1989. 


La referida norma legal, que contiene la descripción específica de todas las comunas del país, tiene su origen en la facultad otorgada al Presidente de la República en la Ley 
Nº 18.715 para que “Efectúe las precisiones que identifiquen con mayor certeza los límites vigentes de las comunas y las delimitaciones comunales, en conformidad con las leyes vigentes y las modificaciones que esta ley introduce, fijando en un texto refundido los límites específicos que esta ley introduce”.


Al momento de crearse las comunas de Huechuraba y Recoleta, en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1-3260 de 1981, la avenida Américo Vespucio concluía su trazado en la intersección con avenida El Salto. Ello que determinó el trazado de los límites comunales respectivos, que se definió con una línea recta desde esa intersección hasta la línea de las cumbres de los cerros de El Salto.


Luego, al dictarse el D.F.L. N° 3-18.715, actualmente vigente, dichos límites se mantuvieron pues a esa fecha, no existía ninguna solicitud de modificación que permitiera revisarlos en esa ocasión.

II. INCONVENIENTES DEL LÍMITE ACTUAL


El presente proyecto de ley se fundamenta en la necesidad de precisar el límite intercomunal de las comunas de Recoleta y Huechuraba, de manera de adecuarlo a la actual realidad urbana del sector.


El trazado de límite, al estar determinado por medio de una línea recta desde la intersección de la avenida Américo Vespucio con la avenida El Salto hasta la línea de cumbres de los cerros de El Salto, divide algunos predios.


Tal situación fue advertida y oportunamente representada por los alcaldes de Recoleta y de Huechuraba, mediante carta de 27 de Diciembre de 2002, dirigida al Ministro del Interior, a la que adjuntaron una Propuesta y Acuerdo de modificación del límite intercomunal. 


En dicha comunicación, los ediles exponen que los inmuebles ubicados al oriente de avenida El Salto se encuentran divididos por el actual límite intercomunal, lo que ocasiona diversas dificultades para los propietarios, entre otras, en la aplicación de las normas sobre urbanismo y construcciones, tales como las relacionadas con la obtención y pago de permisos, la regulación de la constructibilidad, de densidad, del uso del suelo y de la altura de edificación, todo lo cual se traduce en obstáculos para los proyectos de inversión en esa zona.


En virtud de la solicitud y antecedentes señalados, y de conformidad con lo dispuesto en la Ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, solicitó al Intendente y Presidente del Consejo Regional Metropolitano de Santiago, emitir su opinión sobre la modificación limítrofe propuesta. Para tal efecto el Consejo Regional, a través de la Comisión Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, citó a los Alcaldes de las comunas involucradas y sus respectivos asesores, con el objeto de analizar en conjunto la modificación de límite solicitada.

III. PROPUESTA.


Conocidos los fundamentos de la modificación mencionada, se ha estimado factible su concreción, toda vez que apunta a resolver una situación de orden estrictamente local que redundará en beneficios para ambos municipios -con efecto en sus respectivos Planos Reguladores-, y que cuenta con el beneplácito de las respectivas administraciones comunales. 


Asimismo, la modificación propuesta permitirá precisar el límite intercomunal, pues los predios que hoy resultan divididos por dicho límite quedarían íntegramente en una u otra comuna, produciéndose un intercambio de territorios entre ambas.


Por otra parte, el territorio sometido a modificación se encuentra deshabitado, por lo que la concreción modificatoria no alteraría los antecedentes demográficos que ya ha utilizado el Servicio Electoral para las próximas elecciones municipales del mes de Octubre.


En suma, y de conformidad a lo señalado, los fundamentos de la modificación se basan en esencialmente en lo siguiente:


-Precisar el actual límite, por una vía con total identificación (avenida Américo Vespucio), que define de mejor forma acciones de los correspondientes Juzgados de Policía Local, y linderos prediales, con lo que los predios quedarían con la totalidad de su superficie en una u otra de las comunas.


-Facilitar la aplicación de normas sobre urbanismo y construcciones, en sus respectivos Planos Reguladores.


-Incentivar en el sector la inversión y desarrollo de ambas comunas.


Finalmente, cabe destacar que esta modificación es respaldada por el Gobierno Regional Metropolitano y, más importante aún, cuenta con el pleno acuerdo de las máximas autoridades de ambos municipios, quienes en conjunto formalizaron ante la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, la petición de rectificación de límite intercomunal.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Modifícase el límite intercomunal de las comunas de Recoleta y Huechuraba, fijado para ellas en el Decreto con Fuerza de Ley N° 3-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, publicado en el Diario Oficial el 5 de diciembre de 1989, incorporándose dentro de los límites de la comuna de Huechuraba, el actual sector de la comuna de Recoleta ubicado al norte del siguiente límite:


La avenida Américo Vespucio, desde su intersección por la avenida El Salto hasta su intersección por la perpendicular a dicha avenida del vértice formado por los linderos norte y poniente del predio rol 6065-1; dicha perpendicular, desde la avenida Américo Vespucio hasta el vértice formado por los linderos indicados del predio rol 6065-1; el lindero poniente del predio rol 6065-1, desde el vértice formado por los linderos norte y poniente del mismo predio hasta el lindero poniente del predio rol 7280-2; el lindero poniente y sur del predio rol 7280-2, desde el lindero poniente del predio rol 6065-1 hasta el lindero sur del mencionado predio rol 6065-1; el lindero sur y oriente del predio rol 6065-1, desde el lindero sur del predio rol 7280-2 hasta el lindero norte del predio rol 7280-56; y el lindero norte del predio rol 7280-56, desde el lindero oriente del predio rol 6065-1 hasta la línea de cumbres de los cerros de El Salto.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; JOSÉ MIGUEL 
INSULZA SALINAS, Ministro del Interior”.

3.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que concede un nuevo plazo para ejercer la facultad concedida al servicio de tesorerías en la ley N° 19.926. (boletín Nº 3595-05)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a consideración del honorable Congreso Nacional, un proyecto de ley que tiene por objeto conceder un nuevo plazo para ejercer la facultad concedida al Fisco en la Ley N° 19.926, en orden a anticipar recursos del Fondo Común Municipal a las municipalidades, con el objeto de solventar el pago de deudas por asignación de perfeccionamiento docente que mantienen un conjunto de municipios del país.

I. ANTECEDENTES.


Al respecto, cabe puntualizar que habiendo concluido el plazo establecido por la Ley 
N° 19.926 para efectuar anticipos del Fondo Común Municipal, aún quedan municipios que pueden calificar para acceder a este beneficio, y que en su oportunidad no alcanzaron a completar el proceso administrativo que les hubiera permitido obtenerlo.


Por otra parte, y como consecuencia de lo anterior, aún existe una disponibilidad de alrededor de mil millones de pesos, de los cinco mil millones que la Ley N° 19.926 autorizó para destinar a anticipos del Fondo Común Municipal.

II.
LOS ASPECTOS DE LA LEY Nº 19.926.


En consideración a lo expresado, el otorgamiento de un nuevo plazo para ejercer la referida facultad, supone reeditar las disposiciones contenidas en la citada Ley N° 19.926, las que para su plena comprensión a continuación se resumen:

1.
Descripción del mecanismo.


En primer lugar, esta ley facultó al Fisco –a través del Servicio de Tesorerías– para efectuar anticipos de la participación que correspondiere a la municipalidad respectiva en el Fondo Común Municipal, con el objeto de contribuir, mediante el adelanto de dichos recursos, a la solución de sus deudas por concepto de asignación de perfeccionamiento docente, devengadas al 30 de abril de 2003.


Para este efecto, las disposiciones permitían la celebración de convenios de anticipos de recursos propios municipales, para que las Municipalidades aplicaran estos fondos a la solución de las deudas señaladas, o de las que afecten a las Corporaciones que administran. Dichas obligaciones eran las que se han originado con la aprobación de cursos de perfeccionamiento de los profesionales de la educación de sus comunas, que dieron derecho al pago de la respectiva asignación en virtud de su pertinencia, aceptada por los respectivos empleadores.


Los referidos convenios se celebraron entre la municipalidad respectiva y la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.


En suma, las disposiciones legales permitieron a las Municipalidades dar solución a las deudas referidas, a través de un mecanismo que ha demostrado su efectividad y que no implica la entrega de nuevos recursos fiscales a los municipios, sino que sólo permite un anticipo de sus propios recursos, con el objeto indicado. Por lo mismo, dicha iniciativa no fue en desmedro de quienes cumplieron debida y oportunamente con el pago de la asignación indicada.

2.
Condiciones para acogerse al beneficio.


El mecanismo de anticipos del Fondo Común Municipal y su aplicación al pago de la asignación de perfeccionamiento adeudada, se estructuró sobre la base de los siguientes elementos normativos.


-Los anticipos que se autorizan sólo pueden efectuarse por una sola vez en el año respectivo.


-Se limitó la cobertura de la ley y su respectivo mecanismo de anticipos, a aquellas municipalidades que registren, directamente o a través de las respectivas corporaciones, deudas por concepto de asignación de perfeccionamiento, devengadas al 30 de abril de 2003.


-Enseguida, se estableció que los convenios deben suscribirse dentro del plazo de 90 días a contar de la publicación de la ley.


-Los convenios que se celebren en virtud de esta ley podían pactarse por un plazo de hasta dos años o por más de dos años, dependiendo de la capacidad financiera del municipio, según el índice de capacidad financiera que al efecto debe aplicar la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.


-En dichos convenios se debían acordar los montos que se anticiparían y las cuotas en que dichos recursos se reintegrarán al Fondo Común Municipal. Contendrían, además, todas las cláusulas que sean necesarias para asegurar el cumplimiento del objetivo de los anticipos, pudiendo incluir las concernientes a las relaciones entre las Municipalidades y las Corporaciones respectivas que se originen por aplicación de este sistema.


-Los convenios deberían someterse a la aprobación de los respectivos concejos municipales y se regirían, en todo lo no previsto en esta ley, por la normativa que rige a las Municipalidades.


-Asimismo, se establecía que respecto de aquellas municipalidades que no paguen en forma oportuna la asignación de perfeccionamiento que corresponda, o no den debido cumplimiento a los convenios de pago suscritos en virtud de esta ley, el Servicio de Tesorerías queda facultado para descontar el saldo insoluto de los anticipos otorgados.

3.
Determinación del monto de los anticipos.


Para los efectos de la determinación de los recursos que el Fondo Común Municipal anticipará a las municipalidades solicitantes, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo debería considerar, principalmente, los siguientes factores:

a.
El porcentaje de la deuda que la municipalidad solicitante se encuentre dispuesta a asumir por su cuenta, conforme a sus disponibilidades financieras.

b.
La existencia de convenios de pago, vigentes o a celebrarse, respecto de parte de la deuda.

c.
Las acciones que el respectivo municipio haya realizado para dar solución al pago de su deuda, como por ejemplo, la venta de bienes municipales o la reasignación de fondos.

d.
El orden de presentación de las correspondientes solicitudes de suscripción de convenios.
4.
Aplicación y reintegro de los fondos.


Los montos anticipados deberían aplicarse, íntegramente y de inmediato, al pago de la asignación de perfeccionamiento adeudada por la Municipalidad o la Corporación correspondiente.


Los recursos que recibieran las Municipalidades por concepto de anticipos autorizados en esta ley, deben reintegrarse al Fondo Común Municipal a contar del sexto mes de haberlos recibido, sin intereses ni recargos, en cuotas sucesivas, que serían descontadas por el Servicio de Tesorerías de las remesas correspondientes del citado Fondo.

5.
Financiamiento del mecanismo de anticipos.


Conforme a lo señalado anteriormente, el financiamiento del mecanismo de anticipos establecido, se efectuó con cargo a los recursos del Fondo Común Municipal del año respectivo, anticipados a los municipios interesados.

III. ADECUACIONES QUE PROPONE EL PRESENTE PROYECTO DE LEY, EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES DEL ARTÍCULO 1° DE LA LEY N° 19.926.


El presente proyecto de ley propone, como se dijo, conceder un nuevo plazo para ejercer la facultad del Servicio de Tesorerías de anticipar recursos del Fondo Común Municipal y las demás disposiciones que establece el artículo 1° de la citada Ley N° 19.926, con las siguientes dos adecuaciones:

1)
El monto total máximo a destinar esta vez al mecanismo de anticipos del referido Fondo, se circunscribe a M$ 1.000.000.- (mil millones de pesos), que corresponde al saldo autorizado y no utilizado en el proceso regido por la señalada Ley N° 19.926.

2)
La renovación de la facultad y la consiguiente aplicación de sus disposiciones de la citada ley, sólo podrá beneficiar a aquellos municipios que reuniendo los requisitos y condiciones establecidos en la Ley N° 19.926, no hayan sido favorecidas por aplicación del proceso regido por este último cuerpo legal.


En lo demás, y dejando a salvo las adecuaciones señaladas, se aplicarán las disposiciones, procedimientos, requisitos y condiciones establecidos en el artículo 1° de la Ley N° 19.926.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Establécese un plazo de 90 días a contar de la fecha de publicación de la presente ley, para ejercer la facultad concedida al Servicio de Tesorerías en el artículo 1° de la Ley N° 19.926, que permite efectuar anticipos del Fondo Común Municipal a aquellas municipalidades que registren deudas ellas mismas o sus corporaciones, por concepto de asignación de perfeccionamiento docente.


El nuevo plazo concedido para ejercer la facultad señalada, como asimismo el procedimiento, requisitos y condiciones para efectuar los referidos anticipos, se ajustarán a los términos establecidos en la disposición citada en el inciso precedente, con las siguientes limitantes:

a)
El monto total destinado al mecanismo de anticipos del Fondo Común Municipal, se limitará a M$ 1.000.000.- (mil millones de pesos).

b)
La aplicación de la facultad a que se refiere el inciso primero de este artículo sólo podrá beneficiar a aquellas municipalidades que reuniendo los requisitos y condiciones establecidos en el artículo 1° de la Ley N° 19.926, no hayan sido favorecidas por la aplicación de la citada disposición legal.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; JOSÉ MIGUEL 
INSULZA SALINAS, Ministro del Interior; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda”.

4.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley de Protección de Derechos de la Infancia y Adolescencia. (boletín Nº 3596-18)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley de protección de derechos de la infancia y adolescencia.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


El Gobierno que presido se ha propuesto, como un importante desafío, la completa reformulación de las leyes relativas a la infancia y la adolescencia de modo de adecuarlas a los nuevos requerimientos jurídicos y sociales del país y, en especial, a los principios y directrices contenidos en la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales vigentes, ratificados por Chile.


Durante el siglo XX la sociedad vivió un profundo proceso de legitimación y reconocimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, cuyo hito se expresa en la aprobación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en 1989, por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Este instrumento se inscribe dentro de la corriente más universal de progreso en la garantía y protección de los Derechos Humanos, a través de la adopción de instrumentos jurídicos con mayor poder vinculante y de gran consenso internacional.


Pese a que Chile ratificó la Convención mencionada en el año 1990, en algunos aspectos se mantuvo el antiguo sistema tutelar de asistencia a la infancia y el paradigma con que éste funcionaba. 


Ser niño en Chile no significa hoy lo mismo que significaba hace cincuenta o cien años. Las profundas transformaciones vividas por la sociedad chilena han significado un cambio radical en la concepción existente acerca de la infancia y la adolescencia. Así, en el ámbito jurídico, puede observarse una evolución que va desde la inexistencia de una legislación aplicable exclusivamente a los niños, niñas y adolescentes, seguida de una fase que se extiende entre los años 1928 y 1990, que comienza con la dictación de la primera Ley de Menores, y una fase última, posterior a 1990, cuando Chile ratifica la señalada Convención.


Esta evolución, sin embargo, ha estado caracterizada por el hecho que nuevas leyes no han supuesto el reemplazo global de las normativas anteriores sino que, salvo excepciones, las nuevas normas se van uniendo a las anteriores. El resultado de esto es un conjunto de leyes de inspiración muy diversa, con soluciones contradictorias entre sí.

1.
Primera fase.


La primera fase mencionada se caracteriza por la inexistencia de una legislación aplicable en forma exclusiva a los niños. 


El tema de la niñez era básicamente un estado de excepción al único estatus que realmente importaba frente al Derecho: la mayoría de edad. En general, las leyes se ocupaban de explicitar que cierta normativa no era aplicable a los niños o que, excepcionalmente, ellos sí tenían los derechos que -en cada caso- se reconocían o regulaban.


Consideraban reglas especiales sobre la relación entre padres e hijos menores de edad, en las que lo importante era regular la acción de ellos en relación con los niños. Ahora bien, esa normativa, contenida principalmente en el Código Civil era aplicable -en mayor medida- a aquellos niños respecto de los cuales la administración de su patrimonio resultaba relevante.


La plena autonomía no se alcanzaba sino con la mayoría de edad y, en general, era efectiva sólo para los hombres. 


Los hijos, hasta la mayoría de edad, no podían salir de la casa sin permiso del padre, no podían casarse con alguien que no contara con la aprobación del padre y éste tenía el derecho de elegir el estado o profesión futura del hijo y de dirigir su educación del modo que creía más conveniente para él. El padre contaba con la facultad de corregir y castigar físicamente a los hijos e incluso hasta avanzado el siglo XX, el Código Civil contemplaba la posibilidad de que el padre le impusiera la pena de detención hasta por un mes en un establecimiento correccional, para lo cual tenía el derecho de exigir al juez que ordenase la ejecución de esta pena sin que éste pudiera oponerse.

2.
Segunda Fase.


En una segunda fase, Chile logra contar con una legislación especial aplicable exclusivamente a la infancia, la Ley de Menores, cuyo primer texto se aprueba en el año 1928, fijándose su actual texto a través de la Ley Nº 16.618. Su alcance, sin embargo, no es el de una transformación del estatus jurídico de los niños, niñas y adolescentes, sino que más bien responde a problemas bastante específicos. Por ello, esta nueva ley no implicó cambios de importancia en las leyes del período anterior, salvo algunas modificaciones puntuales como la derogación del artículo 233 del Código Civil que contemplaba la facultad del padre de imponer la detención del hijo o de elegir su estado y profesión futura.


La Ley de Menores, sin embargo sí produjo una transformación importante en la práctica, en la medida que emergió una nueva figura, el tribunal de menores, como depositario del patronato estatal. Es decir, el Estado, a través del juez, actúa como padre -cuando éste no está, es sospechoso o marginal- pasando a tener el derecho a imponer la pena de detención. 


En esa línea, esta ley se ocupa principalmente de la “desviación social”, es decir, de los niños, niñas y adolescentes que escapan de la norma social: los que mendigan, los que ejercen el comercio sexual, los que son abandonados, los que comenten delitos, los que desertan de la escuela, los que viven en familias con problemas sociales, los que desobedecen a sus padres, los que se drogan, los que sufren discapacidades síquicas, etc. A estas formas de desviación se les denomina “situaciones de peligro material o moral” o “situaciones irregulares”.


Esta ley surge de corrientes de variada inspiración, por una parte, encontramos un movimiento humanitario sensible al problema del abandono y el abuso al que se encuentran expuestos muchos niños que viven en condiciones de marginalidad. Para los niños se reclama protección y no castigo.


Sin embargo, también esta ley asume una inspiración de defensa social, que impulsa adoptar medidas frente a la desviación social, con estrategias que incluyen la prevención y el tratamiento.


La Ley de Menores instala, entonces, una estrategia de control, prevención y tratamiento de la desviación social basada en una autoridad poderosa, con amplias facultades. Junto a lo anterior, define un catálogo difuso de medidas aplicables por esa autoridad, cuya naturaleza y duración se aplica mientras dure la irregularidad; reorganiza y da un renovado impulso a centros de régimen de internado, denominados “Casas de Menores”; y estimula la filantropía privada para colaborar en esta labor, entre otros aspectos.


El saldo histórico de estas reformas, es objeto de un arduo debate que en la gran mayoría de los países que las impulsaron desde fines del siglo XIX, ha resultado en una crítica de los efectos de las leyes e instituciones fundadas en la pretensión de proteger. Así por ejemplo, las leyes de menores en Estados Unidos y España fueron declaradas inconstitucionales, pues permitían el castigo penal de los niños, bajo la fórmula de la “protección” pero sin ninguno de los límites y garantías de que gozan las personas adultas cuando van a ser juzgadas por un supuesto delito.


Muchos otros países han reformado o derogado sus antiguas leyes de menores, generando legislaciones especiales para los ámbitos de protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes y de responsabilidad penal de los adolescentes. Chile es uno de los pocos países de América Latina que mantiene, en pleno sigo XXI, una Ley de Menores, que trata conjunta e indistintamente ambas situaciones.

3.
Tercera fase.


La tercera fase, inaugurada con la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, es la que nos proponemos consolidar.


Esta Convención representa un giro en la posición del niño frente al Derecho y frente a la familia, la comunidad y el Estado. Este giro consiste en el paso de su consideración como objeto de la preocupación, control, protección y represión por parte de los adultos, a su consideración como sujeto de derechos frente a los mismos. 


La Convención se basa en una propuesta jurídica y cultural distinta: el niño como persona con autonomía progresiva, con protagonismo, creatividad, intereses y preferencias y con responsabilidad, con capacidad para tener en cuenta y respetar los derechos humanos de los demás. Su particularidad, dentro del universo de las personas -de los sujetos y no de las cosas- es que se reconoce que sus especiales necesidades y su fase vital de desarrollo son fuente de especiales derechos. 

Atendido lo anterior, surge la necesidad de reemplazar la actual Ley de Menores, pues -como hemos señalado- ella se funda en la situación de riesgo o irregular y no en la necesidad de dar protección a los derechos del niño.


Desde el año 2000, el Gobierno que presido se ha propuesto profundizar una serie de transformaciones que se encontraban pendientes en la respuesta del Estado en el ámbito de la protección de la Infancia. Tal como lo anunciamos en junio del año 2000, hemos puesto en marcha la Reforma Integral al Sistema de Justicia y Protección de los Derechos de la Infancia y Adolescencia en Chile.

Esta reforma se trata, básicamente, de un conjunto de iniciativas legales y de cambios institucionales tendientes a mejorar el sistema público y privado dedicado a la atención de los niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos, y a los adolescentes infractores de ley, para hacerlo coherente, en todos sus aspectos, con los mandatos de la Convención.

4.
Una reforma en marcha.


En este contexto se han presentado al H. Congreso Nacional, la indicación sustitutiva al proyecto que crea los Juzgados de Familia y el proyecto que establece un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del Servicio Nacional de Menores y su régimen de subvención, ambos en segundo trámite constitucional, en el Senado; y el proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, que es analizado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de vuestra Corporación; todas iniciativas con las que se espera concretar una completa modernización de la legislación y políticas que se orientan hacia garantizar y promover el desarrollo integral de la infancia.


Sin duda, durante los últimos años se han experimentado avances legislativos en el ámbito de la protección, introduciéndose importantes modificaciones a la actual Ley de Menores, con miras a incorporar a ella algunos estándares internacionales en la respuesta judicial y administrativa frente a las situaciones de vulneración de derechos que afectan a los niños, niñas y adolescentes. Un claro ejemplo de ello, es la Ley Nº 19.806, sobre Normas Adecuatorias a la Reforma Procesal Penal, con la que se modificaron normas de la Ley de Menores claramente incompatibles con un sistema penal moderno, garantista y eficiente y, sobre todo, respetuoso de los derechos de las personas.


No obstante lo anterior, es necesario dar un paso adicional, y reemplazar dicha legislación y el enfoque arraigado en ella, por una normativa acorde a la ya mencionada Convención. 

5.
Un paso necesario.


El proyecto de ley que se somete a consideración de vuestra H. Cámara reconoce, valora y fomenta el derecho del niño a ser tratado como sujeto de derechos y no como depositario de prácticas asistenciales. Este es un cambio muy sustantivo entre el asistencialismo y entender a la persona a la cual vamos a servir con una política pública como alguien que tiene derecho a recibirla. El “Enfoque de Derechos” aplicado a la Infancia asume una nueva concepción del niño, de sus relaciones con la familia, la sociedad y el Estado, dejando atrás la idea predominante del niño definido a partir de sus necesidades o carencias, es decir, por lo que les falta para ser adultos o lo que impide su desarrollo. Este principio considera que el niño, la niña o adolescente deben gozar de un sistema de protección especial e integral, lo que configura un nuevo tipo de relación social y una nueva cultura respecto de ellos.


Reconoce, valora, y fomenta el derecho preferente del niño a vivir en familia, a ejercer sus derechos dentro de ella y a que el Estado lo apoye subsidiariamente. Entre los desafíos que esto supone, destaca la necesidad de fortalecer el apoyo que el Estado y las instituciones sociales dan a las familias para cumplir su rol protector y así resguardar el derecho de niños, niñas y adolescentes de crecer y desarrollarse en su interior. 


Como hemos señalado, este Gobierno ha remitido al honorable Congreso Nacional, el proyecto sobre responsabilidad adolescente por infracciones a la ley penal, que pretende establecer un sistema de justicia especializado que sale del ámbito de la judicatura de menores. 


Por otro lado, se encuentra en tramitación la ley que crea los Juzgados de Familia, que supone contar con tribunales especiales y adecuados para el conocimiento de los conflictos que inevitablemente surgen en el ámbito de las familias.


Este proyecto, por su parte, se aboca a regular los mecanismos que el Estado dispondrá frente a la situación de vulneración de los niños, niñas y adolescentes.


Para su elaboración se tuvo en especial consideración la legislación de aquellos países que han adaptado sus sistemas jurídicos a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, tales como, el Estatuto del Niño y Adolescente del Brasil (Ley N°8.069 de 1990); la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente de Venezuela (1998); y la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de España (1996).


Así, al configurar el nuevo sistema sobre la base de la “titularidad de derechos”, el Estado intervendrá de dos formas. Por una parte, para proteger a los niños, niñas y adolescentes de las vulneraciones a sus derechos, a través de medidas de protección no asistenciales. Por la otra, para hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes frente a infracciones a la ley penal, con respeto a las garantías y derechos procesales.


Atendido lo anterior, resulta necesario impulsar esta iniciativa -en paralelo a la tramitación del proyecto sobre responsabilidad penal juvenil- para establecer la lógica de tutela de derechos en el ámbito proteccional y evitar que por esta vía se apliquen medidas de “protección” que sean tanto o más coactivas que las medidas penales o que duren más tiempo.


En ese orden de cosas, contar con un marco jurídico acorde a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en el ámbito de la protección de derechos, que le reconozca al niño, niña y adolescente su calidad de sujetos de derechos, su derecho primordial a crecer y desarrollarse en familia y, en caso que esto no fuera posible o fuera contrario a su interés superior, su derecho a recibir protección especial, es el desafío que con este proyecto intentamos concretar.


En suma, esta iniciativa, junto con las anteriormente señaladas, nos permitirá dejar atrás -en forma íntegra- la actual Ley de Menores y contar con una nueva normativa que dará cuenta del cabal cumplimiento de los compromisos que nuestro país ha asumido con la Infancia y con la comunidad internacional.

II. ESTRUCTURA Y PRINCIPALES CONTENIDOS DEL PROYECTO.


El presente proyecto se estructura en 55 artículos divididos en siete títulos:

1.
Disposiciones preliminares.


El proyecto se propone determinar la responsabilidad de la familia, la comunidad y el Estado en la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes; y regular los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos de la Administración del Estado, los tribunales de justicia y, en general, las entidades públicas y privadas, con el fin de prevenir las situaciones de vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes, proteger y promover el ejercicio de los mismos. 


Los demás disposiciones preliminares, contienen los principios rectores e interpretativos de la ley, tales como: que los niños son sujetos titulares de derechos; que el interés superior del niño debe ser considerado en todas las decisiones que les afecten; y que la consideración de sus derechos es y debe ser prioritaria en el diseño, formulación y ejecución de las políticas públicas. En ese mismo orden de cosas, en este apartado, se recogen garantías esenciales de un Estado de Derecho, tales como el principio de igualdad y el de no discriminación en el ejercicio de derechos. Finalmente, se reafirma que la protección de la infancia y la adolescencia, es una responsabilidad compartida por la familia, la comunidad y el Estado, todos los cuales deben crear las condiciones para que los niños, niñas y adolescentes puedan desarrollarse en plenitud. 
2.
Actuaciones de los órganos de la Administración del Estado y Municipalidades en el ámbito de la protección de derechos de la infancia y adolescencia.


Enseguida, se regula un mecanismo general de protección de derechos que consiste en concretar, para los niños, el derecho de petición frente a la Administración del Estado y las Municipalidades, estableciendo la obligación de recepcionar y responder, dentro de un plazo perentorio, las solicitudes y reclamaciones realizadas por y en representación de un niño, niña o adolescente, frente a situaciones de vulneración de derechos, por parte de la misma autoridad, o bien de entidades privadas que se encuentren bajo su dependencia o supervisión. 


De esta forma se pretende superar el sistema instaurado por la Ley de Menores, en que la única respuesta a las situaciones de vulneración de derechos era dada por el Juez de Menores, quien ejercía la potestad estatal en el ámbito de la protección.

3.
Actuación del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia.


Por otra parte, y en la misma línea, el proyecto regula la actuación del Servicio Nacional de Menores, el que se propone sea denominado “Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia”, frente a los casos concretos de vulneración de derechos. Esta actuación supone la intervención del Servicio mediante la oferta de programas y proyectos ejecutados directamente o a través de los organismos que integran su Red, en los ámbitos de la prevención, promoción y protección de derechos, evitando judicializar aquellas situaciones que pueden ser resueltas preferentemente en el ámbito local y siempre que no sea necesario recurrir a los Tribunales de Justicia.


El cambio de nombre del Servicio guarda relación con la necesidad de adecuar su denominación a los cambios que hemos ido introduciendo en el ámbito de la Infancia y la Adolescencia, contribuyendo con ello a instaurar la nueva cultura de tutela de derechos a la que hemos aludido, en consonancia con la Convención Internacional de Derechos del Niño.

4.
Acciones de protección especial ante los tribunales de justicia.


En el ámbito jurisdiccional, se establecen dos mecanismos de protección. 


El primero de ellos consiste en una acción denominada acción especial de protección de derechos, que constituye una nueva acción cautelar, tendiente a restablecer el imperio del derecho, frente a los casos de amenaza, perturbación o privación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


El aspecto más importante de este nuevo recurso, es que permitirá que los Juzgados de Familia puedan conocer, en un procedimiento expedito, no sólo las violaciones a los derechos individuales y políticos, sino también aquellos de carácter económico, social y cultural de la Infancia que en la actualidad no pueden ser invocados utilizando el recurso de protección ordinario. 


En el segundo caso, se complementa, en materias sustantivas, la regulación de procedimiento contenida en el proyecto que crea los Juzgados de Familia, para la actuación de estos tribunales frente a los casos de vulneración de derechos que se presentan -básicamente- en el ámbito de las relaciones familiares y siempre que sea necesario aplicar alguna de las medidas propuestas en el presente proyecto.


En esta materia, se reconoce el efectivo rol cautelar que puede tener esta competencia entregada hasta ahora a los jueces de menores, pero se ha estimado necesario hacerla congruente con el enfoque de protección de derechos que exige establecer una descripción específica de situaciones en las cuales es posible adoptar medidas de protección, un catálogo taxativo de las mismas y las condiciones fundamentales de cuando y cómo éstas deben aplicarse, de manera de asegurar su efectiva orientación hacia la protección y restitución de los derechos vulnerados.


En este orden de ideas, se establece que el juez privilegiará las medidas que no impliquen separar al niño, niña o adolescente de sus padres o responsables de su cuidado, para lo cual podrá recurrir a diversos programas ambulatorios de acuerdo a la problemática que los afecte y, sólo cuando resulte necesario para cautelar su interés superior, podrá decretar tal separación, privilegiando que su cuidado se entregue a otro familiar o adulto significativo idóneo que pueda ejercer adecuadamente el rol protector.


Sin duda, nuestros mayores esfuerzos apuntan a que las familias sean el ámbito que de protección y promueva el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes, sin embargo en muchas ocasiones ello no será posible, sea temporalmente o en forma definitiva. En tales casos el proyecto contempla que se otorgue al niño, niña o adolescente atención residencial, a través de medidas de ingreso a un programa de familia de acogida o centro residencial.


Cabe destacar que, en todos aquellos casos en que el niño, niño o adolescente sea privado de su familia de origen, el proyecto se orienta a buscar una respuesta definitiva a su situación de vida, recurriéndose para ello a la resinserción familiar, cuando se han superado las situaciones que han dado origen a la medida; a la entrega de la tuición a otro miembro de su familia u adulto idóneo; o a la adopción. Cuando ello no sea posible, la preparación para la vida independiente y la orientación para la búsqueda de un proyecto de vida propio, será la difícil misión de los profesionales y personas que ejecutan los proyectos destinados a su atención.


El proyecto, por último, reconoce la existencia de situaciones graves que afectan a los niños, niñas y adolescentes, que exigen adoptar medidas tendientes a cautelar su vida e integridad física como es el internamiento obligatorio en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado. En este caso, se cautela que esta medida sólo se adopte en casos calificados y en la medida que se requiera de una prestación concreta de este tipo de recintos, de manera de evitar, la internación privativa de libertad por razones de control social.

5.
Actuación de la Policía en el ámbito de la protección de derechos.


En el título correspondiente, se regula la actuación de Carabineros y la Policía de Investigaciones, frente a las situaciones de vulneración de derechos, reconociendo el importante rol que pueden cumplir en la protección de los derechos de la infancia y adolescencia, pero bajo criterios más claros que orienten su actuación.


En ese sentido se releva, además de la obligación de asistencia inmediata que la Policía debe prestar a un niño vulnerado en sus derechos, la obligación de conducirlo inmediatamente a sus padres o personas responsables de su cuidado, con las particularidades propias de cada caso, por lo que se distingue la situación de los niños respecto de la de los adolescentes.


Sólo excepcionalmente, los niños serán puestos a disposición del tribunal competente, pudiendo pasar -de manera más eventual- por algún establecimiento que, para estos efectos, determine el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia.


Todo lo anterior, sin perjuicio de la obligación de informar al tribunal competente y al Ministerio Público, si procediere.

6.
Maltrato de niños, niñas o adolescentes, fuera del ámbito familiar.


En lo pertinente, se traslada -con algunas modificaciones- la regulación que hoy se establece en la Ley de Menores, respecto de situaciones de maltrato de niños, fuera del ámbito familiar.

7.
Disposiciones Varias.


Por último, se propone una serie de modificaciones a otros cuerpos legales, tendientes a armonizarlos con este proyecto de ley y, en especial, con la derogación definitiva del articulado de la Ley de Menores, rescatando parte de su contenido para incluirlo en el Código Civil, en la Ley Nº 14.908 y en la Ley Orgánica del actual Servicio Nacional de Menores.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES


Artículo 1.- Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto determinar la responsabilidad de la familia, la comunidad y el Estado en la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes; y regular los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos de la Administración del Estado, los tribunales de justicia y, en general, las entidades públicas y privadas, con el fin de prevenir las situaciones de vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes, proteger y promover el ejercicio de los mismos. 


Las leyes relativas a los niños, niñas y adolescentes, se interpretarán de conformidad con los Tratados Internacionales vigentes, ratificados por Chile y, especialmente, de acuerdo a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. 


Artículo 2.- Definición de niño, niña y adolescente. Para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a todo ser humano que no ha cumplido los catorce años de edad, y adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla los dieciocho años de edad. 


En caso de duda acerca de si una persona es menor o mayor de dieciocho años, se le presumirá adolescente, a menos que se pruebe lo contrario. 

Artículo 3.- Los niños como sujetos de derechos. Todos los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho, en consecuencia, gozan de todos los derechos y garantías que emanan de su naturaleza humana.


Se reconoce a los niños, niñas y adolescentes como sujetos con dignidad, capacidades y potencialidades, con autonomía progresiva para ejercer sus derechos y asumir sus responsabilidades.


Artículo 4.- Principio de igualdad y no discriminación. Las disposiciones de esta Ley se aplican por igual a todos los niños, niñas y adolescentes sin discriminaciones arbitrarias fundadas en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen social, étnico o nacional, discapacidad o impedimentos físicos, nacimiento, o cualquier otra condición de los mismos, de sus padres, representantes legales o personas responsables de su cuidado.


El Estado adoptará las medidas para asegurar que todo niño, niña y adolescente sea protegido contra toda forma de discriminación arbitraria.


Artículo 5.- Responsabilidad de los padres. Los padres son responsables de la crianza y cuidado de sus hijos e hijas, así como de orientarlos en el ejercicio progresivo de sus derechos y responsabilidades. 


Artículo 6.- Rol de la familia y comunidad. La familia y comunidad deberán respetar, promover y velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, asumiendo un rol activo en la protección de esos derechos. 


Artículo 7.- Responsabilidad del Estado. El Estado deberá adoptar las medidas que sean necesarias y apropiadas para que todos los niños, niñas y adolescentes disfruten plena y efectivamente de sus derechos y garantías. 


Particularmente, le corresponderá generar las condiciones legales e impulsar políticas públicas, dirigidas a: 

a)
Promover y apoyar a los padres y a la familia en el ejercicio adecuado de sus responsabilidades y roles;

b)
Facilitar y promover la participación de la comunidad en la definición, ejecución y control de las políticas públicas dirigidas a niños, niñas y adolescentes. 


Artículo 8.- Prioridad del niño, niña o adolescente. La familia, la comunidad y el Estado deben considerar los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes de manera prioritaria.


En especial, los niños, niñas y adolescentes tendrán prioridad en la formulación, financiamiento y ejecución de las políticas públicas y en el acceso a todas las prestaciones y servicios sociales, sean éstos públicos o privados.


La autoridad correspondiente deberá emitir anualmente una cuenta pública detallada sobre los recursos destinados a las políticas públicas dirigidas a la infancia. El Presidente de la República, mediante decreto supremo, reglamentará la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación. 


Artículo 9.- Interés superior del niño. El Interés Superior del Niño es un principio de carácter general y obligatorio en la toma de todas las decisiones concernientes a los niños, niñas y adolescentes, consistente en procurar la máxima satisfacción y pleno disfrute de sus derechos.


En aplicación de este principio, tratándose de conflictos entre los derechos e intereses de los niños, niñas y adolescentes y otros derechos e intereses igualmente legítimos, se deberá privilegiar los primeros.


Artículo 10.- Derecho del niño a ser oído. En todos los asuntos que les afecten, los niños, niñas y adolescentes gozarán del derecho a expresar su opinión libremente, la que deberá tenerse en cuenta, en función de su edad y madurez. Para ello, tendrán la oportunidad de ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que los afecte.


Artículo 11.- Derecho a servicios sociales para la promoción del desarrollo y el fortalecimiento familiar. En conformidad con lo dispuesto en las normas anteriores, todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a beneficiarse directamente de las prestaciones, programas y acciones derivadas de las políticas sociales y, en especial, de servicios sociales para la promoción del desarrollo y el fortalecimiento familiar, actualmente ejecutados por el Estado. En particular, los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar, tienen derecho a la protección especial del Estado mediante la oferta permanente de programas y servicios sociales.


Con este fin, las autoridades y servicios públicos deberán prestar la orientación y atención inmediata que precise cualquier niño, niña o adolescente, dentro del ámbito de sus competencias.


El Estado garantizará el acceso de los niños, niñas y adolescentes a los recursos sociales disponibles para el ejercicio de este derecho.

TÍTULO II

ACTUACIONES DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y MUNICIPALIDADES EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA

Artículo 12.- Protección administrativa general. Los órganos de la administración del Estado y las municipalidades, deberán velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y adoptar todas las medidas tendientes a prevenir o superar las situaciones de vulneración de sus derechos, dentro del ámbito de sus competencias, y siempre que cuente con recursos financieros para tal efecto.


Artículo 13.- Solicitudes y reclamaciones. Todo niño, niña o adolescente que sufra cualquier vulneración en el ejercicio de sus derechos con ocasión de actuaciones de órganos de la administración del Estado, de sus autoridades o funcionarios, podrá presentar, por sí, solicitudes o reclamos, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880. Con todo, el plazo señalado en el artículo 27 de dicha ley, será de 45 días. 


Si la vulneración fuera imputable a entidades privadas que se encuentren bajo la dependencia o supervisión de órganos de la administración del Estado o municipalidades, el niño, niña o adolescente, podrá, personalmente, a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar solicitudes y reclamaciones ante la entidad respectiva. Requerida su intervención, la entidad respectiva, dentro de sus facultades, adoptará de inmediato todas las medidas necesarias para superar la vulneración de derechos, y dará respuesta por escrito dentro de un plazo que no excederá de 30 días. Si la solicitud o reclamación se encuentra fuera del ámbito de atribuciones de la respectiva entidad, se remitirán inmediatamente los antecedentes a la autoridad administrativa o judicial competente, de lo cual se informará al peticionario.

TÍTULO III

ACTUACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA

Artículo 14.- Protección administrativa especial. De conformidad a la misión y funciones que la ley le asigna, corresponderá al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia realizar las acciones destinadas a la prevención de situaciones de vulneración, protección integral y promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, que no requieran la separación de éstos de su familia, mediante intervenciones de naturaleza no jurisdiccional, desarrolladas preferentemente en el ámbito local.


El Servicio desarrollará esta tarea a través de una oferta de programas y proyectos ejecutados directamente o a través de los organismos acreditados ante él.


En especial, le corresponderá desarrollar o impulsar:

a)
La creación de Oficinas de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes (OPD), en el ámbito local, destinadas a realizar acciones encaminadas a brindar protección integral de sus derechos, cuando se encuentren en una situación de exclusión social o vulneración.

b)
Programas dirigidos a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria especializada necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, podrán desarrollarse bajo esta línea de acción, programas residenciales.
c)
Programas dirigidos a prevenir situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar o comunitaria.
d)
Programas destinados a promover los derechos del niño, niña o adolescente.

e)
Programas dirigidos a proporcionar al niño, niña o adolescente, vulnerado en sus derechos, un medio familiar donde residir, a través de familias de acogida.

f)
Programas de adopción de niños, niñas y adolescentes.

g)
La atención de los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar a través de centros residenciales.

h)
La elaboración en modalidad ambulatoria o residencial de los diagnósticos solicitados por el tribunal competente u otras instancias públicas o privadas, que digan relación con una situación de vulneración de derechos que afecte a un niño, niña o adolescente. 


Artículo 15.- Conocimiento de situaciones de vulneración de derechos. Todo niño, niña o adolescente que se considere vulnerado en sus derechos podrá solicitar, personalmente o a través de cualquier persona a su nombre, la actuación del Servicio, recurriendo a la Dirección Regional que corresponda o a la respectiva Oficina de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes. 


Dicha actuación se verificará dentro del ámbito de su competencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y sin perjuicio de las atribuciones de los tribunales de justicia.


Artículo 16.- Calificación de la situación. El Servicio por sí mismo o a través de los organismos acreditados ante él, de ser necesario, calificará el caso con el objeto de orientar su actuación, para lo cual determinará el o los derechos vulnerados, la gravedad de la vulneración y los recursos familiares, comunitarios o sociales disponibles para superar la situación, fomentando la posibilidad de llegar a acuerdos. 


La calificación deberá realizarse en el menor plazo posible y preferentemente de manera ambulatoria. Con todo, si para realizar la calificación a que se refiere el presente artículo fuera indispensable separar al niño, niña o adolescente de su medio familiar, deberá solicitarse una medida cautelar a su favor ante el Juzgado de Familia competente. 


Artículo 17.- Acciones de protección de derechos en sede administrativa. Una vez realizada la calificación o cuando ella no fuere necesaria, el Servicio directamente o a través de los organismos acreditados ante él, podrá prestar orientación y asistencia, propiciar acuerdos, coordinarse con diversos actores tanto del ámbito público como privado para potenciar los recursos disponibles y, en general, realizar todas las acciones que estime pertinentes, en conformidad a sus atribuciones legales, con el objeto de superar la situación de vulneración de derechos.


El Servicio propiciará la búsqueda de acuerdos con el niño, niña o adolescente y su familia, a fin de evitar la judicialización de aquellos conflictos que pueden resolverse con la participación de los propios involucrados.


En aquellos casos en que no sea posible lograr un acuerdo, por no concurrir la voluntad de los padres; cuando éste sea incumplido en forma grave, reiterada o injustificada; o cuando concurran cualesquiera de las causales previstas en el artículo 35, el Servicio podrá solicitar al Juzgado de Familia competente la adopción de una medida de protección. 


Para el ingreso de un niño, niña o adolescente a un programa de diagnóstico, protección, prevención o promoción de sus derechos se requerirá el consentimiento de sus padres o de quienes tengan legalmente su cuidado. Los niños, niñas y adolescentes serán escuchados y su opinión considerada, en función de su edad y madurez. De cualquier modo, si se adoptan medidas que importen separar al niño, niña o adolescente de uno o ambos padres, o de quienes legalmente lo tengan bajo su cuidado, siempre será necesaria la intervención judicial. 


Artículo 18.- Registro. El Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia deberá llevar un registro de las acciones y seguimientos que hubiere realizado de acuerdo a los artículos anteriores.


Artículo 19.- Principio de reserva. El Servicio guardará reserva de todos los antecedentes e información de carácter personal del niño, niña o adolescente, sin perjuicio que su entrega sea ordenada judicialmente.

TÍTULO IV

ACCIONES DE PROTECCIÓN ESPECIAL ANTE

LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

PÁRRAFO I

DE LA ACCIÓN ESPECIAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS

DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA


Artículo 20.- Acción especial de protección de derechos. Todo niño, niña o adolescente que, por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales, sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías reconocidos por el ordenamiento jurídico chileno, podrá solicitar por sí o por cualquiera a su nombre, la protección de los Juzgados de Familia de conformidad a los artículos siguientes, sin perjuicio de los demás acciones que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.


Este recurso será procedente sólo a falta de un procedimiento de protección específico en el ámbito de familia. 


Artículo 21.- Legitimación activa. Cualquier niño, niña o adolescente, o cualquier persona en su nombre, aun cuando no tenga poder ni cuente con patrocinio de abogado, podrá interponer la acción a que se refiere el artículo anterior. 


Artículo 22.- Tribunal competente y plazo. La acción a que alude el presente párrafo deberá interponerse ante el Juzgado de Familia en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitraria o ilegal que ocasionen privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos del niño, niña o adolescente, dentro del plazo fatal de 15 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en el proceso.


Artículo 23.- Interposición. La acción especial de protección se interpondrá por escrito, por cualquier medio, sin formalidad alguna, pudiendo incluso interponerse verbalmente, en cuyo caso se levantará el acta respectiva.


En la acción deberá constar el nombre completo y domicilio del solicitante; la persona a favor de quien se interpone, con su nombre, apellido y domicilio si se conociere; la identificación de la persona o entidad contra quien se recurre o los datos que permitan individualizarla cuando lo anterior no fuere posible; la relación de los hechos que motivan la acción y los fundamentos jurídicos en que ésta se apoya; y las peticiones concretas que se formulan al tribunal.


Además, el actor acompañará a la solicitud si procediere, los antecedentes pertinentes, individualizará aquellos de los cuales tiene conocimiento pero no dispone, con la indicación de la persona o lugar en que se encuentran y podrá solicitar la suspensión provisional de que trata el artículo 27.


Artículo 24.- Admisibilidad. Presentada la acción, el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento o existiere una protección específica del derecho en el ámbito de la familia, lo declarará inadmisible desde luego por resolución someramente fundada, la que no será susceptible de recurso alguno, salvo el de reposición ante el mismo tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.


Artículo 25.- Error u omisión. Cuando se haya omitido alguno de los antecedentes señalados en el inciso segundo del artículo 23 o se haya incurrido en un error manifiesto respecto a ellos, el tribunal los subsanará de oficio. De no ser posible, ordenará subsanar dichos errores u omisiones dentro de un término no inferior a cinco ni superior de diez días, siempre que sean imprescindibles para su conocimiento y resolución. 


Vencido el plazo indicado en el inciso anterior, sin haberse subsanado, el tribunal declarará inadmisible la acción de plano.


Artículo 26.- Acumulación de autos. Si respecto de un mismo acto u omisión se dedujeren dos o más acciones, aún por distintos niños, niñas o adolescentes afectados, se acumularán todas las acciones en el Juzgado de Familia al que hubiere ingresado la primera de ellas, para ser resueltas en una misma sentencia.


Artículo 27.- Conocimiento preferente. La acción especial de protección se substanciará en forma preferente a cualquier otro asunto, con excepción de las medidas que se adopten en el ejercicio de la potestad a que alude el Párrafo II del presente Título.


Artículo 28.- Potestad Cautelar. En cualquier etapa del procedimiento el juez podrá decretar cualquier medida cautelar que estime indispensable o atinente a la protección de un derecho.


En ese ámbito, podrá ordenarse la suspensión provisional del acto, resolución o procedimiento reclamado, si fuere necesario para asegurar el resultado de la acción, en cualquier estado del proceso y hasta antes de la audiencia a que se refiere el artículo 31. El tribunal, en la primera resolución que dicte, aún cuando no hubiere sido solicitado, resolverá sobre la suspensión.


El tribunal de oficio o a petición de parte, en cualquier estado del proceso podrá dejar sin efecto la suspensión provisional del acto, resolución o procedimiento reclamados. 


Artículo 29.- Informe del recurrido. Cuando se admitiere a tramitación la acción especial de protección, el tribunal ordenará que informe, por la vía que estime más rápida y efectiva, la persona o personas, funcionarios o autoridad que según la acción o en concepto del Tribunal son los causantes del acto u omisión arbitraria o ilegal, que haya podido producir privación, perturbación o amenaza del legítimo ejercicio de los derechos que se solicita proteger, fijándole un plazo breve y perentorio para emitir el informe, señalándole que conjuntamente con éste, el obligado en evacuarlo remitirá todos los antecedentes que existan en su poder sobre el motivo de la acción.


La referida solicitud y el informe requerido deberán despacharse por escrito, por el medio más rápido posible. 


Si el informe no fuere evacuado dentro del plazo determinado por esta ley, se resolverá la acción sin más trámite, salvo que el tribunal estime conveniente y necesario practicar alguna medida para mejor resolver, la que deberá cumplirse en un plazo no superior a cinco días.


Artículo 30.- Facultad de hacerse parte. La autoridad, funcionario o persona requerida para informar, junto con presentar su informe y acompañar los antecedentes solicitados, podrá hacerse parte en el proceso.


Cualquier otra persona que tenga un interés legítimo en el resultado de la acción, podrá hacerse parte hasta antes del vencimiento del plazo para presentar el informe.


Artículo 31.- Audiencia. Si del o los informes evacuados el tribunal pudiera concluir la efectividad de la amenaza, privación o perturbación del derecho reclamado en los términos dispuesto en el artículo 20 y no se hubiera planteado controversia en los hechos o el derecho, acogerá la acción especial de protección de derechos, en cuyo caso procederá conforme los artículos siguientes.


En caso contrario, el tribunal dictará una resolución citando a las partes a audiencia, la que deberá realizarse en el más breve plazo posible, y a la que deberán concurrir con todos sus medios de prueba.


La audiencia tendrá por objeto oír a las partes, recibir antecedentes adicionales y resolver la acción. Se llevará a efecto en un solo acto pudiendo prorrogarse en sesiones sucesivas si fuere necesario.


Artículo 32.- Efectos de la sentencia favorable a la protección. Cuando se acoja la acción especial de protección por un acto de carácter positivo, la sentencia ordenará su cesación inmediata. Tratándose de una omisión, la sentencia ordenará realizar el acto debido, para lo cual se otorgará un plazo determinado.

Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal podrá adoptar las medidas que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección al afectado.


Artículo 33.- Sanciones por incumplimiento de la resolución judicial. Si la persona, el funcionario o el representante o Jefe del Órgano del Estado, ya tenga éste la calidad de titular, interino, suplente o subrogante, o cualquiera otra, no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las diligencias, resoluciones o sentencias dentro de los plazos que el juez determine conforme a lo establecido en los artículos precedentes, podrá imponer al renuente, oyéndolo o en su rebeldía, alguna o algunas de las siguientes medidas:

a)
Amonestación privada;

b)
Censura por escrito;

c)
Multa a beneficio fiscal que no sea inferior a 1 ni exceda de 5 unidades tributarias mensuales;

d)
Suspensión de funciones, hasta por cuatro meses, tiempo en el cual el funcionario gozará de medio sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en que pudieren incurrir dichas personas.


Artículo 34.- Supletoriedad. En todo lo no regulado por este párrafo, serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III de la Ley que Crea los Juzgados de Familia.

PÁRRAFO II

DE LA APLICACIÓN JUDICIAL DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LOS

DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS, O ADOLESCENTES

Artículo 35.- Procedencia. Las medidas de protección a favor de un niño, niña o adolescente, procederán cuando concurra alguna de las causales señaladas en el artículo siguiente, de conformidad a lo previsto en el párrafo I, del Título IV de la Ley que Crea los Juzgados de Familia.


Artículo 36.- Causales. Las medidas contempladas en este párrafo se adoptarán ante situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña y adolescente causadas por:

a)
Falta de los padres o las personas responsables de su cuidado personal;

b)
Incapacidad o imposibilidad, transitoria o permanente, de los padres o de las personas responsables para ejercer su cuidado personal;

c)
Incumplimiento voluntario o negligente de las obligaciones de protección de padres o personas responsables de su cuidado personal, cuando ello comprometa su vida, integridad física o psíquica;

d)
Ser víctima de maltrato, abuso o explotación sexual; 

e)
La necesidad urgente de proporcionarle atención de salud para proteger su vida e integridad física.


Artículo 37.- Medidas de protección. Concluido el procedimiento respectivo, el Juez podrá adoptar, mediante resolución fundada, las siguientes medidas de protección a favor de los niños, niñas o adolescentes:

a)
Asistencia a programas o servicios de apoyo, orientación, intervención o reparación ofrecidos por entidades públicas o privadas;

b)
Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico; 
c)
Confiarlo al cuidado de un familiar o de un tercero;

d)
Ingreso a programa de familias de acogida;

e)
Ingreso a un centro residencial.


El Juez privilegiará las medidas que no impliquen la separación del niño, niña o adolescente de su medio familiar y podrá decretar una o varias de las medidas establecidas en el presente artículo. Para resolver, se deberá tomar en cuenta la gravedad de los hechos que ameriten su aplicación, el grado de autonomía y capacidad del niño, niña o adolescente, la presencia de redes de apoyo, y la posibilidad del adecuado ejercicio de los roles protectores por parte de los adultos responsables de su cuidado.


Estas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, no superior a un año y podrán renovarse por períodos iguales, mediante resolución fundada, sin perjuicio de las normas especiales contenidas en este párrafo. En todo caso, el tribunal escuchará, en cualquier tiempo, al niño, niña o adolescente, a sus padres y a quienes sean responsables de la ejecución de la medida y podrá suspender, modificar o dejar sin efecto la medida, conforme a las reglas de los incidentes.


El tribunal, las instituciones, centros o programas encargados de dar cumplimiento a la medida decretada deberán informar al niño, niña o adolescente, a lo menos, acerca de la naturaleza y extensión de la medida tomada a su respecto.


El tribunal sólo podrá aplicar a un niño, niña o adolescente una medida de internamiento obligatorio en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud. Esta medida, se impondrá sólo por el plazo estrictamente necesario para superar la situación de amenaza y no podrá exceder de 90 días. Concluido este plazo, la medida podrá prorrogarse, incidentalmente, por resolución fundada.


Artículo 38.- Medidas aplicables a los padres o personas a cargo del cuidado personal. El Juez podrá adoptar las siguientes medidas respecto de los padres, personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente o que convivan con él:

a)
Asistencia a programas o servicios ambulatorios de apoyo u orientación ofrecidos o financiados por organismos públicos o privados;

b)
Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;

c)
Obligación de matricular al niño, niña o adolescente en un establecimiento educacional y velar por su asistencia;

d)
Prohibición de mantener relaciones directas o regulares con el niño, niña o adolescente por tiempo determinado; 

e)
Expulsión del agresor o agresora de la vivienda común en casos de maltrato grave, abuso o explotación sexual.


Dichas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, que no podrá exceder de un año, que podrá renovarse por períodos iguales mediante resolución fundada, pronunciada en procedimiento incidental. El tribunal podrá decretar una o más de ellas simultáneamente y en conjunto con las previstas en el artículo anterior. 


En el caso de las medidas establecidas en las letras a) y b) precedentes, se deberá contar con el consentimiento del afectado. De concurrir, el consentimiento prestado será especialmente considerado por el tribunal, junto con las circunstancias de hecho y teniendo debidamente en cuenta la opinión y el interés del niño, para evaluar si decreta dichas medidas en lugar de las contenidas en las letras d) y e).


Artículo 39.- Límites a las medidas de protección. Los tribunales no podrán, con el pretexto de dar protección a sus derechos, imponer a un niño, niña o adolescente una medida de protección que signifique una sanción de privación de libertad. 


Artículo 40.- Confiar el cuidado a un familiar o tercero. Confiar el cuidado a un familiar o tercero es aquella medida de protección transitoria, decretada por el juez que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente con el objeto de procurarle un núcleo de convivencia familiar. 


En la adopción de esta medida, el tribunal preferirá a los parientes consanguíneos más próximos, sobre todo a los ascendientes del niño, niña o adolescente. 


En casos calificados, el tribunal podrá confiar este cuidado a personas que no tengan un vínculo de parentesco con el niño, niña o adolescente, con las que éstos tengan una relación de afecto y confianza. En este caso, el tribunal siempre deberá requerir una evaluación especializada del niño, niña o adolescente y de las personas que soliciten o se propongan para asumir su cuidado.


En conjunto con esta medida, el tribunal podrá dictar alguna de las contempladas en las letras a) y b) del artículo 38, a fin de que los padres puedan superar los problemas que les impiden el ejercicio del cuidado del niño.


Procederá la entrega del cuidado transitorio siempre que la causal que lo justifique sea temporal o cuando de los antecedentes del proceso se concluya que el niño, niña o adolescente podrá retornar, una vez vencido el plazo decretado por el tribunal, a su entorno familiar. 

El tribunal podrá renovar esta medida por una sola vez y hasta por un año, cuando las circunstancias que dieron lugar a ésta se mantengan. 


Cuando hubieren transcurrido los plazos anteriores y no fuere posible que el niño, niña o adolescente vuelva al cuidado de sus padres, el tribunal podrá adoptar incidentalmente una medida de entrega de cuidado personal indefinido, que dará a las personas a quienes se haya entregado el cuidado del niño, las facultades del cuidado personal a que se refiere el Código Civil.


Tratándose del cuidado personal con fines adoptivos, sólo procederá en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Nº 19.620 y bajo ninguna circunstancia podrá decretarse en el ámbito proteccional.


Artículo 41.- Ingreso a programa de familias de acogida. El ingreso a un programa de familias de acogida es aquella medida de protección transitoria, decretada por el juez que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente a un programa desarrollado por el Servicio Nacional de la Infancia y la Adolescencia o a través de los organismos acreditados ante él, que proporcionará a éste un núcleo de convivencia familiar, siempre que su cuidado no pueda ser confiado a un pariente.


Renovada la medida por dos períodos y siempre que la situación que motivó a decretarla no hubiere sido superada, el tribunal podrá mantenerla y renovarla en lo sucesivo hasta por dos años.


El Director del programa o el tribunal, si aquel no lo hubiere informado, deberá comunicar a la Dirección Regional respectiva del Servicio, de la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en el número 2 del artículo 12 de la Ley Nº 19.620, para que se inicien los procedimientos que correspondan, sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 13 de la misma ley.


Artículo 42.- Ingreso a centro residencial. La medida de ingreso a un centro residencial es aquella consistente en el ingreso y permanencia de un niño, niña o adolescente en los establecimientos calificados como tales por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, que procederá como medida de último recurso y cuando su cuidado no pueda ser confiado a un familiar.


Al adoptar esta medida siempre se deberá privilegiar el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una residencia cercana a su familia y comunidad, salvo su interés superior.


Para decretar la renovación de esta medida y sin perjuicio de la obligación de informar periódicamente que deberán cumplir los establecimientos residenciales, el tribunal llamará a una audiencia de seguimiento de la misma. A dicha audiencia deberán concurrir, los padres si fueren habidos y el director del establecimiento o quien este designe. El niño, niña o adolescente siempre deberá ser oído, en la misma audiencia, por separado, y su opinión será considerada en función de su edad y madurez.


En el caso que la medida hubiere sido ya renovada por dos períodos, la audiencia de seguimiento se podrá realizar en lo sucesivo cada dos años.


El Director del Centro Residencial o el tribunal, si aquel no lo hubiera informado, deberá comunicar a la respectiva Dirección Regional del Servicio, de la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en el número 2 del artículo 12 de la Ley Nº 19.620.

Artículo 43.- Derechos y obligaciones de los padres. Cuando se decreten las medidas contempladas en las letras c), d) y e), del artículo 36, los padres siempre conservarán el derecho y el deber establecido en el artículo 229 del Código Civil, salvo que en la misma resolución se hubiere adoptado expresamente alguna de las medidas previstas en las letras d) o e) del artículo 37. En todo caso, siempre conservará el deber de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos e hijas.


Artículo 44.- Rol del Servicio Nacional de la Infancia y la Adolescencia en la Protección Jurisdiccional de Derechos. En este ámbito, al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia le corresponderá el cumplimiento de las resoluciones judiciales que disponen la aplicación de medidas de protección en alguno de los proyectos de su red de organismos acreditados, y mantener a disposición de los tribunales la información actualizada acerca de la oferta de atención existente en las distintas jurisdicciones del país.

TÍTULO V

ACTUACIÓN DE LA POLICÍA EN EL ÁMBITO DE

LA PROTECCIÓN DE DERECHOS

Artículo 45.- Asistencia inmediata a víctimas de delitos o frente a vulneraciones de derechos. Carabineros de Chile deberá otorgar en forma inmediata la asistencia que requiera todo niño, niña o adolescente víctima de una falta, crimen o simple delito, o que esté expuesto a una vulneración de sus derechos o amenaza de la misma.


La acción de Carabineros se orientará a repeler el delito y poner fin a la vulneración de sus derechos, otorgándole para ello la asistencia indispensable. 


Para ello, deberá otorgar protección inmediata a un niño, niña o adolescente que se encuentre en situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física, para lo cual podrá ingresar a un lugar cerrado y retirar al niño, niña o adolescente, debiendo en todo caso poner de inmediato los hechos en conocimiento del Juez de Familia, del Crimen o Fiscal del Ministerio Público, según corresponda. En lo demás procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


En casos de urgencia, podrá conducir al niño, niña o adolescente a un centro de salud para que reciba la atención médica correspondiente.


Artículo 46.- Obligación de conducir al niño, niña o adolescente a sus padres. Una vez repelido el delito o superada la vulneración de derechos, el niño o niña será conducido o entregado en forma directa e inmediata a cualquiera de sus padres o a la persona responsable de su cuidado personal. 


Tratándose de adolescentes, Carabineros procederá de conformidad al inciso anterior, cuando éstos se encuentren en una situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física. En los demás casos, éstos podrán solicitar a Carabineros asistencia para reunirse con sus padres o quienes tienen su cuidado personal. En ambos casos, Carabineros deberá informar a los padres o personas responsables de su cuidado personal de las actuaciones realizadas al efecto.


Respecto de un niño, niña o adolescente sobre el cual hubiera una solicitud de búsqueda vigente, Carabineros procederá conforme a lo dispuesto en el presente Título, informando al tribunal que hubiere formulado la solicitud o al Ministerio Público, en su caso. 


Artículo 47.- Excepciones a la obligación de conducción a los padres. En los casos en que los padres o la persona responsable hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza o hayan sido imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que fue víctima el niño, niña o adolescente, y, en general, cuando por otras circunstancias no sea posible conducirlo directamente a esas personas, Carabineros lo pondrá bajo la responsabilidad del tribunal competente. 


Si el procedimiento se adoptare fuera del horario de funcionamiento de los tribunales, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a los establecimientos que, para estos efectos, determine el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, e informará de los hechos a primera audiencia al Juzgado de Familia y, de inmediato, al Ministerio Público si procediere. 


En todo caso, el director de un establecimiento de los que alude el inciso anterior, podrá entregar directamente al niño, niña o adolescente a sus padres o personas responsables de su cuidado personal, siempre que no hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza, o imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que se trate. Verificada la entrega, informará al Juzgado de Familia competente.


Artículo 48.- Conducción y permanencia en unidades policiales. En el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos anteriores, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a la unidad policial correspondiente. En ningún caso dicho traslado se efectuará en condiciones similares a las de una persona detenida.


El tiempo de permanencia en dichas unidades será el menor posible, exceptuándose de esta limitación aquellas unidades especializadas y habilitadas para la atención residencial de niños, niñas o adolescentes y, en todo caso, hasta que sea posible la entrega a sus padres o responsables de su cuidado, al tribunal competente o al establecimiento a que alude el inciso segundo del artículo anterior, según corresponda.


En ningún caso, los niños, niñas o adolescentes, conducidos a las unidades policiales podrán permanecer en las mismas dependencias o tomar contacto con detenidos.


Artículo 49.- Respeto por la dignidad e intimidad en el cumplimiento de sus obligaciones. En el cumplimiento de sus obligaciones, Carabineros actuará respetando la intimidad y dignidad de los niños, niñas y adolescentes, privilegiando la intervención de funcionarios o profesionales capacitados para la atención de los mismos.


Artículo 50.- Policía de Investigaciones de Chile. Las disposiciones del presente título serán aplicables a Policía de Investigaciones de Chile.

TÍTULO VI

MALTRATO DE NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES,

FUERA DEL ÁMBITO FAMILIAR.

Artículo 51.- Maltrato. Todo maltrato que afecte a un niño, niña o adolescente, que no sea constitutivo de delito, cometido por una persona que no tenga respecto del ofendido alguna de las calidades señaladas por el artículo primero de la Ley Nº 19.325, será sancionado con alguna de las siguientes medidas:

a)
Multa, a beneficio municipal, del equivalente de uno a diez días de ingreso diario del condenado calculado en la forma señalada en el artículo 4º de esa ley;

b)
Realización de trabajos en beneficio de la comunidad con acuerdo del ofensor. La resolución que aplique esta sanción deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. En caso de incumplimiento de la sanción en la forma dispuesta por la sentencia, se dejará sin efecto la medida decretada debiendo imponerse en su lugar el máximo de la multa señalada en la letra anterior. 


Artículo 52.- Competencia. Conocerá de la materia señalada en el artículo anterior el Juzgado de Familia del territorio jurisdiccional en que tenga residencia o domicilio el afectado. 

TÍTULO VII
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 53.- Modificaciones al Código Civil. Introdúcese las siguientes modificaciones al Código Civil: 

1)
Agrégase el siguiente artículo 226 bis:


“Artículo 226 bis. Para los efectos del artículo anterior, se entenderá que uno o ambos padres se encuentran inhabilitados física o moralmente cuando:

1º
Sufrieren de alguna discapacidad mental grave.

2º
Padecieren de alcoholismo o dependencia a estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

3º
Hubieren sido condenados por secuestro o abandono de menores.

4º
Maltrataren al hijo vulnerando gravemente su derecho a la vida, integridad física o psíquica.

5º
Incumplieren sus obligaciones de protección, cuando con ello comprometan su vida o, gravemente, su integridad física o psíquica.”

2)
Derógase el artículo 228.

3)
Derógase el artículo 234.

4)
Reemplázase el artículo 240 por el siguiente:


“Artículo 240.- Si el hijo abandonado por sus padres hubiere sido alimentado y criado por otra persona y quisieran éstos recuperar el cuidado personal, deberán ser autorizados por el juez para hacerlo, el que en su resolución determinará la forma y plazo en que se producirá la entrega. El juez sólo negará la autorización si estima, por razones graves, que es de conveniencia para el interés superior del hijo. 


La persona que lo hubiera alimentado o criado podrá solicitar al juez, en el mismo procedimiento, la tasación y reintegro de los gastos de crianza y educación en que hubiese incurrido. El no pago de dichos gastos, en ningún caso, impedirá la entrega del niño a sus padres. 


El sólo hecho de haber confiado el cuidado del menor de edad a terceros, no constituye abandono para los efectos de lo dispuesto en este artículo.” 

5)
Agrégase el siguiente artículo 241 bis: 


“Artículo 241 bis. La pérdida o suspensión del cuidado personal deja subsistente la obligación de los padres o guardadores de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos o pupilos, según corresponda.”

6)
Agrégase el siguiente artículo 274:


“Artículo 274. La pérdida o suspensión del ejercicio de la patria potestad deja subsistente la obligación de los padres de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos.”


Artículo 54.- Modificaciones al Decreto Ley N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores. Introdúcese las siguientes modificaciones al Decreto Ley 
N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores:
1)
Sustitúyese la denominación del Servicio creado por esta ley de “Servicio Nacional de Menores” a “Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia”.


Todas las referencias efectuadas por otras leyes y reglamentos al Servicio Nacional de Menores, deberán ser entendidas al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia. 

2)
Incorpórase al artículo 22 un inciso segundo nuevo del siguiente tenor:


“Asimismo, serán consideradas como establecimientos de beneficencia para los efectos del artículo 1056 del Código Civil.”


Artículo 55.- Modificación a la Ley 14.908, ley de abandono de familia y pago de pensiones alimenticias. Agréguese el siguiente artículo 16 nuevo a la Ley Nº 14.908, ley de abandono de familia y pago de pensiones alimenticias:


“Artículo 16. El juez podrá ordenar, durante la tramitación del juicio de alimentos y sujeto a las disposiciones anteriores, que el padre, madre o la persona obligada a proporcionar alimentos al menor de edad, pague la respectiva pensión al centro, establecimiento o persona que lo tenga a su cargo, la que se destinará íntegra y directamente al menor de edad.


Si los menores de edad que se encontraren en la situación descrita en el inciso anterior, tuvieren bienes propios, su representante legal deberá destinar, de las rentas provenientes de dichos bienes, las cantidades que sean necesarias para su cuidado y educación, de acuerdo con el monto y plazo fijados por el juez.”


Artículo 56.- Derogaciones en la Ley Nº 16. 618. Deróguese los siguientes artículos de la Ley Nº 16. 618: 1, 15, 16 bis, 17, 30, 31, 33, 38, 41, 42, 43, 44, 45, 47, 48, 48 bis, 49, 51, 52, 53, 54, 56, 57, 60, 61, 62, 64, 66, 68, 69, 70, 71, primero y tercero transitorio.”


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; LUIS BATES HIDALGO, Ministro de Justicia; JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Ministro del 
Interior; CECILIA PÉREZ DÍAZ, Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer”.

5.
Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y la creación de la Agencia Nacional de Inteligencia. (boletín 
Nº 2811-02)

“Honorable Cámara de Diputados

Honorable Senado:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe.


Cabe señalar que S.E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia en el carácter de “simple” para el despacho de esta iniciativa.


La Cámara de Diputados, por Oficio de fecha 15 de junio de 2004, comunicó la designación como integrantes de la Comisión Mixta de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Francisco Encina Moriamez, Antonio Leal Labrín y Jorge Ulloa Aguillón.


El Senado, en sesión de esa fecha, nombró al efecto a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Defensa Nacional.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 16 de junio de 2004, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Julio Canessa Robert, Sergio Fernández Fernández y Fernando Flores Labra, y Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Francisco Encina Moriamez, Antonio Leal Labrín y Jorge Ulloa Aguillón. Eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Sergio Fernández Fernández, quien lo es también de la Comisión de Defensa Nacional del Senado, y, de inmediato, se abocó al cumplimiento de su cometido.


A las dos sesiones que celebró vuestra Comisión Mixta concurrieron el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa, y el Director de Seguridad Pública e Informaciones del Ministerio del Interior, señor Gustavo Villalobos.

-o-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Corresponde dejar constancia de que deben aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional, las disposiciones incluidas en la proposición de la Comisión Mixta que recaen en los siguientes artículos -según la numeración definitiva del articulado-: 9º, inciso final; 26; 38, inciso segundo, y 39. El artículo 9º, inciso final, porque es una excepción a normas de tal carácter de la ley Nº 19.882. El artículo 26, por incidir en atribuciones de los tribunales de justicia, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 74 de la Carta Fundamental. El artículo 38, inciso segundo, por influir en la ley orgánica constitucional de la Contraloría General de la República, en conformidad a lo preceptuado en el artículo 88 de la Ley Suprema. El artículo 39, por incidir en la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. Todo lo anterior, en relación con el artículo 63, inciso segundo, del Texto Fundamental.


Por otra parte, cabe consignar que también tiene rango orgánico constitucional el artículo 29, ya aprobado por ambas Cámaras, que en este trámite de Comisión Mixta sólo se incluye para precisar su numeración definitiva y ajustar, por igual motivo, la referencia que efectúa a otro artículo de la iniciativa. Este artículo 29 también incide en atribuciones de los tribunales de justicia, por lo que corresponde considerar las disposiciones pertinentes citadas en el párrafo anterior.


Cabe dejar constancia de que, en su oportunidad, por una parte, la Honorable Cámara de Diputados y, por otra, la Comisión de Defensa Nacional del Senado, oficiaron a la Excelentísima Corte Suprema, con el objetivo de recabar su parecer, en lo pertinente, respecto a la iniciativa de ley, en cumplimiento de lo preceptuado en la Constitución Política. 

-o-

MATERIA DE LAS DIVERGENCIAS


La controversia se ha originado en el rechazo de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por el Senado, en segundo trámite, al proyecto aprobado por aquélla en primer trámite.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

-o-

Artículo 9º


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente disposición:


“Artículo 9º.- La dirección superior de la Agencia corresponderá a un Director, quien será de la exclusiva confianza del Presidente de la República.


El Director deberá cumplir con los requisitos señalados en la letra a) del inciso segundo del artículo 15 y el decreto supremo en que conste su nombramiento será expedido con la firma de los Ministros del Interior y de Defensa Nacional. Asimismo, deberá presentar una declaración jurada de patrimonio ante un notario de su domicilio, dentro del plazo de treinta días desde que hubiere asumido el cargo y dentro de los treinta días siguientes a la fecha de cesación en el mismo. 


El Director sólo podrá ocupar el cargo por un plazo máximo de seis años consecutivos y no podrá ser designado nuevamente antes de tres años, contados desde el término de sus funciones.


En caso de ausencia o impedimento, será subrogado por el Jefe de División que corresponda de acuerdo con la estructura interna y el orden jerárquico que determine el reglamento que deberá dictarse en conformidad con las disposiciones de esta ley.”.


El Senado, en segundo trámite, introdujo las siguientes enmiendas:


-Reemplazó el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 9º.- La dirección de la Agencia corresponderá a un Director, que será el jefe superior del servicio.”.


-En su inciso segundo, sustituyó la palabra “hubiere” por “hubiera”.


-Intercaló, como inciso tercero, nuevo, el siguiente:


“El Director será designado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Senado se pronunciará sobre la proposición en sesión secreta especialmente convocada al efecto, y su aprobación requerirá del voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio. Su remoción se efectuará sólo por el Presidente de la República.”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó las enmiendas del Senado.


El honorable diputado señor Ulloa expresó que, en general, en la Cámara de Diputados se ha llegado a la convicción de la conveniencia de que el Director de la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI) sea de la exclusiva confianza del Presidente de la República, especialmente considerando que este proceso de obtención de información de inteligencia, básicamente, se dirige a producir conocimiento útil para la toma de decisiones del Primer Mandatario. Por ello, no se justificaría que se requiera acuerdo del Senado para la designación de dicho Director.


Agregó que, además, este último estará sometido a la dependencia del Presidente de la República, por intermedio del Ministro del Interior, y ninguna de las autoridades que para su designación requieren del acuerdo del Senado tiene dependencia por intermedio de Ministerios.


Más aún, con el propósito de evitar cualquier exceso, el proyecto contemplará un esquema de control muy riguroso, que, a juicio de Su Señoría, debe desarrollarse, de manera principal, por la Cámara de Diputados, que está dotada de atribuciones fiscalizadoras.


El honorable diputado señor Encina concordó con lo expuesto precedentemente, expresando que debe tenerse en cuenta que la ANI no será un organismo de la Administración del Estado de carácter autónomo, ya que dependerá del Presidente de la República, por intermedio del ministro del Interior.


El honorable diputado señor Burgos, en la misma línea anterior, acotó que no está dentro de la tradición institucional general de nuestro país que para designar al Jefe de un Servicio Público se requiera acuerdo del Senado, y Su Señoría no ve razones que justifiquen innovar en esta materia. Agregó que, al revisar lo que ocurre en otros países a este respecto, puede advertirse que, incluso en regímenes parlamentarios estas designaciones las realiza el Poder Ejecutivo.


El honorable senador señor Fernández señaló que la modificación que introdujo el Senado, en cuanto a la norma en debate, fue muy discutida y se aprobó por un estrecho margen en esta Corporación. Añadió que, sobre la divergencia en análisis, no pareciera existir alguna situación intermedia a las propuestas de cada Cámara del Congreso, por lo que debe optarse por una de ellas.


-Puesto en votación el texto de la Cámara de Diputados, fue aprobado por cinco votos a favor y dos en contra. Votaron afirmativamente, el honorable senador señor Flores y los honorables diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa. Por el rechazo, estuvieron los honorables senadores señores Canessa y Fernández.


Cabe hacer presente que, en la última sesión, el señor Subsecretario del Interior solicitó a la Comisión incluir en este artículo 9º, el siguiente inciso final:


“No se aplicarán a la Agencia Nacional de Inteligencia las normas del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.”.


Lo anterior, precisó, en atención a las especialísimas características de las funciones de la Agencia.


Reabierto el debate por resolución unánime, la mayoría de la Comisión estimó conveniente acoger esta proposición, ya que se enmarca dentro de los criterios observados respecto de la materia en análisis.


-Puesta en votación la norma propuesta, fue aprobada con los votos favorables de los honorables senadores señores Flores y Pizarro, y de los honorables diputados señores 
Burgos, Encina, Leal y Ulloa, y los votos en contra de los honorables senadores señores 
Canessa y Fernández.


Es del caso señalar que los Honorables Senadores señores Canessa y Fernández hicieron presente que votaban en contra, atendida su votación respecto del resto de la normativa del artículo en debate.

Artículo 20, nuevo, Senado


El Senado, en segundo trámite constitucional, intercaló como artículo final del TÍTULO III, el siguiente artículo 20, nuevo:


“Artículo 20.- La Agencia estará sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en conformidad con su ley orgánica.


El organismo contralor procederá a la toma de razón, en forma reservada, de los decretos y resoluciones de la Agencia o expedidos por ella. Estos decretos y resoluciones podrán cumplirse de inmediato, sin perjuicio de su posterior tramitación, cuando así se disponga en ellos.”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la propuesta del Senado.


Los miembros de la Comisión y los representantes del Ejecutivo estuvieron contestes en que, como se consigna en su oportunidad, se repondrá el artículo 38 del texto de la Cámara de Diputados -relativo al control externo de la ANI, que, además de dicha Cámara y los Tribunales de Justicia, ejercerá la Contraloría General de la República-, por lo que el inciso primero del artículo 20 del texto del Senado -que también se refiere al ente contralor- debe suprimirse.


En cuanto al inciso segundo del aludido artículo 20, se consideró necesaria su existencia en el proyecto, pero ubicándolo como inciso segundo del referido artículo 38, pues se trata de una materia relacionada con el control que efectúa la Contraloría.


-En consecuencia, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, honorables senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Pizarro, y honorables diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, acordó suprimir el inciso primero del aludido artículo 20 y ubicar su inciso segundo, como tal, en el referido artículo 38, con una enmienda formal.


-Cabe señalar que, en virtud del acuerdo anterior, y con el mismo quórum, la Comisión resolvió efectuar los ajustes de referencia correspondientes en el articulado del proyecto.

Artículo 26 Cámara de Diputados

Artículo 27, Senado


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente norma:


“Artículo 26.- Los directores o jefes de los organismos de inteligencia solicitarán, personalmente o por intermedio de un funcionario de su dependencia expresamente facultado para ello, la autorización judicial para emplear los procedimientos enumerados en el artículo anterior.


Será competente para otorgar la mencionada autorización un Ministro de aquella Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional se realizará la diligencia o donde se inicie la misma. Para este efecto, el Presidente de cada Corte de Apelaciones designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de dos años, y la solicitud podrá ser presentada ante cualquiera de ellos.”.


El Senado, en segundo trámite, sustituyó, en el inciso primero, la frase “enumerados en el artículo anterior” por “señalados en las letras a) a e) del artículo anterior”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación del Senado.


Vuestra Comisión Mixta, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Flores, y de los Honorables Diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, aprobó el texto de la Cámara de Diputados -con una modificación formal de redacción en el inciso segundo- y la enmienda propuesta por el Senado al inciso primero.

TÍTULO VI


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó un TÍTULO VI denominado “Del control de los Organismos de Inteligencia”.


El Senado, en segundo trámite, sustituyó dicha denominación, por la siguiente: “Del control interno de los organismos de inteligencia”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda del Senado.


-En conformidad a los acuerdos adoptados respecto del artículo 39 del proyecto (numeración definitiva), la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, honorables senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Pizarro, y honorables diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, aprobó para este Título VI la denominación dada, en su texto, por la Cámara de Diputados.

Artículo 35, Cámara de Diputados


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 35 que dispone que los organismos de inteligencia que integran el Sistema estarán sujetos a control interno y externo.


El Senado, en segundo trámite, suprimió dicho artículo.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la supresión propuesta por el Senado.


-Atendido lo resuelto en relación con el artículo 39 del proyecto (numeración definitiva), vuestra Comisión Mixta, con idéntica votación a la señalada respecto de la divergencia anterior, aprobó el texto de la Cámara de Diputados, para la norma en examen.

Artículo 36


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó este artículo, relativo al control interno de cada organismo de inteligencia que integra el Sistema, señalando en su inciso segundo, en tres letras, los aspectos mas importantes que comprenderá dicho control interno. La letra c), motivo de la divergencia, expresa lo siguiente:


“c) La adecuación de los procedimientos empleados a las normas legales y reglamentarias vigentes y al respeto de las garantías constitucionales.”.


El Senado, en segundo trámite, reemplazó esta letra c), por la que sigue:


“c) La adecuación de los procedimientos empleados al respeto de las garantías constitucionales y a las normas legales y reglamentarias.”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación del Senado.


-La Comisión Mixta, con igual votación a la consignada respecto de las dos divergencias anteriores, aprobó la enmienda propuesta por el Senado en relación con el precepto en análisis.

Artículo 38, Cámara de Diputados


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó como tal el siguiente:


“Artículo 38.- El control externo corresponderá a la Contraloría General de la República, a los Tribunales de Justicia y a la Cámara de Diputados, en el ámbito de sus respectivas competencias.”.


El Senado, en segundo trámite, lo suprimió.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó esta supresión.


-La Comisión Mixta, con los votos afirmativos de los Honorables Senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Pizarro, y de los Honorables Diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, aprobó el inciso único -que pasará a ser primero- de este artículo 38, y, como se señaló en su oportunidad, incorporó como inciso segundo del mismo -con una enmienda formal- el que se consultaba, también como inciso segundo, en el artículo 20 del texto del Senado.

Artículo 39, Cámara de Diputados


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó esta disposición con el texto siguiente:


“Artículo 39.- La Cámara de Diputados constituirá una Comisión Permanente de Control del Sistema de Inteligencia del Estado, con objeto de verificar que el funcionamiento de los organismos del Sistema se ajuste estrictamente a lo dispuesto en las normas constitucionales, legales y reglamentarias vigentes, constatando la estricta observancia y respeto de las garantías individuales consagradas en la Constitución Política de la República.


La Comisión tendrá todas las facultades y atribuciones necesarias para el cumplimiento de sus funciones. Le corresponderá, especialmente:

a)
Conocer los informes anuales que le remita el Director de la Agencia sobre la labor realizada por dicho organismo y sobre el funcionamiento del Sistema, sin perjuicio de otros informes que aquélla pueda solicitarle;

b)
Formular recomendaciones al Presidente de la República relacionadas con el funcionamiento, la eficiencia u otros aspectos del Sistema, dentro de los treinta días de recibidos dichos informes;

c)
Requerir, en cualquier momento, de los directores o jefes de los organismos de inteligencia del Sistema, informes o antecedentes relativos a las actividades realizadas por éstos y sobre el cumplimiento de la normativa que regula el desempeño de sus funciones, como asimismo, la comparecencia de los Ministros del Interior y de Defensa Nacional, del Director de la Agencia y de los demás directores o jefes de los servicios de inteligencia del Sistema;

d)
Solicitar toda aquella información necesaria para evaluar y formarse una opinión fundada acerca del grado de cumplimiento de los planes de inteligencia;

e)
Hacer presente a los Ministros del Interior o de Defensa Nacional, según corresponda, cualquier acto que, a su juicio, vulnere la normativa que regula la actividad de inteligencia, y

f)
Velar por que las actividades de inteligencia sean concordantes con la seguridad del Estado y la defensa nacional, y con pleno respeto a los derechos y garantías individuales.”.


El Senado, en segundo trámite, eliminó este artículo. 


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la supresión de esta disposición.


El honorable diputado señor Burgos señaló que la idea sustentada por la Cámara de Diputados es que, dentro del ámbito de las atribuciones fiscalizadoras que le competen a dicha Corporación, se establezca una Comisión Permanente que ejerza una función de control especializado, en atención a las peculiares características de la actividad de que se trata.


Su Señoría agregó que podría estimarse que incorporar al Senado en las funciones anteriores significaría que este último estaría asumiendo tareas fiscalizadoras que son de exclusiva competencia de la Cámara de Diputados.


Ahora bien, expresó que puede revisarse la redacción de la normativa en cuestión, a fin de no incurrir en errores de forma o de fondo en el tenor de la misma, siempre que ello no interfiera en la función fiscalizadora, propia de la Cámara de Diputados.


El honorable senador señor Fernández hizo presente que el artículo 48 del texto del Senado no fue concebido con el propósito de que la Corporación realizara funciones de fiscalización, sino sólo con la finalidad de que el Director de la ANI informara a su Comisión de Defensa Nacional -y también a la de la Cámara de Diputados- acerca de la labor realizada por dicho organismo.


Ahora bien, su Señoría planteó que la función fiscalizadora que corresponde a la Cámara de Diputados compete a la Corporación como tal y, en consecuencia, la normativa que sobre este particular se acoja deberá referirse a esa Cámara, sin perjuicio de regular la forma por medio de la cual ejercerá tal función, pues de lo contrario podrían vulnerarse disposiciones constitucionales.


En todo caso, planteó su acuerdo en radicar en la Cámara de Diputados todo lo relacionado con fiscalización, más aún considerando que el Senado nunca pretendió contar con facultades de ese carácter.


El honorable diputado señor Ulloa explicó que el control propuesto por el texto de la Cámara de Origen no ha pretendido desconocer las facultades fiscalizadoras que corresponden a la Cámara de Diputados como Corporación, pero, en atención a las particularidades de las actividades fiscalizadas, se persigue asegurar que exista la mayor reserva posible para evitar la filtración de información y, por eso, se propone la creación de una Comisión Permanente de Control del Sistema de Inteligencia del Estado. Precisó que esta fórmula no es ajena a las que se observan en la legislación comparada y, además, permite perseguir las responsabilidades políticas del caso. Ahora bien, Su Señoría expresó su disposición para perfeccionar la redacción de la norma, dentro de los criterios a que aludió.


El honorable diputado señor Encina concordó en que la redacción del artículo 39 de la Cámara de Origen podría generar algunas dudas respecto de su constitucionalidad, lo que aconseja introducir los ajustes del caso, sin que se alteren las atribuciones fiscalizadoras de la Cámara de Diputados.


El honorable diputado señor Leal, en la misma línea anterior, señaló que el tema debe abordarse reconociendo que es la Cámara de Diputados, como Corporación, la dotada de las competencias fiscalizadoras y, a partir de eso, debe configurarse el tenor del precepto a adoptar.


El señor Subsecretario del Interior manifestó que, naturalmente, debe velarse porque los preceptos que se aprueben se enmarquen claramente en las normas constitucionales.


Precisó que, correspondiéndole las funciones de fiscalización a la Cámara de Diputados, resulta razonable diseñar la forma a través de la cual esa Corporación recabará la información requerida para el ejercicio de tal labor.


El honorable senador señor Flores manifestó que los preceptos que, en definitiva, se acojan deben asegurar la existencia de un control especializado, con los elementos de reserva propios de la materia de que se trata, enmarcándose en nuestra normativa constitucional.


La Comisión Mixta acordó solicitarle a los representantes del Ejecutivo presentes que, en el contexto de los criterios planteados, elaboraran una propuesta de redacción para el artículo en debate, de manera de resolver el punto en análisis.


En la última sesión, los representantes del Gobierno presentaron la siguiente proposición de texto para el artículo 39 en examen:


“Artículo 39.- En el ámbito de (Sin perjuicio de) las normas sobre fiscalización establecidas en el número 1, del artículo 48 de la Constitución Política, la Cámara de Diputados constituirá (podrá constituir), en conformidad a su Reglamento, una Comisión Especial que tendrá como competencia conocer los informes y antecedentes relativos a las actividades de los servicios y organismos que integran el Sistema de Inteligencia del Estado.


Para tal efecto, el Director de la Agencia Nacional de Inteligencia presentará anualmente a dicha Comisión Especial, un informe secreto sobre la labor realizada por la Agencia y respecto del funcionamiento del Sistema.


La Comisión podrá solicitar además, en cualquier momento, a los Ministros del Interior y de Defensa Nacional o al Director de la Agencia, según corresponda, informes o antecedentes relativos a las materias de su competencia, en especial, sobre el grado de cumplimiento de los planes de inteligencia.


Los informes y antecedentes a que se refieren los incisos precedentes, serán conocidos por la Comisión en sesiones que tendrán el carácter de secretas.


Los ministros del Interior y de Defensa Nacional y el Director de la Agencia, en su caso, deberán proporcionar los informes y antecedentes complementarios que se les requieran, en la misma sesión a la que concurran o dentro del plazo que para estos efectos se acuerde.”.


Después de un amplio debate, y teniendo presente que la redacción propuesta refleja los conceptos y criterios descritos a propósito de la discusión de la materia en la sesión anterior, la Comisión Mixta, mayoritariamente, estimó pertinente aprobar el texto elaborado por el Ejecutivo, con los siguientes alcances fundamentales:


-El inciso primero se redactará de tal forma que quede claro que será la Cámara de Diputados, en el ámbito de sus atribuciones fiscalizadoras, la que, en definitiva, ejercerá estas últimas, Corporación que en forma interna constituirá, de acuerdo a su Reglamento, una Comisión Especial.


-Eliminar los incisos tercero y quinto de la propuesta en análisis, atendido que el texto del inciso primero alude expresamente a que la Cámara de Diputados actuará en estas materias en el ámbito de sus atribuciones fiscalizadoras.


-Vuestra Comisión Mixta, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Fernández, Flores y Pizarro, y de los Honorables Diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, y la abstención del Honorable Senador señor Canessa, aprobó el texto de la propuesta entregada por el Ejecutivo, con las enmiendas reseñadas y otras de carácter formal, cuyo tenor se consigna oportunamente.


El honorable senador señor Canessa fundó su abstención señalando que la materia de que se trata, por sus características especiales, requiere de la debida reserva, la cual podría verse afectada con la norma en análisis.

Artículo 40, Cámara de Diputados


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó este artículo como sigue: 


“Artículo 40.- Esta Comisión estará constituida por siete Diputados, quienes serán elegidos por todo el período legislativo, de acuerdo con las normas del Reglamento de la Cámara de Diputados, y no podrán ser reemplazados, a menos que renuncien a su calidad de integrantes o que incurran en inhabilidades, incompatibilidades o causales de cesación en sus cargos.


Las sesiones de dicha Comisión serán siempre secretas y sus integrantes prestarán juramento de guardar secreto respecto de todas las informaciones y documentos de que tomen conocimiento o que reciban en su calidad de tales.”.


El Senado, en segundo trámite, lo suprimió.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la eliminación propuesta por el Senado.


-Vuestra Comisión Mixta, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Pizarro, y de los Honorables Diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, aprobó la supresión de este artículo 40, propuesta por el Senado. Lo anterior, en virtud de los acuerdos adoptados a propósito del artículo 39 del proyecto (numeración definitiva).

Artículo 42, Cámara de Diputados

Artículo 39, Senado


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente disposición:


“Artículo 42.- Lo dispuesto en el artículo anterior no obstará a la entrega de los antecedentes e informaciones que solicite la Cámara de Diputados, a través de la Comisión a que se refiere el artículo 39, o que requieran los Tribunales de Justicia o el Ministerio Público en uso de sus facultades, los que se proporcionarán sólo por intermedio de los Ministros del Interior, de Defensa Nacional y del Director de la Agencia, en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, o por medio de oficios reservados dirigidos al órgano competente, según el caso.


Los funcionarios que hubieren tomado conocimiento de los antecedentes a que se refiere el inciso anterior, estarán obligados a mantener el carácter secreto de su existencia y contenido aun después del término de sus funciones en los respectivos servicios.”.


El Senado, en segundo trámite, por una parte, reemplazó el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 39.- Lo dispuesto en el artículo anterior no obstará a la entrega de antecedentes e informaciones que soliciten la Cámara de Diputados o el Senado, o que requieran los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público a través del Fiscal Nacional, o la Contraloría General de la República, en uso de sus respectivas facultades, los que se proporcionarán sólo por intermedio de los Ministros del Interior, de Defensa Nacional y del Director de la Agencia, en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, o por medio de oficios reservados dirigidos al organismo competente, según el caso.”.


Además, en el inciso segundo, sustituyó las palabras iniciales “Los funcionarios que hubieren”, por “Las autoridades y los funcionarios que hubieran”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó las enmiendas del Senado.


-La Comisión Mixta, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, 
Fernández, Flores y Pizarro, y de los Honorables Diputados señores Encina, Leal y Ulloa, y la abstención del Honorable Diputado señor Burgos, aprobó las enmiendas propuestas por el Senado respecto del texto de la norma en examen.


Cabe destacar que el Honorable Diputado señor Ulloa dejó constancia de que esta disposición no se refiere a materias de fiscalización, sino sólo a la petición de antecedentes e informaciones que, en virtud de las facultades que las normas jurídicas les otorgan, pueden solicitar los organismos señalados en este precepto.

Artículo 48, nuevo, Senado


El Senado, en segundo trámite constitucional, incorporó, como primer artículo del Título Final, el siguiente artículo 48, nuevo:


“Artículo 48.- El Director de la Agencia Nacional de Inteligencia presentará anualmente y en forma separada a las Comisiones de Defensa Nacional del Senado y de la Cámara de Diputados, un informe secreto sobre la labor realizada por dicho organismo y sobre el funcionamiento del Sistema.


Dichas Comisiones podrán solicitar además, en cualquier momento, a los Ministros del Interior y de Defensa Nacional o al Director de la Agencia, según corresponda, informes o antecedentes relativos a las actividades de los servicios y organismos que integran el Sistema de Inteligencia del Estado.


Los informes y antecedentes a que se refieren los incisos precedentes, serán conocidos por las señaladas Comisiones en sesiones que tendrán el carácter de secretas.


Los ministros del Interior y de Defensa Nacional y el Director de la Agencia, en su caso, deberán proporcionar los informes y antecedentes complementarios que se les requieran, en la misma sesión a la que concurran o dentro del plazo que para estos efectos se acuerde.”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite, rechazó la norma propuesta por el Senado.


-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, honorables senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Pizarro, y honorables diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, rechazó el artículo 48 propuesto por el Senado. Ello, en atención a lo acordado respecto del artículo 39 del proyecto (numeración definitiva).

Artículo 52, Cámara de Diputados


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, consultó el siguiente precepto:


“Artículo 52.- Agrégase, en la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, el siguiente artículo 10 bis, nuevo:


“La Cámara de Diputados deberá tener una Comisión Permanente de Control del Sistema de Inteligencia del Estado, con objeto de verificar que el funcionamiento de los organismos que lo integran se ajuste estrictamente a lo dispuesto en las normas constitucionales, legales y reglamentarias vigentes, constatando la estricta observancia y respeto de las garantías individuales consagradas en la Constitución Política, con las facultades y atribuciones señaladas en el artículo 39 de la ley que establece dicho Sistema y crea la Agencia Nacional de Inteligencia.”.”.


El Senado, en segundo trámite, suprimió ese artículo.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la supresión propuesta por el Senado.


-Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes -recién individualizados a propósito de la divergencia precedente- aprobó la supresión propuesta por el Senado. Lo anterior, como consecuencia de lo resuelto respecto del artículo 39 del proyecto (numeración definitiva).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 3º, nuevo, Senado


El Senado, en segundo trámite constitucional, incorporó como artículo 3º transitorio, nuevo, el siguiente:


“Artículo 3º.- El primer sorteo para designar a dos Ministros de cada Corte de Apelaciones, para los efectos de dar cumplimiento a lo estipulado en el inciso segundo del artículo 27, se realizará dentro de los quince días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite, rechazó dicha proposición del Senado.


-La Comisión Mixta, votando los honorables senadores señores Canessa, Fernández y Flores, y los honorables diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, aprobó el texto del artículo 3º, transitorio, sustituyendo el guarismo “27” por “26”, para ajustar la referencia a la numeración definitiva del articulado del proyecto.

-o-


A continuación, vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, honorables senadores señores Canessa, Fernández, Flores y Pizarro, y honorables diputados señores Burgos, Encina, Leal y Ulloa, sólo como consecuencia de los cambios en la numeración del articulado definitivo del proyecto, acordó ajustar las referencias que se efectúan a otros artículos de la iniciativa en los preceptos ya aprobados por ambas Cámaras, como se consignará en cada caso en la proposición respectiva.

-o-

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, del siguiente modo:

Artículo 8º

Letra f), Cámara de Diputados

Letra g), Senado


Consultar como “artículo 20” la referencia que esta letra efectúa.

Artículo 9º


Contemplarlo con el siguiente texto:


“Artículo 9º.- La dirección superior de la Agencia corresponderá a un Director, quien será de la exclusiva confianza del Presidente de la República.


El Director deberá cumplir con los requisitos señalados en la letra a) del inciso segundo del artículo 15 y el decreto supremo en que conste su nombramiento será expedido con la firma de los ministro del Interior y de Defensa Nacional. Asimismo, deberá presentar una declaración jurada de patrimonio ante un notario de su domicilio, dentro del plazo de treinta días desde que hubiere asumido el cargo y dentro de los treinta días siguientes a la fecha de cesación en el mismo.


El Director sólo podrá ocupar el cargo por un plazo máximo de seis años consecutivos y no podrá ser designado nuevamente antes de tres años, contados desde el término de sus funciones.


En caso de ausencia o impedimento, será subrogado por el Jefe de División que corresponda de acuerdo con la estructura interna y el orden jerárquico que determine el reglamento que deberá dictarse en conformidad con las disposiciones de esta ley.


No se aplicarán a la Agencia Nacional de Inteligencia las normas del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.”.

Artículo 20, nuevo, Senado


Suprimir su inciso primero. Su inciso segundo pasa a ubicarse, con el texto que se transcribe en su oportunidad, como inciso segundo del artículo 38 de la numeración definitiva del proyecto.

Artículos 20 y 21, Cámara de Diputados

Artículos 21 y 22, Senado


(Pasan a ser artículos 20 y 21, respectivamente)

Artículo 22, Cámara de Diputados

Artículo 23, Senado


Ubicarlo como artículo 22.

Inciso primero


Consultar como “artículo 20” la referencia que esta norma efectúa.

Artículos 23, 24 y 25, Cámara de Diputados

Artículos 24, 25 y 26, Senado


(Pasan a ser artículos 23, 24 y 25, respectivamente)

Artículo 26, Cámara de Diputados

Artículo 27, Senado


Ubicarlo como artículo 26.

Inciso primero


Aprobarlo con el siguiente texto:


“Artículo 26.- Los directores o jefes de los organismos de inteligencia solicitarán, personalmente o por intermedio de un funcionario de su dependencia expresamente facultado para ello, la autorización judicial para emplear los procedimientos señalados en las letras a) a e) del artículo anterior.”.

Inciso segundo


Reemplazar la palabra “otorgar” por los vocablos “pronunciarse sobre”.

Artículo 27, Cámara de Diputados

Artículo 28, Senado


(Pasa a ser artículo 27)

Artículo 28, Cámara de Diputados

Artículo 29, Senado


Ubicarlo como artículo 28, y consultar como “artículo 25” la primera referencia que esta norma efectúa.

Artículo 29, Cámara de Diputados

Artículo 30, Senado


Ubicarlo como artículo 29.

Inciso primero


Contemplar como “artículo 25” la referencia que este precepto efectúa.

Artículo 30, Cámara de Diputados

Artículo 31, Senado


(Pasa a ser artículo 30)

Artículo 31, Cámara de Diputados

Artículo 32, Senado


Ubicarlo como artículo 31, y consultar como “artículo 25” la referencia que esta norma efectúa.

Artículo 32, Cámara de Diputados

Artículo 33, Senado


Contemplarlo como artículo 32, y consignar como “artículo 25” la referencia que efectúa su inciso primero.

Artículo 33, Cámara de Diputados

Artículo 34, Senado


Ubicarlo como artículo 33 y contemplar como “artículo 24” la referencia que esta norma efectúa.

Artículo 34, Cámara de Diputados

Artículo 35, Senado


(Pasa a ser artículo 34)

TÍTULO VI

DEL CONTROL DE LOS ORGANISMOS DE INTELIGENCIA

(Texto Cámara de Diputados)

DEL CONTROL INTERNO DE LOS ORGANISMOS DE INTELIGENCIA

(Texto Senado)

Contemplar la siguiente denominación “Del control de los Organismos de Inteligencia”.

Artículo 35, Cámara de Diputados


(Suprimido por el Senado)


Aprobarlo con el siguiente texto:


“Artículo 35.- Los organismos de inteligencia que integran el Sistema estarán sujetos a control interno y externo.”.

Artículo 36

Letra c)

Aprobarla con el texto que sigue:


“c) La adecuación de los procedimientos empleados al respeto de las garantías constitucionales y a las normas legales y reglamentarias.”.

Artículo 38, Cámara de Diputados


(Suprimido por el Senado)

Inciso primero


Contemplarlo como sigue:


“Artículo 38.- El control externo corresponderá a la Contraloría General de la República, a los Tribunales de Justicia y a la Cámara de Diputados, en el ámbito de sus respectivas competencias.”.

Inciso segundo, nuevo


Consultar como tal, según se indicó oportunamente en esta proposición, el siguiente:


“La Contraloría General de la República procederá a la toma de razón, en forma reservada, de los decretos y resoluciones de la Agencia o expedidos por ella. Estos decretos y resoluciones podrán cumplirse de inmediato, sin perjuicio de su posterior tramitación, cuando así se disponga en ellos.”.

Artículo 39, Cámara de Diputados


(Suprimido por el Senado)


Aprobarlo con el siguiente texto:


“Artículo 39.- La Cámara de Diputados, en el ámbito de sus atribuciones fiscalizadoras, constituirá, en conformidad a su Reglamento, una Comisión Especial que tendrá como competencia conocer los informes y antecedentes relativos a las actividades de los servicios y organismos que integran el Sistema de Inteligencia del Estado.


El Director de la Agencia Nacional de Inteligencia presentará anualmente a dicha Comisión Especial, un informe secreto sobre la labor realizada por la Agencia y respecto del funcionamiento del Sistema.


Los informes y antecedentes a que se refieren los incisos precedentes, serán conocidos por esa Comisión en sesiones que tendrán el carácter de secretas.”.

Artículo 40, Cámara de Diputados


(Suprimido por el Senado)


Eliminarlo.

Artículo 41, Cámara de Diputados

Artículo 38, Senado


(Pasa a ser artículo 40)

Artículo 42, Cámara de Diputados

Artículo 39, Senado


Ubicarlo como artículo 41, con el texto siguiente:


“Artículo 41.- Lo dispuesto en el artículo anterior no obstará a la entrega de antecedentes e informaciones que soliciten la Cámara de Diputados o el Senado, o que requieran los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público a través del Fiscal Nacional, o la Contraloría General de la República, en uso de sus respectivas facultades, los que se proporcionarán sólo por intermedio de los Ministros del Interior, de Defensa Nacional y del Director de la Agencia, en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, o por medio de oficios reservados dirigidos al organismo competente, según el caso.


Las autoridades y los funcionarios que hubieran tomado conocimiento de los antecedentes a que se refiere el inciso anterior, estarán obligados a mantener el carácter secreto de su existencia y contenido aun después del término de sus funciones en los respectivos servicios.”.

Artículos 43, 44 y 45, Cámara de Diputados

Artículos 40, 41 y 42, Senado


(Pasan a ser artículos 42, 43 y 44, respectivamente)

Artículo 46, Cámara de Diputados

Artículo 43, Senado


Ubicarlo como artículo 45.

Inciso primero


Consultar como “artículo 40” la referencia que esta norma efectúa.

Artículo 47, Cámara de Diputados

Artículo 44, Senado


Ubicarlo como artículo 46, y consultar como “artículo 41” y “artículo 42”, respectivamente, las referencias a dos normas que esta disposición efectúa.

Artículos 48 y 49, Cámara de Diputados

Artículos 45 y 46, Senado


(Pasan a ser artículos 47 y 48, respectivamente)

Artículo 47, nuevo, Senado


(Pasa a ser artículo 49)

Artículo 48, nuevo, Senado


Suprimirlo.

Artículos 50 y 51, Cámara de Diputados

Artículos 49 y 50, Senado


(Pasan a ser artículos 50 y 51, respectivamente)

Artículo 52, Cámara de Diputados


Suprimirlo.

Artículo 53, Cámara de Diputados

Artículo 51, Senado


(Pasa a ser artículo 52)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 3º, nuevo, Senado


Aprobarlo con el siguiente texto:


“Artículo 3º.- El primer sorteo para designar a dos Ministros de cada Corte de Apelaciones, para los efectos de dar cumplimiento a lo estipulado en el inciso segundo del artículo 26, se realizará dentro de los quince días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.”.

-o-

TEXTO DEL PROYECTO


Finalmente, cabe hacer presente, a título meramente informativo, que de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DE LOS PRINCIPIOS DE LA ACTIVIDAD DE INTELIGENCIA

Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto establecer y regular el Sistema de Inteligencia del Estado.


Sus normas se aplicarán a toda la actividad de inteligencia que realicen los órganos y servicios que integren dicho Sistema.


Artículo 2°.- Para los fines de esta ley y de las actividades reguladas por la misma, se entiende por:

a)
Inteligencia: el proceso sistemático de recolección, evaluación y análisis de información, cuya finalidad es producir conocimiento útil para la toma de decisiones.

b)
Contrainteligencia: aquella parte de la actividad de inteligencia cuya finalidad es detectar, localizar y neutralizar las acciones de inteligencia desarrolladas por otros Estados o por personas, organizaciones o grupos extranjeros, o por sus agentes locales, dirigidas contra la seguridad del Estado y la defensa nacional.


Artículo 3°.- Los organismos y servicios de inteligencia y sus integrantes deberán sujetarse siempre, en el cumplimiento de sus objetivos y funciones, a la Constitución Política y a las leyes de la República.

TÍTULO II

DEL SISTEMA DE INTELIGENCIA DEL ESTADO

Artículo 4°.- El Sistema de Inteligencia del Estado, en adelante el Sistema, es el conjunto de organismos de inteligencia, independientes entre sí, funcionalmente coordinados, que dirigen y ejecutan actividades específicas de inteligencia y contrainteligencia, para asesorar al Presidente de la República y a los diversos niveles superiores de conducción del Estado, con el objetivo de proteger la soberanía nacional y preservar el orden constitucional, y que, además, formulan apreciaciones de inteligencia útiles para la consecución de los objetivos nacionales.


Los organismos integrantes del Sistema, sin perjuicio de su dependencia y de sus deberes para con sus respectivos mandos superiores, deberán relacionarse entre sí mediante el intercambio de información y de cooperación mutuas que establecen esta ley y el ordenamiento jurídico.


Artículo 5°.- El Sistema estará integrado por:

a)
La Agencia Nacional de Inteligencia;

b)
La Dirección de Inteligencia de Defensa del Estado Mayor de la Defensa Nacional;

c)
Las Direcciones de Inteligencia de las Fuerzas Armadas; y

d)
Las Direcciones o Jefaturas de Inteligencia de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


Las unidades, departamentos o cualquiera otra dependencia de las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad Pública que realicen tareas de inteligencia se considerarán, para los efectos de la aplicación de esta ley, como partes integrantes de las respectivas direcciones o jefaturas de inteligencia señaladas precedentemente.


Artículo 6°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º de la ley 
Nº 18.575, existirá una instancia de coordinación técnica entre los organismos integrantes del Sistema, destinada a optimizar, regular, revisar y evaluar el flujo e intercambio de información e inteligencia y de facilitar la cooperación mutua.


Dicha instancia operará a través de un Comité de Inteligencia, que estará integrado por los jefes de los organismos que componen el Sistema.


Las reuniones de dicho Comité se realizarán periódicamente y serán presididas por el Director de la Agencia Nacional de Inteligencia, quien deberá convocarlo de acuerdo con lo dispuesto en la letra b) del artículo 12.

TÍTULO III

CAPÍTULO 1°

DE LA AGENCIA NACIONAL DE INTELIGENCIA

Artículo 7°.- Créase la Agencia Nacional de Inteligencia, servicio público centralizado, de carácter técnico y especializado, que estará sometido a la dependencia del Presidente de la República a través del Ministro del Interior, cuyo objetivo será producir inteligencia para asesorar al Presidente de la República y a los diversos niveles superiores de conducción del Estado, en conformidad a la presente ley.


Artículo 8º.- Corresponderán a la Agencia Nacional de Inteligencia, en adelante la Agencia, las siguientes funciones:

a)
Recolectar y procesar información de todos los ámbitos del nivel nacional e internacional, con el fin de producir inteligencia y de efectuar apreciaciones globales y sectoriales, de acuerdo con los requerimientos efectuados por el Presidente de la República.

b)
Elaborar informes periódicos de inteligencia, de carácter secreto, que se remitirán al Presidente de la República y a los ministerios u organismos que él determine.

c)
Proponer normas y procedimientos de protección de los sistemas de información crítica del Estado.

d)
Requerir de los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, así como de la Dirección Nacional de Gendarmería, la información que sea del ámbito de responsabilidad de estas instituciones y que sea de competencia de la Agencia, a través del canal técnico correspondiente. Los mencionados organismos estarán obligados a suministrar los antecedentes e informes en los mismos términos en que les sean solicitados.

e)
Requerir de los servicios de la Administración del Estado comprendidos en el artículo 1° de la ley Nº 18.575 los antecedentes e informes que estime necesarios para el cumplimiento de sus objetivos, como asimismo, de las empresas o instituciones en que el Estado tenga aportes, participación o representación mayoritarios. Los mencionados organismos estarán obligados a suministrar los antecedentes e informes en los mismos términos en que les sean solicitados, a través de la respectiva jefatura superior u órgano de dirección, según corresponda.

f)
Disponer la aplicación de medidas de inteligencia, con objeto de detectar, neutralizar y contrarrestar las acciones de grupos terroristas, nacionales o internacionales, y de organizaciones criminales transnacionales.

g)
Disponer la aplicación de medidas de contrainteligencia, con el propósito de detectar, neutralizar y contrarrestar las actividades de inteligencia desarrolladas por grupos nacionales o extranjeros, o sus agentes, excluyendo las del inciso segundo del artículo 20.
CAPÍTULO 2°

DE LA ORGANIZACIÓN

Artículo 9°.- La dirección superior de la Agencia corresponderá a un Director, quien será de la exclusiva confianza del Presidente de la República.


El Director deberá cumplir con los requisitos señalados en la letra a) del inciso segundo del artículo 15 y el decreto supremo en que conste su nombramiento será expedido con la firma de los ministro del Interior y de Defensa Nacional. Asimismo, deberá presentar una declaración jurada de patrimonio ante un notario de su domicilio, dentro del plazo de treinta días desde que hubiere asumido el cargo y dentro de los treinta días siguientes a la fecha de cesación en el mismo.


El Director sólo podrá ocupar el cargo por un plazo máximo de seis años consecutivos y no podrá ser designado nuevamente antes de tres años, contados desde el término de sus funciones.


En caso de ausencia o impedimento, será subrogado por el Jefe de División que corresponda de acuerdo con la estructura interna y el orden jerárquico que determine el reglamento que deberá dictarse en conformidad con las disposiciones de esta ley.


No se aplicarán a la Agencia Nacional de Inteligencia las normas del Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 10.- Las funciones de Director de la Agencia son de dedicación exclusiva e incompatibles con todo otro empleo remunerado con fondos públicos o privados, salvo las labores docentes o de investigación, sean o no remuneradas, que se presten a universidades o instituciones de enseñanza, hasta por un máximo de seis horas semanales.


Artículo 11.- El Director no estará obligado a concurrir al llamamiento judicial y prestará declaración en la forma prevista en los incisos primero y segundo del artículo 192 del Código de Procedimiento Penal y 301 del Código Procesal Penal, según corresponda.


Artículo 12.- El Director tendrá a su cargo la conducción, organización y administración de la Agencia y estará facultado para celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones institucionales.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, corresponderá especialmente al Director:

a)
Elaborar el plan anual de inteligencia de la Agencia, para el conocimiento y aprobación del Presidente de la República.

b)
Convocar al Comité de Inteligencia establecido en el artículo 6º, presidir sus reuniones y solicitar la asistencia de los funcionarios de la Administración del Estado, según lo considere pertinente. En el caso de los funcionarios subalternos, la petición deberá efectuarse a través de la respectiva jefatura superior.

c)
Presentar los informes a que se refiere esta ley.

d)
Establecer relaciones con organismos similares de otros países.

e)
En general, ejercer todas las atribuciones que le permitan llevar a cabo las funciones de la Agencia.


Artículo 13.- El personal de planta y a contrata de la Agencia se regirá por las normas del Estatuto Administrativo aplicable a los funcionarios de la Administración Civil del Estado, con las excepciones que esta ley expresa, y estará afecto al régimen de remuneraciones del artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.


Artículo 14.- Los funcionarios de la Agencia deberán presentar una declaración jurada de patrimonio ante un notario de su domicilio, dentro del plazo de treinta días desde que hubieran asumido el cargo y dentro de los treinta días siguientes a la fecha de cesación en el mismo. 


Desde el momento de su nombramiento, no podrán pertenecer a partidos políticos ni participar o adherir a reuniones, manifestaciones o asambleas, apoyar a candidatos a cargos de representación popular o intervenir en cualquier otro acto que revista carácter político partidista.


Asimismo, no les serán aplicables las disposiciones de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociación de funcionarios de la Administración del Estado.

CAPÍTULO 3°

DEL PERSONAL

Artículo 15.- Fíjase la siguiente planta del personal para la Agencia:

	CARGOS
	GRADO
	N°

	Director
	1C
	1

	DIRECTIVOS
	
	

	Jefes de División
	2

3
	3

3

	Jefes de Departamento
	4

5

6
	8

5

4

	PROFESIONALES
	
	

	Profesionales
	4

5

6

7

8

9
	6

7

8

6

5

2

	TÉCNICOS
	
	

	Técnicos
	10
	2

	ADMINISTRATIVOS
	
	

	Administrativos
	10

11

12

14
	12

7

5

4

	AUXILIARES
	
	

	Auxiliares
	19

20

21
	4

3

3

---

98



Serán requisitos para el ingreso y desempeño en los cargos que se indican, los siguientes:

a)
Planta de Directivos: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional de Educación Superior del Estado o reconocido por éste, o título profesional de Oficial de Estado Mayor o de Ingeniero Militar Politécnico o sus equivalentes en las otras Instituciones de la Defensa Nacional, o título profesional de Oficial Graduado en el caso de Oficiales de Carabineros y título de Oficial Graduado en Investigación Criminalística en el caso de la Policía de Investigaciones.

b)
Planta de Profesionales: Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional de Educación Superior del Estado o reconocido por éste, o título profesional de Oficial de Estado Mayor o de Ingeniero Militar Politécnico o sus equivalentes en las otras Instituciones de la Defensa Nacional o título profesional de Oficial Graduado en el caso de Oficiales de Carabineros y título de Oficial Graduado en Investigación Criminalística en el caso de la Policía de Investigaciones.

c)
Planta de Técnicos: Título de Técnico de Educación Superior otorgado por un establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por éste, incluyendo a las Escuelas y Academias de las Instituciones de la Defensa Nacional.

d)
Planta de Administrativos: Licencia de Enseñanza Media.

e)
Planta de Auxiliares: Licencia de Educación Básica.


Artículo 16.- Las promociones a los cargos de grados de la planta de profesionales se efectuarán por concurso de oposición interno limitado a los funcionarios de la Agencia que cumplan con los requisitos correspondientes. Estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1° del Título II de la ley N° 18.834.


El concurso podrá ser declarado desierto por falta de concursantes idóneos, entendiéndose que existe tal circunstancia cuando ninguno de los funcionarios de la Agencia alcance el puntaje mínimo definido para el respectivo concurso. En este caso, se procederá a proveer los cargos vacantes mediante concurso público.


Artículo 17.- Las comisiones de servicio del personal de la Agencia, que se cumplan en el país o en el extranjero, no estarán afectas a lo dispuesto en los artículos 70 y 71 de la ley 
Nº 18.834 y en los artículos 156 a 161 de la ley N° 10.336.


Las comisiones de servicio de funcionarios pertenecientes a organismos de la Administración del Estado que se cumplan en la Agencia, no estarán sujetas a las limitaciones de tiempo establecidas en sus regímenes estatutarios o en otros cuerpos legales o reglamentarios, ni a lo dispuesto en los artículos 156 a 161 de la ley N° 10.336. No obstante, las comisiones de servicio de funcionarios pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública no podrán disponerse por plazos superiores a cuatro años.


Artículo 18.- Las disposiciones contenidas en el decreto ley Nº 799, de 1974, no se aplicarán a los vehículos que se adquieran o arrienden para la Agencia o que ésta utilice a cualquier otro título.


Artículo 19.- La Ley de Presupuestos deberá consignar los fondos necesarios para el funcionamiento de la Agencia y contemplar una cantidad para gastos reservados, de la cual deberá rendirse cuenta a la Contraloría General de la República, en conformidad a las normas que regulan dichos gastos.


La información del movimiento financiero y presupuestario de la Agencia que sea proporcionada a los organismos competentes deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.

TÍTULO IV

CAPÍTULO 1°

DE LOS SERVICIOS DE INTELIGENCIA MILITAR

Artículo 20.- La inteligencia militar es una función que corresponde exclusivamente a los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas y a la Dirección de Inteligencia de Defensa del Estado Mayor de la Defensa Nacional.


Comprende la inteligencia y la contrainteligencia necesaria para detectar, neutralizar y contrarrestar, dentro y fuera del país, las actividades que puedan afectar la defensa nacional. Excepcionalmente, dentro de las funciones de policía que le corresponden a la autoridad marítima y a la aeronáutica, la inteligencia naval y la aérea podrán realizar el procesamiento de información de carácter policial que recaben.


La conducción de los servicios de inteligencia militar corresponde al mando de las instituciones de las cuales dependen.


Artículo 21.- Los objetivos de la inteligencia militar de las Fuerzas Armadas serán fijados por las comandancias en jefe respectivas, de acuerdo con los criterios de la política de defensa nacional, establecidos por el Ministro de Defensa Nacional.


Los objetivos de la inteligencia militar de la Dirección de Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa Nacional serán fijados por el Ministro de Defensa Nacional.

CAPÍTULO 2°

DE LOS SERVICIOS DE INTELIGENCIA POLICIAL

Artículo 22.- La inteligencia policial es una función que corresponde exclusivamente a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones de Chile, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 20.


Comprende el procesamiento de la información relacionada con las actividades de personas, grupos y organizaciones que de cualquier manera afecten o puedan afectar las condiciones del orden público y de la seguridad pública interior. 


La conducción de los servicios de inteligencia policial corresponde al mando de las instituciones de las cuales dependen.


Artículo 23.- Los objetivos de la inteligencia policial serán fijados por el General Director de Carabineros y el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, respectivamente, de acuerdo con los criterios de la política de seguridad interior y de orden público definidos por el Ministro del Interior.

TÍTULO V

DE LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES DE OBTENCIÓN DE INFORMACIÓN

Artículo 24.- Cuando determinada información sea estrictamente indispensable para el cumplimiento de los objetivos del Sistema y no pueda ser obtenida de fuentes abiertas, se podrá utilizar los procedimientos especiales de obtención de información a que se refiere el presente Título, en la forma y con las autorizaciones que en el mismo se disponen.


Dichos procedimientos estarán limitados exclusivamente a actividades de inteligencia y contrainteligencia que tengan por objetivo resguardar la seguridad nacional y proteger a Chile y su pueblo de las amenazas del terrorismo, el crimen organizado y el narcotráfico.


Los que sin ser parte del Sistema de Inteligencia del Estado utilicen tales procedimientos, serán castigados con presidio menor en cualquiera de sus grados, sin perjuicio de las penas que correspondan por los crímenes o simples delitos cometidos con ocasión de la actividad ilícita.


Artículo 25.- Para los efectos de esta ley se entiende por procedimientos especiales de obtención de información, los que permiten el acceso a antecedentes relevantes contenidos en fuentes cerradas o que provienen de ellas, que aporten antecedentes necesarios al cumplimiento de la misión específica de cada organismo operativo.


Tales procedimientos son los siguientes:

a)
La intervención de las comunicaciones telefónicas, informáticas, radiales y de la correspondencia en cualquiera de sus formas;

b)
La intervención de sistemas y redes informáticos;

c)
La escucha y grabación electrónica incluyendo la audiovisual;

d)
La obtención de antecedentes sujetos a reserva o secreto bancario, y

e)
La intervención de cualesquiera otros sistemas tecnológicos destinados a la transmisión, almacenamiento o procesamiento de comunicaciones o información.


Artículo 26.- Los directores o jefes de los organismos de inteligencia solicitarán, personalmente o por intermedio de un funcionario de su dependencia expresamente facultado para ello, la autorización judicial para emplear los procedimientos señalados en las letras a) a e) del artículo anterior.


Será competente para pronunciarse sobre la mencionada autorización un Ministro de aquella Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional se realizará la diligencia o donde se inicie la misma. Para este efecto, el Presidente de cada Corte de Apelaciones designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de dos años, y la solicitud podrá ser presentada ante cualquiera de ellos.


Artículo 27.- Los directores o los jefes de los servicios de inteligencia de las Fuerzas Armadas podrán presentar las solicitudes directamente al Ministro de Corte de Apelaciones a que se refiere el artículo anterior, o a través del juez institucional que corresponda, de acuerdo con lo establecido en el Título II del Libro Primero del Código de Justicia Militar.


Artículo 28.- El Director de la Agencia podrá disponer el uso de los procedimientos especiales a que se refieren las letras a) a e) del artículo 25 y solicitar la correspondiente autorización judicial sólo en el ejercicio de las funciones señaladas en las letras f) y g) del artículo 8º. Ellos serán ejecutados, exclusivamente, por la Fuerza de Orden y Seguridad que se indique en la resolución respectiva, la que deberá rendir cuenta al Director de la diligencia encomendada y de sus resultados.


Artículo 29.- La resolución judicial que autorice o deniegue la utilización de los procedimientos a que se refiere el artículo 25 deberá dictarse dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, sin audiencia ni intervención del afectado ni de terceros, y será someramente fundada.


La resolución que autorice el empleo de los mencionados procedimientos deberá incluir la especificación de los medios que se emplearán, la individualización de la o las personas a quienes se aplicará la medida y el plazo por el cual se decreta, que no podrá ser superior a noventa días, prorrogable por una sola vez hasta por igual período. En caso de que la solicitud sea rechazada, la resolución será susceptible del recurso de reposición por parte de los directores o jefes de los organismos de inteligencia que hubieran solicitado la autorización.


Artículo 30.- El Director o Jefe del organismo de inteligencia que hubiera solicitado la autorización a que se refiere el artículo precedente, deberá informar por escrito, en el más breve plazo, del término de la diligencia, al Ministro de la Corte de Apelaciones que la concedió.


Artículo 31.- En caso de que se autorice el procedimiento señalado en la letra d) del artículo 25, los bancos, entidades y personas naturales que estén autorizados o facultados para operar en los mercados financieros, de valores y seguros y cambiario, estarán obligados a proporcionar, en el más breve plazo, los antecedentes o copias de documentos sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, pertenecientes a quienes sean objeto de la investigación.


Artículo 32.- Las personas naturales o jurídicas que, previa exhibición de la orden judicial competente, sean requeridas para permitir el cumplimiento de alguna de las medidas indicadas en el artículo 25, deberán acceder a tal petición de manera inmediata o según lo señalado en la autorización judicial.


La obligación establecida en el inciso precedente no regirá respecto de las personas que señala el artículo 303 del Código Procesal Penal, pero únicamente con relación a los casos y en los términos previstos en dicho Código.


Artículo 33.- Los directores o jefes de los organismos de inteligencia militares o policiales, sin necesidad de autorización judicial, podrán disponer que uno de sus funcionarios, en el ámbito de las competencias propias de su servicio y en el ejercicio de las actividades señaladas en el inciso segundo del artículo 24, oculte su identidad oficial con el fin de obtener información y recabar antecedentes que servirán de base al proceso de inteligencia a que se refiere esta ley. Para tal objetivo podrá introducirse en organizaciones sospechosas de actividades criminales.


La facultad a que se refiere el inciso primero comprende el disponer el empleo de agentes encubiertos, y todos aquellos actos necesarios relativos a la emisión, porte y uso de la documentación destinada a respaldar la identidad creada para ocultar la del agente.


Artículo 34.- Los directores o los jefes de los organismos de inteligencia del Sistema podrán recurrir, sin necesidad de autorización judicial, al uso de informantes, entendiéndose por tales, a las personas que no siendo funcionarios de un organismo de inteligencia, le suministran antecedentes e información para efectuar el proceso de inteligencia.

TÍTULO VI

DEL CONTROL DE LOS ORGANISMOS DE INTELIGENCIA

Artículo 35.- Los organismos de inteligencia que integran el Sistema estarán sujetos a control interno y externo.


Artículo 36.- El control interno será realizado por el Director o Jefe de cada organismo de inteligencia que integra el Sistema, quien será responsable directo del cumplimiento de esta ley.


El control interno comprenderá, entre otros, los siguientes aspectos:

a)
La correcta administración de los recursos humanos y técnicos en relación con las tareas y misiones institucionales.

b)
El uso adecuado de los fondos asignados al servicio de manera que sean racionalmente utilizados para el logro de sus tareas propias.

c)
La adecuación de los procedimientos empleados al respeto de las garantías constitucionales y a las normas legales y reglamentarias.


Artículo 37.- El personal de los organismos de inteligencia del Sistema que infrinja sus deberes u obligaciones incurrirá en responsabilidad administrativa, conforme lo determinen las normas reglamentarias de las respectivas instituciones, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda afectarle.


Artículo 38.- El control externo corresponderá a la Contraloría General de la República, a los Tribunales de Justicia y a la Cámara de Diputados, en el ámbito de sus respectivas competencias.


La Contraloría General de la República procederá a la toma de razón, en forma reservada, de los decretos y resoluciones de la Agencia o expedidos por ella. Estos decretos y resoluciones podrán cumplirse de inmediato, sin perjuicio de su posterior tramitación, cuando así se disponga en ellos.


Artículo 39.- La Cámara de Diputados, en el ámbito de sus atribuciones fiscalizadoras, constituirá, en conformidad a su Reglamento, una Comisión Especial que tendrá como competencia conocer los informes y antecedentes relativos a las actividades de los servicios y organismos que integran el Sistema de Inteligencia del Estado.


El Director de la Agencia Nacional de Inteligencia presentará anualmente a dicha Comisión Especial, un informe secreto sobre la labor realizada por la Agencia y respecto del funcionamiento del Sistema.


Los informes y antecedentes a que se refieren los incisos precedentes, serán conocidos por esa Comisión en sesiones que tendrán el carácter de secretas.

TÍTULO VII

DE LA OBLIGACIÓN DE GUARDAR SECRETO

Artículo 40.- Se considerarán secretos y de circulación restringida, para todos los efectos legales, los antecedentes, informaciones y registros que obren en poder de los organismos que conforman el Sistema o de su personal, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con éstos. Asimismo, tendrán dicho carácter aquellos otros antecedentes de que el personal de tales organismos tome conocimiento en el desempeño de sus funciones o con ocasión de éstas.


Los estudios e informes que elaboren los organismos de inteligencia sólo podrán eximirse de dicho carácter con la autorización del Director o Jefe respectivo, en las condiciones que éste indique.


Los funcionarios de los organismos de inteligencia que hubieren tomado conocimiento de los antecedentes a que se refiere el inciso primero, estarán obligados a mantener el carácter secreto de su existencia y contenido aun después del término de sus funciones en los respectivos servicios.


Artículo 41.- Lo dispuesto en el artículo anterior no obstará a la entrega de antecedentes e informaciones que soliciten la Cámara de Diputados o el Senado, o que requieran los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público a través del Fiscal Nacional, o la Contraloría General de la República, en uso de sus respectivas facultades, los que se proporcionarán sólo por intermedio de los Ministros del Interior, de Defensa Nacional y del Director de la Agencia, en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, o por medio de oficios reservados dirigidos al organismo competente, según el caso.


Las autoridades y los funcionarios que hubieran tomado conocimiento de los antecedentes a que se refiere el inciso anterior, estarán obligados a mantener el carácter secreto de su existencia y contenido aun después del término de sus funciones en los respectivos servicios.


Artículo 42.- La obligación de guardar secreto regirá, además, para aquellos que, sin ser funcionarios de los organismos de inteligencia, tomaren conocimiento de las solicitudes para la ejecución de procedimientos especiales de obtención de información, de los antecedentes que las justifiquen y de las resoluciones judiciales que se dicten al efecto.


Artículo 43.- Los funcionarios de los organismos de inteligencia, cualquiera que sea su rango o nivel jerárquico, tendrán derecho a mantener en secreto la identidad de las personas que han sido sus fuentes de información, las que no estarán obligados a revelar ni aun a requerimiento judicial. 

TÍTULO VIII

DE LAS RESPONSABILIDADES

Artículo 44.- El Director de la Agencia y los jefes o directores de los servicios de inteligencia del Sistema deberán adoptar las medidas conducentes a precaver todo abuso o exceso en el ejercicio de las atribuciones o facultades que les otorga esta ley y velar, en todo momento, porque los procedimientos empleados se adecúen al respeto de las garantías constitucionales y a las normas legales y reglamentarias.


La información que recopilen, elaboren, o intercambien los organismos que conforman el Sistema deberá utilizarse exclusivamente para el cumplimiento de sus respectivos cometidos.


Artículo 45.- El funcionario de los organismos de inteligencia del Sistema que violare el deber de guardar secreto a que se refiere el artículo 40 de esta ley, será sancionado con la pena de reclusión mayor en su grado mínimo y la inhabilitación absoluta temporal en su grado medio a perpetua para ejercer cargos y oficios públicos. 


El funcionario de los organismos de inteligencia del Sistema que utilizare la información recopilada o elaborada por dichos organismos en beneficio propio o ajeno, en perjuicio de alguna persona, autoridad u organismo, o para ejercer presiones o amenazas, será sancionado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a máximo y la inhabilitación absoluta y perpetua para ejercer cargos públicos. 


Artículo 46.- El que violare la obligación de guardar secreto establecida en el inciso segundo del artículo 41 y en el artículo 42, será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 47.- Sin perjuicio de las penas que correspondan por los delitos que se cometan en el ejercicio abusivo de las facultades previstas en el Título V, se impondrá al infractor, en forma adicional y como pena accesoria, la inhabilitación absoluta temporal en su grado medio a perpetua para el ejercicio de cargos y oficios públicos.


Artículo 48.- Si los directores o jefes de los organismos de inteligencia del Sistema estimaren que existen antecedentes suficientes de que algún funcionario ha incurrido en una falta grave de sus deberes funcionarios, podrán disponer, por resolución someramente fundada, la suspensión inmediata en el ejercicio de su cargo por un plazo no superior a sesenta días, con goce de sus remuneraciones.


Artículo 49.- A los miembros y funcionarios de los organismos de inteligencia de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile que incurran en las conductas tipificadas en este Título VIII, se les aplicarán las normas y sanciones que al respecto establece el Código de Justicia Militar.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 50.- Para todos los efectos jurídicos, la Agencia será continuadora legal de la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, creada por la ley Nº 19.212.


Artículo 51.- El personal que a la entrada en vigencia de esta ley se desempeñe en la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones pasará a formar parte de la Agencia, en la misma calidad jurídica que posea a esa fecha.


El Director de la Agencia, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, procederá a encasillar, sin solución de continuidad, como titulares en la planta establecida en el artículo 15, a los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley se desempeñen como titulares de la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones.


El encasillamiento a que se refiere el inciso anterior se efectuará en el grado que determine el Director, mediante la dictación de una o más resoluciones y previo cumplimiento de los requisitos para ocupar los cargos que establece esta ley. Este proceso no estará sujeto a las normas de la ley N°18.834.


Dicho encasillamiento no constituirá para ningún efecto legal término de servicio o supresión o fusión de empleos o cargos ni, en general, cese de funciones o término de la relación laboral. Igualmente, no podrá significar disminución de remuneraciones. Toda diferencia que pudiere producirse en ellas deberá ser pagada por planilla suplementaria, que será imponible en la misma proporción que las remuneraciones que compensa y se absorberá con los incrementos que el funcionario experimente en sus remuneraciones, exceptuados los derivados de los reajustes generales de remuneraciones que se concedan al sector público.


El encasillamiento regirá a contar del día primero del mes siguiente al de la total tramitación de las resoluciones a que se refiere el inciso tercero.


Artículo 52.- Derógase la ley N° 19.212, que crea la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- La dotación máxima del personal de la Agencia, durante el primer año de vigencia de esta ley, será de 125 personas.


Artículo 2º.- El gasto fiscal que represente esta ley, durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto fiscal de la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones, el que se traspasará íntegramente al servicio público creado mediante esta ley, y en lo que no alcanzare, con la provisión para financiamientos comprometidos de la partida presupuestaria del Tesoro Público del Presupuesto Anual del Sector Público para dicho año.


Artículo 3º.- El primer sorteo para designar a dos Ministros de cada Corte de Apelaciones, para los efectos de dar cumplimiento a lo estipulado en el inciso segundo del artículo 26, se realizará dentro de los quince días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.”.

-o-


Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 23 de junio de 2004, con asistencia de los honorables senadores señores Sergio Fernández Fernández (Presidente), Julio Canessa 
Robert, Fernando Flores Labra y Jorge Pizarro Soto, y de los honorables diputados señores Jorge Burgos Varela, Francisco Encina Moriamez, Antonio Leal Labrín y Jorge Ulloa 
Aguillón.


Sala de la Comisión Mixta, a 5 de julio de 2004.


(Fdo.): MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario de la Comisión Mixta”.

6.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio de Transporte aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guatemala”, celebrado el 28 de abril de 2003. (boletín Nº 3568-10)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar en primer trámite constitucional, sin urgencia, acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guatemala”, celebrado el 28 de abril de 2003, en la Ciudad de Guatemala.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Este Convenio, suscrito en representación de nuestro país por el embajador señor Jorge Molina Valdivieso, y de Guatemala por su Ministro de Relaciones Exteriores, señor Edgar Gutiérrez Girón, corresponde al tipo de convenio denominado de “cielos abiertos” y su celebración, según lo indica el mensaje, obedece a la política aero-comercial que ha seguido nuestro país desde hace largos años, para conseguir la mayor apertura de cielos con los demás países y así lograr los objetivos que informan dicha política, como son el libre ingreso a los mercados, la libertad tarifaria y la mínima intervención de la autoridad.


En los últimos años, la H. Cámara ha dado su aprobación a diversos tratados de esta naturaleza celebrados con países latinoamericanos, tales como los celebrados con Bolivia, Jamaica, los Estados Unidos Mexicanos y Panamá. También ha sancionado los suscritos con la República Popular China, con los Reinos de Suecia, de Bélgica y de Noruega, y con el Gran Ducado de Luxemburgo.

2.
Todos estos tratados bilaterales, suscritos entre países miembros de la Organización de la Aviación Civil Internacional (OACI), se orientan por los principios establecidos en la Convención de Chicago, o Convención de Aviación Civil Internacional, suscrita el 7 de diciembre de 1944; promulgada en el orden interno mediante el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 509 bis, de 1958, y publicada en el Diario Oficial del 22 de enero del mismo año.


Sus cláusulas son, en lo sustancial, de un contenido normativo similar, como ocurre con las contempladas en el articulado del Convenio en informe. Así, estos instrumentos reconocen a las Partes Contratantes los derechos de tránsito y derechos comerciales, reservan a sus empresas el tráfico de cabotaje y otorgan a éstas diversas garantías para operar, adecuadamente, sus servicios de pasajeros, carga y correo, en el número de frecuencias de vuelo y material de vuelo en las condiciones de seguridad exigibles según la Convención ya señalada. 

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO NORMATIVO DEL CONVENIO EN INFORME.


Este instrumento consta de un preámbulo en el que se consignan los propósitos que han llevado a los Gobiernos a su suscripción; una parte dispositiva, que regula aspectos sustanciales del transporte aéreo internacional entre las Partes Contratantes, y las cláusulas finales propias de todo tratado, más un anexo titulado “Cuadro de Rutas”.

A)
Lo sustancial del preámbulo.


En esta parte del Convenio, los Gobiernos de Chile y Guatemala, denominados “Partes Contratantes”, dejan constancia de su deseo de promover un sistema de transporte aéreo internacional basado en la competencia entre líneas aéreas en el mercado, con un mínimo de interferencia y reglamentación gubernamental. 


En seguida, expresan su propósito de hacer posible que las líneas aéreas ofrezcan a los usuarios y embarcadores una variedad de opciones de servicios a las tarifas más bajas, que no sean discriminatorias ni que representen un abuso de una posición dominante, y, por último, su interés de garantizar el grado más elevado de seguridad en este transporte, reafirmando su preocupación respecto a actos o amenazas contra la seguridad de las aeronaves, que ponen en peligro a las personas o a la propiedad, afectando adversamente las operaciones del transporte aéreo y socavando la confianza del público en la seguridad de la aviación civil.

B)
Lo sustancial de la parte dispositiva.


En sus dieciocho artículos, se contemplan las definiciones de términos y expresiones que ordinariamente se emplean en este tipo de Convenios. Entre ellas, se determina que las “Autoridades Aeronáuticas” para los efectos de la aplicación de este instrumento serán, en Chile, la Junta de Aeronáutica Civil, y, en Guatemala, la Dirección General de Aeronáutica Civil (artículo 1, letra a).


Además, se establece que “Transporte Aéreo” significa cualquier operación realizada por aeronaves en el transporte público de tráfico de pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación, mediante remuneración o arriendo (letra c), el que adquiere el carácter de internacional cuando pasa por el espacio aéreo de más de un Estado (artículo 1, letra g).


También se define el alcance de la expresión “Línea aérea designada”, entendiéndose por tal, las designadas y autorizadas por cada Parte Contratante para realizar el transporte aéreo internacional en virtud de este Convenio (artículo 1, letra e), en relación con artículo 3).


Entre los artículos 2 y 12 se regulan los derechos y obligaciones de las Partes Contratantes y de las líneas aéreas designadas para prestar los servicios de transporte aéreo internacional entre Chile y Guatemala.


En este plano, las Partes Contratantes se confieren, recíprocamente, los derechos propios de un acuerdo de cielos abiertos; esto es:

a)
El de volar a través de su territorio sin aterrizar ;

b)
El de hacer escalas en su territorio para fines no comerciales, y

c)
El de hacer escalas en su territorio de conformidad a las rutas y condiciones especificadas en el anexo “Cuadro de Rutas”, con el fin de dejar o tomar tráfico internacional, pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación.


Las líneas aéreas designadas podrán operar sus servicios, tanto regulares como no regulares, entre puntos de ambos territorios y con terceros países, con plenos derechos de tráfico y con el número de frecuencias y material de vuelo que estimen convenientes, en las condiciones especificadas en el referido anexo.


Como lo señala el mensaje, en el anexo se establece un cuadro de rutas de gran amplitud, que otorga a las líneas aéreas de ambos países, y en forma irrestricta, todas las libertades del aire, hasta la 7ª libertad en carga (posibilidad de operar entre el territorio de la Contraparte y terceros países, sin tocar el territorio de la aerolínea). Se excluye la 7ª libertad en pasajeros y cabotaje.


Por otra parte, cabe señalar que son comunes a todos los Convenios ya aprobados en materia de transporte aéreo internacional, las normas que regulan:

a)
Los procedimientos de designación y autorización de las líneas aéreas o de revocación, suspensión o limitación de la autorización; de reconocimiento de los certificados de aeronavegabilidad y licencias, y de control de la seguridad de la aviación civil internacional contra actos de interferencia ilícita (artículos 3, 4, 6 y 7).


En este último aspecto, se conviene en que ambas Partes observarán, en su relación mutua, los derechos y obligaciones generales derivados del Derecho Internacional establecido en Convenios que reprimen los actos cometidos a bordo de las aeronaves; el apoderamiento ilícito de aeronaves; los actos ilícitos contra la seguridad de la Aviación Civil; los actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que prestan servicios a la Aviación Civil Internacional, todos los cuales rigen en el orden interno como ley de la República. Además, se dispone que ambas Partes actuarán en conformidad con las disposiciones sobre seguridad de la aviación establecidas por la Oaci.

b)
La aplicabilidad a la empresa designada de la otra Parte Contratante, en forma no discriminatoria con respecto a terceros países, las normas que cada Parte contemple respecto a la entrada, permanencia y salida del país de las aeronaves, a los trámites de migración, a las aduanas y a las medidas sanitarias y de seguridad (artículo 5, complementado con Nº 5 de artículo 7).

c)
Las oportunidades comerciales de las líneas aéreas de las Partes Contratantes, para lo cual se les reconoce, principalmente, los derechos a establecer oficinas para la promoción y venta de transporte aéreo; el de encargarse de sus propios servicios de tierra, o si lo prefiere, efectuar una selección entre agentes competidores para llevar a cabo estos servicios; el de dedicarse a la venta de transporte aéreo directamente y, si lo desea, a través de sus agentes, pudiendo cualquier persona adquirirlo, en moneda de dicho territorio o en monedas de libre convertibilidad (artículo 8).

d)
La exención de los derechos de aduana, honorarios de inspección y de otros derechos o impuestos al llegar al territorio de la otra Parte Contratante, a favor de las aeronaves operadas por las líneas aéreas designadas, como asimismo de su equipo regular, piezas de repuesto, abastecimiento de combustibles, lubricantes y provisiones de la aeronave a bordo hasta su reexportación (artículo 9).


Es destacable, como lo señala el mensaje, la norma de artículo 11, sobre competencia entre líneas aéreas, pues es básica para consagrar el libre ingreso al mercado de las líneas aéreas designadas de cada Parte Contratante; el sistema de regulación de la capacidad que se determina por las propias líneas aéreas de cada Parte, acorde a la demanda del mercado; el principio de la no discriminación o eliminación de las prácticas de competencia desleal; y, por último, la obligación de minimizar los trámites administrativos en materia de requisitos y procedimientos.


Por último, en materias de tarifas, el artículo 12 consagra el principio de la libertad tarifaria, ya que cada línea aérea designada podrá fijar sus tarifas para el transporte aéreo, basadas en consideraciones comerciales de mercado. Sin embargo, se permite la intervención de las Partes Contratantes para impedir prácticas o tarifas discriminatorias; para proteger a los consumidores de tarifas excesivamente altas o restrictivas que se originen del abuso de una posición dominante, o para proteger a las líneas aéreas respecto a tarifas artificialmente bajas derivadas de un apoyo o subsidio gubernamental directo o indirecto. Pero la intervención de las Partes Contratantes no puede ser unilateral. En caso de discrepancias al respecto, deben recurrir a un procedimiento de consultas, el que si fracasa, no impedirá que la tarifa continúe en vigor. 

D)
Lo sustancial de las cláusulas finales.


Las disposiciones de las cláusulas finales son propias de este tipo de tratados, en las que se conviene, principalmente, que los Gobiernos podrán celebrar, en cualquier momento, consultas relativas a la aplicación del Convenio, incluyendo su anexo; se dispone que las controversias que pudieran surgir entre los Gobiernos en relación con su interpretación y aplicación se resolverán por medio de negociaciones, que si no arrojan resultado podrán dar lugar al sometimiento de la decisión de un tribunal arbitral; se permite que los Gobiernos puedan dar por terminado el respectivo tratado bilateral a través de los canales diplomáticos, en cualquier momento; se ordena el registro de este instrumento en la Oaci, y se dispone su vigencia a partir de la fecha de la última notificación por la que cualquiera de las Partes Contratantes comunique a la otra que ha cumplido todos los procedimientos jurídicos internos necesarios para estos efectos.

III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
Aprobación del Convenio en informe.


La Comisión escuchó al embajador de Chile en Guatemala, señor Jorge Molina Valdivieso, quien, además de aportar consideraciones de mérito análogas a las proporcionadas por el mensaje, sostuvo que la aplicación de este Convenio permitirá desarrollar los vínculos comerciales y turísticos bilaterales, gracias al establecimiento de vuelos aéreos internacionales servidos por empresas aéreas nacionales, asociadas con empresas aéreas guatemaltecas.


En el plano jurídico, se constató que las disposiciones de este Convenio son armónicas con las disposiciones del decreto ley Nº 2.564, de 1979, que dicta normas sobre Aviación Comercial. Ellas permiten que los servicios de transporte aéreo, de cabotaje o internacional, puedan ser realizados libremente por empresas nacionales o extranjeras, en las condiciones técnicas y de seguridad que establezcan y controlen la Dirección Aeronáutica Civil y la Junta de Aeronáutica Civil. Sin embargo, para que las empresas extranjeras de aeronavegación puedan operar se requiere que los otros Estados otorguen condiciones similares a las empresas aéreas chilenas, cuando éstas lo soliciten. Esta reciprocidad internacional es la que formalizan este tipo de tratados, cuya aprobación parlamentaria es importante para dar estabilidad jurídica a los compromisos que los Gobiernos han contraído en beneficio del transporte aéreo internacional bilateral. Sin ella y la consiguiente ratificación, la actividad quedaría sujeta a las decisiones unilaterales de la autoridad administrativa y, expuesta, eventualmente, a discriminaciones que impidieran su desarrollo.


Por lo señalado, más los antecedentes que podrá agregar el señor Diputado informante, la Comisión decidió por unanimidad recomendar a la H. Cámara que preste su aprobación al artículo único del proyecto de acuerdo en informe, con modificaciones de menor entidad que no se estima necesario detallar, ya que se salvan en el texto sustitutivo siguiente:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guatemala” y su anexo, suscritos en Ciudad de Guatemala, el 28 de abril de 2003.”.


Concurrieron a la unanimidad, los votos de las señoras diputadas Allende, doña Isabel (Presidenta de la Comisión); y de los señores diputados Masferrer, don Juan; Moreira, don Iván, y Riveros, don Edgardo.

B)
Designación de diputado informante.


Esta nominación recayó, igualmente por unanimidad, en el honorable diputado Jorge 
Tarud Daccarett.

C)
Menciones reglamentarias.


Se hace constar que este tratado internacional no contiene normas que merezcan las menciones que ordenan los Nº s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la honorable Cámara.

-o-


Discutido y despachado en sesiones de los días 22 de junio y 6 de julio de 2004, con asistencia de las señoras diputadas Allende, doña Isabel (Presidenta de la Comisión); Pérez, doña Lily, y Soto, doña Laura; y de los señores diputados Bayo, don Francisco; Ibáñez, don Gonzalo; Jarpa, don Carlos Abel; Leay, don Cristián; Masferrer, don Juan; Mora, don 
Waldo; Moreira, don Iván; Riveros, don Edgardo; Tarud, don Jorge, y Villouta, don 
Edmundo.


Sala de la Comisión, a 6 de julio de 2004.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

7.
Informe de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, con el objeto de modernizar el sistema electoral. (boletín Nº 236-06 ) (S)-1

“Honorable Cámara:


La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informar el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, de origen en un Mensaje, que cumple su segundo trámite constitucional y primero reglamentario, y para cuyo despacho el Ejecutivo hizo presente la urgencia con fecha 20 de abril, calificándola de “simple”. 


Durante el estudio de la iniciativa se contó con la asistencia y colaboración del subsecretario del Interior, don Jorge Correa; del director del Servicio Electoral, don Juan Ignacio García; y de los asesores jurídicos del ministerio del Interior, señores Rodrigo Cabello, Jorge Claissac y Eduardo Pérez. 


El proyecto de ley en referencia se inscribe en el propósito de perfeccionar las bases que sustentan el sistema electoral chileno, esto es, la transparencia, la objetividad, la rigurosidad y la certeza en el desarrollo de los procesos eleccionarios. En esa línea, se recoge la necesidad de agilizar el procedimiento mismo, con lo cual se pretende revertir la tendencia a la apatía de un creciente sector de la ciudadanía por participar en las elecciones. 


La Comisión compartió el criterio del Senado, en cuanto a que los artículos 1º permanente (en todos sus numerales) y transitorio, son de carácter orgánico constitucional, al tenor de lo dispuesto en el artículo 18 de la Carta Fundamental.


Por otra parte, el artículo 2° debe ser conocido por la Comisión de Hacienda. 

I. ANTECEDENTES.


De acuerdo al artículo 289 del reglamento, en el primer capítulo de este informe se entrega un resumen de las materias tratadas en el texto propuesto en su oportunidad por el Ejecutivo, y luego se enuncian las principales modificaciones que le introdujo el Senado a aquél. 

A)
Fundamentos y contenido del Mensaje.


Según se expresa en el Mensaje, el perfeccionamiento de los sistemas de representación política imponen constantemente la necesidad de revisarlos, con miras a adecuarlos a la realidad del país.


En este sentido, la ley que regula los procedimientos electorales -Nº 18.700- acusa cierto rezago en algunos aspectos, que hacen recomendable su puesta al día. Se trata, en síntesis, de que el sistema se adapte a las nuevas visiones que la ciudadanía tiene respecto de la participación política y de su grado de compromiso con los deberes inherentes a ella. 


La presente iniciativa legal, aunque de vastos alcances, no es una modificación acabada de las normas que reglan la elección de las autoridades políticas de la nación. Los principales aspectos que ella abordaba pueden sintetizarse en los siguientes tópicos: 


-Se reduce el plazo de declaración de candidaturas, en la perspectiva de restringir por esa vía el período de campañas políticas “informales”.


-Se regula lo relacionado con la incorporación de patrocinantes afiliados a partidos en la declaración de candidaturas independientes, corrigiendo la distorsión que hoy existe en la materia.


-Se busca que la propaganda electoral no se extienda más allá de lo que legítimamente corresponde, adentrándose en el ámbito de la privacidad de las personas.


-Se innova en el procedimiento de instalación y funcionamiento de las mesas receptoras de sufragios, reduciendo el número de vocales de mesa. 


-Asimismo, se modifica el sistema de integración de los Colegios Escrutadores.


-Se formulan reglas más precisas sobre escrutinio de las cédulas, manteniendo las categorías conceptuales de votos válidos, nulos y en blanco. 


-En materia de reclamaciones electorales, se reducen los plazos destinados a plantearlas, como asimismo los que tienen por objeto recibir las informaciones y contrainformaciones orientadas a acreditar tales reclamaciones.


-Se precisa la oportunidad en que cesa la propaganda electoral y comienza la actuación de las fuerzas encargadas de garantizar el orden público durante la elección. 

-o-


El Mensaje constaba de 4 artículos permanentes, que en síntesis trataban las siguientes materias:


El ARTÍCULO 1º, que constituye la parte medular del Mensaje, se divide en 54 numerales, mediante los cuales se proponían modificaciones a la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en los aspectos que pasan a reseñarse: 

Título 1° (“De los actos preparatorios de las elecciones”)


En el párrafo 1° de este título, que trata de la presentación de candidaturas, se sustituye el artículo 6°, en el sentido de rebajar el plazo de declaración de candidaturas parlamentarias de 150 a 105 días y, respecto de las presidenciales, de 120 a 90 días (como regla general), contados hacia atrás desde el día de la elección.


En el párrafo 4°, concerniente a la inscripción de candidaturas, se reemplaza el inciso tercero del artículo 17, en términos de que en las declaraciones de candidaturas independientes no se considerarán entre los patrocinantes a los correspondientes a afiliados a partidos políticos que superen el 5% del porcentaje mínimo que señala el artículo 10. Cabe recordar que el texto vigente en la materia dice que si tales candidaturas son patrocinadas por personas afiliadas a partidos políticos y suman más del 5% del total de patrocinantes (cualquiera sea su número), la declaración correspondiente queda invalidada. 


En el artículo 21 se incorpora, para efecto de aplicarle las normas especiales sobre inscripción de candidaturas que contempla el precepto, la situación prevista en el artículo 29 inciso cuarto de la Constitución Política, esto es, la elección de un nuevo Presidente por vacancia en el cargo faltando más de dos años para la próxima elección general de parlamentarios. 


En lo que atañe al párrafo 6°, que regula la propaganda y publicidad, se añade -al artículo 32 inciso primero- la prohibición de la propaganda a través del teléfono, correo electrónico u otros sistemas automáticos de telecomunicaciones, de difusión pública o privada, o mediante propaganda que cuelgue sobre la calzada. 


En el párrafo 7° (“De las mesas receptoras de sufragios”) se modifica el artículo 38 inciso segundo, rebajándose de cinco a tres el número de vocales que integran las mesas. 


A su vez, respecto al párrafo 8°, que reglamenta el tema de la designación de vocales, se modifica el artículo 41, innovando en el procedimiento de designación de aquéllos, en términos tales que la Junta Electoral debe adelantar dicho cometido desde los 45 días (disposición actual) a los 60 días previos a la elección de que se trate. También, y en armonía con la enmienda al artículo 38, se altera el número de vocales que debe nombrar cada integrante de la Junta y, por último, se adelanta de 30 a 50 días previos a la elección el sorteo de los vocales que deberán actuar .


En el párrafo 9°, que trata de la constitución de las mesas receptoras, se modifica el artículo 48, disminuyendo de tres a dos el número de vocales necesarios para el efecto expresado. Asimismo, en el artículo 49 inciso primero se cambia la oportunidad en que deben reunirse los vocales para constituirse, fijándose las 14 hrs. del día anterior al acto eleccionario o plebiscitario. La norma en vigor señala al respecto que los vocales deben reunirse a las 14 hrs. del último día sábado que preceda al tercer día anterior al acto correspondiente. 

Título II (“Del acto electoral”)


En el párrafo 1°, relativo a la instalación de las mesas receptoras de sufragios, se incorpora una norma prohibitiva en el artículo 57 inciso cuarto, en cuanto a que el delegado de la Junta Electoral no podrá designar como vocales de mesa a las personas que deberán desempeñarse como miembros de los Colegios Escrutadores.


En el párrafo 3° (“Del escrutinio por mesas”), se modifica en primer lugar el artículo 70 en el sentido de que, en el evento de tener que practicarse más de un escrutinio, habrá que comenzar con el de Presidente de la República, siguiendo por el de senadores, diputados y, por último, el correspondiente al plebiscito. La norma vigente pone en primer lugar el escrutinio del plebiscito, manteniendo la secuencia restante. Asimismo, en el artículo 71 N° 5 se consigna de manera más precisa cómo han de ser escrutadas las cédulas, y se indica en forma más detallada cuáles deben ser computadas como nulas o en blanco. En el mismo artículo, N° 6, se elimina la obligación de sumar, en las elecciones de diputados y senadores, los votos obtenidos por todos los candidatos de una misma lista. Por otro lado, en el artículo 73 inciso primero se suprime el trámite de consignar en el acta el número de sufragios obtenido por cada lista tratándose de elecciones parlamentarias.

Título III (“Del Escrutinio local”)


En el párrafo 1°, sobre los colegios escrutadores, se modifica el artículo 80 inciso primero, adelantando de 20 a 90 días previos a la elección la publicación en el Diario Oficial de la resolución del director del Servicio Electoral en que determine los Colegios Escrutadores que funcionarán. En el artículo 81 se innova en el mecanismo de designación de los integrantes -6 titulares y 6 suplentes- de los Colegios Escrutadores, entregándole tal cometido a las Juntas Electorales. La normativa vigente en la materia, contenida en el artículo 83, confiere tal función al secretario de cada Colegio. Además, en el mismo artículo se incorporan inhabilidades para ser nombrado miembro de un Colegio Escrutador (esto es, las personas señaladas en el inciso primero del artículo 40 y las que hubieren sido designadas vocales de mesa para la misma elección). Acto seguido, y en relación con el procedimiento de designación de los miembros de los Colegios Escrutadores, se sustituye el artículo 82, estableciendo el nuevo texto que para el fin expresado cada uno de los integrantes de la Junta Electoral pertinente seleccionará 10 nombres, que deben corresponder a 10 ciudadanos inscritos en las mesas que tenga que escrutar el Colegio concernido. La disposición actual (artículo 81) dice sobre el particular que para ser miembro de un Colegio se requiere haber desempeñado el cargo de Presidente de alguna de las mesas que le corresponde escrutar a aquél.

Título IV (“De las reclamaciones electorales”)


Se modifica el inciso segundo del artículo 97, reduciendo de 10 a 3 días, contados desde la fecha de la elección o plebiscito, el plazo para deducir solicitudes de rectificación de escrutinios y reclamaciones de nulidad de elecciones o plebiscitos ante el juez del crimen correspondiente, término que puede prorrogarse por otros 3 días en caso que el Colegio Escrutador no hubiere terminado sus labores al expirar el tercer día siguiente al acto eleccionario o plebiscitario. Igualmente, se introduce una enmienda al inciso primero del artículo 98, rebajando de 5 a 3 días el plazo para rendir ante el tribunal las informaciones y contrainformaciones que se produzcan. 


El ARTÍCULO 2º crea un cargo de Jefe de División, con el grado que especifica de la E.U.S., en la Planta de Directivos de la Secretaría y Administración General de la Subsecretaría del Interior, encomendándole la responsabilidad directiva sobre una División Informática que deberá establecerse en ese servicio. El inciso segundo de este artículo menciona los requisitos para desempeñar el cargo referido. 


El ARTÍCULO 3º faculta al Presidente de la República para fijar mediante decreto supremo, y con las particularidades que indica, el texto refundido de la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.


El ARTÍCULO 4º precisa que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2001 se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio del Interior.

B)
Proyecto aprobado por el Senado.


La iniciativa en examen cumplió su primer trámite constitucional en el Senado, instancia que aprobó la mayor parte del texto propuesto por el Ejecutivo. Sin embargo, también le introdujo varias enmiendas a dicho proyecto, las que versan, en lo principal, sobre las materias que pasan a consignarse. 

1)
Se rebaja uniformemente el plazo de declaración de candidaturas a Presidente de la República y parlamentarias (diputados y senadores) a 90 días antes de la elección correspondiente (Artículo 1º numeral primero); 

2)
Se regula pormenorizadamente el tópico del reemplazo de los candidatos a Presidente de la República, por un lado, y a diputados y senadores, por el otro, precisándose que en la primera hipótesis la sustitución sólo podrá efectuarla la Directiva Central del partido político que hubiere declarado su candidatura, y en la segunda la Directiva central del partido político o el pacto electoral, a través de las Directivas Centrales de los partidos políticos que lo conforman (Artículo 1º numeral sexto); 

3)
Se incorpora la posibilidad de poder sufragar presentando, a falta de la cédula de identidad, la licencia de conductor o el pasaporte chileno, exigiéndose únicamente que tales documentos se hallen vigentes (Artículo 1º numeral veinticuatro); 

4)
Se suprime la norma -Artículo 1° numeral cuarenta y seis del Mensaje- que sancionaba con multa la realización de propaganda electoral a través del teléfono, correo electrónico u otros sistemas automáticos de telecomunicaciones, de difusión pública o privada;

5)
Se obliga al ministerio del Interior a mantener informado al Tricel de los resultados electorales de que disponga, hasta que dicho Tribunal concluya la calificación (Artículo 1º numeral cincuenta y dos), y 

6)
Se incorpora una disposición transitoria que faculta a las Juntas Electorales para que, a partir de los 45 días anteriores al acto eleccionario o plebiscitario de que se trate, designen a los miembros de los Colegios Escrutadores que habrán de desempeñarse en todos los actos que se verifiquen hasta la próxima elección parlamentaria. 

C)
Intervención del Director del Servicio Electoral, don Juan Ignacio García.


El director del Servicio Electoral planteó varias cuestiones en relación con el proyecto sancionado por el Senado -en primer trámite constitucional- que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios: 


En primer lugar, destacó que la iniciativa en mención -que ingresó al Parlamento hace algunos años- contemplaba originalmente otras materias que se fueron desglosando: así, por ejemplo, lo relativo a la segunda votación en la elección presidencial. El texto del Mensaje que se envió en su oportunidad al Senado fue el fruto de un trabajo mancomunado entre el Ejecutivo y el servicio a su cargo. Algunas de las enmiendas que se introducen a la ley 
Nº 18.700 constituyen meras adecuaciones a las modificaciones experimentadas por la Carta Fundamental en los últimos años, como por ejemplo las normas concernientes a la disolución de la Cámara de Diputados y la distinción entre elecciones periódicas y no periódicas. Por consiguiente, ellas no suscitaron ningún tipo de controversias.


 En un plano más específico, el señor García formuló las siguientes observaciones al proyecto despachado por el Senado. 

1)
En cuanto al reemplazo de los candidatos a Presidente de la República o a parlamentarios que fallecen antes o después de la elección, se intenta regular exhaustivamente el tema. Empero, se omitió el tratamiento de las candidaturas independientes, en circunstancias que el texto en vigor (artículo 20 de la ley) sí lo hace, al menos parcialmente. 

2)
Sobre la disminución del número de vocales de mesa de cinco a tres, permitiéndose que las mesas se constituyan con dos de sus integrantes, expresó que el organismo está de acuerdo con dicha rebaja, porque implica aligerar la carga ciudadana que significa el desempeño de tal cometido; propósito que, por lo demás, se inscribe en la finalidad de modernizar el sistema electoral. 

3)
Acogiendo una antigua aspiración, se elimina el requisito de humedecer el dedo pulgar en tinta indeleble luego de sufragar, pues ello no aporta nada a la seguridad del sistema. Además, está comprobado que la marca que deja la tinta puede borrarse. Se mantiene, eso sí, el requisito para los analfabetos de estampar su huella digital al momento de votar.

4)
En otro plano, valoró la norma que reemplaza el Nº 5 del artículo 71 de la ley (relativo al escrutinio por mesas), pues precisa en qué casos las cédulas deben escrutarse y sumarse al candidato respectivo, o bien computarse nulas o en blanco. 

5)
Se sustituye el artículo 62, en el sentido de permitir el ejercicio del derecho de sufragio presentando, a falta de la cédula de identidad, la licencia de conductor o el pasaporte chileno. Acerca de esta importante innovación, el señor García hizo los siguientes reparos: a) La licencia de conductor no tiene fecha de vigencia, como tampoco aparece en ella la impresión digital de su titular. Además, no es un documento de identidad. También debe considerarse a este respecto una situación que podría traer consigo dificultades no menores en el plano jurídico, y es que una persona que haya extraviado su cédula de identidad sufrague exhibiendo la licencia de conducir, quedando eventualmente en ventaja frente a quien también ha perdido la cédula pero no posee el documento exigido por la ley del tránsito, afectándose con ello el principio de igualdad ante la ley; b) En cuanto al pasaporte, es un instrumento más fidedigno, al menos en su último formato, pues el antiguo también le merece dudas, por ser más vulnerable a la adulteración. 

6)
Tocante a las facilidades para votar que se otorgan a las personas discapacitadas, mujeres embarazadas, etc., dijo compartir el propósito de esa iniciativa; no así el dar una facultad tan amplia al delegado de la Junta Electoral, que incluye la de “instruir a la Fuerza Pública y a los Presidentes de Mesa” para el fin de conferir las aludidas facilidades, al tenor del nuevo numeral 8 del artículo 54. 

7)
Otro aspecto que aborda el proyecto es el de la estructura de los Colegios Escrutadores, que funcionan al día siguiente de cada elección. En la actualidad están integrados por los presidentes de mesa, que son elegidos el día del acto eleccionario. En esto hay una innovación sustancial, pues se está proponiendo que los miembros de dichos Colegios sean designados por las respectivas Juntas Electorales, en forma coetánea a los vocales, es decir, antes de la elección. Tales designaciones serán notificadas a quienes corresponda, pudiendo presentarse las excusas pertinentes. 


Sin perjuicio de valorar la reforma anterior, hizo notar por otro lado que el Servicio no comparte la iniciativa de modificar el artículo 80 de la ley, en cuanto a adelantar de 20 a 90 días, a lo menos, antes de la elección de que se trate, la publicación de la resolución en que se señalen los Colegios Escrutadores que han de funcionar. Lo anterior, debido a que la determinación de las mesas receptoras (aspecto que necesariamente debe comprender la creación de los Colegios) también se efectúa, conforme al artículo 38, noventa días antes del acto eleccionario. 


Tocante a este tópico, subrayó por último que los Colegios Escrutadores cumplen un importante papel de contrapeso en el procedimiento de sumatoria de votos, pues representan a la ciudadanía. Por consiguiente, no sería positivo eliminarlos. Lamentablemente, en la última elección hubo mucha resistencia de parte de la gente a integrar los Colegios. En este sentido, la designación previa, como lo establece la iniciativa legal, constituye un gran avance en el perfeccionamiento de la institución.

8)
En relación con el acortamiento del plazo de declaración de candidaturas a Presidente de la República y parlamentarias, que queda en 90 días antes de la elección (como en los comicios municipales), indicó que la propuesta es positiva y cuenta además con el apoyo de los partidos políticos. 

9)
En lo que se refiere a la modificación del plazo de designación de los vocales, aumentándolo de 30 a 50 días antes de la elección (artículo 41), expresó que el Servicio es contrario a esa reforma, pues teme que a su amparo aumenten las excusas para el desempeño de tal cargo. Ello se produciría porque se mantiene inalterable el término en que los vocales deben ser notificados del nombramiento, esto es, el vigésimo segundo día antes de la elección o plebiscito, generándose de esta manera un lapso de veintiocho días entre la designación y la notificación, lo que daría pábulo para el incremento de las aludidas excusas. 

10) Igualmente, hizo ver que no comparte la idea de modificar el artículo 52 inciso segundo, en el sentido de ampliar de 60 a 75 días, como mínimo, el plazo de que dispone el secretario de la Junta Electoral para requerir de la Comandancia de Guarnición pertinente un informe sobre los locales más adecuados para el funcionamiento de las mesas receptoras de sufragios. 

11) Por otra parte, respaldó la sustitución de la norma -contenida en el artículo 17 inciso tercero de la ley- que declara inválidas las candidaturas independientes cuando fueren patrocinadas por personas afiliadas a partidos políticos y éstas últimas representen más del cinco por ciento del total de patrocinantes. El texto sustitutivo es más flexible, dando un trato más equilibrado a este tipo de candidaturas. Además, equipara la regulación de las mismas al estatuto que contempla la ley orgánica de municipalidades para las elecciones comunales. 

12) Asimismo, dio su apoyo a la disposición (nuevo inciso primero del artículo 49) que innova en el día y hora en que han de reunirse los vocales para constituirse en el sitio que se les haya fijado para su funcionamiento, estableciendo que ello debe acontecer a las 9 hrs. del día anterior al acto eleccionario o plebiscitario en que les corresponda desempeñarse, en vez -como dice la norma vigente- de las 14 hrs. del último día sábado que preceda al tercer día anterior a dicho acto.


Concluyendo su intervención, el director del Servicio Electoral reiteró que el proyecto, en su conjunto, está bien orientado, lo que no obsta a la incorporación de nuevos perfeccionamientos al sistema electoral en un futuro no lejano. En esta perspectiva, el organismo ha iniciado, en colaboración con el Ejecutivo, estudios tendientes a reformar el padrón electoral, que hoy día se lleva por orden de inscripción y sobre la base de anotaciones manuales. La idea a este respecto es que se evolucione hacia un sistema computacional y por orden alfabético, que es el que se aplica en la gran mayoría de los países. El reemplazo se justifica si se considera que actualmente existen demasiadas mesas receptoras de sufragios, lo que implica más gastos y locales de votación. Conjuntamente con el problema referido es dable constatar que ha ido disminuyendo el número promedio de electores por mesa (alrededor de 220), por fallecimiento, con el inconveniente que no pueden refundirse las mesas, porque sumadas no pueden sobrepasar el número de electores que consigna la ley. En este sentido, el sistema computacional de empadronamiento presenta la ventaja de que todas las mesas tendrían el número límite de electores, disminuyendo por ende el número de aquéllas. 

D)
Normativa constitucional y legal aplicable.


El artículo 18 de la Carta Fundamental, en concordancia con lo preceptuado por el artículo 60 Nº 1 de la misma, encomienda a una ley orgánica constitucional determinar la organización y funcionamiento de un sistema electoral público, debiendo ésta regular además la forma en que se llevarán a efecto los procesos electorales y plebiscitarios, garantizando siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos, tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos.


En cumplimiento del mandato contenido en las referidas disposiciones, se dictó la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios (N°18.700), que regula pormenorizadamente en sus 11 Títulos los procedimientos para la preparación, realización, escrutinio y calificación de los plebiscitos y de las elecciones de Presidente de la República y de parlamentarios. 


Por otra parte, es atingente en la especie el artículo 62 inciso cuarto Nº 2 de la Constitución Política, que entrega al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley que crean nuevos empleos rentados, sean fiscales o semifiscales, toda vez que el artículo 2º del proyecto de ley instaura el cargo de jefe de división en el área informática, en la planta que indica de la subsecretaría del Interior.

II. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.

A)
En General


Por asentimiento unánime la Comisión aprobó la idea de legislar en torno al tópico en referencia, concurriendo a dicho acuerdo la señora Caraball doña Eliana y los señores Ascencio, Becker, Egaña, Jarpa, Longton, Montes, Pérez (don Víctor), Quintana, Valenzuela y Varela. 

B)
En Particular


De acuerdo a lo preceptuado por el artículo 289 Nº 7 del reglamento, cabe señalar que la Comisión le introdujo las siguientes adiciones y enmiendas al texto sancionado por la Cámara de origen. 


Para facilitar la comprensión de las enmiendas que se proponen introducir a la ley 
N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, se adjunta en anexo un comparado que incluye el texto vigente de dicha ley, el proyecto aprobado por el Senado en el primer trámite y el que esta Comisión eleva a la consideración de la Sala. 

ARTÍCULO 1º


-El Nº 1, que reemplaza el texto completo del artículo 6º por una disposición que rebaja uniformemente a 90 días el plazo de declaración de candidaturas a Presidente de la República, Senador y Diputado, fue rechazado por asentimiento unánime, toda vez que la materia ya fue tratada, y en idénticos términos, por la ley Nº 19.884, sobre gasto electoral. 


-En virtud de una indicación de la señora Caraball doña Eliana y de los señores Becker, Egaña, Navarro, Quintana y Valenzuela, aprobada por asentimiento unánime, se incorpora un Nº 3, nuevo, que modifica el inciso segundo del artículo 11 de la ley, en términos de que la nómina de patrocinantes de candidaturas independientes a parlamentario deberá señalar, además del nombre del candidato, el de su reemplazante para la situación contemplada en el artículo 20, esto es, el fallecimiento del titular, precepto que fue objeto de una reforma sustancial, como se verá en su lugar. 


-El Nº 4, que -según el proyecto despachado por el Senado- introduce una adecuación meramente formal al inciso 1º del artículo 13, siendo ésta aprobada por unanimidad; recibió a su vez, en el presente trámite, una indicación de la señora Caraball doña Eliana y de los señores Becker, Egaña, Navarro, Quintana y Valenzuela, aprobada por análogo quórum, que, en armonía con la enmienda incorporada al artículo 11, establece que el patrocinio de candidaturas independientes a Presidente de la República deberá cumplir también con el requisito de incluir en el documento notarial la designación del reemplazante.


-El Nº 5, que reemplaza el inciso tercero del artículo 17, estableciendo que en las declaraciones de candidaturas independientes a parlamentario no se considerarán entre los patrocinantes a los correspondientes a afiliados a partidos políticos que superen el 5% del porcentaje mínimo que consigna el artículo 10 para los candidatos a senador o diputado, fue aprobado por asentimiento unánime, conjuntamente, y por idéntico quórum, con una indicación del Ejecutivo que perfecciona la norma del Senado, en cuanto hace extensiva dicha regla al cómputo de patrocinantes afiliados a partidos políticos respecto de las candidaturas independientes a Presidente de la República. 


-El Nº 6 sustituye el artículo 20, relativo al reemplazo de los candidatos a Presidente de la República, senador o diputado que fallecen. 


Dada la importancia de esta materia, y los profundos cambios que experimentó la regulación de la misma en este trámite, resulta pertinente recordar que el texto propuesto por el Senado expresa en su inciso primero que el reemplazo por fallecimiento de un candidato a Presidente de la República podrá efectuarlo la Directiva Central del partido político que hubiere declarado su candidatura, en las situaciones y dentro de los plazos que regula minuciosamente en sus letras a) a e) -por ejemplo, si el candidato fallece después de haberse declarado su candidatura y antes del octavo día anterior a la elección; o bien entre el referido octavo día y el tercer día previo a la elección; o entre el tercer día antes del acto eleccionario y antes que el Tricel declare el resultado de la votación-. Luego, en el inciso segundo, aborda el reemplazo por fallecimiento de un candidato a senador o diputado, estableciendo al efecto que aquél podrá realizarlo la Directiva Central del partido político, o el pacto electoral, a través de las Directivas Centrales de los partidos que lo conforman, que hubiere declarado su candidatura, ajustándose al procedimiento que se detalla, y que coincide en varios aspectos con el que rige para los candidatos a Presidente de la República.


La norma sancionada por el Senado sobre este tópico fue aprobada por la Comisión, conjuntamente, y por el quórum que pasa a expresarse, con una indicación sustitutiva parcial del Ejecutivo, cuyo tenor es el siguiente:


-La letra a) de la indicación, que altera el encabezado del inciso primero del artículo 20 de la ley, proponiendo que el reemplazo por fallecimiento de un candidato a Presidente de la República lo efectúen conjuntamente el Presidente y el Secretario General del partido al cual pertenezca el candidato (en vez de la Directiva Central del partido, como estipula el texto del Senado), acotando enseguida que el reemplazo de los candidatos independientes 
-materia de la que no se ocupaba aquél- han de realizarlo las personas que hayan requerido la inscripción y representen, a lo menos, el porcentaje a que alude el artículo 13, esto es, el 0,5% de los que hubieren sufragado en la anterior elección de Diputados, fue aprobada por asentimiento unánime, conjuntamente, y por el mismo quórum, con una indicación de la señora Caraball doña Eliana y de los señores Becker, Egaña, Navarro, Quintana y Valenzuela que, a propósito del tema del reemplazo del candidato independiente, se limita a señalar que han de realizarlo las personas que requirieron la inscripción, ciñéndose para ello al mecanismo que contempla el mencionado artículo 13, suprimiendo por ende la alusión a la base porcentual de representatividad que debían reunir esas personas. 

-La letra b), que sustituye el encabezado del inciso segundo del mismo artículo, en análogo sentido que el expuesto anteriormente, pero esta vez a propósito de las candidaturas a Senador o Diputado: el reemplazo deben realizarlo el Presidente y el Secretario General del partido correspondiente, los Presidentes y Secretarios Generales de los partidos que conforman el pacto a que pertenezca el candidato y, en su caso, quienes hayan solicitado la inscripción del candidato independiente, de conformidad con el artículo 11, y representen el porcentaje mínimo legal, fue aprobada por unanimidad, conjuntamente, y por idéntico quórum, con una indicación de los parlamentarios arriba individualizados que, como en el caso precedente, elimina la referencia al porcentaje mínimo de representatividad que deben reunir las personas facultadas para designar al reemplazante del candidato que fallece. 


-Finalmente, la letra c) de la indicación del Ejecutivo, que introduce una enmienda a la letra c) del inciso segundo del artículo 20 propuesto por el Senado -norma según la cual los votos que obtenga un candidato a Senador o Diputado que falleciere en el lapso que especifica se entenderán emitidos a favor del otro candidato de su lista, si lo hubiere, en defecto del cual los votos se considerarán nulos-, en términos de que la regla de los votos nulos también se aplica a los candidatos independientes que fallecen, fue aprobada por asentimiento unánime.


-El Nº 9, que incorpora una adecuación formal al inciso segundo del artículo 22, en el sentido de agregar la hipótesis de la segunda votación en la elección presidencial para efectos de confeccionar la cédula correspondiente, fue aprobado por unanimidad; conjuntamente, y por idéntico quórum, con una indicación de la señora Caraball (doña Eliana) y de los señores Becker, Egaña, Navarro y Quintana, en cuya virtud se reemplaza la última oración del primer inciso del artículo referido -que establece que el talón de la cédula electoral podrá ser parte original de la confección de la cédula o ser adherido a ella con posterioridad- por una disposición que prescribe que el talón será parte original de la confección de la cédula, descartándose por ende la otra alternativa.


La modificación obedece a que se consideró más apropiado para la confiabilidad del sistema que el talón esté integrado al cuerpo de la cédula. 


-El Nº 11, que modifica el inciso primero del artículo 32 en orden a prohibir la propaganda electoral mediante elementos colgantes en la calzada y que entorpezcan la visibilidad de la señalización del tránsito, fue objeto de una indicación del Ejecutivo, aprobada por unanimidad, que elimina dicho numeral, en razón de que análoga prohibición ya fue incorporada en la aludida ley N° 19.884. 


-El Nº 12 -actual 11-, que modifica el artículo 38, recibió el siguiente trato:


La letra a), que introduce una adecuación meramente formal al referido artículo, fue aprobada por asentimiento unánime.


Su letra b), en cambio, que rebaja de cinco a tres el número de los vocales que componen cada mesa receptora de sufragios, fue rechazada por idéntico quórum. 


La Comisión estimó conveniente mantener en cinco el número de vocales, ya que ello facilita la constitución, integración y funcionamiento de las mesas, lo que se dificultaría al ajustar su número de miembros a la cifra propuesta por el Senado. 


-El Nº 13 -actual 12-, que incorpora varias enmiendas al artículo 41 -que regula el procedimiento de designación de los vocales-, mereció a la Comisión el tratamiento que se expone a continuación: 


La letra a), que reemplaza el inciso primero por una norma que, en relación con el texto vigente, innova principalmente al establecer que tal designación se efectuará a partir del sexagésimo día anterior a una elección (en vez de cuarenta y cinco), agregando que cada uno de los miembros de la Junta Electoral escogerá tres ciudadanos inscritos en el respectivo registro (en vez de cinco), fue objeto de una indicación sustitutiva de los señores Egaña y Navarro, aprobada por 8 votos a favor y una abstención, la cual, acogiendo la ampliación del aludido plazo a 60 días propuesta por el Senado, deja igual, por otro lado -y en armonía con la mantención de cinco vocales por mesa- el texto en vigor sobre el número de ciudadanos que debe escoger cada integrante de la Junta. 


La letra b), que incorpora una adecuación al inciso tercero, en el sentido de rebajar de quince a nueve el número de vocales que debe figurar en la nómina que confeccione la Junta Electoral para cada mesa receptora, recibió una indicación de los mismos señores diputados, y aprobada por idéntico quórum que la anterior, en el sentido de eliminar dicha letra. 


Su letra c), que sustituye en el inciso cuarto del artículo 41 el vocablo “cinco” por “tres” (relativo al número de vocales que han de ser sorteados para desempeñarse en las mesas Receptoras) y, por otro lado, en el mismo inciso, aumenta de 30 a 50 días anteriores a la elección o plebiscito la fecha de realización del sorteo en cuestión, fue objeto de una indicación de los señores parlamentarios arriba individualizados, aprobada también por 8 votos a favor y una abstención, que suprime esta letra. 


Sin perjuicio de lo anterior, y por análogo quórum, se acogió una indicación del Ejecutivo al mismo inciso cuarto del precepto en referencia, que amplía de 30 días (plazo en vigor) a 45 días anteriores al acto eleccionario o plebiscitario la fecha del sorteo de marras. 


-El Nº 15, que modifica el artículo 48 en el sentido que las mesas receptoras se constituirán con dos de sus miembros al menos (en vez de tres), recibió una indicación de los señores Egaña y Navarro, aprobada por 8 votos a favor y una abstención, que lo elimina. 


-El Nº 17 reemplaza los incisos primero y segundo del artículo 50, cuyo texto vigente señala que si a la hora determinada en la ley no concurriere la mayoría de los vocales que integran la mesa receptora, ésta no podrá constituirse y los vocales asistentes levantarán un acta en que se dejará constancia de quienes asistieron y quiénes no; agregando en el inciso segundo que, por el contrario, si concurre la mayoría de los vocales que exige la ley se constituirá la mesa, nombrando de su seno al presidente, al secretario y a un comisario. 


El texto sustitutivo propuesto por el numeral sancionado por el Senado, que difiere de la norma vigente fundamentalmente en cuanto a que en el inciso primero regula también la situación de que no asistiere ninguno de los vocales designados, en cuyo evento corresponderá al delegado de la Junta levantar el acta correspondiente; y, tocante al inciso segundo, innova al precisar que el nombramiento de comisario tendrá lugar únicamente cuando concurra la totalidad de los vocales, fue rechazado por 8 votos en contra y una abstención. 


Por idéntico quórum se rechazó una indicación sustitutiva del Ejecutivo a dicho numeral, y que se diferenciaba del texto del Senado en cuanto a proponer que el efecto de no constitución de la mesa opera “si dentro de la hora siguiente” a la prescrita en la ley no concurre la mayoría de los vocales. 


-El Nº 18 -actual 15- incorpora dos modificaciones al artículo 52:


La letra b) -se omite la referencia a la letra a), que fue aprobada sin cambios- modifica parcialmente el inciso cuarto del artículo precitado, cuyo texto en vigor señala que las Juntas Electorales deberán publicar la nómina de locales de votación y comunicar al gobernador respectivo, con a lo menos diez días de anticipación a la fecha de la elección la lista de los locales estatales que hubieren designado. 


La disposición modificatoria, manteniendo en líneas generales la redacción vigente, agrega que la nómina aludida también deberá comunicarse al ministerio del Interior, cuarenta y cinco días antes, a lo menos (en vez de diez), de la elección o plebiscisto. 


Dicha norma fue aprobada por unanimidad, conjuntamente, y por análogo quórum, con una indicación del Ejecutivo, con arreglo a la cual el plazo para comunicar la lista en comento es, tocante a los plebiscitos, de diez días contados desde la convocatoria respectiva.


-El Nº 19 -actual 16- introduce algunos cambios en el inciso segundo del artículo 54, que consigna las atribuciones del delegado de la Junta Electoral. 


La letra c) -única que sufrió cambios-, que incorpora un Nº 8, nuevo, al inciso segundo del artículo en mención, en cuya virtud se encomienda al delegado de la Junta Electoral la función de adoptar las medidas apropiadas para facilitar el sufragio de los electores de avanzada edad, no videntes, minusválidos, etc., debiendo al efecto instruir a la Fuerza Pública y a los Presidentes de Mesa, fue aprobada por unanimidad; conjuntamente, y por análogo quórum, con una indicación del Ejecutivo que varía significativamente el alcance de la señalada atribución, pues la circunscribe al deber del delegado de coordinarse con la Fuerza Pública y los Presidentes de Mesa. 


-El Nº 20 -actual 17- modifica el inciso segundo del artículo 55, que señala la lista de útiles que debe haber en cada mesa receptora de sufragios: 


Sin perjuicio de aprobarse por unanimidad la norma del Senado que elimina en el Nº 6 del artículo en cuestión el requisito de que la tinta sea “indeleble”, en virtud de una indicación de los señores Egaña, Pérez (don Víctor) y Varela, aprobada por cuatro votos contra dos, se reemplaza en el Nº 5 la mención de los cuatro lápices grafito de color negro por igual número de lápices pasta de tono azul.


En cuanto al primer punto, se señaló que no hay una tinta que sea verdaderamente indeleble. Además, su uso conlleva normalmente el deterioro estético de las murallas y el piso de los locales de votación, con los consiguientes reclamos de los encargados de los establecimientos. 


-El Nº 21 -actual 18- incorpora dos enmiendas al artículo 57: 


La letra a) -única que fue modificada en este trámite-, que reemplaza el inciso segundo en términos de dejar establecido que las Mesas deberán funcionar siempre con tres vocales (en circunstancias que el texto vigente señala que no podrán funcionar con menos de tres vocales), fue rechazada por 8 votos contra una abstención; conjuntamente, y por idéntico quórum, con una indicación sustitutiva del Ejecutivo que, en armonía con la nueva redacción del 
artículo 48 propuesta por el Senado, señalaba que el quórum mínimo para el funcionamiento de las mesas es de dos vocales, en la medida que se acogió por el quórum antedicho una indicación de los señores Egaña y Navarro, que elimina aquélla y ésta. 


-El Nº 22, que modifica el inciso tercero del artículo 58 en el sentido de rebajar de cinco a tres -en armonía con otras normas del proyecto de ley aprobado por el Senado- el número de vocales que se requieren para enterar cada mesa receptora de sufragios, fue objeto de una indicación de los señores Egaña y Navarro, aprobada por 8 votos a favor y una abstención, que lo suprime. 


-El Nº 23, que introduce una enmienda en el artículo 59 en términos de suprimir la exigencia de que los vocales acompañen al presidente de la mesa en el acto de revisar la cámara secreta, recibió una indicación de los señores parlamentarios individualizados en el numeral anterior, aprobada también por 8 votos a favor y una abstención, que lo elimina. 


-Los numerales 24, 25 y 27 (que modifican total o parcialmente los artículos 62, 63 y 65 en el sentido de permitir sufragar exhibiendo la licencia de conductor o el pasaporte a falta de la cédula nacional de identidad, regulando algunos aspectos relacionados con lo anterior), recibieron una indicación del Ejecutivo, aprobada por 7 votos a favor y una abstención, que los elimina.


La Comisión optó por no innovar en el tema de la documentación que se requiere para sufragar, pues la cédula de identidad es el único documento oficial y común a todos los chilenos. Incorporar las otras alternativas mencionadas significa alterar el principio de igualdad ante la ley, aparte de la dificultad que conlleva verificar la autenticidad de esos documentos en caso de duda, cuestión que no se presenta con la cédula de identidad, gracias al concurso que prestan los peritos dactiloscópicos del Servicio de Registro Civil. 


-El Nº 26 -actual 19- modifica el inciso primero del artículo 64, que -en lo pertinente- estipula que una vez admitido el elector a sufragar se le entregará la cédula electoral y se anotará el número de serie en el respectivo cuaderno de firmas. 


La nueva redacción de esta norma propuesta por el Senado que, si bien es similar a la actual, incorpora el requisito de adherir en la parte indicada de la cédula el talón desprendible de que trata el artículo 22, fue rechazada por unanimidad, en concordancia con la enmienda introducida a esta última disposición.


Por otro lado, se aprobó por cuatro votos contra dos una indicación de los señores Egaña, Pérez (don Víctor) y Varela, que incorpora una adecuación meramente formal al mismo inciso, en términos de sustituir la referencia al lápiz grafito por el lápiz pasta azul, conforme a la enmienda que se incorporó al Nº 5 del artículo 55 de la ley. 


-El Nº 20, Nuevo, que obedece a una indicación de los señores parlamentarios arriba individualizados, aprobada por el mismo quórum, se traduce en una adecuación de forma al inciso primero del artículo 65, y cuyo alcance es idéntico al expresado en el párrafo que antecede. 


-El Nº 29 introduce una adecuación al inciso segundo del artículo 68, que encomienda al secretario de la mesa o al vocal la función de escribir en el cuaderno de firmas, frente a los números correspondientes a los electores que no hayan sufragado, las palabras “no votó”. 


La enmienda, que se circunscribe a sustituir la palabra “vocal” por “comisario”, fue objeto de una indicación de los señores Egaña y Navarro, aprobada por 8 votos a favor y una abstención, que lo suprime. 


-El Nº 31 -actual 23- introduce las siguientes modificaciones al artículo 71, que regula el escrutinio de Mesa:


La letra a), que suprime en el Nº 3 de este artículo el requisito de que el secretario o los vocales designados por el presidente de la mesa firmen al dorso las cédulas empleadas en la votación, fue rechazada por unanimidad. 


Su letra b), en tanto, reemplaza íntegramente el texto del Nº 5 del artículo en mención, que en síntesis establece que serán nulas y no se escrutarán las cédulas en que aparezca marcada más de una preferencia; agregando en el inciso segundo que las cédulas que la mesa considere marcadas deberán escrutarse, pero se dejará testimonio en el acta de los accidentes estimados como marcas, y precisando en el inciso tercero que se escrutarán como votos en blanco las cédulas que aparecieren sin la señal que indique la preferencia del elector. 


La norma sustitutiva que, sin perjuicio de mantener las categorías conceptuales de votos válidos, nulos y en blanco, formula reglas más precisas sobre escrutinio de las cédulas en las situaciones que consigna, fue aprobada por unanimidad, conjuntamente, y por idéntico quórum, con una indicación de los señores Jaramillo, Longton, Navarro y Ojeda que, en consonancia con la enmienda introducida al artículo 22, elimina la penúltima oración del inciso primero del Nº 5 en cuestión, que señala que se considerarán marcadas las cédulas en que el talón desprendible sea adherido fuera de la sección establecida para este efecto. 


-El N° 34 -actual 26-, que modifica el artículo 80, en el sentido de extender de veinte a noventa días, a lo menos, contados hacia atrás desde el día de la elección que corresponda, el período en que ha de publicarse en el Diario Oficial la resolución que determine los Colegios Escrutadores que habrán de funcionar, recibió una indicación sustitutiva del Ejecutivo, aprobada por unanimidad, que fija en 75 días de antelación al acto eleccionario el plazo para publicar la resolución en comento. 


-El Nº 39 -actual 31- reemplaza el artículo 85, que establece que los integrantes de los Colegios Escrutadores y los secretarios que hubieren actuado en una elección para Presidente de la República cumplirán las mismas funciones, sin necesidad de nueva designación, en la elección a que hubiere lugar si se diere el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Carta Fundamental, vale decir, la segunda votación en los comicios presidenciales, o bien la situación contemplada en el artículo 28 inciso segundo de la Constitución Política, a saber, cuando debe procederse a una elección presidencial extraordinaria por hallarse el Presidente de la República electo afectado de un impedimento absoluto o indefinido. 


El texto de reemplazo, con arreglo al cual los miembros de los referidos Colegios que actúen en las elecciones de diputados y senadores volverán a cumplir idéntico cometido en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta la próxima elección de parlamentarios, fue aprobado por asentimiento unánime, conjuntamente, y por el mismo quórum, con una indicación de la señora Caraball doña Eliana y del señor Longton, que agrega un inciso segundo, nuevo, que reproduce el texto en vigor de este artículo.


Según se señaló, la indicación obedece a la necesidad de regular la actuación de los integrantes de los Colegios Escrutadores tratándose de la segunda vuelta en la elección presidencial y en la situación que se da cuando el Presidente electo no pudiere tomar posesión del cargo por impedimento absoluto o indefinido. 


-El N° 42 modifica en tres aspectos (todos ellos relacionados con plazos) el inciso segundo del artículo 97 de la ley, que regula la tramitación de las solicitudes de rectificaciones de escrutinios y las reclamaciones de nulidad de elecciones o plebiscitos: se rebaja de diez a tres días la oportunidad para efectuar tales presentaciones ante el juez del crimen competente; luego, se establece que si un Colegio Escrutador no hubiere terminado sus labores al expirar el tercer día siguiente a la elección o plebiscito (en vez del quinto, como reza el texto en vigor), el término para interponer las reclamaciones y solicitudes a que se hizo mención más arriba se entenderá prorrogado por el plazo fatal de tres días (contra cinco que estipula la norma actual).


Dicho numeral recibió una indicación del Ejecutivo, aprobada por asentimiento unánime, que lo elimina.


-El N° 43, que modifica el inciso primero del artículo 98, rebajando de cinco a tres días el plazo para rendir ante el Tribunal las informaciones y contrainformaciones que se produzcan, fue objeto de una indicación del Ejecutivo, aprobada por idéntico quórum que la anterior, y que lo suprime. 


-El N° 44, que introduce una enmienda en el inciso primero del artículo 99, en el sentido que para la remisión al Tricel de los antecedentes relacionados con la solicitud de rectificación o reclamación de nulidad el juez deberá utilizar el medio más expedito de comunicación, recibió una indicación del Ejecutivo, aprobada por unanimidad, que lo elimina.


-El N° 45, que modifica el inciso primero del artículo 126 -que castiga con multa la realización de propaganda electoral en alguna de las formas que especifica-, en términos de hacer extensiva dicha sanción a quienes hicieren propaganda que cuelgue sobre la calzada y que entorpezca la visibilidad de la señalización del tránsito, recibió también una indicación supresiva de parte del Ejecutivo, la cual fue aprobada por el quórum arriba consignado.


-El N° 46, que reemplaza el N° 3 del artículo 132 de la ley en mención -el cual sanciona con la pena de reclusión menor al miembro de la Mesa Receptora de Sufragios que admita sufragar a personas no inscritas en ella, cuya inscripción aparezca cancelada o que no exhiba su cédula de identidad-, agregando a tales situaciones la no exhibición del pasaporte o la licencia de conductor, fue objeto de una indicación del Ejecutivo, aprobada asimismo por unanimidad, que lo suprime. 


El ARTÍCULO 4º, según el cual el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2001 se financiará con cargo a reasignaciones de recursos del presupuesto del ministerio del Interior, fue rechazado por asentimiento unánime. 


Ello obedeció a que, según se desprende de la lectura del precepto, su formulación se halla desfasada.

III. ARTÍCULOS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO


Compartiendo el parecer del Senado sobre este punto, la Comisión resolvió que los artículos 1º permanente -incluyendo las modificaciones introducidas en virtud de las indicaciones antes analizadas- y transitorio revisten carácter orgánico constitucional, según lo preceptuado en el artículo 18 de la Constitución Política, por lo cual requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los diputados y senadores en ejercicio.

IV. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA


El artículo 2° del proyecto en informe es de competencia de la mencionada Comisión.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS 


-El artículo 4º del proyecto, por asentimiento unánime, y que dice textualmente: 


“Artículo 4º.-El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2001 se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio del Interior.”. 


-Por otro lado, las siguientes indicaciones fueron rechazadas: 

1)
Del Ejecutivo, por asentimiento unánime, y que proponía sustituir los incisos primero y segundo del artículo 50 por los siguientes: 


“Artículo 50.- Si dentro de la hora siguiente a aquélla señalada en el artículo anterior no concurriere la mayoría de los vocales, la Mesa no podrá constituirse más tarde, y el vocal asistente levantará un acta por duplicado en que se dejará constancia de su nombre y del nombre de los vocales inasistentes, y entregará ambos ejemplares al delegado de la Junta Electoral, quien conservará uno y enviará el otro al Secretario de ella. En caso que no asistiere ninguno de los vocales designados, corresponderá al delegado de la Junta Electoral levantar el acta pertinente.


Concurriendo la mayoría indicada en el artículo 48 se constituirá la Mesa. Si ésta se hubiere constituido con la mayoría de sus miembros, se elegirá de su seno, por voto uninominal y en votaciones sucesivas, un Presidente y un Secretario. Si se hubiere constituido con la totalidad de sus miembros se elegirá, además, un comisario.”. 

2)
También del Ejecutivo, por el mismo quórum que la anterior, y que estaba encaminada a reemplazar el inciso segundo del artículo 57 por el siguiente: 


“Las Mesas no podrán funcionar con menos de dos vocales.”.

-o-


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las consideraciones que pueda dar a conocer oportunamente el Diputado Informante, la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social, recomienda a la honorable Cámara la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios: 

1.
Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:

a)
Suprímese, en el inciso primero, la oración que viene después del punto seguido. 

b)
Elimínase, en el inciso segundo, el vocablo “periódica”.

2.
Suprímese en el artículo 10 la palabra “periódica”.

3.
Reemplázase la primera oración del inciso segundo del artículo 11, hasta el punto seguido, por la siguiente: “La nómina de patrocinantes deberá señalar en su encabezamiento el nombre del candidato, el del reemplazante en el caso del artículo 20 y el acto electoral de que se trate.”. 

4.
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 13: 

a) Elimínase el vocablo “periódica”.

b)
Agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser coma (,), la siguiente oración: “y cumpliendo además los requisitos establecidos en el artículo 11.”. 

5.
Sustitúyese el inciso tercero del artículo 17, por el siguiente:


“En las declaraciones de candidaturas independientes no se considerarán entre los patrocinantes a aquéllos, afiliados a partidos políticos, que superen el cinco por ciento del porcentaje mínimo que establecen los artículos 10 y 13.”.

6.
Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- El reemplazo por fallecimiento de un candidato a Presidente de la República podrán efectuarlo, conjuntamente, el Presidente y el Secretario General del partido político al cual pertenezca el candidato, y sólo en las situaciones previstas en las letras siguientes:

a)
Si un candidato falleciere después de haberse declarado su candidatura y antes del octavo día anterior al de la elección, éste podrá ser reemplazado dentro de los tres días siguientes a la fecha al deceso.

b)
Si un candidato falleciere entre las cero horas del referido octavo día y las cero horas del tercer día anterior al de la elección, éste podrá ser reemplazado dentro de las veinticuatro horas siguientes al deceso.

c)
Si un candidato falleciere entre las cero horas del tercer día anterior al de la elección y antes que el Tribunal Calificador de Elecciones declare el resultado de la votación, sus votos se considerarán válidos. Si el candidato fallecido fuere quien obtuviere la mayoría absoluta, se procederá conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 28 de la Constitución Política. En caso que no se hubiere alcanzado dicha mayoría y el candidato fallecido fuere una de las dos mayorías relativas, éste podrá ser reemplazado dentro de las veinticuatro horas siguientes a la declaración del Tribunal.

d)
Si un candidato que hubiere obtenido una de las dos mayorías relativas falleciere después que el Tribunal Calificador de Elecciones declare dichas mayorías y antes de las cero horas del tercer día anterior a la segunda votación, éste podrá ser reemplazado dentro de las veinticuatro horas siguientes al deceso.

e)
Si un candidato que hubiere obtenido una de las dos mayorías relativas falleciere después de las cero horas del tercer día anterior a la segunda votación, no podrá ser reemplazado y sus votos se escrutarán como válidos. Si en la segunda votación dicho candidato obtuviere la mayoría, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 28 de la Constitución Política.


El reemplazo por fallecimiento de un candidato a Senador o Diputado podrán efectuarlo, conjuntamente, el Presidente y el Secretario General del partido político al cual pertenezca el candidato, los Presidentes y Secretarios Generales de los partidos que conformen el pacto a que pertenezca el candidato, y sólo en las situaciones previstas en las letras siguientes:

a)
Si un candidato falleciere después de haberse declarado su candidatura y antes del octavo día anterior al de la elección, éste podrá ser reemplazado dentro de los tres días siguientes a la fecha del deceso.

b)
Si un candidato falleciere entre las cero horas del referido octavo día y las cero horas del tercer día anterior al de la elección, éste podrá ser reemplazado dentro de las veinticuatro horas siguientes al deceso.

c)
Si un candidato falleciere entre las cero horas del tercer día anterior a la elección y el día en que el Tribunal Calificador de Elecciones proclame al elegido, no podrá ser reemplazado, y los votos que obtenga se entenderán emitidos a favor del otro candidato de su lista si lo hubiere. A falta de otro candidato en la lista, o en el caso de los candidatos independientes, los votos se considerarán nulos. 


Si los reemplazos regulados en el presente artículo se hubieren verificado después que las cédulas correspondientes se encontraren impresas, se entenderá que los votos obtenidos por el candidato fallecido corresponden a su reemplazante. No efectuándose el reemplazo en tiempo y forma, los votos que obtenga el fallecido se considerarán nulos, sin perjuicio de lo dispuesto en las letras e) y c) de los incisos primero y segundo, respectivamente.”.

7.
Introdúcese, a continuación del artículo 20, el siguiente artículo 20 bis:


“Artículo 20 bis.- Los reemplazos a que se refiere el artículo anterior se someterán a los requisitos de declaración e inscripción establecidos en los artículos 3º, 3º bis, 4º, 9º, 14 y 16 de los Párrafos 1.º y 3.º del Título I, en lo que le fueren aplicables. En el caso de candidaturas presentadas por partidos políticos o por pactos electorales, no les serán exigibles los requisitos establecidos en los artículos 26, letra d), 29 y 31 de la ley Nº 18.603. La designación efectuada en conformidad al artículo 7º será también válida para la declaración del candidato reemplazante.


El Servicio Electoral inscribirá provisionalmente al candidato reemplazante, sin perjuicio de lo dispuesto en este Párrafo y aplicándose, para tal efecto, los plazos establecidos en las letras a), b), c) y d) del artículo 21.


En caso que la declaración de candidatura del reemplazante fuere rechazada en definitiva, se dejará sin efecto la inscripción provisoria y los votos que hubiere obtenido el candidato rechazado se considerarán nulos.”.

8.
Sustitúyese el encabezamiento del artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- En los casos contemplados en los artículos 28, inciso segundo, y 29, inciso cuarto, de la Constitución Política, los plazos señalados en los artículos 17, 18, 19 y 23 se modificarán de la siguiente forma:”.

9.
Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 22: 

a)
Sustitúyese, en el inciso primero, la oración que viene después del último punto seguido y hasta el punto aparte del mismo inciso, por la siguiente oración: “Al efecto, el referido talón será parte original de la confección de la cédula.”. 

b)
Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “Presidente de la República,” la frase “Presidente de la República, Segunda Votación,”.

10. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 29 la expresión “43, inciso segundo”, por “29, inciso cuarto”.

11. Elimínase en el inciso primero del artículo 38 la frase final “o elección no periódica”.

12 Modifícase el artículo 41 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en su inciso primero la expresión “cuadragésimo quinto” por el vocablo “sexagésimo”, y elimínase la palabra “periódica”. 

b)
Sustitúyese en el inciso cuarto la palabra “trigésimo” por “cuadragésimo quinto”. 

13. Suprímese en el inciso primero del artículo 47 la palabra “periódicas” y sustitúyese la expresión “ordinaria” por “ de parlamentarios”.

14. Reemplázase el inciso primero del artículo 49 por el siguiente:


“Artículo 49.- Los vocales de Mesas Receptoras de Sufragios se reunirán para constituirse en el sitio que se les haya fijado para su funcionamiento o en otro que determine la Junta Electoral respectiva, a las nueve horas del día anterior al acto eleccionario o plebiscitario en que les corresponda actuar.”.

15. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 52.

a)
Sustitúyese, en su inciso segundo, el vocablo “sesenta” por “setenta y cinco” y elimínase la frase “o a una elección extraordinaria de Diputados”, y

b)
Reemplázase la primera parte del inciso cuarto, hasta el punto seguido (.), por el siguiente texto: “Las Juntas Electorales publicarán la nómina de locales de votación y de las Mesas Receptoras de Sufragios que funcionarán en ellos, en la misma forma y oportunidad señaladas en el artículo 43 y comunicarán dichas nóminas al Ministerio del Interior y al Gobernador Provincial, con a lo menos cuarenta y cinco días de anticipación a la fecha de la elección, o de los diez días siguientes a la convocatoria a plebiscito, a fin de que los encargados de los referidos locales procuren los medios necesarios para la debida instalación de cada Mesa.”.

16.Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 54: 

a)
Reemplázase en su inciso segundo la segunda parte del número 6), por la siguiente: “El formulario correspondiente al funcionario señalado en el artículo 175 bis debe ser entregado por el delegado a medida que éste lo reciba de cada mesa. El formulario correspondiente al Secretario de la Junta Electoral, destinado al Servicio Electoral, podrá acumularse hasta el término de la jornada.”.

b)
En su número 7, reemplázase el punto final (.) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.

c)
Agrégase el siguiente Nº 8, nuevo:


“8) Adoptar las medidas apropiadas para otorgar facilidades especiales a fin de que los electores de avanzada edad, no videntes, embarazadas, minusválidos u otros que se encuentren notoriamente impedidos o enfermos, y su respectivo acompañante, puedan acceder con preferencia y expedición a los recintos y a las mesas de votación y cumplir con su obligación de sufragar. Para este objeto, el delegado deberá coordinarse con la Fuerza Pública y los Presidentes de las mesas receptoras.”.

17.
Incorpóranse las siguientes modificaciones al inciso segundo del artículo 55: 

a)
Sustitúyese el Nº 5 por el siguiente: 


“Nº 5) Cuatro lápices de pasta de color azul.”;

b)
Elimínase en el número 6) la palabra “indeleble” y agrégase, a continuación del vocablo “tinta”, la frase “o cualquier otro medio idóneo que permita registrar la impresión dactilar del elector cuando correspondiere”, precedida de una coma (,).

18. Reemplázase la oración final del inciso cuarto del artículo 57 por la siguiente: “Sin embargo, el Delegado no podrá designar como vocales de mesa a las personas que deberán desempeñarse como miembros de los Colegios Escrutadores.”.

19. Reemplázase en el inciso primero del artículo 64 la frase “un lápiz de grafito color negro” por “un lápiz pasta de color azul”. 

20. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 65 la expresión “lápiz de grafito negro” por los vocablos”lápiz pasta de color azul”. 

21. Derógase el artículo 66.

22. Sustitúyese el inciso primero del artículo 70, por el siguiente:


“Artículo 70.- Si hubiere que practicar más de un escrutinio, primero se realizará el de Presidente de la República, luego el de Senadores, posteriormente el de Diputados y, por último, el de plebiscito.”.

23. Modifícase el inciso primero del artículo 71 de la siguiente manera:

a)
Reemplázase el número 5) por el siguiente:


“5) Las cédulas en que aparezca marcada la preferencia en la forma prescrita por el artículo 65, se escrutarán y sumarán al candidato correspondiente. Aquéllas que, además de aparecer marcada preferencia en la forma antes indicada, contuvieren otras señas gráficas realizadas por el elector, como asimismo aquéllas emitidas sin los dobleces que señala el artículo citado, también se escrutarán y sumarán al candidato respectivo u opción plebiscitaria, manteniéndose en sobre aparte como votos objetados. La Mesa deberá dejar testimonio en el acta de los accidentes estimados como marcas y de las preferencias que contengan estos votos.


Sólo se considerarán nulas las cédulas en que aparezca marcada más de una preferencia, contengan o no señas gráficas adicionales. La Mesa dejará constancia al dorso de ellas del hecho de su anulación y de la circunstancia de haberse reclamado o no de esta decisión.


Sólo se considerarán cédulas en blanco aquéllas en que no se haya marcado preferencia en la forma establecida en esta ley, aun cuando contengan otras señas gráficas. Además, se considerarán siempre como votos en blanco aquellas cédulas en que se hubiere señalado la preferencia en forma distinta a la establecida por la ley;”, y 

b)
Elimínase, en el primer acápite del número 6), la segunda oración que comienza con el vocablo “además” y sustitúyese el acápite final del mismo número, por el siguiente:


“Las operaciones se practicarán exclusivamente por los integrantes de la Mesa.”.

24. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 72, por el siguiente:


“En el sobre caratulado “votos nulos y en blanco” se colocarán aquellas cédulas que, a juicio de la mayoría de la Mesa, se encuentren en las situaciones previstas en los acápites segundo y tercero del número 5) del artículo anterior.”.

25.- Modifícase el artículo 73, de la siguiente forma:

a)
Elimínase la oración final del inciso primero.

b)
Reemplázase la oración final del inciso cuarto por la siguiente: “El otro se entregará por el Presidente de la Mesa al Delegado de la Junta Electoral, en sobre dirigido al Colegio Escrutador, cerrado, sellado y firmado de igual forma, para que éste lo presente al Colegio en la oportunidad señalada en el artículo 86.”.

26. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 80, la expresión “veinte” por “setenta y cinco”.

27. Sustitúyese el artículo 81, por el siguiente:


“Artículo 81.- Cada Colegio estará compuesto de seis miembros titulares e igual número de suplentes, designados por las respectivas Juntas Electorales, en conformidad a los artículos siguientes.


No podrán ser designados como miembros de los Colegios Escrutadores las personas señaladas en el inciso primero del artículo 40, ni aquéllas que hubieren sido designadas como vocales de mesas receptoras de sufragios para la misma elección de que se trate.”.

28. Sustitúyese el artículo 82, por el siguiente:


“Artículo 82.- Para proceder a la designación de los integrantes de los Colegios Escrutadores, cada uno de los miembros de la Junta Electoral respectiva escogerá diez nombres, que deberán corresponder a diez ciudadanos inscritos en las mesas que corresponda escrutar al Colegio respectivo. Si la Junta funcionare con dos miembros, elegirá quince cada uno de ellos.


Al efectuar esta selección, cada miembro de la Junta Electoral deberá preferir a aquellas personas que puedan presumirse más aptas para desempeñar las funciones de miembro del Colegio Escrutador, y que no hubieren sido seleccionadas para vocales de mesas en la misma elección.


A continuación, la Junta Electoral procederá a confeccionar una nómina para cada Colegio Escrutador que le corresponda designar, en la que se asignará a cada uno de los nombres propuestos, ordenados alfabéticamente, un número correlativo del uno al treinta.


En sesión pública que se realizará en la oficina del Secretario, inmediatamente después de designados los vocales de las respectivas Mesas Receptoras de Sufragios, las Juntas Electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros seis números sirvan para individualizar, en cada nómina, a las personas que se desempeñarán como miembros de los Colegios Escrutadores, y los siguientes seis, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como suplentes.


La Junta Electoral formará un libro con las nóminas alfabéticas firmadas por todos sus miembros, debidamente foliadas y con indicación del Colegio al que corresponda, el que se entenderá como parte integrante del acta del sorteo. Este libro será público y se mantendrá bajo la custodia del Secretario de la Junta Electoral.


En todo caso, las nóminas deberán encontrarse en el local donde se efectúe el sorteo respectivo.”.

29. Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:


“Artículo 83.- El Secretario de la Junta Electoral publicará el acta de lo obrado, incluyendo las nóminas de los miembros designados para cada Colegio Escrutador, respecto de quienes se indicarán sólo los apellidos y sus dos primeros nombres, en la forma establecida en el artículo 43, y fijará en su oficina una copia autorizada de ella a la vista del público.


Dentro del mismo plazo, comunicará su nombramiento por carta certificada a los miembros designados, indicando la fecha, la hora y el lugar en que el Colegio Escrutador funcionará, y el nombre de los demás integrantes. El encargado de la oficina de correos deberá otorgar recibo circunstanciado de los avisos que se entregaren.”.

30. Agrégase el siguiente artículo 83 bis:


“Artículo 83 bis.- Cualquier miembro de los Colegios Escrutadores podrá excusarse de desempeñar el cargo, en los plazos, formas y causales establecidos en el artículo 44.


En el mismo plazo, cualquier persona podrá solicitar la exclusión del o los miembros de un Colegio Escrutador que estuvieren afectados por alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el artículo 81.


Para los efectos de conocer y resolver las excusas que se presentaren y reemplazar a los miembros cuya excusa o exclusión hubiere sido acordada por la Junta Electoral, se procederá de conformidad con lo dispuesto en los artículos 45 y 46.”.

31. Sustitúyese el artículo 85 por el siguiente:


“Artículo 85.- Los miembros de los Colegios Escrutadores que actúen en las elecciones de diputados y senadores, volverán a desempeñar las mismas funciones en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta la próxima elección de parlamentarios.


Los miembros de los Colegios Escrutadores y los Secretarios que hubieren actuado en una elección para Presidente de la República, cumplirán también las mismas funciones en la elección siguiente a que hubiere lugar si se produjeren las situaciones a que se refieren el inciso segundo del artículo 26 y el inciso segundo del artículo 28 de la Constitución Política, sin necesidad de una nueva designación y notificación.”.

32.Reemplázase el artículo 86, por el siguiente:


“Artículo 86.- A las 11 horas del día siguiente a la elección o plebiscito, el Colegio Escrutador se reunirá con al menos tres de sus miembros, en el lugar que hubiere designado la Junta Electoral correspondiente, bajo la presidencia provisional del Secretario del Colegio, nombrado de conformidad al artículo 84. Reunido el número requerido, se procederá a sortear de entre los miembros presentes un Presidente.


Al inicio de la sesión, los Delegados de las Juntas Electorales deberán entregar al Secretario los sobres sellados que contengan las actas de escrutinios de las Mesas Receptoras que hubieren funcionado en la respectiva circunscripción. Éste se cerciorará del estado de los sellos y de las firmas y otorgará el recibo correspondiente, en original y copia. El Delegado conservará el original y la copia la remitirá al Secretario de la Junta Electoral. 


Inmediatamente, el Presidente declarará constituido el Colegio, levantándose un acta en que se dejará constancia de los siguientes hechos y circunstancias: a) individualización del Colegio, expresándose la correspondiente Región, provincia, comuna y circunscripción; b) el local de su funcionamiento; c) las Mesas que debe escrutar; d) nombre, profesión y cédula de identidad de sus miembros; e) el día y hora de la constitución del Colegio, y f) la nómina de los miembros del Colegio asistentes y de aquéllos que no hubieren asistido a la reunión. El acta se extenderá en el Libro de Actas correspondiente y será firmada por los miembros del Colegio y el Secretario, quien deberá remitirla para los efectos de las ausencias injustificadas al Juzgado de Policía Local correspondiente.”.

33. Intercálase, en el inciso primero del artículo 88, a continuación de la palabra “además”, y la coma (,) que le sigue, las expresiones “deberán sumar las preferencias obtenidas”.

34. Agrégase, en el inciso primero del artículo 151, a continuación de la palabra “misma”, la expresión “de los miembros de los Colegios Escrutadores”, antecedida de una coma (,).

35. Elimínase, en el artículo 170, la oración final que comienza con la expresión “o incluirá”, y sustitúyese el punto y coma (;) que la antecede por un punto final (.).

36. Derógase el artículo 171.

37. Elimínase, en el inciso segundo del artículo 173, la palabra “periódica”.

38. Modifícase el artículo 174 de la siguiente forma:

a)
Elimínase en el inciso primero la expresión “periódicas”, y

b)
Suprímese el inciso segundo.

39. Modifícase el artículo 175 bis de la siguiente forma:

a)
Intercálase en el inciso primero, a continuación de la palabra “plebiscito”, el vocablo “nacional”, y

b)
Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos precedentes, el Ministerio del Interior mantendrá informado al Tribunal Calificador de Elecciones de los resultados electorales de que disponga, desde el primer boletín parcial y hasta que dicho Tribunal concluya la calificación.”.


Artículo 2°.- Créase un cargo de Jefe de División, grado 3º de la E.U.S., en la Planta de Directivos de la Secretaría y Administración General de la Subsecretaría del Interior, el que tendrá la responsabilidad directiva sobre una División Informática que deberá establecerse en ese servicio.


Será requisito para desempeñar el cargo que se establece en el inciso anterior, tener título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional de Educación Superior, reconocidos por el Estado.


Artículo 3º.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por el Ministerio del Interior, fijará el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios.


Artículo transitorio.- En la oportunidad a que se refiere el artículo 47, las Juntas Electorales designarán los miembros de los Colegios Escrutadores que deberán desempeñarse en todos los actos eleccionarios o plebiscitarios que se verifiquen hasta la próxima elección parlamentaria.”.”.

-o-


Se designó diputado informante al señor Longton, don Arturo.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a los días 13 y 20 de agosto de 2002; 20 de enero; 2 y 16 de marzo; 6 y 20 de abril; 4 y 18 de mayo del año en curso, con asistencia de los señores Navarro, don Alejandro (Presidente); Ascencio, don Gabriel; Becker, don Germán; señora Caraball, doña Eliana; Egaña, don Andrés; García-Huidobro, don Alejandro; señora González, doña Rosa; Jaramillo, don Enrique; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don José Antonio; Letelier, don Juan Pablo; Longton, don Arturo; Longueira, don 
Pablo; Montes, don Carlos; Pérez, don Víctor; Quintana, don Jaime; Silva, don Exequiel; Valenzuela, don Esteban, y Varela, don Mario. 


Sala de la Comisión, a 3 de junio de 2004


(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión”.

8.
Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, con el objeto de modernizar el sistema electoral. (boletín Nº 2336-06) (S)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda pasa a informar el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS PREVIAS

1.
Origen y urgencias


La iniciativa tuvo su origen en el honorable Senado por un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

2.
Disposiciones o indicaciones rechazadas


No hay.

3.
Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Ninguna.

-o-


Asistió a la Comisión durante el estudio del proyecto la señora Paulina Muñoz, Abogada del Ministerio del Interior.


El propósito de la iniciativa consiste en perfeccionar las bases del sistema electoral, agilizando algunos procedimientos regulados en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


En el debate de la Comisión, la señora Paulina Muñoz destacó la importancia que tiene para el sistema que se desea perfeccionar la creación de un cargo de Jefe en la División de Informática de la Subsecretaría del Interior.


Se planteó, sin embargo, que no sería adecuado establecer como requisito para desempeñar dicho cargo que el título profesional sea de una carrera de a lo menos 10 semestres, dado que perfectamente se puede conseguir igual propósito con una carrera de 8 semestres si en un futuro se reducen los tiempos de estudio.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 22 de junio de 2004, señala que la creación de un cargo de jefe de división, grado 3° de la E.U.S., en la planta de directivos de la Secretaría General de la Subsecretaría del Interior tiene un mayor gasto en régimen de $ 20.746 miles.


Se agrega que el mayor gasto que este proyecto irrogue al Fisco, en el año 2004, de 
$ 5.187 miles, será financiado con los recursos contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio del Interior.


La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social dispuso en su informe que esta Comisión tome conocimiento del artículo 2° del proyecto aprobado por ella.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


En el artículo 2° del proyecto, se crea un cargo de Jefe de División, grado 3º de la E.U.S., en la Planta de Directivos de la Secretaría y Administración General de la Subsecretaría del Interior, el que tendrá la responsabilidad directiva sobre una División Informática que deberá establecerse en ese servicio.


En el inciso segundo, se dispone que será requisito para desempeñar el cargo que se establece en el inciso anterior, tener título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional de Educación Superior, reconocidos por el Estado.


Puesto en votación este artículo fue aprobado por unanimidad.


El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente artículo 4°, nuevo:


“Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2004, se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio del Interior.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad.


Sala de la Comisión, a 6 de julio de 2004.


Acordado en sesión de igual fecha, con la asistencia de los diputados señores Escalona, don Camilo (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Dittborn, don Julio; Jaramillo, don Enrique; Kuschel, don Carlos Ignacio; Ortiz, don José Miguel; Pérez, don José; Saffirio, don Eduardo, y Silva, don Exequiel.


Se designó diputado informante al señor Kuschel, don Carlos Ignacio.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

9.
Moción de las diputadas señoras María Antonieta Saa, Isabel Allende, Rosa 
González, Laura Soto y Carolina Tohá y de los diputados señores Becker, Ceroni, Burgos y Bustos.


Modifica normas sobre patria potestad. (boletín Nº 3592-18)


En el segundo milenio AC. en Micenas, Esparta, Egipto, Fenicia, Canaan, Asiria, Babilonia, Persia, India, China, existía un sistema familiar de tipo patriarcal en que el padre ejercía la patria potestad sobre el hijo, esto significaba que administraba y usufructuaba los bienes de éste, lo que implicaba también la descendencia patrilineal, es decir la continuidad del apellido iba de padre a hijo, además la mujer pasaba a tener el apellido del marido. Este sistema fue el mismo que durante el primer milenio AC. imperaba en Germanía, Galia, Roma, Sicilia, Atenas, Macedonia, Tracia, Israel, Cartago, entre otros. Sin embargo, en Finia (Escandinavia), Escitia (Rusia), Bretaña, Irlanda, Etruria, Locria (sur de Italia), Cantabria, península Ibérica, Mégara, Esparta, Egipto, (estos dos últimos habían experimentado una evolución), Libia, regiones del noreste de la India, Tibet, entre otros, tenían todos ellos un sistema familiar de tipo matri‑igualitario, lo que implicaba que la autoridad filial era ejercida por la madre con la colaboración del tío materno, siendo la descendencia matrilineal, es decir la continuidad del apellido iba de madre a hija.


En Roma era el ascendiente varón de mayor edad denominado pater familias, por regla general abuelo paterno, en su defecto el padre, quien ejercía la patria potestad, abarcando dicho poder tanto respecto de la persona como respecto de los bienes del hijo o descendiente, en el primer caso incluía poder de vida o muerte y en el segundo significaba que lo que éste adquiría era para el pater familias, y también los bienes que tenía la mujer del hijo o descendiente, ya que en esa época era frecuente el matrimonio in manus o cun manus, en que la mujer pasaba a formar parte de la familia del marido y por ende quedaba bajo la potestad del abuelo o padre del marido, a falta de éstos dependía del marido, a esto se le denominaba potestad de la manus.


Sin embargo, a contar del siglo I AC, en Roma y en toda Italia donde también regía el derecho romano, se había hecho más frecuente el matrimonio sine manus, en que la mujer conservaba el vínculo con su familia de origen, por lo que seguía bajo la patria potestad de su propio abuelo o en su defecto su padre, en caso de faltar éste, se emancipaba pero debía designársele un tutor que la autorizara a realizar actos que pusieran en riesgo su patrimonio, ya que sus bienes no los administraba el marido, salvo aquellos correspondientes a la dote aportada por ella o su familia. En relación a los bienes del hijo, se estableció una excepción a la administración del pater familias: el peculio castrense, en virtud del cual, lo que el hijo militar adquiría a título de sueldo, donación o botín de guerra era para él.


A contar del siglo III DC, en Roma y en los dominios del Imperio en que comenzó a aplicarse el derecho romano, especialmente Galia, Hispania y Acaya (Grecia), se estableció además el peculio cuasicastrense, en que también era para el hijo lo que él adquiría como ganancia en la administración pública. En esa época el padre ya no tenía la facultad de matar a su hijo, subsistiendo solo el derecho de corrección y castigo. A su vez en el siglo IV DC, se había eliminado la obligación para la mujer casada no sujeta a patria potestad de tener un tutor.


La expansión del Imperio Romano significó que la mayoría de las sociedades que tenían un sistema familiar matri-igualitario, habían cambiado hacia una etapa patriarcal, con solo la excepción de ciertas regiones del noreste de la India, Tibet y con posterioridad las Islas Polinésicas, entre otras. A comienzos de la Alta Edad Media, en diversos estados se ejerció la patria potestad conjuntamente por el padre y la madre. Sin embargo, en la Baja Edad Media, así como en los Tiempos Modernos y después en la Epoca Contemporánea, el derecho sobre los bienes del hijo lo tenía el padre y a falta de éste la madre, hasta que el hijo se emancipara por contraer matrimonio, por ser mayor de edad u otra causa.


En la primera mitad del siglo XIX, las diversas legislaciones occidentales, establecían como excepción al ejercicio de la patria potestad del padre y en su defecto la madre, que el hijo menor de edad podía administrar libremente los bienes adquiridos como producto de su empleo profesión o industria, requiriendo sí autorización judicial para enajenar o gravar los inmuebles; en esa época la mayoría de edad lo era a los veintitrés años.


En la primera mitad del siglo XX, en Noruega, Suecia, Dinamarca, Finlandia, Estados Unidos, Gran Bretaña, Australia, Nueva Zelandia, Unión Soviética; y desde la segunda mitad del mismo siglo, en Uruguay, Hungría, Checoslovaquia, Polonia, Alemania Oriental, Alemania Occidental, Austria, Holanda, Bélgica, Francia, así como en China, extendiéndose también a la Región Autónoma del Tibet, con posterioridad Portugal, Italia, España, Colombia, Bolivia, Argentina, Paraguay, entre otros, la patria potestad pasó a ser ejercida conjuntamente por el padre y la madre respecto del hijo menor de edad, estableciéndose la mayoría de edad a los veintiún años, la que con posterioridad se rebaja a los dieciocho. La excepción en Occidente la constituye Chile, en que la patria potestad la ejerce por regla general el padre, y en forma excepcional la madre si así se estableciere por escritura pública o en caso de separación cuando la madre tuviere la tuición del hijo/a.


En la segunda mitad del siglo XX, en Noruega, Suecia, Dinamarca, Finlandia, Unión Soviética, Hungría, Checoslovaquia, Polonia, Alemania Oriental, Alemania Occidental, Austria, Bélgica, China, extendiéndose también a la Región Autónoma del Tibet, junto con eliminar la obligatoriedad de la mujer de usar el apellido del marido, se permite a la pareja escoger el apellido de la familia, estableciendo un sistema neolineal. En estos países, además de otros como Estados Unidos, Canadá, Gran Bretaña, Australia, Nueva Zelandia, España, Argentina, entre otros, una persona puede alterar el orden de sus apellidos o usar ambos en forma compuesta. En Chile, una persona puede cambiar su apellido paterno o materno cuando por algún motivo usa otro apellido y es conocida con ese apellido por un plazo de cinco o mas años.


La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación en contra de la Mujer establece que hombres y mujeres “deben tener los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos los intereses de los hijos serán la consideración primordial”. A su vez reconoce los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido.


En toda estructura social, los seres humanos pertenecen a una familia, cuando éstas están en una fase primaria, el conjunto de las familias forman parte de un clan y a su vez éstos de una tribu. Sea que las sociedades fuesen matri‑igualitarias o patriarcales, se caracterizaban por tener un tipo de familia extendida, vale decir donde coexistían dos o más generaciones. Esta familia extendida se produce por el vínculo no sólo entre madre o padre e hijas/os, sino también con abuelas/os, tías/os, primas/os y sobrinas/os. Por regla general el sistema patriarcal ha constituido una etapa posterior al sistema matri‑igualitario.


En sociedades de tipo patriarcal, por ser eminentemente tradicionales, se caracterizan por ser estamentarias o de clase y tienen muy poca movilidad social; entonces los matrimonios se producen entre personas que tienen mas o menos un mismo nivel socioeconómico. En este contexto de relación vertical en que el hombre es el proveedor y la mujer es quien desarrolla funciones en el ámbito doméstico, radica en el varón la importancia económica y también la política, entonces se le asigna a él en forma exclusiva el ejercicio de la patria potestad, caracterizada por las mas amplias facultades respecto del hijo. Tanto el marido como la mujer, tienen un árbol genealógico que pueda darle una cierta identidad al grupo familiar, no obstante, incluso podría darse que el linaje de los antepasados paternos de la mujer sea superior al de los antepasados paternos del marido, pero por tener el hombre una preeminencia, se le asigna al varón la continuidad del apellido para su descendencia, sin posibilidad de opción a la pareja; lo cual inevitablemente conduce a un menoscabo de la importancia social de la mujer, dado que excepcionalmente sólo tratándose de descendencia ilegítima, se puede dar continuidad al apellido por línea materna, pero en tal caso es la propia sociedad la que discrimina legal y socialmente a la madre y sus descendientes denominados ilegítimos.


La dicotomía de los roles impuestos al hombre y a la mujer, es particularmente rígida en aquellas sociedades con predominio de sectores rurales y un incipiente desarrollo urbano, el tipo de familia tiende a ser extendida y con una especial dependencia de los hijos hacia los padres y abuelos.


En sociedades de tipo transicional hacia el igualitarismo, que son más modernas, dejan de ser estamentarias, y si bien las personas mantienen una pertenencia a un grupo socioeconómico determinado, se produce, cada vez más, una creciente movilidad social; entonces se contraen matrimonios entre personas que pueden o no tener un mismo nivel socioeconómico. En este contexto se dan relaciones mas horizontales, en que el hombre no es el único proveedor, también puede serlo la mujer, uno u otro pueden tener importancia económica y también política, aunque sea la mujer la que preferentemente realice las labores domésticas, de manera cada vez más creciente el hombre también las lleva a cabo, especialmente en las generaciones mas jóvenes, debido a ello la patria potestad es ejercida conjuntamente por el padre y la madre, siempre con la finalidad de actuar en interés del hijo/a. En algunos casos el árbol genealógico del marido, en otros de la mujer, pueden tener una mayor identidad con el grupo familiar; se justifica que la continuidad del apellido la pueda tener el padre o la madre y no exclusivamente el primero; el mecanismo para ello es que sea la pareja la que al contraer matrimonio escoja cual será el apellido de los hijos comunes, o que una persona pueda invertir sus apellidos paterno y materno o hacerlos compuestos. A su vez, como consecuencia del cambio antes señalado, tratándose de descendencia no matrimonial, en que la continuidad del apellido puede ir por línea materna, se elimina la discriminación legal y disminuye notoriamente la discriminación social.


A medida que al interior de una sociedad, se produce un proceso de urbanización, constituye uno de los aspectos que le permiten pasar de lo tradicional a lo moderno, en que cambia también el tipo de familia. De esta manera, aumenta el número de familias que tienen una característica de tipo nuclear, la cual se compone de la pareja y sus hijos/as si es biparental, o de uno de los progenitores (por regla general la madre, aunque recientemente en menor proporción lo es también el padre) y sus hijos/as si es uniparental o monoparental, las relaciones afectivas se circunscriben principalmente en ese ámbito y se produce una mayor independencia de los hijos/as en relación a sus padres.


“En lo que se refiere a los hijos/as, el Código Civil, reglamentó esa materia y distinguió, al igual que la doctrina nacional, entre la autoridad paterna y la patria potestad...


El origen de este concepto está en el derecho romano que concebía la patria potestad como un poder instituido a favor del pater familias, con facultades omnímodas que permitían incluso aplicar la pena de muerte al hijo. Solo a partir del siglo I DC, fue perdiendo rigor y transformándose paulatinamente en un sencillo deber de corrección.


La legislación europea y americana del siglo XIX consagró un concepto de patria potestad romanista y patriarcal. Tratadistas españoles han definido la figura del padre como un legislador, un juez y un patrón: un legislador, porque de él podían emanar preceptos o mandatos de necesaria obediencia, llamados a integrarse en lo que se ha denominado el derecho interno de la familia; un juez, porque estaba investido de poderes punitivos y podía imponer a los hijos sanciones y castigos incluida la reclusión, recabando para ello el auxilio de las autoridades públicas. Y por último, un patrón porque usufructuaba del trabajo de los hijos.


Hoy día tanto la doctrina como la filosofía jurídica consideran que la patria potestad tiene una función social. En efecto, puesto que los padres tienen la obligación de alimentar, proteger y educar a sus hijos menores, el ordenamiento jurídico les otorga ciertos poderes para permitirles cumplir esos deberes. La patria potestad no puede entenderse como un derecho de los padres sobre los hijos, sino como una función a ellos encomendada.


La patria potestad no puede considerarse, entonces, como un derecho subjetivo porque está concebida en interés del hijo y porque implica el cumplimiento de deberes, mientras que los derechos subjetivos se caracterizan por su libre ejercicio y porque se dan en interés de quienes los ostentan.


De esta manera la idea tradicional de derechos poderes ha cedido al paso de los derechos funciones, que parten de la base que los derechos que informan algunas instituciones de la familia, sólo se otorgan en cuanto sirven para facilitar el ejercicio de las responsabilidades.


Resulta así que existe una responsabilidad parental, de ambos progenitores, sea cual fuere la filiación de los hijos, que en el caso de la legislación francesa sustituyó la expresión patria potestad por la expresión autoridad parental. La palabra autoridad reemplaza a la de poder que se correspondía con un concepto de mando, hoy superado y el término paternal que lo confería exclusiva y excluyentemente al padre, por el de parental, abarcando al padre y a la madre.


Igualdad que debe existir entre el padre y la madre.


Las discriminaciones legales y actualmente vigentes establecidas en perjuicio de las madres, son en este campo inexplicables, toda vez que siempre se les ha reconocido la importancia de su desempeño relativo al cuidado de los hijos.


En los Organismos Internacionales existe una real preocupación por extirpar los resabios discriminatorios en las legislaciones y gran número de investigaciones versan sobre este tema (principalmente producidas por Cepal y Celade). De uno de estos trabajos, se extracta el siguiente párrafo: “Es en lo referente al derecho que tiene la mujer respecto de la persona y bienes de sus hijos donde es más lamentable la discriminación. Naturalmente tenido la institución, trasladando el beneficio al menor, moderando el poder de corrección, enriqueciéndose con mas obligaciones que derechos a y con la mayor capacitación técnica y cultural de la mujer, es que se le ha ido reconociendo a la madre la titularidad.


Hoy ya aparece indiscutible que la madre debe ejercer conjuntamente con el padre la responsabilidad por el cuidado de sus hijos, en la persona y en los bienes, y compartir el derecho sobre ellos.


Las razones arriba expuestas, llevaron a esta Comisión a modificar las normas sobre patria potestad con el fin de:

1.
Consagrar la igualdad jurídica del padre y la madre.

2.
Darle a la autoridad de los padres sobre los hijos no sólo el carácter de derechos, sino también de deberes, que todo progenitor tiene respecto de ellos, con un contenido tuitivo. Lo que se persigue es el beneficio del hijo/a”.


La Comisión Jurídica del Servicio Nacional de la Mujer señala sobre la Patria Potestad, lo siguiente:


“Se introducen importantes reformas en lo que se refiere a la patria potestad. El espíritu que las ha animado, no es otro que el extender el principio de igualdad hacia una institución que es consecuencia de la filiación, y al mismo tiempo, establecer una regulación mas coherente con lo que son, en la actualidad las relaciones paterno‑filiales.

Coherente con la igualdad antes mencionada, la madre deja de tener un rol subsidiario, pasando a ejercer la patria potestad conjuntamente con el padre. En este orden de ideas, se establecen una serie de mecanismos que tienden a hacer funcional un sistema de esta naturaleza con las exigencias de la vida moderna.


La patria potestad se ejerce respecto de todo hijo menor no emancipado, sea que la filiación tenga o no su origen en el matrimonio. Lo anterior, no es sino una expresión mas del estatuto igualitario que se ha querido establecer para todos los hijos; sin embargo, reviste importancia, porque recoge una antigua aspiración de la doctrina nacional, que no comprendía la razón para hacer diferencias en esta materia entre hijos legítimos y naturales (en la actualidad denominados matrimoniales y no matrimoniales), sobretodo considerando lo engorroso y artificial que resultaba gestionar la designación del padre como tutor o curador de su hijo natural (en la actualidad el padre tiene la patria potestad de un hijo no matrimonial).


Se deja establecida una cuestión que, por evidente, a veces se olvida, cual es que la patria potestad no se ejerce en interés de los padres, sino en beneficio de los hijos/as, a quienes en más de una ocasión el juez tendrá que oír, si el menor posee suficiente discernimiento”.


Tanto la Comisión Especial de Docentes de la Universidad Gabriela Mistral, como la Comisión Jurídica del Servicio Nacional de la Mujer, coinciden que en la actualidad, tanto el padre como la madre están facultados para ejercer la patria potestad.


Además desde un punto de vista antropológico, hay que tener presente que si bien en la mayoría de las etnias que habitan en un país, el rol central lo tiene el hombre, como es el caso de los Araucanos en Chile, en que la autoridad paterna la ejerce el abuelo o padre; motivo que es de gran importancia la existencia de una legislación nacional que contemple la diversidad étnico‑cultural, lo cual aplicado en este caso, significa contemplar la posibilidad que a esos grupos se les respeten sus normas referidas a la autoridad materna, y de esa manera no se vulneren sus normas culturales.


Se sostiene que de acuerdo a la reciente reforma, la patria potestad puede ser ejercida en forma conjunta, si así lo disponen las partes en acta extendida ante el oficial del registro civil o por escritura pública, y sólo si las partes nada dicen, la tiene el padre. Al respecto, cabe señalar que la fundamentación de la norma antes señalada es en sí contradictoria, ya que por un lado se reconoce un plano de igualdad para ambos progenitores, pero por otro, se impone que ese derecho lo tiene uno de ellos; además la norma jurídica que permite el ejercicio conjunto por instrumento público, es solo teórica, ya que en la práctica por desconocimiento u otro motivo, las parejas no lo van a hacer efectivo, como ya se ha demostrado, o sea se trata de una norma contradictoria y a la vez ineficaz.


Se sostiene que el ejercicio de este derecho es privativo del padre por ser éste el proveedor. Al respecto hay que tener presente que hoy en día es frecuente que tanto el hombre como la mujer desempeñan una actividad remuneratoria, lo que significa que ella también puede ser proveedora y aunque no lo fuere, igual uno y otro pueden estar capacitados para atender los asuntos relativos a los bienes de los hijos/as.


Se sostiene que aún cuando la mujer pueda ser proveedora, lo es en mayor proporción el hombre, a la inversa ella se incorpora más que él en las labores domésticas. Sin embargo, precisamente esta circunstancia, le da a la mujer una visión más completa de las necesidades de su hogar, entre las cuales están los intereses de su propios hijos/as; además cabe señalar, que la tendencia de la evolución de la sociedad es, cada vez más, a una creciente igualación de los roles entre ambos sexos.


Se sostiene que, por tradición, la autoridad ha sido del varón y debido a ello la patria potestad la ejerce el padre. Al respecto cabe señalar, que ya hay una etapa histórica superada en relación a la autoridad del hombre en la familia; en cambio en la actualidad, la visión moderna, reconoce ese derecho tanto al hombre como a la mujer en interés del hijo/a, tal como se contempla en el derecho comparado occidental.


Se sostiene que el ejercicio único de la patria potestad está acorde con la unidad de la familia. Sin embargo, el que sólo uno de ellos la ejerza, en ningún caso significa que está más preparado para ello, en cambio la mejor garantía de evitar errores que puedan ir en perjuicio del hijo/a, no es la imposición unilateral, sino precisamente el consultar otra opinión y a través del diálogo lograr un acuerdo.


Se sostiene que en caso de existir una patria potestad conjunta, se entrega a un ente ajeno como los tribunales de justicia la decisión de un asunto relativo al hijo/a. Sin embargo, primeramente hay que tener presente que los tribunales de justicia están para resolver las diferencias existentes entre las personas y no son un ente ajeno; segundo, aunque sea en forma excepcional, las actuales disposiciones precisamente contemplan la posibilidad de que el tribunal dirima las diferencias. De esta forma, si en la legislación chilena procede el ejercicio conjunto de la patria potestad por voluntad de las partes, también debiera proceder ese derecho por disposición de la ley, por lo demás es esa la solución del derecho comparado occidental.


La modificación que se propone, es más acorde y se ajusta con más precisión a la evolución actual de la sociedad, que la formativa jurídica actualmente vigente, a la vez es concordante con lo señalado en la Constitución Política del Estado y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que garantizan a mujeres y hombres iguales derechos, como también con las disposiciones de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que en términos más específicos otorga los mismos derechos al padre y madre en todo lo relativo a las responsabilidades para con los hijos, teniendo presente el interés de éstos.


Históricamente el ejercicio de la patria potestad se refería al conjunto de derechos que tenía el padre sobre los bienes de sus hijos. La evolución del derecho comparado en forma mayoritaria incluye este concepto del ejercicio conjunto del padre y madre tanto respecto de los bienes como de la autoridad en relación a la persona de los hijos, por este motivo la legislación francesa reemplazó el concepto patria potestad por el de autoridad parental, no así la mayoría de las legislaciones extranjeras. No obstante ello, en la modificación que se propone para la legislación chilena, se mantiene la diferencia de autoridad y patria potestad, pero en ambos casos ejercida en forma conjunta por los progenitores.


El presente proyecto de ley tiene por fundamento el elaborado por la Comisión Especial de Docentes de la Universidad Gabriela Mistral, presidida por la académica Solange Doyarcabal Casse, e integrada por la académica Claudia Schmidt Hott y los académicos Francisco Merino y Cesar Parada; también ha tenido como antecedente uno posterior enviado por el Ejecutivo, elaborado por la Comisión Jurídica del Servicio Nacional de la Mujer, teniendo como base el trabajo de las académicas Leonor Etcheverry y Andrea Muñoz; finalmente fue elaborado por la académica Solange Doyarcabal Casse y el asesor parlamentario Leonardo Estradé-Brancoli, con la colaboración del académico Enrique Pérez Levetzow.


Por tanto, conforme a lo señalado con anterioridad, se propone al honorable Congreso Nacional el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO PRIMERO: Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:

1.
Sustitúyese el inciso primero del artículo 243 por el siguiente:


“La patria potestad es el conjunto de derechos y deberes que corresponden al padre y a la madre, o a uno de ellos, según el caso, sobre los bienes de sus hijos no emancipados.”.

2.
Sustitúyese el artículo 244 por el siguiente:


“Artículo 244. La patria potestad se ejerce conjuntamente por el padre y la madre. Se presumirá que los actos realizados por uno de ellos cuentan con el consentimiento del otro, salvo para aquellos casos que requieren también la autorización judicial, o en que sea necesario consentimiento expreso del otro, o cuando medie expresa oposición, manifestada antes del perfeccionamiento del acto.


En caso de desacuerdo, cualquiera de los padres podrá acudir al juez competente, quien resolverá breve y sumariamente, lo más conveniente para el interés del hijo, previa audiencia de los padres. El juez podrá aun de oficio, requerir toda la información que considere necesaria y oír al menor, si éste tuviere suficiente juicio y discernimiento.


Si los desacuerdos fueren reiterados, o concurriere cualquier otra causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, el juez podrá atribuirlo, total o parcialmente a uno de los padres, o distribuir entre ellos sus funciones, por el plazo que fije, el que no podrá exceder de dos años.”.

3.
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 245 por el siguiente:


“Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en interés del hijo, podrá mantenerse el ejercicio de la patria potestad en ambos progenitores o atribuirse en forma exclusiva a aquel que no tenga a su cargo el cuidado personal del hijo. Se aplicará al acuerdo o a la sentencia judicial, las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.”.

4.
Sustitúyense los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 252 por los siguientes:


“Ni el padre ni la madre, son obligados en razón de su derecho legal de goce, a rendir fianza o caución de conservación o restitución, ni tampoco a hacer inventario solemne, sin perjuicio de los dispuesto en el artículo 124. Pero si no se hace inventario solemne, deberá llevar una descripción circunstanciada de los bienes desde que entre a gozar de ellos.


El derecho legal de goce se dividirá entre los padres por partes iguales, salvo que en el caso de vivir separados se acuerde otra distribución.


Cuando este derecho corresponda a la madre casada en sociedad conyugal, ésta se considerará separada parcialmente de bienes respecto de su ejercicio y de lo que en él se obtenga. Esta separación se regirá por las normas del artículo 150.


El derecho real de goce recibe también la denominación de usufructo legal de los padres o del padre o madre en su caso, sobre los bienes del hijo. En cuanto convenga a su naturaleza, se regirá supletoriamente por las normas del Título IX del Libro II.”.

5.
Sustitúyese el inciso primero del artículo 253 por el siguiente:


“Los padres administrarán conjuntamente los bienes del hijo, y si uno de ellos se encuentra privado de esa administración, quedará también privado del usufructo.”.

6.
En el inciso segundo del artículo 253, sustitúyese la letra “a” por la palabra “al”.

7.
En el artículo 256, sustitúyese la frase “El padre o madre es responsable” por la frase “Los padres son responsables”

8.
En el inciso primero del artículo 260, entre las palabras “por” y “el” , intercálase la frase “ambos padres o por”.”.

10. Moción del diputado señor Errázuriz.


Permite a la mujer, sin señales de preñez, contraer matrimonio antes de los 270 días siguientes a la nulidad o disolución del matrimonio anterior. (boletín N° 3593-18)

“Considerando:

1.
Que el artículo 128 del Código Civil no permite casarse a la mujer cuyo matrimonio haya sido disuelto o declarado nulo, antes de doscientos setenta días subsiguientes a la disolución o declaración de nulidad, aunque no haya señales de preñez;

2.
Que si bien el inciso segundo del referido artículo 128 permite rebajar del citado plazo todos los días que hayan precedido inmediatamente a dicha disolución o declaración, y en los cuales haya sido absolutamente imposible el acceso del marido a la mujer;

3.
Que lo anterior obliga a una prueba muy difícil pues si los ex cónyuges viven en el mismo lugar, esto es, en la misma ciudad, siempre será posible el acceso del ex marido a su ex mujer, por lo que en la práctica, la reducción del plazo opera de manera teórica;

4.
Que se puede dar el absurdo que una mujer ya bastante mayor se divorcie o anule su matrimonio y, aunque por su edad es evidente que no está embarazada, por el solo hecho de que su ex marido pueda tener acceso a ella tendría que esperar doscientos setenta días para contraer nuevo matrimonio, vengo en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO ÚNICO: Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 128 del Código Civil:


“No será necesario que la mujer espere el transcurso del plazo contemplado en el inciso primero para contraer nuevo matrimonio, aun cuando no haya señales de preñez y no se dé el supuesto del inciso anterior, cuando tenga más de sesenta años de edad”.

11. Moción del diputado señor Errázuriz.


Elimina secreto del sumario en regiones donde aún no opera la reforma Procesal Penal (boletín N° 3594-07)

“Considerando:

1.
Que el secreto del sumario existe en aquellas regiones del país donde aún no comienza a operar la reforma procesal penal;

2.
Que carece de toda lógica que la investigación de un mismo delito sea secreta en un lugar y pública en el otro, según esté funcionando la reforma procesal penal o no, respectivamente;

3.
Que sin perjuicio de que en el año 2005 la reforma procesal penal regirá en todo el país, hasta que ello ocurra sería del todo conveniente, a fin de uniformar el conocimiento de la investigación de los delitos, eliminar el secreto del sumario de aquellas normas donde éste se contempla, vengo en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO ÚNICO: Sustitúyese el inciso primero del artículo 78 del Código de Procedimiento Penal por el siguiente:


“Artículo 78.- Las actuaciones del sumario son de conocimiento público, salvo las excepciones establecidas por la ley”.

PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.
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